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Señores 

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL META 

M.P. Teresa Herrera Andrade 

E. S. D. 
 
 

RADICADO:                                50001-23-33-000-2023-00141-00 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA. 

DEMANDANTE: AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 

DEMANDADO: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

 

ASUNTO: REFORMA A LA DEMANDA  

 
 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad e identificado como aparece al pie de mi 

firma, obrando como apoderado especial de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., sociedad 

comercial anónima de carácter privado, sometida al control y vigilancia de la Superintendencia 

Financiera de Colombia, como consta en el poder que se aporta; por este medio presento 

REFORMA A LA DEMANDA dentro del medio de control de REPARACIÓN DIRECTA, previsto en 

el artículo 140 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en 

contra de la NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL, impetrado con el fin de que se declare a esta última patrimonial y extracontractualmente 

responsable por el error judicial en que incurrió el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Villavicencio y el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, durante el trámite del proceso 

radicado 500013153003-2015-00416-00 o declarativo verbal (ordinario) presentado por el señor 

Carlos Julio Herrera Mateus contra AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., debido a los 

errores de hecho, de derecho y procedimentales cometidos a lo largo del proceso, entre los cuales 

se incluye la emisión del fallo de manera extra petita que impuso una obligación de pago que excede 

lo estipulado en el contrato emitido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, el 

procedimiento aplicado al recurso de apelación, el auto que declaró desierto el mencionado recuro 

y el auto del 21 de abril del 2021 que resolvió el recurso de súplica proferido por el Tribunal Superior 

de Villavicencio – Sala Laboral; igualmente para que se le imponga la condena a la parte demandada 

de pagar todos y cada uno de los perjuicios ocasionados, entre ellos, por capital, o daño emergente, 

la suma de DOS MIL CIENTO TREINTA Y OCHO MILLONES OCHOCIENTOS DIEZ MIL 

QUINIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS MCTE ($2.138.810.557); más los intereses de mora 

liquidados a la tasa más alta por la Superintendencia Financiera de Colombia, y la correspondiente 

actualización o indexación.  
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I. OPORTUNIDAD PARA REFORMAR LA DEMANDA 
 
De acuerdo con el artículo 173 del CPACA, la demanda puede reformarse hasta dentro de los diez 

(10) días hábiles siguientes al fin del traslado de la demanda. En ese orden de ideas, el término 

para reformar la demanda vence el viernes 15 de noviembre, de acuerdo con lo siguiente:  

 

• Notificación del auto que admitió la demanda: 13 de septiembre de 2024 

• Término para entenderse notificado del auto admisorio (2 días hábiles): 16 y 17 de 

septiembre de 2024. 

• Término del traslado (30 días hábiles): 18, 19, 20, 23, 24, 25, 26, 27 y 30 de septiembre, 01, 

02, 03, 04, 07, 08, 09, 10, 11, 15, 16, 17, 18, 21, 22, 23, 24, 25, 28, 29 y 30 de octubre.  

• Término para reformar la demanda (10 días hábiles): 31 de octubre, 1, 5, 6, 7, 8, 12, 13, 14 y 

15 de noviembre.  

 
 

II. DESIGNACIÓN DE LAS PARTES  
 

DEMANDANTE: 

 

• AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., sociedad comercial, legalmente constituida, 

con domicilio en la Carrera 7 No. 24 – 89 P 7 de la ciudad de Bogotá, con NIT. 860.002.183- 

9, tal como se acredita con el Certificado de Existencia y Representación Legal. Correo 

electrónico: notificacionesjudiciales@axacolpatria.co 

 
DEMANDADO: 

 

• NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL. El artículo 49 de la Ley 446 de 1998, estableció la representación de la Rama 

Judicial, en los procesos contencioso-administrativos, en el director ejecutivo de 

Administración Judicial y, los artículos 257 de la Constitución Política y, 75 de la Ley 270 de 

1996, en la Calle 72 No. 7-96 de la ciudad de Bogotá D.C., Tel (1) 312 70 11. 

procesosnacionales@defensajuridica.gov.co 

 

 
AGOTAMIENTO DE REQUISITO PREVIO DE CONCILIACIÓN 

 
De acuerdo con la Ley 2220 de 2022, se dio inicio al proceso de conciliación mediante la 

presentación de la solicitud correspondiente el 01 de marzo de 2023. Dicho trámite llegó a su 

culminación el 25 de mayo de 2023, fecha en la cual se llevó a cabo la audiencia de conciliación 

extrajudicial con la asistencia de la parte demandada, declarada fallida en vista de la falta de ánimo 

conciliatorio de ésta. Como resultado de la diligencia de conciliación extrajudicial se produjo el acta 

y constancia de no acuerdo expedida por la Procuraduría 49 Judicial II para Asuntos Administrativos 

mailto:notificacionesjudiciales@axacolpatria.co
mailto:procesosnacionales@defensajuridica.gov.co
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de Villavicencio, que se aporta en los anexos de la demanda. 

 
OPORTUNIDAD DEL MEDIO DE CONTROL 

 
 

En vista que, el último hecho en virtud del proceso declarativo verbal (ordinario) se materializó el 01 

de marzo de 2021 con ocasión al fallo proferido por el Tribunal Superior Distrito Judicial de 

Villavicencio - Sala N°5 de Decisión Civil Familia Laboral, el cual resolvió declarar desierto el recurso 

de reposición interpuesto contra el fallo de primera instancia fechado el día 26 de septiembre de 

2018; se colige que la demanda se presenta en el término establecido en el artículo 164 literal i), 

toda vez que el cómputo del término de la caducidad fue suspendido de acuerdo a la presentación 

de la solicitud de conciliación extrajudicial ante la Procuraduría General de la Nación el 01 de marzo 

de 2023. En ese orden de ideas, el término se suspendió hasta el 25 de mayo de 2023, fecha en la 

cual se declaró fallida la diligencia de conciliación. Por ende, el término se reanudó a partir del día 

26 de mayo de 2023. 

 
III. PRETENSIONES 

 
PRIMERA: Una vez surtido el trámite correspondiente, DECLARAR a la NACIÓN – RAMA 

JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL, responsable patrimonial y extracontractualmente por la totalidad de los daños y perjuicios 

que le fueron ocasionados a la compañía AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., por los 

hechos que configuran una falla en el servicio por error judicial en el se incurrió por parte del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Villavicencio y el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, 

durante el trámite del proceso radicado 500013153003-2015-00416-00 o que se identifica como 

declarativo verbal (ordinario) presentado por Carlos Julio Herrera Mateus contra AXA COLPATRIA 

SEGUROS DE VIDA S.A, por los errores de hecho, de derecho, procedimentales, cometidos a lo 

largo del mismo, entre otros: 1) en la sentencia que vulneró el principio de congruencia y falló de 

forma extra petita condenándola al pago de DOS MIL CIENTO TREINTA Y OCHO MILLONES 

OCHOCIENTOS DIEZ MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS MCTE ($2.138.810.557); 

2) en el procedimiento aplicado al recurso de apelación; 3) al haber declarado desierto el recurso a 

pesar de presentarse de forma oportuna; y 4) en la decisión del auto del 21 de abril del 2021 que 

confirmó la decisión de declarar desierto el recurso y que fue proferido por el Tribunal Superior de 

Villavicencio – Sala Laboral, a pesar que las normas procesales para ese momento, Código General 

del Proceso y Decreto 806 de 2020, permitían presentar el recurso de apelación y sustentarlo tal 

como se realizó por la compañía de seguros.  

 

SEGUNDA: Como consecuencia de las declaraciones se ORDENE a la NACIÓN – RAMA 

JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL, PAGAR a la compañía AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., la suma de DOS MIL  

CIENTO  TREINTA  Y  OCHO  MILLONES  OCHOCIENTOS  DIEZ  MIL QUINIENTOS 
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CINCUENTA Y SIETE PESOS MCTE ($2.138.810.557), por concepto de capital o daño emergente 

junto con el pago de costas. 

 
TERCERA: Como consecuencia de las declaraciones se ORDENE a la NACIÓN – RAMA 

JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL, pagar a la compañía AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., la suma 

correspondiente a los intereses de mora liquidados a la tasa más alta por la Superintendencia 

Financiera de Colombia, la actualización o indexación, pagados por conceptos de la condena 

impuesta por parte del Juzgado Tercero (3°) Civil del Circuito de Villavicencio. 

 
CUARTA: Prevenir a la demandada para que dé estricto cumplimiento a la sentencia que se profiera 

en el marco de este litigio, de conformidad a los artículos 187 y ss. de la Ley 1437 de 2011. 

 
QUINTA: CONDENAR al pago de costas y agencias en derecho a la NACIÓN – RAMA JUDICIAL 

DEL PODER PÚBLICO - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

 
 

HECHOS  
 

 

PRIMERO: AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. (en adelante AXA), fue demandada en un 

proceso verbal declarativo de mayor cuantía el día 08 de septiembre de 2015, el cual, correspondió por 

reparto al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, con radicado No. 500013103003- 2015-

00416-00. 

 
SEGUNDO: El proceso declarativo lo formuló el señor CARLOS JULIO HERRERA MATEUS, quien 

fungió en calidad de tomador y asegurado, de la póliza de seguro de vida No. 6002831, tomada el 

25 de septiembre de 1993 con una vigencia de 20 años; periodo en el que tendría que ocurrir el 

fallecimiento del señor Herrera Mateus o una incapacidad total y permanente, para el surgimiento 

de la obligación condicional del asegurador. 

 

TERCERO: A través de la demanda anteriormente señalada, la pretensión principal fue declarar 

el incumplimiento derivado de la póliza de seguro de vida, y en tal sentido, condenar a mí 

representada al pago de $51.000.000 como capital asegurado en la póliza N°1163823, la suma de 

$32.634.000 por concepto del 6.3% del reajuste sobre el capital asegurado en la póliza N°1163823, 

por concepto de intereses moratorios la tasa máxima autorizada por la Superintendencia Financiera 

de Colombia, sobre la suma de $51.000.000 como capital asegurado en el contrato de seguro 

N°1163823, la suma de $28.000.000 como capital asegurado en la póliza N°1172214, la suma de 

$17.640.000 por concepto del 6.3% de reajuste sobre el capital asegurado en la póliza 

anteriormente señalada, y finalmente, intereses moratorios con la tasa máxima autorizada por la 

Superintendencia Financiera de Colombia, sobre la suma de $28.000.000 como capital asegurado 
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en la póliza N°1172214. 

 

CUARTO: Posteriormente, el día 12 de enero de 2016, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de 

Villavicencio, inadmitió la demanda. 

 
QUINTO: Con ocasión a lo anterior, el día 20 de enero de 2016, en aras de subsanar la demanda, el 

apoderado de los demandantes, presentó memorial, mediante el cual las pretensiones tuvieron una 

variación considerable, en el sentido que, solicitó se condenara a mí representada, al pago de la suma 

de $628.206.215, correspondientes al capital más el incremento del capital asegurado durante los 20 

años de existencia del contrato de seguro N°6002831, en un porcentaje igual al 23% anual conforme 

al contrato de seguro de vida, y, además, por los intereses moratorios fijados en la tasa máxima 

autorizada por la Superintendencia Financiera, finalmente costas y agencias en derecho. Es decir, 

con la subsanación de la demanda el actor formuló la pretensión principal de declarar el 

incumplimiento del contrato de seguro de vida, con el fin de que se le pagara la prestación principal 

del seguro por el amparo de vida, aun sin haber ocurrido el riesgo de su propio fallecimiento y 

sin tener la calidad de beneficiario del amparo principal. Es decir, que el señor Carlos Julio 

Herrera Mateus, pese a estar vivo y haber designado como beneficiarios del seguro a su compañera 

permanente por el 50% y a sus dos hijos por el 25%, constituyéndose únicos legitimados para 

reclamarlo, solicitó el pago de la prestación principal supeditada a la condición de a muerte de él 

mismo, y aún sin cumplir con la condición de una incapacidad total y permanente que activará la 

cláusula tercera pactada en el condicionado general condenándola al pago de DOS MIL CIENTO 

TREINTA Y OCHO MILLONES OCHOCIENTOS DIEZ MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SIETE 

PESOS MCTE ($2.138.810.557). 

 
SEXTO: Es por ello, por lo que se precisa a este despacho indicar que, en el contrato de seguro 

solo se contempló el reconocimiento de un dividendo en caso de que el asegurado sobreviviera al 

fenecer la vigencia del seguro de vida, concepto que no fue solicitado en el líbelo genitor por el 

demandante, sin embargo, el juzgado reconoció tal rubro (dividendo), por un valor que resultó 

evidentemente equivoco, toda vez que realizó una indebida valoración del condicionado general de 

la póliza que fue allegado al expediente de manera oportuna, en el cual, se observaba claramente 

una cotización que advierte, que el valor asegurado al final del periodo del plan sería la suma de 

$628.206.215 pesos solo si ocurría la muerte o incapacidad del asegurado, y por concepto de 

dividendos al final del periodo del plan, la suma de $290.231.272 pagaderos al asegurado si, y solo 

sí sobrevivía a la vigencia del plan, tal como se detalla en el documento original: 
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Documento: Cotización plan vida porvenir de Colpatria. 

 
 

 
SÉPTIMO: Posteriormente, mi prohijada, contestó la demanda el día 15 de febrero de 2017, 

oponiéndose a las pretensiones y formulando varias excepciones de fondo que se encuentran en el 

escrito de contestación, el cual reposa en el expediente. 

 
OCTAVO: Consecuencialmente y surtidas las etapas del proceso, el Juzgado Tercero Civil del 

Circuito de Villavicencio profirió sentencia el 26 de septiembre de 2018, mediante la cual resolvió 

no declarar la prosperidad de las excepciones formuladas por AXA, y en su lugar, accedió a las 

injustas pretensiones de la demanda, las cuales, por cierto, nunca fueron pretendidas, lo cual, 

vulneró el principio de congruencia al fallar extra petita, condenado a AXA COLPATRIA SEGUROS 

DE VIDA S.A. de la siguiente manera: 

“RESUELVE 

 
PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones propuestas por la demandada de 

conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de este fallo. 

 
SEGUNDO: ACCEDER a las pretensiones de la demanda elevadas por CARLOS JULIO 

HERRERA MATEUS contra AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 

 
TERCERO: CONDENAR a la demandada SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S.A., hoy 

AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., al pago de la suma de DOS MIL SESENA Y 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 

Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 

Página 7 | 44 
TPCT-NAVG Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

 

 

SEIS  MILLONES  CUATROCIENTOS  OCHENTA  Y  TRES  MIL  SEISCIENTOS 

VEINTINUEVE PESOS ($2.066.483.629) discriminados del modo que sigue: 

 
3.1. SEISCIENTOS VEINTIOCHO MILLONES DOSCIENTOS SEIS MIL DOSCIENTOS 

QUINCE PESOS ($628.206.215.oo) por concepto del monto alcanzado a la finalización 

del período del plan tomador por el demandante CARLOS JULIO HERRERA MATEUS, 

según se desprende de la Póliza de Seguro de Vida V-60002831 del 10 de septiembre de 

1993. 

 
3.2. DOSCIENTOS NOVENTA MILLONES DOSCIENTOS TREINTA Y UN MIL 

DOSCIENTOS SETENTA Y UN PESOS ($290.231.271.oo) por concepto de los 

dividendos a que tuvo derecho el tomador por el demandante CARLOS JULIO HERRERA 

MATEUS. 

 
3.3. MIL CIENTO CUARENTA Y OCHO MILLONES CUARENTA Y SEIS MIL CIENTO 

CUARENTA Y TRES PESOS ($1.148.046.143.oo) por concepto de intereses conforme a 

la liquidación realizada. 

 
CUARTO: CONDENAR en costas de la presente acción a la parte ejecutada. De 

conformidad con lo dispuesto para los procesos en primera instancia, en el literal a. del 

Acuerdo PSAA166-10554 de 2016, inclúyase por concepto de agencias en derecho la 

suma de $72.326.928.oo. Por secretaria liquídense.” 

 
Con lo cual, se evidencia que, pese a que en el contrato de seguro solo se contempló el 

reconocimiento de un dividendo en caso de que el asegurado sobreviviera al fenecer la vigencia del 

seguro de vida, y a que, dicho concepto no fue solicitado en el líbelo genitor, que el juzgado 

reconoció tal rubro (dividendo), por un valor que resultó evidentemente equivocado, toda vez que, 

el juez de primera instancia condenó por ese solo concepto por la suma de $290.231.271 para un 

total de $2.066.483.629, más las costas. 

 

NOVENO: En este punto, el fallo del 26 de septiembre de 2018, evidencia la indebida valoración 

probatoria que realizó el a quo, por cuanto, si bien, esos valores fueron los fijados en la cotización, 

el condicionado fue claro en fijar que en caso de que ambos asegurados sobrevivieran a la fecha 

de terminación, se pagaría el dividendo al que hubiera lugar, y posteriormente en el cláusula quinta 

del contrato, se expresó que el dividendo para el contrato de seguros en comento se definía de la 

siguiente manera: “Es la suma pagadera al asegurado, si sobrevive a la fecha de terminación de 

este seguro y se determina aplicando al capital asegurado reajustado a dicha fecha, el 

porcentaje que aparece indicado en la carátula de la póliza” 

 
Sin embargo, el juzgador, malinterpretó el contrato con la cláusula tercera, la cual estipuló lo 

siguiente: “En caso de que sobrevenga al asegurado una incapacidad total y permanente, tal 

y como se define en la cláusula quinta literal 1, Colpatria pagará el capital asegurado, reajustado 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 

Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 

Página 8 | 44 
TPCT-NAVG Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

 

 

como si el asegurado hubiera fallecido, cesando a partir de ese pago cualquier otra obligación 

por parte de Colpatria) 

 
Por lo que a todas luces, no obró prueba de una incapacidad permanente en cabeza del 

demandante que en consonancia con la cláusula anteriormente señalada, lo hiciera merecedor del 

pago del capital asegurado, como fue reconocido por el a quo, sino que, lo que se debía reconocer, 

era simplemente el valor de los dividendos, si el demandante los hubiera solicitado, pero claramente 

la pretensión principal de la subsanación de la demanda no fue esa, además de haber sido, se 

aclaró correspondía al porcentaje fijado en la carátula de la póliza respecto al valor asegurado, 

además, no se entiende, por qué el a quo falló concediendo pretensiones que no fueron solicitadas 

y que claramente desconocieron todos las pruebas obrantes, fijando una suma exorbitante, la cual 

fue de $2.066.483.629, es decir, como si se hubiera materializado el riesgo asegurado, lo que 

evidentemente contravino el principio de congruencia, por cuanto el fallo fue extra petita. 

 

En el fallo no se tuvo en cuenta que como había pasado fenecido el plazo temporal de su duración o 

vigencia, ya no era procedente aspirar el valor de la suma asegurada, y lo único que podía reclamarse 

era lo invertido con los rendimientos, y en la sentencia equivocadamente no se tuvo en cuenta que el 

siniestro no se materializó y se pagó el siniestro como si se hubiese producido, es decir, la muerte; solo 

operaba la devolución del componente de inversión con el respectivo rendimiento 

 

 
DÉCIMO:Las pretensiones de la demanda y de la subsanación de la misma distan de lo reconocido 

en la sentencia:  

 

DEMANDA:  
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DEMANDA SUBSANADA:  

 

 

  

De esta manera se desconoció el artículo 281 del CGP, el cual establece que la sentencia deberá 

estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en el escrito de demanda, y en el 
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mismo artículo dispone que no podrá condenarse por objeto distinto del pretendido en la demanda.  

 

DÉCIMO PRIMERO. En consonancia con lo anterior, frente a la sentencia de primera instancia 

proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, AXA interpuso el recurso de 

apelación en virtud de los artículos 320, 321 y 322 del C.G. del P., ante la evidente ilegalidad de la 

decisión. Este recurso se formuló y sustentó de manera oral en audiencia del 26 de septiembre 

de 2018, siendo concedido el medio de impugnación por el despacho en el efecto devolutivo de 

acuerdo como lo disponía la normativa procesal vigente. 

 
DÉCIMO SEGUNDO: Después de transcurrir dos años y cuatro meses de haberse concedido el 

recurso de apelación, el Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil Familia Laboral, con gran mora 

procesal, mediante auto del 25 de enero de 2021, dispuso correr traslado a la parte apelante para 

sustentar la alzada so pena de declarar desierto el recurso, así: 

 
“En atención a que el Decreto 806 del 04 de junio de la corriente anualidad, dispuso que 

el trámite de la apelación de las sentencias deberá realizarse de manera escrita, se 

dispone: 

 
PRIMERO: Córrase traslado a la parte apelante, por el término de 5 días para que 

SUSTENTE de manera escrita los repartos que formuló, ante el a-quo, so pena de 

declarar desierto el recurso.” 

 
DÉCIMO TERCERO: El Tribunal erró al invocar el Decreto 806 de 2020 como fundamento del 

traslado del recurso de apelación, por cuanto la alzada se propuso el 26 de septiembre de 2018 y 

fue concedida ese mismo día y se remitió el expediente al Superior. Para esa fecha, en lo que 

involucra el trámite de apelación la normatividad vigente eran únicamente los artículos 322 y 327 

del Código General del Proceso, más no aquellas complementarias del Decreto indicado. 

 
DÉCIMO CUARTO. En otras palabras, dado que el recurso de apelación se presentó en septiembre 

del año 2018 y conforme al artículo 40 de la Ley 153 de 1887 el mismo debía tramitarse por el artículo 

327 del C.G. del P., toda vez que para el momento de su interposición todavía no había sido expedido 

el Decreto 806 de 2020. El Tribunal Superior de Villavicencio desatiende toda la normativa procesal 

y en lugar de citar a audiencia de segunda instancia como en derecho debió hacerlo, corre traslado 

para alegar por escrito. 

 
DÉCIMO QUINTO : El Juzgador de segunda instancia, prescindiendo de la audiencia de 

sustentación de la apelación y fallo, fincado en el Decreto 806 de 2020 otorgó el término de cinco 

(5) días para la sustentación escrita de aquel, lo que produjo una clara vulneración de los artículos 

322, 327, 624, 625 del Código General del Proceso y el artículo 40 de la Ley 153 de 1887. 

 
DÉCIMO SEXTO: Así las cosas, el Decreto 806 de 2020 en el artículo 14, establece la oportunidad 
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para sustentar el recurso de apelación dentro de los 5 días siguientes a la ejecutoria del auto que 

lo admite, de la siguiente manera: 

 
“(…) 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el 

apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días 

siguientes. De la sustentación se correrá traslado a la parte contraría por el término de 5 

días. Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por 

estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (…)” 

(Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

En consonancia, el artículo 302 del C.G. del P., consagró el término de ejecutoria de las 

providencias dictadas en audiencia y fuera de ellas: 

 
“Artículo 302. Ejecutoria 

Las providencias proferidas en audiencia adquieren ejecutoria una vez notificadas, cuando 

no sean impugnadas o no admitan recursos. 

 
No obstante, cuando se pida aclaración o complementación de una providencia, solo 

quedará ejecutoriada una vez resuelta la solicitud. 

 
Las que sean proferidas por fuera de audiencia quedan ejecutoriadas tres (3) días 

después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin 

haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la 

providencia que resuelva los interpuestos.” (Subrayado y negrilla fuera del texto 

original). 

 

El auto del 25 de enero de 2021, no solo se profirió fuera de audiencia, sino más de dos años 

después de concederse. 

 
DÉCIMO SÉPTIMO: El auto mediante el cual se dio traslado a mi prohijada para la sustentación de 

la apelación, fue publicado en el micrositio del Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil Familia 

Laboral, en los estados del 26 de enero de 2021. ES DECIR, QUE EL CITADO AUTO QUEDÓ 

EJECUTORIADO EL 29 DE ENERO DE 2021, POR LO QUE EL TÉRMINO PARA SUSTENTAR 

EL RECURSO FENECÍA EL 05 DE FEBRERO DE ESE MISMO AÑO. 

 
DÉCIMO OCTAVO: AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. sustentó los reparos del recurso 

de apelación, mediante radicación del 04 de febrero de 2021, dentro del término legal otorgado por 

el Tribunal Superior de Villavicencio conforme con lo dispuesto por la norma. En la sustentación del 

recurso de apelación, el abogado Miky Fernando Olaya Cuervo:  
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En el mismo escrito de sustentación se concluyó lo siguiente  



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 

Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 

Página 13 | 44 
TPCT-NAVG Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

 

 

 

De esta manera, se expone que se presentó el recurso de reposición con los motivos de inconformidad 

que dan cuenta del error judicial en que incurrió el Juzgado Tercero Civil Circuito de Villavicencio al 

proferir un fallo extra petita sin la facultad para ello e infringiendo el principio de legalidad.  

 
DÉCIMO NOVENO: El recurso de apelación fue declarado desierto, por cuanto el juzgador de 

segunda instancia consideró que mi prohijada no sustentó el recurso de alzada. En su criterio fue 

extemporáneo, como lo indicó en el Auto del 01 de marzo de 2021, donde motivó: 

 
“De acuerdo con lo señalado en el artículo 9º ejusdem, la anterior decisión fue notificada 

por anotación en estados electrónicos del día 26 de enero de 2021, tal y como se aprecia 

en la página web de la Rama Judicial. Así las cosas, el término para sustentar la alzada 

inició el 27 de enero de 2021 y terminó el día 02 de febrero del 2021.” 

 

En la parte resolutiva de dicha procedencia se decidió: 
 
 

“PRIMERO: DECLARAR desierto el recurso de apelación interpuesto por la parte 

apelante, contra la sentencia proferida el 26 de septiembre de 2018, por el Juzgado 

Tercero Civil del Circuito de Villavicencio – Meta, de conformidad con lo señalado en la 

parte motiva” (…). 

 

VIGÉSIMO: En consecuencia, mi prohijada impugnó la decisión que declaró desierto el recurso de 

apelación, a través del recurso de súplica respectivo. En los motivos de inconformidad se expresó 

que el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Villavicencio – Sala de Decisión Civil Famil Laboral 

infringió la norma procesal al contar los cinco (05) días para sustentar el recurso de apelación desde 

la notificación por estados del auto que corrió traslado.  

 
VIGÉSIMO PRIMERO: El medio de impugnación interpuesto en contra de la providencia que 

declaró desierto el recurso de apelación, fue resuelto el 21 de abril de 2021 por la Sala Laboral del 

Tribunal Superior de Villavicencio y confirmó el Auto del 01 de marzo de 2021, condenando a mi 

prohijada en costas y agencias en derecho. En este auto el despacho reiteró que el término de cinco 

(05) días inició desde el 26 de enero de 2021 que se notificó el auto que corrió traslado para 

sustentar el recurso de apelación. Nuevamente, el tribunal incurrió en un error sustantivo y 

procedimiental.  
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VIGÉSIMO SEGUNDO: Al considerar las actuaciones surtidas por el Tribunal Superior de 

Villavicencio, es evidente que incurrió en una violación al debido proceso, al derecho de defensa e 

impidió el acceso a la administración de justicia de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., 

dado que tuvo por no sustentado el recurso de apelación cuando sí lo estuvo. Dicho de otro modo, el 

Tribunal Superior de Villavicencio tuvo por no sustentado el recurso aun cuando dicha sustentación 

fue presentada el 04 de febrero de 2021 y la misma vencía el 05 de febrero de ese mismo año. 

 
VIGÉSIMO TERCERO: Se sostiene como el Tribunal incurrió en un error material al no tener en 

cuenta el procedimiento reglado, definido y aplicable para la apelación de sentencias contenido en 

los artículos 322 y 327 del C.G. del P., que era el regente para esa actuación. El recurso fue elevado 

el 26 de septiembre de 2018, cuando imperaban sobre ese trámite las normas del C.G. del P. Sobre 

este particular, es menester citar el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 que dispone: 

 
“Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios 

prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las 

audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a 

correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por 

las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, 

se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron 

los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. (…)” (Subrayado y negrilla 

fuera del texto original). 

 

VIGÉSIMO CUARTO: El Tribunal ante la omisión de las normas antes referidas, no solo incurrió en 

el error sustantivo o material porque se abstuvo de citar a la audiencia de sustentación y fallo, sino 

porque, aplicó las normas del Decreto 806 de 2020 y no tuvo en cuenta el término de ejecutoria 

consagrado en el artículo 302 del C.G. del P. para que cobrara firmeza el auto que corrió traslado 

para la sustentación. 

 
VIGÉSIMO QUINTO: Sin perjuicio del error, además, se hace evidente como el Tribunal Superior de 

Villavicencio incurrió en un error de interpretación, por cuanto cayó en un yerro al no dar correcta 

aplicación al artículo 302 del C.G. del P. y el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, al iniciar el cómputo 

de los 5 días de traslado a partir de la notificación por estados, sin contemplar el término de la 

ejecutoria del auto del 25 de enero de 2021, que fue de 3 días. Máxime, cuando el artículo 14 del 

mentado Decreto 806 de 2020 señala explícitamente la ejecutoria del auto para que proceda el 

conteo: “Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 

 
VIGÉSIMO SEXTO: También incurrió el Tribunal en error de hecho, por cuanto soslayó las 
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disposiciones de los artículos 624 y 625 del C.G.P., en tanto son los mismos precursores del 

régimen de los recursos interpuestos en vigencia de las normas imperantes al momento de su 

formulación. Las normas transgredidas expresan en su tenor literal lo siguiente: 

 
“Artículo 624. Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará así: 

 
 

Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios 

prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las 

audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a 

correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por 

las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, 

se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron 

los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

 
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento 

de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha 

autoridad”. 

 
“Artículo 625. Tránsito de legislación: 

Los procesos en curso al entrar a regir este código, se someterán a las siguientes reglas 

de tránsito de legislación: 

(…) 

5. No obstante lo previsto en los numerales anteriores, los recursos interpuestos, la 

práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los 

términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones 

que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los 

recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron 

a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las 

notificaciones. 

(…).” (Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 
Considerando lo anterior, el Tribunal al aplicar el procedimiento establecido en el Decreto 806 de 

2020 para la sustentación de la apelación, erró en la aplicación del régimen legal que para esos 

fines era el artículo 327 del C.G.P. 

 

VIGÉSIMO SÉPTIMO: En aplicación del término concedido por el despacho de segunda instancia, 

éste ignoró que AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. contaba en total con el término de 3 

días para la ejecutoria del auto, más los 5 días del término del traslado. Como el auto fue publicado 

en el micrositio del Tribunal en el estado del 26 de enero de 2021, los días: miércoles 27, jueves 28 

y viernes 29 de enero de 2021, fueron los días en los que el Auto del 25 de enero de 2021 cobró 

firmeza. De forma consecuencial, posteriormente se contaba el término del traslado los días: lunes 
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1, martes 2, miércoles 3, jueves 4 y viernes 5 de febrero de 2021 para radicar la sustentación del 

recruso de apelación ante el Tribunal. 

 
VIGÉSIMO OCTAVO: Al haberse radicado la sustentación de la apelación el 04 de febrero de 2021, 

de todas maneras, AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. sustentó la apelación dentro del 

término legal, como se ha expuesto con suficiencia. 

 
VIGÉSIMO NOVENO: En conclusión, los errores jurisdiccionales en los que incurrió el Juzgado 

Tercero Civil Circuito de Villavicencio al proferir un fallo extra petita sin fundamento legal para ello y 

el  Tribunal mediante la configuración de los errores de interpretación y de hecho, al aplicar un 

procedimiento equivocado para tramitar la apelación, transgredir las normas que señalaban de forma 

clara que se debió aplicar el trámite señalado en el artículo 327 del C.G. del P., y vulnerar las normas 

que dirigen el procedimiento de sustentación de la apelación del Decreto 806 de 2020 que el mismo 

Tribunal eligió, fueron los generadores de la violación al debido proceso, a la defensa e impidió el 

acceso a la administración de justicia de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., mediante los 

Autos del 25 de enero de 2021, 01 de marzo de 2021 y el 21 de abril de 2021, a través de los cuales 

dio traslado para sustentar la apelación, declaró desierto el recurso de apelación y confirmó su 

decisión respectivamente. 

 
TRIGÉSIMO: Al considerar las actuaciones surtidas por el Tribunal Superior de Villavicencio, el día 

27 de mayo de 2021, fue presentada acción de tutela en contra de la providencia judicial dictada, de 

la cual conoció la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 

 
TRIGÉSIMO PRIMERO: La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, mediante auto 

del 28 de mayo de 2021, avocó conocimiento de la acción de tutela promovida por AXA Colpatria 

Seguros de Vida S.A., en contra de la Sala Civil-Familia-Laboral del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Villavicencio, solicitando a los accionados para rendir el informe de que trata el artículo 

19 del Decreto 2591 de 1991. 

 
TRIGÉSIMO SEGUNDO: El día 02 de junio de 2021, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia, Magistrado Ponente Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, decidió la acción de tutela, 

resolviendo denegar el amparo solicitado. 

 

TRIGÉSIMO TERCERO: Atendiendo a lo anterior, dentro del término legal establecido, mi prohijada 

presentó impugnación al fallo de tutela STC6242-2021 del 02 de junio de 2021. 

 
TRIGÉSIMO CUARTO: De este modo, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, el 

día 09 de junio de 2021, concedió la impugnación interpuesta por parte de AXA, disponiendo la 

remisión del expediente a la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia de 

conformidad con el artículo 45 del Acuerdo 006 de 2002. 
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TRIGÉSIMO QUINTO: Finalmente el día 23 de junio de 2021, la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia, Magistrado Ponente Gerardo Botero Zuluaga, decidió la impugnación 

interpuesta en contra de la sentencia proferida por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia el día 02 de junio de 2021. Confirmando el fallo de tutela impugnado. 

 
TRIGÉSIMO SEXTO: Aterrizando la normatividad al caso en concreto, se hace necesario mencionar 

que, el auto del 25 de enero de 2021, expedido por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Villavicencio no solo se profirió fuera de audiencia, sino más de dos años después de concederse. 

 
TRIGÉSIMO SÉPTIMO: El auto mediante el cual se dio traslado a mi prohijada para la sustentación 

de la apelación, fue publicado en el micrositio del Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil 

Familia Laboral, en los estados del 26 de enero de 2021, quedado ejecutoriado tres días hábiles 

despuesto, esto es, el 29 de enero de 2021. 

 
TRIGÉSIMO OCTAVO: AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. sustentó los reparos del recurso de 

apelación, mediante radicación del 04 de febrero de 2021, dentro del término legal otorgado por el 

Tribunal Superior de Villavicencio conforme con lo dispuesto por la norma. Dado que conforme con 

lo establecido por la norma, fenecía hasta el 05 de febrero de 2021.En dichos motivos de 

inconformidad se arguyó la vulneración al principio de congruencia al proferir un fallo extra petita y 

el erróneo conteo del término para presentar la sustentación del recurso de apelación.  

 
TRIGÉSIMO NOVENO: El recurso de apelación fue declarado desierto, por cuanto el juzgador de 

segunda instancia consideró que mi prohijada no sustentó el recurso de alzada. En su criterio fue 

extemporáneo, como lo indicó en el Auto del 01 de marzo de 2021, donde motivó: 

 
“De acuerdo con lo señalado en el artículo 9º ejusdem, la anterior decisión fue notificada 

por anotación en estados electrónicos del día 26 de enero de 2021, tal y como se aprecia 

en la página web de la Rama Judicial. Así las cosas, el término para sustentar la alzada 

inició el 27 de enero de 2021 y terminó el día 02 de febrero del 2021.” 

 

En la parte resolutiva decidió: 
 

“PRIMERO: DECLARAR desierto el recurso de apelación interpuesto por la parte 

apelante, contra la sentencia proferida el 26 de septiembre de 2018, por el Juzgado 

Tercero Civil del Circuito de Villavicencio – Meta, de conformidad con lo señalado en la 

parte motiva” (…). 

 

CUADRAGÉSIMO: En consecuencia, mi prohijada impugnó la decisión que declaró desierto el 

recurso de apelación. El medio de impugnación interpuesto en contra de la providencia que declaró 

desierto el recurso de apelación fue resuelto el 21 de abril de 2021 por la Sala Laboral del Tribunal 

Superior de Villavicencio y confirmó el Auto del 01 de marzo de 2021, condenando a mi prohijada 
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en costas y agencias en derecho. 

 
CUADRAGÉSIMO PRIMERO: Al considerar las actuaciones surtidas por el Juzgado Tercerco Civil 

de Villavicencio y del Tribunal Superior de Villavicencio, es evidente que incurrió en una violación al 

debido proceso, al derecho de defensa e impidió el acceso a la administración de justicia de AXA 

COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., dado que se profirió un fallo extrapetita y se tuvo por no 

sustentado el recurso de apelación cuando sí lo estuvo, respectivamente. Dicho de otro modo, el 

Tribunal Superior de Villavicencio tuvo por no sustentado el recurso aun cuando dicha sustentación 

fue presentada el 04 de febrero de 2021 y la misma vencía el 05 de febrero de ese mismo año. 

 
CUADRAGÉSIMO SEGUNDO: También, el Tribunal incurrió en un error material porque no tuvo 

en cuenta el procedimiento reglado, definido y aplicable para la apelación de sentencias contenido 

en los artículos 322 y 327 del C.G. del P-, que era el regente para esa actuación. El recurso fue 

elevado el 26 de septiembre de 2018, cuando imperaban sobre ese trámite las normas del C.G. del 

P. 

 
CUADRAGÉSIMO TERCERO: En aplicación del término concedido por el Despacho de segunda 

instancia, éste ignoró que AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. contaba en total con 3 días 

para la ejecutoria del auto, más los 5 días del término del traslado. Como el auto fue publicado en 

el micrositio del Tribunal en el estado del 26 de enero de 2021, los días: miércoles 27, jueves 28 y 

viernes 29 de enero de 2021, fueron los días en los que el Auto del 25 de enero de 2021 cobró 

firmeza. De forma consecuencial, posteriormente se contaba el término del traslado los días: lunes 

1, martes 2, miércoles 3, jueves 4 y viernes 5 de febrero de 2021 para radicar la sustentación ante 

el Tribunal. 

 
CUADRAGÉSIMO CUARTO: Al haberse radicado la sustentación de la apelación el 04 de febrero de 

2021, de todas maneras, AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. sustentó la apelación dentro 

del término legal. 

 

CUADRAGESIMO QUINTO. Debido al ilegal fallo extra petita del Juzgado Tercero Civil de 

Villavicencio y a la errónea interpretación de la norma procesal por el Tribunal Superior Sala Civil 

de Villavicencio, el apoderado de la parte demandante en el proceso ordinario radicó demanda 

ejecutiva y mediante Auto del 22 de octubre de 2021 se libró mandamiento por las siguientes sumas:  

• $628.206.201 por concepto de la condena impuesta según el numeral 3.1 de la 

sentencia del 26 de septiembre de 2018 

• $209.231.271 por concepto de la condena impuesta según el numeral 3.2 de la 

sentencia del 26 de septiembre de 2018.  

• $1.148.046.143 por conepto por concepto de la condena impuesta según el numeral 

3.3 de la sentencia del 26 de septiembre de 2018. 

• $72.326.928 por conepto por concepto de la condena impuesta según el numeral 3.4 
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de la sentencia del 26 de septiembre de 2018. 

 

CUADRAGÉSIMO SEXTO. Teniendo en cuenta la obligación constituida en un título ejecutivo ilegal y 

el riesgo finncieron que esto acarriaba para la compañía de seguros, AXA Colpatria procedió a 

consignar el valor de $2.138.810.547 al Banco Agrario de Colombia.  

 
 

IV. DISPOSICIONES JURÍDICAS VULNERADAS 

 

Las normas que se vulneraron con la sentencia del 01 de marzo de 2021, confirmada mediante auto 

del 21 de abril de la misma anualidad, son los siguientes: 

 

• La Constitución Política de Colombia (artículos 29 y siguientes, artículo 229). 

• Artículo 40 Ley 153 de 1887. 

• Ley 4 de 1913. 

• Código General del Proceso. 

• Decreto 806 de 2020. 

• Jurisprudencia de la Corte Constitucional vigente en materia de precedente judicial. 

• Sentencia C-420 de 2020 de la Corte Constitucional. 

• artículo 822 del Código de Comercio. 

• Artículos 1036 al 1162 y artículos 1080,1077, 1054,1056,1036 y1072 del Código de 

comercio. 

• Artículos 1512, 1602, 1616 a1624 del Código Civil. 
 
 

V. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
A. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR ERROR JURISDICCIONAL 

 
Para abordar este aspecto, es preciso señalar los antecedentes previos a la interposición del 

recurso de reposición contra el fallo proferido el día 26 de septiembre de 2018, por parte del Juzgado 

Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, que evidencian, no solo la incongruencia que se 

desprende del fallo en mención, sino que, además, la indudable indebida valoración probatoria que 

se realizó a la póliza N°6002831 y al condicionado general aportado, toda vez que, si estos aspectos 

hubieran sido puestos en consideración del despacho conocedor del proceso declarativo verbal 

(ordinario) con radicado 2015-00416, mí representada no hubiera tenido que reconocer la irrisoria y 

exorbitante suma de DOS MIL SESENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS OCHENTA Y 

TRES MIL SEISCIENTOS VEINTINUEVE PESOS ($2.066.483.629) a favor del señor Carlos Julio 

Herrera Mateus, por cuanto no se materializó ninguno de los riesgos asegurados, esto es, no ocurrió 

la muerte del asegurado y menos aún una incapacidad total y permanente. 
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En tal sentido, el primer aspecto que llama la atención del suscrito es que la demanda inicial 

formulada por el apoderado del señor Herrera Mateus, el día 08 de septiembre de 2015, varió 

considerablemente en cuanto a las pretensiones solicitadas, dado que con la radicación de la 

subsanación a la demanda el día 20 de enero de 2016, solicitó un monto elevado por concepto de 

en consideración con el escrito inicial, motivo por el cual, y con el objeto de ilustrar a este despacho, 

traigo a colación las capturas de los fallos que demuestran la discrepancia entre los dos escritos. 
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Documento: Aparte demanda radicada por el apoderado del señor Herrera Mateus 

el día 08 de septiembre de 2015 

 

 

Documento: Aparte subsanación a la demanda radicada por el apoderado del 

señor Herrera Mateus el día 20 de enero de 2016 

Ahora bien, de conformidad con lo que fue pretendido por el señor Herrera Mateus, a través del 

proceso declarativo verbal (ordinario), y lo resuelto mediante fallo proferido el día 26 de septiembre 

de 2018, por parte del Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, se observa claramente 

que el despacho incurrió en incongruencia, ello, por cuanto la parte resolutiva fue la siguiente: 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 

Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 

Página 22 | 44 
TPCT-NAVG Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

 

 

 

 
 

Documento: Fallo proferido el día 26 de septiembre de 2018, por parte del 

Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio 

 
Por ende, al conceder el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, pretensiones que no 

fueron en ningún momento solicitadas por el apoderado del señor Herrera Mateus, en el escrito de 

subsanación a la demanda, incurrió ese despacho, en violación directa al principio de congruencia, 

toda vez que, como lo han abordado las altas cortes en diversa jurisprudencia, al juez le está vedado 

resolver más allá de lo pretendido y probado en el proceso. 

 
Razón por la cual, mediante sentencia T-079/181 proferida por la Corte Constitucional el 02 de marzo 

de 2018, se aclaró lo siguiente: 

 
 

 

 
1 Corte Constitucional, Sentencia T-079/18, M.P. Dr. Carlos Bernal Pulido, Expediente T-6.332.305, 02 de marzo de 

2018. 
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A propósito de lo anterior, vale la pena traer a colación el principio de congruencia de las 

providencias, según el cual, la sentencia debe guardar consonancia con los hechos y 

las pretensiones esgrimidos en la correspondiente demanda. 

Respecto de este principio orientador del derecho procesal, la jurisprudencia de 

esta Corte ha explicado que, a la luz de tal postulado, el juez debe resolver todos los 

aspectos ante él expuestos y, por consiguiente, es su obligación explicar las 

razones por las cuales no se ocupará del análisis de fondo de alguna de las 

pretensiones. Adicionalmente, el juez tiene a su cargo el deber de fallar con 

fundamento en la realidad fáctica demostrada, por cuanto, su decisión, de ninguna 

manera, puede fundamentarse en lo que dicho funcionario considera que pudo ser, 

pero que las partes ni él de oficio, lograron establecer en el curso de la actuación 

procesal. (Negrilla y cursiva fuera del texto original) 

 

 
Es así, que desde ya se establece la falla cometida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de 

Villavicencio, puesto que, en primer lugar, el deber que tenía como operador jurídico, era fallar 

solamente con relación a lo pretendido, y de otro lado, conforme a las pruebas que fueron allegadas 

a ese despacho judicial, en las que, claramente la póliza no podía ser afectada por cuanto no se 

materializó el riesgo asegurado, que como ya fue manifestado con anterioridad, era la muerte del 

asegurado o la incapacidad total y permanente de este. 

 
 

 
A su vez, el Consejo de Estado, mediante sentencia N° 25000-23-42-000-2014-01139-01(2458-15)2 

abordo frente al principio de congruencia, lo siguiente: 

 
 

 
“El principio de congruencia se erige como una verdadera garantía del 

derecho fundamental al debido proceso a las partes en el proceso judicial, en 

el sentido que al juez de la causa solo le resulta permitido emitir 

pronunciamiento con base en lo pretendido, lo probado y lo excepcionado 

dentro del mismo, sin que sea dable dictar sentencias por fuera (extra) o por 

más (ultra) de lo pedido (petita), y en caso de omitir pronunciarse sobre solicitado 

como pretensión tiene el deber de explicar de forma clara las razones de tal 

omisión”. 

Es decir, honorables magistrados, no cabe la más mínima duda, respecto al yerro cometido por el 

despacho conocedor del proceso declarativo verbal (ordinario) de Carlos Julio Herrera Mateus 

contra mí representada, por cuanto, como se evidencia, ese despacho reconoció una serie de 

 

 

2 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, C.P. César Palomino Cortés, 25000-23-42- 
000-2014-01139-01(2458-15), 26 de octubre de 2017. 
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pretensiones que no fueron solicitadas por el demandante, que además fueron irrisorias y que, en 

ese mismo sentido y como resultado de la falla cometida, esos errores de hecho, de derecho, y 

procedimentales, conllevaron a mí representada al reconocimiento y pago de la suma de DOS MIL 

SESENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS OCHENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS 

VEINTINUEVE PESOS ($2.066.483.629). 

 
De otro lado, dentro de esa suma de errores cometidos, es importante abordar la indebida valoración 

que se le dio a la póliza N°6002831, tomada el 25 de septiembre de 1993 con una vigencia de 20 

años y cuyo amparo era el siguiente: 

 
“COLPATRIA PAGARÁ EL CAPITAL ASEGURADO REAJUSTADO A LOS 

BENEFICIARIOS, EN CASO DE FALLECIMIENTO DE CUALQUIERA DE LOS 

ASEGURADOS, O SIMULTÁNEO DE AMBOS, OCURRIDO ANTES DE LA FECHA 

DE TERMINACIÓN CONSIGNADA EN LA CARÁTULA. EN CASO DE QUE AMBOS 

ASEGURADOS SOBREVIVAN A LA FECHA DE TERMINACIÓN, COLPATRIA 

LES PAGARÁ DIVIDENDO AL QUE HAYA LUGAR. EN CUALQUIER CASO, LOS 

PAGOS SE SUBDORDINAN A LA VIGENCIA DE LA PÓLIZA DE CONFORMDIAD 

CON ESTE CONTRATO” (Negrilla y subraya fuera del texto original) 

 
También, vale la pena señalar en ese sentido, la definición que fue expuesta para la palabra 

dividendo, y que se encuentra en la cláusula quinta del condicionado general de la póliza, dado que 

dicha palabra se definió así: 

 
“DIVIDENDO: ES LA SUMA PAGADERA AL ASEGURADO, SI SOBREVIVE A LA 

FECHA DE TERMINACIÓN DE ESTE Y SE DETERMINARÁ APLICANDO AL 

CAPITAL ASEGURADO REAJUSTADO A DICHA FECHA, EL PORCENTAJE 

QUE APARECE INDICADO EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA” 

 
De lo anterior, se aprecia que el dividendo, para nada señaló el reconocimiento del capital 

asegurado, contrario sensu, se definió como la suma que se pagaría al asegurado en caso de 

sobrevivir al tiempo pactado en la póliza y dicha suma, correspondería el porcentaje que se aplicaría 

al capital asegurado en la póliza. Además, en este punto, también es importante con el fin de poner 

en contexto a este despacho, señalar que el único medio para que se reconociera en favor del 

asegurado el capital asegurado, sería mediante lo expuesto en la cláusula tercera del condicionado 

general, que expresó: 

 
“CLÁUSULA TERCERA: INCAPACIDAD ASIMILADA EN CASO DE QUE 

SOBREVENGA AL ASEGURADO UNA INCAPACIDAD TOTAL Y PERMANENTE, 

TAL Y COMO SE DEFINE EN LA CLÁUSULA QUINTA LITERAL 1) COLPATRIA 

PAGARÁ EL CAPITAL ASEGURADO REAJUSTADO COMO SI EL ASEGURADO 
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HUBIERA FALLECIDO, CESANDO A PARTIR DE ESTE PAGO CUALQUIER 

OTRA OBLIGACIÓN POR PARTE DE COLPATRIA”. 

 
PARÁGRAFO: EL AMPARO DE INCAPACIDAD ASIMILADA SE OTORGA SIN 

EXCLUSIONES. 

 
En suma, honorables magistrados, claro está, que, lo estipulado en la cláusula tercera no ocurrió 

en el caso en concreto, el señor Carlos Julio Herrera Mateus, nunca demostró haber sufrido una 

incapacidad total y permanente que lo hiciera meritorio del reconocimiento del capital asegurado, lo 

único que prosperaba era que solicitara el pago del dividendo pactado, sin embargo, en la demanda 

nunca lo solicitó pero el despacho sorpresivamente lo reconoció, y también la suma asegurada 

como si se hubiera materializado el riesgo, para lo cual tuvo como base, la cotización que le fue 

realizada al señor Carlos Julio por parte de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. y que 

también obra en el expediente, y se muestra a este despacho con el fin de conocer los valores que 

se establecieron en ese momento: 

 

Documento: Cotización expedida por AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 

Por lo cual y para concluir con relación a este punto, si lo ocurrido hubiera sido que el demandante 

hubiera solicitado el pago del dividendo y en consecuencia hubiera prosperado tal pretensión, 

solamente hubiera ascendido a la suma aproximada de ($290.231.272) pesos, como se tasó en la 

cotización, y no, en la errada y exorbitante que finalmente le fue reconocida, por valor de 

($2.066.483.629). Lo cual, plenamente acredita los errores cometidos por el Juzgado Tercero Civil 

del Circuito de Villavicencio al momento de proferir el fallo fechado el 26 de septiembre de 2018. 
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De otro lado, y partiendo de los antecedentes que fundamentaron la evidente necesidad de la 

interposición del recurso de reposición contra la decisión anteriormente señalada, el artículo 66 de 

la Ley 270 de 1996 define el error jurisdiccional como aquel "cometido por una autoridad investida 

de facultad jurisdiccional, en su carácter de tal, en el curso de un proceso, materializado a través 

de una providencia contraria a la ley". Adicionalmente, según el artículo 67 de la misma ley, para 

que proceda la responsabilidad patrimonial por el error jurisdiccional es necesario que concurran 

los siguientes requisitos3: (i) que el afectado interponga los recursos de ley, y (ii) que la providencia 

contentiva del error se encuentre en firme4. 

 
El Consejo de Estado en su sentencia bajo radicado 2002-01785-01(39515) del 21 de noviembre 

de 2017, lo ha definido como el error que se predica frente a las providencias judiciales por medio 

de las cuales se declara o se hace efectivo el derecho subjetivo, es decir, aquellas resoluciones 

judiciales mediante las cuales se interpreta y aplica el Derecho5. Asimismo, la Sala ha establecido 

que el error jurisdiccional como título de imputación de responsabilidad del Estado se presenta 

siempre que: 

 
“una providencia judicial en firme, y con independencia de si fue proferida con culpa o sin 

ella, pero que es equivocada porque no se ajusta a la realidad procesal o a la ley, se causa 

un daño antijurídico que debe ser reparado6”. 

 

Se debe precisar que dicho error requiere de ser cometido por una autoridad jurisdiccional y en 

ejercicio de sus funciones jurisdiccionales; que ocurra dentro de un proceso judicial y se materialice 

en una providencia judicial; y que tenga la intensidad suficiente para que la providencia que lo 

contiene devenga contraria al ordenamiento jurídico. 

 
En este orden de ideas útil es determinar que dicho error puede ser de diversos tipos: un error de 

hecho, que implica una equivoca percepción respecto de las personas, respecto de la naturaleza 

de la decisión judicial, en cuanto al objeto de la decisión y a los motivos de esta. De otra parte, el 

error puede ser derecho, el que se concreta en “cuatro modalidades específicas: violación directa 

del orden positivo; falsa interpretación del orden positivo; errónea interpretación del orden positivo; 

y violación por aplicación indebida del orden positivo”7. 

 
 
 
 

 

 
3 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 11 de mayo de 2011, 

expediente: 22322. 
4 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 4 de Septiembre de 1997, 

expediente: 10285; 27 de abril de 2006, expediente: 14837; y 13 de agosto de 2008, expediente: 17412. 
5 Ibídem. 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 23 de abril de 2008, 

expediente: 16271. 
7 Ibídem, pág. 115. 
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La Corte Constitucional ha indicado que la interpretación indebida de normas jurídicas puede 

conducir a que se configure una vía de hecho por defecto sustantivo. Así, en la sentencia T-462 de 

2003 se expresó al respecto: 

 
“En otras palabras, una providencia judicial adolece de un defecto sustantivo (i) cuando la 

norma aplicable al caso es claramente inadvertida o no tenida en cuenta por el fallador, (ii) 

cuando a pesar del amplio margen interpretativo que la Constitución le reconoce a las 

autoridades judiciales, la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una 

interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para 

los intereses legítimos de una de las partes (irrazonable o desproporcionada), y finalmente 

(iii) cuando el fallador desconoce las sentencias con efectos erga omnes tanto de la 

jurisdicción constitucional como de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, cuyos 

precedentes se ubican en el mismo rango de la norma sobre la que pesa la cosa juzgada 

respectiva.” 

 

Por otra parte, la reiterada jurisprudencia, la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo ha establecido que las condiciones necesarias para estructurar el error jurisdiccional 

que materializará la responsabilidad patrimonial del estado son las siguientes8: 

 

• En primer lugar, del concepto mismo, es lógico inferir que el error jurisdiccional debe estar 

contenido en una providencia judicial que se encuentre en firme. Efectivamente, aun cuando 

una decisión judicial resulte equivocada, sí ésta aún puede ser revocada o modificada, el 

daño no resultaría cierto, pues el error no produciría efectos jurídicos y, además, podría 

superarse con la intervención del superior funcional. (…) 

 

• Tal y como se deduce de pronunciamientos anteriores de esta Sección, el error jurisdiccional 

puede ser de orden fáctico o normativo. El primero, supone diferencias entre la realidad 

procesal y la decisión judicial, porque i) no consideró un hecho debidamente probado o ii) se 

consideró como fundamental un hecho que no lo era, o se presentan distancias entre la 

realidad material y la procesal, i) porque no se decretaron pruebas conducentes para 

determinar el hecho relevante para el derecho o ii) porque la decisión judicial se fundamentó 

en un hecho que posteriormente se demostró que era falso. El error normativo o de derecho, 

supone equivocaciones i) en la aplicación del derecho, pues se aplicó al caso concreto una 

norma que no era relevante o se dejó de aplicar una directa o indirectamente aplicable al 

mismo y, ii) cuando se aplicaron normas inexistentes o derogadas u otros similares. 

 
 
 
 

 

 
8 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 27 de abril de 2006, 

expediente: 14837 y 23 de abril de 2008, expediente: 16271. 
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• El error jurisdiccional debe producir un daño personal y cierto que tenga la naturaleza de 

antijurídico, esto es, que el titular no tenga la obligación jurídica de soportar. Con ello, 

entonces, se excluyen las decisiones que se mueven en la esfera de lo cuestionable o las 

sentencias que contienen interpretaciones válidas de los hechos o derechos. 

 

• La equivocación del juez o magistrado debe incidir en la decisión judicial en firme, pues como 

bien lo sostiene la doctrina española: “el error comentado (judicial) incide exclusivamente en 

la potestad jurisdiccional que se materializa en la sentencia o resolución -auténtica 

declaración de voluntad del órgano que ostenta aquélla-, siempre ha de consistir en aplicar 

la norma que a cada supuesto corresponde, el error ha de radicar en un equivocado 

enjuiciamiento o no aplicación a aquél de la solución únicamente querida por el legislador9”10. 

 
En el caso concreto la configuración del error jurisdiccional se encontró contenido también en la 

providencia de segunda instancia proferida el día 01 de marzo de 2021 por el Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Villavicencio. En efecto, el error jurisdiccional en el caso concreto se reflejó en la 

aplicación indebida del orden positivo realizado por el Tribunal en la sentencia donde se declaró 

desierto el recurso de apelación interpuesto por AXA Colpatria Seguros de Vida S.A., contra la 

sentencia proferida el 26 de septiembre de 2018, por el Juzgado Tercero Civil Circuito de 

Villavicencio, tal y como se evidencia a continuación, resolvió lo siguiente: 

 
“RESUELVE 

 
 

PRIMERO: DECLARAR desierto el recurso de apelación interpuesto por la parte apelante, 

contra la sentencia proferida el 26 de septiembre de 2018, por el Juzgado Tercero Civil del 

Circuito de Villavicencio – Meta, de conformidad con lo señalado en la parte motiva. 

 
SEGUNDO: En firme esta providencia, por Secretaría devuélvase el expediente al 

Juzgado de origen.” 

 

Como consecuencia de la decisión transcrita, mi prohijada impugnó la decisión que declaró desierto 

el recurso de apelación, que fue resuelta el 21 de abril de 2021 por la Sala Laboral del Tribunal 

Superior de Villavicencio, confirmando el auto del 01 de marzo de 2021 y condenando en costas y 

agencias en derecho. Situación que, en aras de agotar todos los procedimientos concernientes, 

desembocó en la presentación de acción de tutela en contra de la providencia judicial dictada, de la 

cual conoció la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia resolviendo denegar el 

amparo solicitado, pero no, porque lo peticionado no tuviera posibilidades de prosperar, sino porque 

 

 
9 Reyes Monterreal, José María. La Responsabilidad del Estado por Error y Anormal Funcionamiento de la Administración 

de Justicia. Editorial Colex. Madrid. 1995. Página 24.” 
10 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 27 de abril de 2006, 

expediente: 14837. 
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consideró que, efectivamente, tenían que tramitarse los recursos normales y en ese momento se 

estaba promoviendo una solicitud de nulidad. 

 
De manera tal, que, si bien es cierto, lo jueces dentro de la esfera de sus competencias cuentan 

con autonomía e independencia judicial para interpretar y aplicar las normas jurídicas, dicha facultad 

interpretativa no es ningún caso es absoluta por tratarse de una atribución reglada en cumplimiento 

de la máxima legal descrita en el artículo 6° de la Constitución Política. Así, la función pública de 

administrar justicia se encuentra limitada por el orden jurídico preestablecido y principalmente por 

lo valores, principios, derechos y garantías que identifican al actual Estado Social de Derecho. 

 
En ese orden de cosas, a continuación, se van a esgrimir los argumentos que acreditan el 

cumplimiento de los presupuestos legales y jurisprudenciales que configuran el error judicial, a 

saber: 

 
(i) Que el afectado interponga los recursos de ley y que la providencia contentiva del 

error se encuentre en firme: 

 
En este punto es necesario advertir que agotado el trámite de segunda instancia y pese a la carencia 

de medios de impugnación para atacar la sentencia desfavorable, mi procurada buscó revertir la 

decisión que resolvió la apelación ya que con su emisión vulneró flagrantemente el artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020 invocado y de manera conexa los artículos 29 y subsiguientes de la 

Constitución Política, al igual que el artículo 229 de la misma carta. De manera que, a continuación, 

se presenta una relación de los medios utilizados para controvertir la sentencia contentiva del error 

judicial: 

 
- Como consecuencia de lo anterior, mi prohijada impugnó la decisión que declaró desierto el 

recurso de apelación. Medio de impugnación resuelto el 21 de abril de 2021 por la Sala 

Laboral del Tribunal Superior de Villavicencio y confirmó el Auto del 01 de marzo de 2021, 

condenando a AXA en costas y agencias en derecho. 

 
- El día 27 de mayo de 2021, fue presentada acción de tutela en contra de la providencia 

judicial dictada, de la cual conoció la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 

Esta última, mediante auto del 28 de mayo de 2021, avocó conocimiento de la acción de 

tutela promovida por AXA Colpatria Seguros de Vida S.A., en contra de la Sala Civil-Familia- 

Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Villavicencio, solicitando a los 

accionados para rendir el informe de que trata el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991. 

 
- El día 02 de junio de 2021, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, 

Magistrado Ponente Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, decidió la acción de tutela, resolviendo 

denegar el amparo solicitado. 
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- Dentro del término legal establecido, mi prohijada presentó impugnación al fallo de tutela 

STC6242-2021 del 02 de junio de 2021. Ante lo cual, la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, el día 09 de junio de 2021, concedió la impugnación interpuesta por 

parte de AXA, disponiendo la remisión del expediente a la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia de conformidad con el artículo 45 del Acuerdo 006 de 2002. 

 
- Finalmente, el día 23 de junio de 2021, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia, Magistrado Ponente Gerardo Botero Zuluaga, decidió la impugnación interpuesta 

en contra de la sentencia proferida por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 

Justicia el día 02 de junio de 2021. Confirmando el fallo de tutela impugnado. 

 
(ii) El error debe enmarcarse en los mismos presupuestos que la jurisprudencia ha 

definido como una “vía de hecho”: 

 
De conformidad con la Jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, para que 

exista responsabilidad del Estado por error judicial, la decisión contentiva del mismo debe configurar 

los presupuestos de una vía de hecho. De manera que, al estar en el caso de autos acreditados los 

defectos fáctico sustantivo material, resulta procedente el medio de control que se formula en contra 

de la Sentencia del 01 de marzo de 2021 proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Villavicencio y emerge la responsabilidad del Estado. 

 
- Configuración del defecto material o sustantivo: 

 
 

En el fallo en cuestión se configuró un defecto material o sustantivo toda vez que la norma pertinente 

y aplicable al caso fue inobservada. Así, se pone de presente que el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Villavicencio necesariamente debió observar lo establecido el procedimiento reglado, 

definido y aplicable para la apelación de sentencias contenido en los artículos 322 y 327 del C.G. 

del P., que era el regente para esa actuación. En este sentido, se hace necesario esclarecer que el 

recurso fue elevado el 26 de septiembre de 2018, cuando imperaban sobre ese trámite las normas 

del C.G. del P. Sobre este particular, es menester citar el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 que 

dispone: 

 
“Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios 

prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las 

audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a 

correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por 

las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, 
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se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron 

los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. (…)” (Subrayado y negrilla 

fuera del texto original). 

 

Conforme con lo anterior, el Tribunal aplicó las normas del Decreto 806 de 2020 y no tuvo en cuenta 

el término de ejecutoria consagrado en el artículo 302 del C.G. del P. para que cobrara firmeza el 

auto que corrió traslado para la sustentación. Igualmente, se incurrió en un error de interpretación, 

por cuanto cayó en un yerro al no dar correcta aplicación al artículo 302 del C.G. del P. y el artículo 

14 del Decreto 806 de 2020, al iniciar el cómputo de los 5 días de traslado, sin contemplar el término 

de la ejecutoria del auto del 25 de enero de 2021, que fue de 3 días. Máxime, cuando el artículo 14 

del mentado Decreto 806 de 2020 señala explícitamente la ejecutoria del auto para que proceda el 

conteo: “Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 

 
En adición a lo expuesto, el Tribunal Superior soslayó las disposiciones de los artículos 624 y 625 

del C.G. del P., en tanto son los mismos precursores del régimen de los recursos interpuestos en 

vigencia de las normas imperantes al momento de su formulación. Las normas transgredidas 

expresan en su tenor literal lo siguiente: 

 
“Artículo 624. Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará así: 

 
Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios 

prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las 

audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a 

correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por 

las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, 

se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron 

los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

 
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento 

de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha 

autoridad”. 

 
“Artículo 625. Tránsito de legislación: 

Los procesos en curso al entrar a regir este código, se someterán a las siguientes reglas 

de tránsito de legislación: 

(…) 

5. No obstante lo previsto en los numerales anteriores, los recursos interpuestos, la 

práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los 

términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones 
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que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los 

recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron 

a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las 

notificaciones. 

(…).” (Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 
Considerando lo anterior, el Tribunal al aplicar el procedimiento establecido en el Decreto 806 de 

2020 para la sustentación de la apelación, erró en la aplicación del régimen legal que para esos 

fines era el artículo 327 del C.G. del P. 

 
Sin embargo, teniendo en cuenta la norma indicada, AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 

contaba en total con 3 días para la ejecutoria del auto, más los 5 días del término del traslado. Como 

el auto fue publicado en el micrositio del Tribunal en el estado del 26 de enero de 2021, los días: 

miércoles 27, jueves 28 y viernes 29 de enero de 2021, fueron los días en los que el Auto del 25 de 

enero de 2021 cobró firmeza. De forma consecuencial, posteriormente se contaba el término del 

traslado los días: lunes 1, martes 2, miércoles 3, jueves 4 y viernes 5 de febrero de 2021 para radicar 

la sustentación ante el Tribunal. 

 
Así, la interpretación adecuada de la disposición transcrita y el análisis correspondiente de la norma 

indicada, AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. contaba en total con 3 días para la ejecutoria 

del auto, más los 5 días del término del traslado. Sin lugar a duda, permite inferior que, como el auto 

fue publicado en el micrositio del Tribunal en el estado del 26 de enero de 2021, los días: miércoles 

27, jueves 28 y viernes 29 de enero de 2021, fueron los días en los que el Auto del 25 de enero de 

2021 cobró firmeza. De forma consecuencial, posteriormente se contaba el término del traslado los 

días: lunes 1, martes 2, miércoles 3, jueves 4 y viernes 5 de febrero de 2021 para radicar la 

sustentación ante el Tribunal, análisis que no se efectuó por parte del Ad quem. 

 
 

(iii) El error judicial es de orden fáctico y normativo: 

 
Conforme a la Jurisprudencia del Consejo de Estado11, el error jurisdiccional puede ser de orden 

fáctico o normativo. El primero de ellos tiene lugar cuando existen diferencias entre la realidad 

procesal y la decisión judicial, como cuando no se consideró un hecho debidamente probado o 

cuando no se decretaron las pruebas conducentes para determinar el hecho relevante para el 

derecho. Mientras que el error normativo o de derecho se presenta en los eventos en los que se 

dejó de aplicar una norma directa o indirectamente aplicable. 

 
- Configuración de un error jurisdiccional de orden fáctico: 

 

 
11 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 27 de abril de 2006. Exp. 14837. M.P. Alier Eduardo Hernández 

Enríquez. 
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Dentro del proceso se acreditó en auto del 25 de enero de 2021 proferido por el mismo Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Villavicencio, que atendiendo a lo dispuesto en el Decreto 806 de 

2020, el trámite de la apelación de las sentencia debería realizarse de manera escrita, lo que supone 

igualmente que su trámite se daría a la luz de lo normado en el artículo 14 y como consecuencia de 

una valoración incorrecta de las normas invocadas, en la decisión adoptada de declarar como 

desierto el recurso por la supuesta extemporaneidad en la radicación del escrito, impidiendo de este 

modo el acceso a la administración de justicia y en consecuencia una coacción al derecho al debido 

proceso, por la arbitraria forma de contabilizar los términos obviando lo establecido por el legislador. 

 
Específicamente se configura el error de orden fáctico por cuanto no se valoró adecuadamente el 

contenido de la norma invocada en lo que se refiere al trámite de los recursos de apelación, al tenor 

literal de lo establecido en el artículo 14 del Decreto 806 de 2020. Lo que supuso la imposibilidad 

de la revisión de los argumentos de defensa expuestos, tendientes a la revisión de la sentencia de 

primera instancia, en la cual igualmente se configuró error de orden factico al obviar el material 

probatorio y los parámetros de defensa esbozados. Configurando de este modo una violación 

directa al derecho de defensa y en consecuencia al acceso de la administración de justicia por la 

imposición de cargas confusas que contravienen lo expresamente manifestado en las providencias 

expedidas y notificadas. 

 
- Configuración de un error jurisdiccional de orden normativo: 

 
 

Con la decisión también se configuró un error jurisdiccional normativo por cuanto se dejó de 

aplicar una norma directa o indirectamente aplicable. Así, el Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Villavicencio no tomó en consideración lo establecido en las siguientes disposiciones: 

 

• Artículo 40 de la Ley 153 de 188712, modificado por el artículo 624 de la Ley 1564 de 2012, 

según el cual, todo lo concerniente a la sustanciación se regirá por la ley vigente al tiempo 

de su iniciación, lo que quiere decir que para el caso en concreto debió ser, conforme con lo 

establecido en el artículo 327 del Código General del Proceso, vigente para el momento de 

la presentación del recurso de apelación presentado de manera oral en audiencia. 

 

• Artículo 14 del Decreto 806 de 202013, en el cual se establece que los 5 días para alegar por 

escrito iniciarán su conteo una vez quede ejecutoriada la providencia que admite el recurso 

de apelación. La literalidad de la norma indica que “ejecutoriado el auto que admite el recurso 

 
 

 
12 “Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento 

en que deben empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya 

estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación.” 
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o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar 

dentro de los cinco (5) días siguientes”. De este modo, en el caso concreto los términos con 

los que contaba la Compañía de Seguros para sustentar su recurso de apelación fenecían 

el 05 de febrero del año 2021 y no el 2 de ese mismo año como lo sostuvo la entidad acá 

accionada. 

 
La aplicación adecuada de las disposiciones anteriores al caso concreto, sin lugar a duda habría 

generado que el fallo proferido por parte del Tribunal Superior hubiese sido otro, en el sentido que 

el superior jerárquico, se hubiera percatado de los graves errores aplicados al fallo proferido el día 

26 de septiembre de 2018, dado que como se ha expuesto a lo largo de este escrito, a las luces de 

la norma empleada por la autoridad judicial para la presentación de la sustentación del recurso 

invocado, al ser el artículo 806 de 2020, el que consagra un término mayor al contemplado por la 

ley procesal, observando dentro del mismo incluso la ejecutoriedad de la decisión, la cual, en 

congruencia con el artículo 302 del C.G. del P., se da con tres días de posterioridad a la notificación 

de las providencias. 

 
Por lo anterior, es evidente que con la providencia proferida el día 01 de marzo de 2021 por la Sala 

Civil-Familia-Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Villavicencio, mediante la cual se 

declaró desierto el recurso de apelación instaurado por mi procurada, desconoció el rango legal 

aplicable para el momento de la presentación de recurso de apelación incurriendo en una indebida 

interpretación del artículo 14 del Decreto 806 de 2020, configurando un error jurisdiccional de orden 

normativo. 

 
Se colige entonces que, pese a la autonomía del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Villavicencio para elegir las normas jurídicas pertinentes al caso concreto, para determinar su forma 

de aplicación, y para establecer la manera de interpretar e integrar el ordenamiento jurídico, no le 

era dable en esta labor, apartarse de las disposiciones consagradas en la Constitución o la ley. En 

el presente caso, ante una decisión carente de fundamento jurídico, dictada según el capricho del 

operador jurídico, desconociendo la ley aplicable y trascendiendo al nivel constitucional en tanto 

comprometió un daño antijuridico a la Demandante con la decisión. 

 
B. CONFIGURACIÓN DEL DAÑO ANTIJURIDICO 

 
El primer elemento que se debe observar en el análisis de la responsabilidad Estatal es la existencia 

del daño, el cual, además, debe ser antijurídico, dado que constituye un elemento necesario de la 

responsabilidad, toda vez que, como lo ha reiterado la jurisprudencia del Consejo de Estado, “sin 

daño no hay responsabilidad” y solo ante su acreditación hay lugar a explorar la posibilidad de su 

imputación al Estado. En este sentido la Sala ha discurrido así: 
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“Porque a términos del art. 90 de la Constitución Política vigente, es más adecuado que el 

juez aborde, en primer lugar, el examen del daño antijurídico, para, en un momento 

posterior explorar la imputación del mismo al Estado o a una persona de derecho público. 

 
“La objetivización del daño indemnizable que surge de este precepto constitucional, como 

lo ha repetido en diversas oportunidades la Sala, sugiere que, en lógica estricta, el juez 

se ocupe inicialmente de establecer la existencia del daño indemnizable que hoy es 

objetivamente comprobable y cuya inexistencia determina el fracaso ineluctable de 

la pretensión”14. (Subrayado y negrilla fuera del texto). 

 

En época más reciente, sobre el mismo aspecto se señaló: 
 
 

“Como lo ha señalado la Sala en ocasiones anteriores, el primer aspecto a estudiar en los 

procesos de reparación directa es la existencia del daño, puesto que si no es posible 

establecer la ocurrencia del mismo, se torna inútil cualquier otro juzgamiento que pueda 

hacerse en estos procesos. 

 
“En efecto, en sentencias proferidas (…) se ha señalado tal circunstancia precisándose 

(…) que ‘es indispensable, en primer término determinar la existencia del daño y, una vez 

establecida la realidad del mismo, deducir sobre su naturaleza, esto es, si el mismo puede, 

o no calificarse como antijurídico, puesto que un juicio de carácter negativo sobre tal 

aspecto, libera de toda responsabilidad al Estado…’ y, por tanto, releva al juzgador de 

realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, la imputación 

del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se han 

elaborado”15. 

 

El daño antijurídico, a efectos de que sea indemnizable, requiere estar cabalmente estructurado; 

por tal motivo, la Sección Tercera del Consejo de Estado16 ha establecido que resulta imprescindible 

acreditar los siguientes aspectos relacionados con la lesión o detrimento cuya reparación se 

reclama: 

 
i) Que el daño es antijurídico, esto es, que la persona no tiene el deber jurídico de 

soportarlo, “Con ello, entonces, se excluyen las decisiones que se mueven en la esfera de 

 

 

 
14 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 13 de agosto de 2008, exp. 17.412 MP. Enrique Gil Botero y del 6 

de junio de 2012, exp. 24.633, M.P. Hernán Andrade Rincón, entre otras. 
15 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 16 de julio de 2015, exp. 28.389, M.P. Hernán 

Andrade Rincón. La Subsección, de forma pacífica, ha reiterado el criterio antes expuesto. Al respecto se pueden consultar 

las siguientes decisiones: i) radicado No 38.824 del 10 de noviembre de 2017; ii) radicado No 50.451 del 10 de noviembre 

de 2017; iii) radicado No 42.121 del 23 de octubre de 2017; iv) radicado No 44.260 del 14 de septiembre de 2017; v) 

radicado No 43.447 del 19 de julio de 2017; vi) radicado No 39.321 del 26 de abril de 2017, entre otras. 
16 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 13 de agosto de 2008, exp. 16.516 MP. Enrique Gil Botero y 

sentencia del 6 de junio de 2012 dictada por esta Subsección dentro del expediente No. 24.633, M.P. Hernán Andrade 

Rincón, reiterada en sentencia del 24 de octubre de 2017, expediente No 32.985B, entre otras. 
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lo cuestionable o las sentencias que contienen interpretaciones válidas de los hechos o 

derechos”17. 

 
ii) Que se lesiona un derecho, bien o interés protegido por el ordenamiento legal. 

 
 

iii) Que el daño es cierto, es decir, que se puede apreciar material y jurídicamente y, por 

ende, no se limita a una mera conjetura. 

 
Adicionalmente, se ha considerado que el daño debe ser cierto, real, determinado o determinable e 

indemnizable, so pena, de configurarse como eventual e hipotético, al respecto la Sección Tercera 

del Consejo de Estado se ha pronunciado en los siguientes términos: 

 
“Para que el daño sea resarcible o indemnizable la doctrina y la jurisprudencia han 

establecido que debe reunir las características de cierto, concreto o determinado y 

personal. En efecto, en la materia que se estudia la doctrina es uniforme al demandar la 

certeza del perjuicio. Tal es el caso de los autores Mazeaud y Tunc, quienes sobre el 

particular afirman: 

 
“Al exigir que el perjuicio sea cierto, se entiende que no debe ser por 

ello simplemente hipotético, eventual. Es preciso que el juez tenga la 

certeza de que el demandante se habría encontrado en una situación 

mejor si el demandado no hubiera realizado el acto que se le reprocha. 

Pero importa poco que el perjuicio de que se queje la víctima se haya 

realizado ya o que deba tan sólo producirse en lo futuro. Ciertamente, cuando 

el perjuicio es actual, la cuestión no se plantea: su existencia no ofrece duda 

alguna. Pero un perjuicio futuro puede presentar muy bien los mismos 

caracteres de certidumbre. Con frecuencia, las consecuencias de un acto o 

de una situación son ineluctables; de ellas resultará necesariamente en el 

porvenir un perjuicio cierto. Por eso, no hay que distinguir entre el perjuicio 

actual y el perjuicio futuro; sino entre el perjuicio cierto y el perjuicio eventual, 

hipotético (...)’ 

 
“Por otra parte, la jurisprudencia del Consejo de Estado colombiano ha señalado la 

necesidad de que el daño, para aspirar a ser indemnizado, tiene que estar revestido de 

certeza. No puede por tanto tratarse de un daño genérico o hipotético sino un daño 

específico: 

 
 

 

 
17 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 27 de abril de 2006, 

expediente: 14837 y 23 de abril de 2008, expediente: 16271. Reiterada por la Subsección A, en sentencia del 1 de marzo 

de 2018, expediente 52.097, y por la Subsección C, en sentencia del 7 de mayo de 2018, expediente 40.610. M.P. Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa. 
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“(…). 
 
 

“En este orden de ideas, la certeza del perjuicio hace relación a la evidencia y seguridad 

de su existencia, independientemente de que sea presente o futura, mientras que la 

eventualidad precisamente se opone a aquélla característica, es decir, es incierto el daño 

“cuando hipotéticamente puede existir, pero depende de circunstancias de remota 

realización que pueden suceder o no” y, por lo tanto, no puede considerarse a los efectos 

de la responsabilidad patrimonial. Y la concreción del daño se dirige a que el bien que se 

destruye, deteriora o modifica se precisa finalmente en la determinación o cuantificación 

del monto indemnizable”18. (Negrilla y subrayado fuera del texto original) 

 

En los anteriores términos, la responsabilidad extracontractual del Estado se puede configurar una 

vez se demuestre el daño antijurídico y la imputación (desde el ámbito fáctico y jurídico). 

 
En el caso concreto el daño antijurídico se ocasionó por el error jurisdiccional contenido en la 

providencia del 01 de marzo de 2021 proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Villavicencio - Meta. Lo anterior ocasionó un perjuicio ineludible a AXA Colpatria Seguros de Vida 

S.A. sin el deber jurídico de soportarlo, coartando sus derechos fundamentales y restringiendo toda 

posibilidad de acceder a la doble instancia, máxime, cuando la decisión de primera instancia, 

desconoció el debido proceso de mí representada, debido a la grave violación que se dio al principio 

de congruencia y a la valoración probatoria que realizó respecto de la póliza N°6002831 y del 

respectivo condicionado general. 

 
Por lo cual, es fundamental que se tomé en consideración que el elemento cierto del daño se 

configuró cuando AXA Colpatria Seguros de Vida S.A., dio estricto cumplimiento a lo ordenado por 

el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Villavicencio y efectuó la radicación de la sustentación 

del recurso de apelación presentado en audiencia al correo electrónico 

secscflvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co, dentro del término legal establecido conforme con lo 

dispuesto en el artículo 14 del Decreto 806 de 2020 y sin embargo fue declarado desierto por una 

mala interpretación y contabilización del término. 

 
De lo anterior se colige la certeza de un daño antijuridico a mi prohijada, quien no se encontraba en 

la obligación de soportarlo, en virtud de los preceptos legales que rigen el trámite del recurso de 

apelación durante la emergencia sanitaria propendiendo por la reducción de ritualidad, normatividad 

aplicada y exigida por el Tribunal Superior mediante auto del día 25 de enero de 2021 pese a que 

 
 

 

 
18 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 27 de enero 

de 2012, expediente (20.614), Consejero ponente Mauricio Fajardo Gómez. Criterio reiterado por esta subsección, entre 

otras decisiones, en sentencia del 14 de septiembre de 2017, expediente (44260). Sentencia del 28 de septiembre de 

2017, expediente (53447). Sentencia del 19 de abril de 2018, expediente (56171). 

mailto:secscflvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co
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el recurso había sido presentado en vigencia de lo establecido en el C.G. del P. durante el año 2018. 

 
Además, por cuanto, como se ha resaltado, el fallo proferido el 26 de septiembre de 2018 por el 

Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, y en general, durante el trámite del proceso 

radicado 2015-00416 o que se identifica declarativo verbal (ordinario) de Carlos Julio Herrera 

Mateus contra AXA Colpatria Seguros De Vida S.A, demostró graves errores de hecho, de derecho, 

procedimentales, entre otros en la sentencia al incurrirse en incongruencia en el fallo, al haberse 

dictado este de manera extra petita y al imponer una obligación de pago más allá de lo previsto en 

el contrato en contra de mí representada, también, debido a que, nunca se materializaron los riesgos 

asegurados en la póliza N°6002831. 

 
En virtud de lo anterior, ruego al despacho tener por cierto (i) que, la sentencia proferida por el 

Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio el 26 de septiembre de 2018, que vulneró el 

principio de congruencia al fallar extra petita y no valorar debidamente las pruebas allegadas al 

despacho por parte de mí prohijada, consistentes en la póliza N°6002831 así como el respectivo 

condicionado general, (ii) que, en cumplimiento a lo ordenado en la Sentencia del 01 de marzo de 

2021, se ocasionó un daño antijuridico cierto a AXA Colpatria Seguros de Vida S.A., y (ii) la 

vulneración a los derechos fundamentales al debido proceso, el acceso a la administración de 

justicia y el principio de doble instancia ocasionado a mi prohijada se genera como consecuencia 

de un error judicial por parte del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Villavicencio de la norma 

invocada y su cualidad. 

 
En conclusión, el daño antijurídico cuya reparación se depreca en sede de reparación directa por el 

error jurisdiccional se hizo patente, así, desde que es proferida la Sentencia del 01 de marzo de 

2021, el cual se opone flagrantemente a los parámetros fundamentales del servicio de 

administración de justicia y comportará un menoscabo al interés patrimonial de la demandante, el 

cual no estaba obligado a soportar. 

 
VI. JURAMENTO 

 
 

En representación de la sociedad AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., respetuosamente 

me permito manifestar bajo la gravedad de juramento que no se ha presentado demanda o solicitud 

alguna por los mismos hechos y pretensiones. 

 

 
VII. COMPETENCIA 

 

La competencia para conocer el presente asunto corresponde al Tribunal Administrativo del Meta, 

teniendo en cuenta que los demandados son el Juzgado Tercero Civil de Villavicencio y el Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Villavicencio por los hechos y omisiones que cada uno causó dentro 
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del proceso ordinario civil. 

 
Así mismo, es competente el Tribunal Administrativo del Meta, atendiendo a lo dispuesto en el 

numeral 6 del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011, toda vez que, la cuantía de las pretensiones 

supera los 500 S.M.L.M.V. 

 
La presente demanda deberá tramitarse por el Procedimiento establecido en la PARTE SEGUNDA 

“Organización de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y de sus funciones Jurisdiccionales 

y Consultivas” CAPITULO V “Demanda y proceso Contencioso Administrativo” de la Ley 1437 de 

2011. 

 
VIII. ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 

 
 

La cuantía del presente trámite se estima en valor de DOS MIL CIENTO TREINTA Y OCHO 

MILLONES OCHOCIENTOS DIEZ MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS MCTE 

($2.138.810.557). 

 
IX. RELACIÓN PROBATORIA 

 
➢ DOCUMENTALES: 

 
 

1.1. Demanda Ordinaria de Carlos Julio Herrera Mateus en contra de AXA Colpatria Seguros 

de Vida S.A., con Radicado No. 500013103003-2015-00416-00 conocida por el Juzgado 

Tercero Civil del Circuito de Villavicencio y anexos. 

1.2. Subsanación demanda de Carlos Julio Herrera Mateus en contra de AXA Colpatria Seguros 

de Vida S.A. 

1.3. Cuaderno medidas cautelares. 

 
1.4. Auto que libra mandamiento de pago proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de 

Villavicencio. 

1.5. Contestación demanda AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. 

 
1.6. Respuesta a requerimiento realizado a AXA Colpatria Seguros de vida S.A. 

 
1.7. Dictamen pericial suscrito por el contador Arnoldo Arjona López. 

 
1.8. Contradicción al dictamen AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. 

1.9. Auto por medio del cual se ordena prestar caución a AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. 

 
1.10. Recurso de reposición y en subsidio apelación contra el auto que ordenó prestar caución 
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AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. 

1.11. Solicitud adición al auto octubre 18 de 2018 de Ernesto Rodríguez Riveros. 

 
1.12. Memorial allegando caución AXA Colpatria Seguros de Vida S.A y anexos. 

 
1.13. Pronunciamiento al traslado del recurso de reposición de Ernesto Rodríguez Riveros. 

 
1.14. Auto proferido por el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Villavicencio por medio del 

cual se admitió en efecto devolutivo recurso de apelación. 

1.15. Auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio por medio del cual 

se negó adicionar auto del 18 de octubre de 2018. 

1.16. Memorial por medio del cual se allegó caución firmada por el representante legal de AXA 

Colpatria Seguros de Vida S.A. 

1.17. Auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio por medio del cual 

no se tiene en cuenta caución presentada por AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. 

1.18. Memorial por medio del cual se allega nuevamente caución por parte de AXA Colpatria 

Seguros de Vida S.A. 

1.19. Auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio por medio del cual 

se tiene en cuenta caución presentada por AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. 

1.20. Auto fija audiencia de Instrucción y Juzgamiento. 

 
1.21. Sentencia de Primera Instancia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de 

Villavicencio. 

1.22. Auto que admite el recurso de apelación presentado por AXA Colpatria Seguros de Vida 

S.A. en efecto devolutivo, del 01 de noviembre de 2018, proferido por el Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Villavicencio. 

1.23. Auto que corre traslado por el término de cinco días para sustentación de recurso conforme 

al Decreto 806. 

1.24. Memorial de sustentación de recurso de apelación presentado por AXA Colpatria Seguros 

de Vida S.A. el 04 de febrero de 2021. 

1.25. Soporte de radicación de memorial de sustentación de recurso de apelación presentado 

por AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. el 04 de febrero de 2021. 
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1.26. Auto que declara desierto el recurso del 01 de marzo de 2021, proferido por el Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Villavicencio. 

1.27. Recurso de súplica frente al Auto que declara desierto el recurso del 01 de marzo de 2021, 

proferido por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Villavicencio. 

1.28. Pronunciamiento apoderado parte demandante frente al recurso de súplica. 

 
1.29. Auto resuelve confirmar el auto calendado del 01 de marzo de 2021 proferido por el 

Magistrado sustanciador Alberto Romero Romero por el cual se declara desierto el recurso 

de apelación interpuesto contra la sentencia dictada el 26 de septiembre de 2018 por el 

Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio y condena en costas. 

1.30. Acción de tutela en contra de providencia judicial presentada por AXA Colpatria Seguros 

de Vida S.A. con sus respectivos anexos. 

1.31. Poder especial – Acción de tutela. 

 
1.32. Acta de reparto Acción de tutela, el 27 de mayo de 2021. 

 
1.33. Auto avoca conocimiento del 28 de mayo de 2021 proferido por la Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia. 

1.34. Contestación de tutela por parte del apoderado del señor CARLOS JULIO HERRERA 

MATEUS. 

1.35. Fallo de tutela del 02 de junio de 2021 proferido por la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia. 

1.36. Memorial de impugnación al fallo de tutela STC6242-2021 del 02 de junio de 2021. 

 
1.37. Auto concede impugnación del 09 de junio de 2021 proferido por la Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia. 

1.38. Auto decide impugnación del día 23 de junio de 2021 proferido por la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

1.39. Auto obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el Honorable Tribunal Superior del 06 de 

julio de 2021, proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio. 

1.40. Auto resuelve recurso de reposición presentado por AXA Colpatria Seguros de Vida S.A., 

del 19 de agosto de 2021, proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de 

Villavicencio. 

1.41. Auto resuelve solicitud de aclaración presentada por AXA Colpatria Seguros de Vida S.A., 

del 19 de agosto de 2021, proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de 
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Villavicencio. 

1.42. Auto condena en costas proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio. 

 
1.43. Recurso de reposición en contra del auto del 29 de noviembre de 2021, mediante el cual 

se fijan costas y agencias en derecho del Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio. 

1.44. Copia del comprobante de pago, depósitos judiciales del Banco Agrario de Colombia con 

fecha del 27 de octubre de 2021, por el monto de DOS MIL CIENTO TREINTA Y OCHO 

MILLONES OCHOCIENTOS DIEZ MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS MCTE 

($2.138.810.557). 

1.45. Memorial acreditación de pago en cumplimiento de lo ordenado en el auto del 22 de octubre de 

2021 que libró mandamiento de pago. 

 

1.46. Copia del traslado del medio de control, radicado ante la Rama Judicial - Dirección 

Ejecutiva De La Administración Judicial. 

1.47. Copia del traslado del medio de control, radicado ante la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado. 

1.48. Constancia de no acuerdo proferida por la Procuraduría 49 Judicial II Para Asuntos 

Administrativos. 

1.49. Constancia del pago realizado al Banco Agrario de Colombia por la suma de $2.138.810.547.  

 

DECLARACIÓN DE PARTE TESTIMONIAL: 

 

• Solicito se sirva citar a la Dra. PAULA MARCELA MORENO MOYA, en su calidad de 

representante legal de AXA Colpatria Seguros de Vida S.A., quien se puede citar en la Carrera 

11 A No 94 A- 31 oficina 502 de la ciudad de Bogotá D.C. o al correo electrónico: 

notificaciones@gha.com.co 

 
Este testimonio es conducente, pertinente y útil, ya que puede ilustrar al despacho acerca de 

las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que se presentaron los hechos objeto del 

presente litigio. 

 

• Solicito se sirva citar a la Dra. MARÍA TERESA MORIONES, en su calidad de representante 

legal de AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. y encargada en su momento del área de 

suscripción de pólizas, quien se puede citar en la Carrera 11 A No 94 A- 31 oficina 502 de la 

ciudad de Bogotá D.C. o al correo electrónico: notificaciones@gha.com.co 

 

mailto:notificaciones@gha.com.co
mailto:notificaciones@gha.com.co
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Este testimonio es conducente, pertinente y útil, ya que puede ilustrar al despacho acerca de 

las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que se presentaron los hechos objeto del 

presente litigio, así como las condiciones particulares y generales de los contratos de vida 

expedidos por AXA Colpatria Seguros de Vida S.A.. 

 

• Solicito se sirva citar al Dr. SANTIAGO ROJAS BUITRAGO, en su calidad asesor externo de 

AXA Colpatria Seguros de Vida S.A, en la Carrera 11 A No 94 A- 31 barrio Chicó de Bogotá 

D.C.  

 

Este testimonio es conducente, pertinente y útil, ya que puede ilustrar al despacho acerca del 

contato de seguro de vida individual, de los contratos de seguro de vida 6002831, 1163823 y 

1171214, las condiciones particulares y generales, la procedencia del pago de sus amparos, 

los beneficiarios, los rendimientos y/o  diviendos, así como su forma de causación.   

 

 
DECLARACIÓN JURADA O CERTIFICADA: 

 
Solicito se sirva citar a al director de LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA 

DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, para que deponga sobre los hechos desde la 

interposición de la demanda hasta el trámite que se dio al recurso de apelación de sentencia y 

los motivos de la decisión tomada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio 

dentro del proceso bajo radicado 500013153003-2015-00416-00 . 

 

OFICIO 

Solicito respetuosamente se oficie al Juzgado Tercero Civil de Villavicencio para que certifique sobre 

los pagos realizado por AXA Colpatria en virtud del proceso ejecutivo bajo radicado 500013153003-

2015-00416-00, así como los pagos por costas.  

 

PERICIAL 

Solicito encarecidamente se asigne auxiliar de la justicia según lista, de un actuario o experto en 

finanzas o economista, para que rinda peritaje sobre los rendimientos, devolución del componente de 

inversión y/o dividendos de las Pólizas 6002831, 1163823 y 1171214 según las condiciones pactadas.  

 

Esta prueba es pertinente, conducente y/ útil porque con ella se demostrará que el fallo del Juzgado 

Tercero Civil de Villavicencio fue irrisorio y se apartó de las condiciones pactadas en cada contrato de 

seguro.  
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ANEXOS 
 
 

1. Todas las pruebas documentales relacionadas en el acápite de pruebas. 

2. Poder conferido al suscrito. 

3. Certificado de Existencia y Representación Legal de Axa Colpatria Seguros de Vida S.A. 

expedido por la Superintendencia Financiera de Colombia. 

4. Certificado de Existencia y Representación Legal de Axa Colpatria Seguros de Vida S.A. 

expedido por la Cámara de Comercio. 

 
 

X. NOTIFICACIONES 
 
 

• Al suscrito apoderado en la Carrera 11 A No 94 A- 31 barrio Chicó de la ciudad de Bogotá. 

Para efectos de notificación electrónica, según lo previsto en el art. 162 Núm. 7 del 

C.P.A.C.A., la dirección electrónica es: notificaciones@gha.com.co 

 

• AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., las recibirá en la Carrera 7 No. 24 – 89 Piso 7 

de la ciudad de Bogotá D.C. Correo electrónico: notificacionesjudiciales@axacolpatria.co 

 

• El demandado, recibirá notificaciones en la dirección Calle 72 No. 7 – 96 de la ciudad de 

Bogotá. Correo electrónico: info@cendoj.ramajudicial.gov.co, 

medeaj@cendoj.ramajudicial.gov.co y deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co 

 

• A la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, en la Calle 72 No. 7-96 de la ciudad de 

Bogotá D.C., Tel (1) 312 70 11. procesosnacionales@defensajuridica.gov.co (Dirección de 

correo electrónico verificada en la página web de la ADJE) 

 
Del Señor Magistrado, 

 
Cordialmente, 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 

C.C. No 19.395.114 de Bogotá D.C. 

T.P. No. 39.116 del C.S. de la J. 

mailto:notificaciones@gha.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@axacolpatria.co
mailto:info@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:medeaj@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:procesosnacionales@defensajuridica.gov.co
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RV: PODER MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA AXA COLPATRIA SEGUROS
DE VIDA CONTRA LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL-pmm

notificacionesjudiciales <notificacionesjudiciales@axacolpatria.co>
Jue 25/05/2023 15:49
Para: Notificaciones GHA <notificaciones@gha.com.co>

2 archivos adjuntos (176 KB)
SIF VIDA.pdf; Poder -Medio de Control.pdf;

Doctor
Gustavo Herrera
Ciudad
 
Remitimos poder especial para que represente a AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. para presentar medio de
control de reparación directa contra LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL
 
Cordialmente,
 

 
Paula Marcela MORENO MOYA
SecretarIa General
 
#OrgulloAXACOLPATRIA
 
Carrera 7 No. 24 – 89 Torre Colpatria Piso 9
Bogotá - Colombia
PBX +57-1 7421400

 
 

Este mensaje es confidencial; su contenido no constituye compromiso alguno por parte de AXA COLPATRIA,
excepto si existe un acuerdo escrito entre el destinatario y AXA COLPATRIA. Se prohíben la revelación, el uso o la
difusión de dicho contenido, ya sea total o parcialmente. Si no es Usted el destinatario al que va dirigido el
mensaje, por favor, notificar al remitente inmediatamente. This message is confidential; its contents do not
constitute a commitment by AXA COLPATRIA except where provided for in a written agreement between you and
AXA COLPATRIA. Any unauthorised disclosure, use or dissemination, either whole or partial, is prohibited. If you
are not the intended recipient of the message, please notify the sender immediately.

Este mensaje es confidencial; su contenido no constituye compromiso alguno por parte de AXA COLPATRIA, excepto si
existe un acuerdo escrito entre el destinatario y AXA COLPATRIA. Se prohíben la revelación, el uso o la difusión de dicho
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Señores: 

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL META 

E. S. D. 

 

REFERENCIA: MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA. 

DEMANDANTE: AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 

DEMANDADO: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL 

 

PAULA MARCELA MORENO MOYA, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá, identificada 

con la cédula de ciudadanía número 52.051.695, obrando en nombre y representación de AXA 

COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A.,  sociedad debidamente constituida, con domicilio en la ciudad 

de Bogotá, sometida al control y vigilancia permanente de la Superintendencia Financiera de 

Colombia, en mi condición de representante legal de la misma, todo lo cual consta en el certificado 

de existencia y representación legal adjunto,  comedidamente manifiesto a ustedes que confiero 

PODER ESPECIAL, AMPLIO Y SUFICIENTE al doctor GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, mayor de 

edad, abogado en ejercicio, vecino de Cali, identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.395.114 

de Bogotá y portador de la tarjeta profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, con 

la siguiente dirección inscrita en el Registro Nacional de Abogados: notificaciones@gha.com.co, 

para que actuando en nombre de la sociedad que represento, presente demanda o el medio de 

control de reparación directa en contra de la NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA 

DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, con el fin de que se declare a esta última , administrativamente 

responsable por los hechos que se indicarán en la demanda, que configuran una falla en el servicio 

por error judicial en el se incurrió por parte del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Villavicencio 

y el Juzgado  Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, durante el trámite del proceso radicado 2015-

00416 o que se identifica declarativo verbal (ordinario) de Carlos Julio Herrera Mateus contra AXA 

Colpatria Seguros De Vida S.A, por los errores de hecho, de derecho, procedimentales, cometidos a 

lo largo del mismo, entre otros en las sentencia, en el procedimiento aplicado al recurso de 

apelación, al declarar desierto este último, al incurrirse en incongruencia en el fallo, al haberse 

dictado este de manera extra petita, al imponer una obligación de pago más allá de lo previsto en 

el contrato, así como el auto del 21 de abril del 2021 que confirmó la decisión de declarar desierto 

el recurso y que fue proferido por el Tribunal Superior de Villavicencio – Sala Laboral; igualmente 

para que se le imponga la condena a la parte convocada de pagar todos y cada uno de los perjuicios 

ocasionados, entre ellos, por capital o daño emergente, la suma de DOS MIL CIENTO TREINTA Y 

OCHO MILLONES OCHOCIENTOS DIEZ MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS MCTE 

($2.138.810.557); más los intereses de mora liquidados a la tasa más alta por la Superintendencia 

financiera de Colombia, la  actualización o indexación. 

El doctor GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, queda expresamente facultado para continuar con 

el trámite del proceso hasta su culminación en los términos del artículo 77 del Código General del 

Proceso, quedando expresamente facultado para conciliar, sustituir, reasumir y las demás 

actuaciones necesarias con el fin de defender los intereses de la aseguradora.  

Así mismo, confirmamos que la AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., recibe notificaciones en la 

dirección de correo electrónico  notificacionesjudiciales@axacolpatria.co.  

Cordialmente, 

 

PAULA MARCELA MORENO MOYA  

C. C. No. 52.051.695. 

Representante Legal para asuntos judiciales, administrativos y/o policivos 

 

Acepto el poder,  

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA 

C. C. No. 19.395.114 de Bogotá 

 T. P. No. 39116 del C.S.J. 

mailto:notificaciones@gha.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@axacolpatria.co
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EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el artículo 11.2.1.4.59 numeral 10 del decreto
2555 de 2010, modificado por el artículo 3 del decreto 1848 de 2016.

CERTIFICA

RAZÓN SOCIAL: AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. en adelante la "Sociedad"

NIT: 860002183-9

NATURALEZA JURÍDICA: Sociedad Comercial Anónima De Carácter Privado. Entidad sometida al control y
vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia.

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 121 del 30 de enero de 1959 de la Notaría 9 de
BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  Bajo la denominación COMPAÑIA DE SEGUROS DE VIDA PATRIA S.A.
Escritura Pública No 1574 del 08 de junio de 1976 de la Notaría 8 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  Cambió su
razón social por COLPATRIA COMPAÑIA DE SEGUROS DE VIDA PATRIA S.A.
Escritura Pública No 1861 del 30 de mayo de 1991 de la Notaría 32 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  Cambió
su razón social por SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S.A.
Escritura Pública No 4196 del 19 de diciembre de 1997 de la Notaría 32 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  Se
protocolizó el acto de escisión de la sociedad SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S.A., la cual sin disolverse,
segrega en bloque una parte de su patrimonio con destino a la creación de la sociedad denominada
"PROMOTORA COLPATRIA S.A."
Resolución S.F.C. No 1090 del 29 de junio de 2007  a Superintendencia Financiera aprueba la escinsión de
Seguros de Vida Colpatria S.A. "Compañía de Inversión Colpatria S.A.", sociedad beneficiaria de dicha
operación y que se crea como consecuencia de la misma, será accionista de Red Multibanca Colpatria S.A. y
Fiduciaria Colpatria S.A. en un porcentaje inferior, en ambos casos al 10%
Resolución S.F.C. No 1380 del 23 de julio de 2013  la Superintendencia Financiera autoriza la escisión de
Seguros de vida Colpatria S.A. de conformidad con la solicitud presentada. Como consecuencia de la escisión
las sociedades beneficiarias no se encuentran sujetas a la vigilancia de la Superintendencia Financiera de
Colombia.
Escritura Pública No 1463 del 07 de mayo de 2014 de la Notaría 6 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  , modifica
su razón social de SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S.A. por el de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA
S.A. en adelante la "Sociedad"

AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 81 del 22 de mayo de 1959

REPRESENTACIÓN LEGAL: PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTES: La Sociedad tendrá un presidente con un
(1) suplente, quien reemplazará al presidente en caso de falta temporal o absoluta, designados por la junta
directiva para periodos de dos (2) años. De conformidad con el Artículo Septuagésimo Séptimo.- durante el
tiempo en el cual la Sociedad tenga un presidente adjunto, el presidente adjunto se desempeñará como
suplente del presidente de la Sociedad, y reemplazará al presidente en caso de falta temporal o absoluta. Los
vicepresidentes de la Sociedad cumplirán las funciones y tendrán las atribuciones propias de su respectiva
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área administrativa, en armonía con las que de manera específica les encomiende el presidente de la
Sociedad. REPRESENTACIÓN LEGAL. La representación legal será ejercida en forma simultánea e individual
por el presidente de la Sociedad y sus suplentes y por las personas designadas por la junta directiva y
removibles en cualquier tiempo. La junta directiva podrá conferir a esas personas la representación legal de la
Sociedad en forma general, o limitada a ciertos asuntos o materias específicas. FUNCIONES DEL
PRESIDENTE. Al presidente de la Sociedad o a quien lo reemplace temporalmente, corresponden
privativamente las siguientes funciones: (a) Usar la razón o firma social. (b) Representar legalmente a la
Sociedad judicial o extrajudicialmente y ante cualquier tercero o Entidad Gubernamental. (c) Suscribir los
documentos públicos o privados necesarios para instrumentalizar los actos o contratos que, dentro del objeto
social, celebre la Sociedad. (d) Ejecutar y hacer ejecutar los decretos de la asamblea general de accionistas y
las decisiones de la junta directiva y de los comités de ésta, lo mismo que todas las operaciones en que la
Sociedad haya acordado ocuparse, desarrollando su actividad conforme a los estatutos. (e) Nombrar y remover
libremente a los empleados de la Sociedad, salvo aquellos cuya designación corresponda a la asamblea
general de accionistas o a la junta directiva. (f) Señalar las atribuciones de los gerentes de las sucursales de la
Sociedad y modificarlas cada vez que lo estime conveniente. (g) Presentar anualmente a la junta directiva con
no menos de veinte (20) días calendario  de anticipación a la convocatoria a la reunión ordinaria de la
asamblea general de accionistas, los estados financieros de fin de ejercicio, acompañados de un proyecto de
distribución de utilidades repartibles o cancelación de pérdidas y el informe de gestión previsto en la ley. (h)
Suspender a los empleados nombrados por la junta directiva cuando falten al cumplimiento de sus deberes,
nombrar interinamente sus reemplazos si es necesario y dar cuenta de todo ello a dicha junta en su próxima
reunión para que resuelva en definitiva. (i) Convocar a la junta directiva a sesiones extraordinarias y mantenerla
detalladamente informada de los negocios sociales. (j) Autorizar con su firma los títulos o certificados de
acciones. (k) Decidir sobre las acciones judiciales que deban intentarse, o las defensas que deban oponerse a
las que se promuevan contra la Sociedad, desistir de unas y otras, someter las diferencias de la Sociedad con
terceros a la decisión de árbitros o de amigables componedores y transigir sobre dichas diferencias. (l) Cumplir
los deberes que la ley le imponga y desempeñar las demás funciones que le encomiende la asamblea general
de accionistas o la junta directiva y todas aquellas otras que naturalmente le correspondan en su carácter de
Primer Director Ejecutivo de la Sociedad. (m) Notificar a la junta directiva de cualquier adquisición que supere
COP$9.6000.000.000. FUNCIONES DE LOS REPRESENTANTES LEGALES. Los representantes legales de
la Sociedad, distintos del presidente de ésta, ejercerán las siguientes funciones: (a) Usar la razón o firma
social. (b) Representar legalmente a la Sociedad judicial o extrajudicialmente. (c) Designar apoderados que
representen a la Sociedad en procesos judiciales o fuera de ellos. (d) Suscribir los documentos públicos o
privados necesarios para recoger los actos o contratos que, dentro del objeto social, celebre la Sociedad. (e)
Ejercer la representación legal de la Sociedad, exclusivamente, en los asuntos específicamente asignados a
cada uno  de ellos. (Escritura Pública 0915 del 26 de marzo de 2014 Notaria 6 Bogotá)
Que figuran posesionados y en consecuencia, ejercen la representación legal de la entidad, las siguientes
personas:

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Alexandra Quiroga Velasquez
Fecha de inicio del cargo: 03/11/2022

CC - 52057532 Presidente

Lorena Elizabeth Torres Alatorre
Fecha de inicio del cargo: 05/11/2020

CE - 1156017 Suplente del Presidente

Myriam Stella Martínez Suancha
Fecha de inicio del cargo: 04/07/2018

CC - 51732043 Representante Legal para
Asuntos Judiciales

Elisa Andrea Orduz Barreto
Fecha de inicio del cargo: 25/01/2023

CC - 53114624 Representante Legal para
Asuntos Judiciales

Nancy Stella González Zapata
Fecha de inicio del cargo: 19/03/2015

CC - 51841569 Representante Legal para
Reclamaciones de Seguros

Olga Victoria Jaramillo Restrepo
Fecha de inicio del cargo: 24/11/2016

CC - 52410339 Representante Legal para
Asuntos Laborales
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Paula Marcela Moreno Moya
Fecha de inicio del cargo: 18/09/2014

CC - 52051695 Representante Legal para
Asuntos Judiciales y
Administrativos o Policivos

Diana Inés Torres Llerena
Fecha de inicio del cargo: 17/03/2016

CC - 51719566 Representante Legal para
Asuntos Generales

Lizbeth Eugenia Bossa Abril
Fecha de inicio del cargo: 20/09/2018

CC - 52173410 Representante Legal para
Asuntos Generales

Juan Guillermo Zuloaga Lozada
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2019

CC - 19391319 Representante Legal en Asuntos
Generales

Aranzazu Treceño Puertas
Fecha de inicio del cargo: 25/07/2019

CE - 932823 Representante Legal para
Asuntos Generales

RAMOS: Resolución S.B. No 5148 del 31 de diciembre de 1991 Accidentes personales, Colectivo de vida, Vida
grupo, Salud, "Educativo", Vida individual. Mediante resolución 1416 del 24 de agosto de 2011 se revoca la
autorización concedida para operar el ramo de seguro COLECTIVO DE VIDA.
Resolución S.B. No 784 del 29 de abril de 1994 Seguros previsionales de Invalidez y Sobrevivencia
Resolución S.B. No 2012 del 20 de septiembre de 1994 Pensiones ley 100
Resolución S.B. No 59 del 13 de enero de 1995 Riesgos profesionales (Ley 1562 del 11 de julio de 2012,
modifica la denominación l por la de Riesgos Laborales).
Resolución S.B. No 1861 del 30 de diciembre de 1996 Pensiones Voluntarias

JOSUÉ OSWALDO BERNAL CAVIEDES
SECRETARIO GENERAL

"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto
tiene plena validez para todos los efectos legales."
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Email: ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Carrera 29 Nº 33 B – 79 Palacio de Justicia. Centro de Servicios. Torre B. 

R 

DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO 

JUZGADO TERCERO CIVIL 

DEL CIRCUITO 

 

Expediente Nº 500013103003 2015 00416 00 

 

Villavicencio, veintidós (22) de octubre del 2021. 

 

 En atención a la solicitud promovida por el apoderado judicial de la parte 

demandante, consistente en proferir orden de pago en contra de AXA COLPATRIA 

SEGUROS DE VIDA S.A., este Estrado dispone:  

 

 PRIMERO: Librar orden de pago por la vía ejecutiva a favor de CARLOS 

JULIO HERRERA MATEUS contra la sociedad AXA COLPATRIA SEGUROS DE 

VIDA S.A., para que dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en que se le 

notifique este proveído, procedan a pagar las siguientes sumas de dinero: 

 

 1.1- Por la suma de COP$628.206.2015, en favor del demandante Carlos 

Julio Herrera Mateus por concepto de la condena impuesta en el numeral 3.1 por 

este Juzgado en sentencia proferida el 26 de septiembre del 2018.  

 

 1.2.- Por la suma de COP$290.231.271, en favor del demandante Carlos 

Julio Herrera Mateus, por concepto de la condena impuesta en el numeral 3.2, por 

este Juzgado en sentencia proferida el 26 de septiembre del 2018. 

 

 1.3.- Por la suma de COP$1.148.046.143, en favor del demandante Carlos 

Julio Herrera Mateus, por concepto de la condena impuesta en el numeral 3.3, por 

este Juzgado en sentencia proferida el 26 de septiembre del 2018. 

 

 1.4.- Por la suma de COP$72.326.928, en favor del demandante Carlos 

Julio Herrera Mateus, por concepto de la condena impuesta en el numeral 3.4 por 

este Juzgado en sentencia proferida el 26 de septiembre del 2018. 

 

 Notifíquese la presente decisión bajo los parámetros del artículo 8º del 

Decreto 806 del 2020.  

 

mailto:ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO 

DE VILLAVICENCIO 
 
La anterior providencia se notifica por 
anotación en el Estado de  
 
 

 
_________________________ 

Secretaria 

 Por Secretaría, remítase a la DIAN la comunicación de que trata el artículo 

630 del Estatuto Tributario.  

 

 Por último, en lo que respecta a la solicitud de medidas cautelares, este 

Juzgado dispone no acceder a las mismas, como quiera que con anterioridad la 

demandada constituyó caución en aras de impedir el decreto de los embargos que 

fueron solicitados en su momento.  

 

 

Notifíquese 

 

 

 

YENNIS DEL CARMEN LAMBRAÑO FINAMORE 

Juez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Yenis Del Carmen Lambraño Finamore 

Juez 
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Juzgado De Circuito 

Civil 003 

Villavicencio - Meta 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 

a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

222f78a05242ceb5e476981f90c69aec8110f3ac7515b253d3a97e538d5dff82 

Documento generado en 22/10/2021 01:37:01 PM 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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GHPDQGDQWH� HO � GH 0DU]R GHO DxR ����� KD\D VLGR FRQWHVWDGD PHGLDQWH FRPXQLFDFLyQ GH
IHFKD �� GH -XOLR GHO DxR ����� SXHV WDO FRPR VH SXHGH DSUHFLDU HQ ORV GRFXPHQWRV TXH
DOOHJD OD SURSLD SDUWH DFWLYD� KXER FRPXQLFDFLRQHV GH OD &RPSDxtD� ORV GtDV � GH $EULO GHO DxR
���� \ �� GH $EULO GHO DxR ����� HV FLHUWR HO FRQWHQLGR GH OD PLVLYD FRSLDGD HQ FRPLOODV� SRU
OD�OLWHUDOLGDG�GH�OD�PLVPD�

$/ +(&+2 �� 1R HV FLHUWR� SXHV QL HO FRQGLFLRQDGR GH OD SyOL]D HVWLSXOD GLFKR LQFUHPHQWR
SDUD HO DPSDUR GH YLGD� QL DO EHQHILFLR GHO GLYLGHQGR SRU VREUHYLYHQFLD VH FDQFHOD FRQ GLFKR
LQFUHPHQWR� OD IRUPD GH KDFHUOR� FRQIRUPH VH DGTXLHUH HO GHUHFKR� HVWi HVWLSXODGR HQ HO
FRQWHQLGR�GH�ODV�FRQGLFLRQHV�JHQHUDOHV�GH�OD�SyOL]D�

$/�+(&+2��� (V�FLHUWR�FRQIRUPH�GRFXPHQWDFLyQ�TXH�REUD D�IROLRV�HQ�HO�SURFHVR�

$/ +(&+2 �� 1R HV FLHUWR� TXH VH SUXHEH HQ GHELGD IRUPD� $KRUD ELHQ� QXQFD VH KD
JHQHUDGR HO HVWXGLR GH XQD UHFODPDFLyQ� SXHV OD PLVPD D OD IHFKD� QR VH KDEtD SUHVHQWDGR D
OD�&RPSDxtD��WDO�FRPR�OR�LQGLFD�OD�OH\�

$/ +(&+2 �� (V FLHUWR TXH HO GHPDQGDQWH VROLFLWR DXGLHQFLD GH FRQFLOLDFLyQ SUHMXGLFLDO
DQWH OD 3URFXUDGXUtD� FRQIRUPH GRFXPHQWDFLyQ TXH REUD D IROLRV HQ HO SURFHVR� SHUR VH GHEH
DQRWDU



TXH OD PLVPD� GLVWD HQ VX REMHWR FRQ ODV SUHWHQVLRQHV GH OD SUHVHQWH DFFLyQ� SXHV HO
FRQYRFDQWH VROLFLWy GLFKD DXGLHQFLD FRQ HO REMHWR GH REWHQHU ´�«� OD GHYROXFLyQ GHO GLQHUR
TXH FDQFHOy SRU OD DGTXLVLFLyQ GH ODV SyOL]DV HQ PHQFLyQµ� 'LFKDV SyOL]DV IXHURQ LGHQWLILFDGDV
FRPR ORV VHJXURV GH YLGD 1RV� ������� GHO �� GH -XQLR GH ���� \ ������� GH IHFKD �� GH
������ODV�FXDOHV�QR�HVWi�GLUHFWDPHQWH�SUHWHQGLHQGR VHU�DIHFWDGDV�HQ�OD�FLWDGD�DFFLyQ�

$/�+(&+2���� (V�FLHUWR�FRQIRUPH�GRFXPHQWDFLyQ�TXH REUD�D�IROLRV�HQ�HO�SURFHVR�

$/ +(&+2 ��� (V SDUFLDOPHQWH FLHUWR \ H[SOLFR� 6L ELHQ HV FLHUWR HO &HQWUR GH &RQFLOLDFLyQ
GH OD 3URFXUDGXUtD H[SLGLy XQD FRQVWDQFLD GH LQDVLVWHQFLD� QR OR HV TXH FRQ OD PLVPD VH KD\D
FXPSOLGR HO UHTXLVLWR GH SURFHGLELOLGDG� SXHV HO REMHWR GH OD PLVPD GLOLJHQFLD GLVWD QR VROR
FRQ HO REMHWR GH OD FLWDFLyQ D OD DXGLHQFLD GH FRQFLOLDFLyQ SUHMXGLFLDO \ ODV SUHWHQVLRQHV GH OD
SUHVHQWH GHPDQGD� VLQR GHO SURGXFWR GHEDWLGR �VHJXURV GH YLGD 1RV� ������� GHO �� GH
-XQLR GH ���� \ ������� GH IHFKD �� GH ���� HQ OD FLWDFLyQ D DXGLHQFLD GH FRQFLOLDFLyQ� \
VROLFLWXG GH SyOL]D GH YLGD 1R� 9������� SDUD OD SUHVHQWH DFFLyQ�� DVt FRPR HO REMHWR GH OD
DXGLHQFLD HQ OD FXDO VH SUHWHQGtD OD GHYROXFLyQ GH SULPDV� FRQ OD SUHVHQWH DFFLyQ HQ GRQGH VH
SUHWHQGH�HO�SDJR�GH�XQ�YDORU�DVHJXUDGR�

$/�+(&+2���� (V�FLHUWR�SHUR�LUUHOHYDQWH�HQ�HO�SUHVHQWH DFiSLWH�

2326,&,Ð1�$�/$6�35(7(16,21(6��'(&/$5$&,21(6�<�&21'(1$6 '(�/$
'(0$1'$

(Q *HQHUDO� PH RSRQJR D WRGDV \ FDGD XQD GH ODV SUHWHQVLRQHV� GHFODUDFLRQHV \ FRQGHQDV GH
OD GHPDQGD SRU FDUHFHU GH IXQGDPHQWR OHJDO� IiFWLFR \ SUREDWRULR� HQ HVSHFLDO IUHQWH D
DTXHOODV TXH LQWHQWDQ GHFODUDU UHVSRQVDEOH FRQWUDFWXDOPHQWH D $;$ &2/3$75,$
6(*8526 '( 9,'$ 6�$�� FRQ IXQGDPHQWR HQ OD VROLFLWXG GH VHJXUR 1R� 9�������� SXHV
FRPR OD PLVPD SDUWH DFWRUD OR HYLGHQFLD� FRQIXQGH HO DPSDUR GH YLGD FRQ HO EHQHILFLR GH
VREUHYLYHQFLD \ EDUDMD RWUDV SyOL]DV HQ GRQGH ILJXUD FRPR WRPDGRU FRQ OD TXH SUHWHQGH
DIHFWDU� 7RGR OR DQWHULRU VLQ WHQHU HQ FXHQWD OD LQFRQJUXHQFLD HQWUH OR TXH SUHWHQGtD HQ OD
DXGLHQFLD GH FRQFLOLDFLyQ SUHMXGLFLDO� \ OD IDOWD GH UHFODPDFLyQ GLUHFWD DQWH OD &RPSDxtD SDUD
DJRWDU�HO�UHTXLVLWR�OHJDO�

/RV KHFKRV HQ ORV TXH VH IXQGD OD GHPDQGD� GHEHQ VHU VRSRUWDGRV SUREDWRULDPHQWH� D WDO
SXQWR TXH VH OOHQHQ ORV UHTXLVLWRV GH OH\ SDUD TXH H[LVWDQ ORV UHFRQRFLPLHQWRV SUHWHQGLGRV
HQ HVWD MXULVGLFFLyQ� 6LWXDFLyQ TXH IUHQWH D ODV SUHWHQVLRQHV� GHFODUDFLRQHV \ FRQGHQDV
RVWHQWDGDV HQ FRQWUD GH $;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '( 9,'$ 6� $�� QR KDQ VLGR
GHPRVWUDGDV� QL SUREDGDV HQ GHELGD IRUPD� QL OR VHUiQ� SXHV QR H[LVWH VRSRUWH TXH
MXVWLILTXH�ODV�SUHWHQVLRQHV�GHO�DFFLRQDQWH�

$Vt ODV FRVDV HV LPSRUWDQWH GHVWDFDU OD DSOLFDFLyQ GHO DUWtFXOR ���� GHO &yGLJR GH &RPHUFLR�
HO FXDO FRQWHPSOD ORV HIHFWRV GHO QR SDJR GH OD SULPD OR VLJXLHQWH� ´6DOYR OR SUHYLVWR HQ HO
DUWtFXOR VLJXLHQWH HO QR SDJR GH ODV SULPDV GHQWUR GHO PHV VLJXLHQWH D OD IHFKD GH
YHQFLPLHQWR� SURGXFLUi OD WHUPLQDFLyQ GHO FRQWUDWR VLQ TXH HO DVHJXUDGRU WHQJD GHUHFKR D
H[LJLUODVµ�



&RQIRUPH OR DQWHULRU� UHLWHUR 6HxRU -XH]� TXH $;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '( 9,'$ 6�
$�� VH RSRQH FRQIRUPH VXVWHQWDUp HQ PL GHIHQVD� D WRGDV \ FDGD XQD GH ODV SUHWHQVLRQHV�
GHFODUDFLRQHV \ FRQGHQDV TXH HYHQWXDOPHQWH SUHWHQGHQ DIHFWDU D OD 6RFLHGDG TXH DTXt
UHSUHVHQWR�

)5(17(�$�/$6�35(7(16,21(6�35,1&,3$/(6

$ /$ 35(7(16,Ð1 35,0(5$� 0H RSRQJR WRWDOPHQWH D OD PLVPD \ QR HVWi OODPDGD D
SURVSHUDU� SXHV HV LPSRVLEOH TXH OD &RPSDxtD FXPSOD DOJXQD REOLJDFLyQ HPDQDGD GHO FRQWUDWR
GH VHJXUR� FXDQGR QR KD VLGR GHPRVWUDGD FRPR OR H[LJH OD OH\� DUWtFXOR ���� GHO &yGLJR GH
&RPHUFLR� HO DJRWDPLHQWR GH XQD UHFODPDFLyQ GLUHFWD� $Vt PLVPR QR HV FLHUWR� TXH OD
&RPSDxtD�D�´PXWXR�SURSLRµ�KD\D�FDPELDGR�ODV�FRQGLFLRQHV GH�OD�SyOL]D�

$�/$�35(7(16,Ð1�6(*81'$�

$ OD &RQGHQD �� 0H RSRQJR WRWDO \ URWXQGDPHQWH D OD PLVPD� SXHV HO GHPDQGDQWH� LQFXUUH
HQ HUURU JUDYH GH LQWHUSUHWDFLyQ FRQWUDFWXDO� SXHV OD VXPD DVHJXUDGD QR HVWi GHELGDPHQWH
FDOFXODGD��QL�HO�DPSDUR�TXH�VH�SUHWHQGH�DIHFWDU�HV HO�´GH�YLGDµ�

$ OD &RQGHQD �� 0H RSRQJR WRWDO \ URWXQGDPHQWH D OD PLVPD� EDMR HO PLVPR DUJXPHQWR
HVER]DGR�HQ�OD�FRQGHQD�DQWHULRU�

$�OD�&RQGHQD��� /D�PLVPD�HVWi�VXSHGLWDGD�DO�GHVHQODFH SURFHVDO�

+(&+26��)81'$0(1726�'(�'(5(&+2�<�5$=21(6�'(�/$�'()(16$

&RPR VH KD YHQLGR PDQLIHVWDQGR HQ HO SUHVHQWH SURFHVR� OD SDUWH GHPDQGDQWH QR KD
FXPSOLGR�FRQ�ORV�SUHVXSXHVWRV�OHJDOHV�QL�SUREDWRULRV SDUD�DFFHGHU�D�VXV�SUHWHQVLRQHV�

(V IXQGDPHQWDO DSUHFLDU TXH DQWH ODV SUHWHQVLRQHV GH OD GHPDQGD FRQFHUQLHQWHV D $;$
&2/3$75,$ 6(5*8526 '( 9,'$ 6� $�� QRV RSXVLPRV D WRGDV \ FDGD XQD GH HOODV FRPR
VH KD H[SUHVDGR HQ HO UHVSHFWLYR DFiSLWH GH OD FRQWHVWDFLyQ� SRU HQGH UHLWHUR TXH D PL
UHSUHVHQWDGD� QR VH OH SXHGH FRQGHQDU DO UHFRQRFLPLHQWR GH SDJR DOJXQR� WDO FRPR OR
SUHWHQGH HQ OD SUHVHQWH DFFLyQ OD SDUWH GHPDQGDQWH� HQ DIHFWDFLyQ GH OD VROLFLWXG GH OD
SyOL]D GH VHJXUR GH YLGD LQGLYLGXDO SODQ YLGD SRUYHQLU 1R� 9�������� SXHV VH FRQIXQGH XQ
DPSDUR�FRQ�XQ�EHQHILFLR�

$GHPiV GH OR DQWHULRU FDEH DFODUDU TXH SDUD WRGDV ODV SyOL]DV QR HVWi SUREDGR HQ GHELGD
IRUPD HO SDJR GH OD SULPD� WDO FRPR OR FRQWHPSOD HO FRQGLFLRQDGR JHQHUDO DOOHJDGR SRU OD
SDUWH�GHPDQGDQWH�\�ODV�GLVSRVLFLRQHV�OHJDOHV�TXH�ULJHQ OD�PDWHULD�

3RU HQGH SDUD TXH ODV SUHWHQVLRQHV GH OD GHPDQGD FRQWUD $;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '(
9,'$ 6� $�� SURVSHUHQ� GHEHUiQ UHVXOWDU SUREDGRV DOJXQRV GH ORV KHFKRV PDWHULD GH
OLWLJLR�DVt�



Ɣ 4XH�WRGRV�ORV�SURGXFWRV�HQXQFLDGRV�SRU�OD�SDUWH�GHPDQGDQWH WLHQHQ�XQD�UHODFLyQ�

Ɣ 4XH OD FRPSDxtD QRWLILFy IRUPDOPHQWH GH DOJ~Q FDPELR HQ OD VROLFLWXG SyOL]D GH
VHJXUR�YLGD�LQGLYLGXDO�SODQ�YLGD�SRUYHQLU�1R��9��������

Ɣ 4XH�VH�DJRWy�HQ�GHELGD�IRUPD�HO�UHTXLVLWR�GH�SURFHGLELOLGDG�

Ɣ 4XH�ODV�SUHWHQVLRQHV�HVWiQ�GHELGDPHQWH�IXQGDPHQWDGDV \�SUREDGDV�

Ɣ 4XH�QR�KD\D�RSHUDGR�HO�IHQyPHQR�GH�OD�SUHVFULSFLyQ�

5DWLILFDQGR OR \D PHQFLRQDGR VH GHEH WHQHU HQ FXHQWD OR H[SUHVDGR HQ HO &yGLJR GH
&RPHUFLR HQ ORV DUWtFXOR ����� HO FRQWHPSOD ORV HIHFWRV GHO QR SDJR GH OD SULPD SDUD ORV
VHJXURV�GH�YLGD�

'HQWUR GHO GHEDWH SUREDWRULR \ MXUtGLFR UHLWHUDUp OR DILUPDGR� IUHQWH D TXH OD SDUWH
GHPDQGDQWH FDUHFH GH SUHVXSXHVWRV SUREDWRULRV TXH OH SHUPLWDQ SURVSHUDU \ IXQGDPHQWDU
VXV�SUHWHQVLRQHV�DQWH $;$�&2/3$75,$�6(*8526�'(�9,'$ 6��$�

(;&(3&,21(6�'(�)21'2

6LQ TXH ODV PLVPDV FRQVWLWX\DQ UHFRQRFLPLHQWR DOJXQR� SURSRQJR ODV VLJXLHQWHV H[FHSFLRQHV�
VROLFLWDQGR FRQ WRGR UHVSHWR GHVGH HVWH PRPHQWR DO 6HxRU -XH] TXH ODV GHFODUH SUREDGDV D
IDYRU�GH�PL�UHSUHVHQWDGD�

�� ,1'(%,'$�,17(535(7$&,Ð1�'(/�&217(1,'2�&2175$&78$/

(V FODUR TXH HO 6HxRU &$5/26 -8/,2 +(55(5$ 0$7(86� D WUDYpV GH VX DSRGHUDGR
MXGLFLDO� LQFXUUH HQ XQD LQGHELGD LQWHUSUHWDFLyQ OHJDO GHO FRQWHQLGR GHO FRQWUDWR GH VHJXUR�
HVSHFLDO�GHO�SURGXFWR�´VHJXURV�GH�YLGD�LQGLYLGXDOµ� IUHQWH�D�VXV�DPSDURV�\�EHQHILFLRV�

(VWH�WLSR�GH�SyOL]DV�WLHQHQ�EiVLFDPHQWH�GRV�����DPSDURV�

� /D�FREHUWXUD�EiVLFD�GH�YLGD�

� /D�LQFDSDFLGDG�DVLPLODGD�D�PXHUWH�

3DUD HO WHPD TXH QRV RFXSD HV FODUR TXH QLQJXQR GH HVWRV DPSDURV RSHUy� SXHV HO
GHPDQGDQWH� DVt PLVPR OR PDQLILHVWD HQ HO FRQWHQLGR GH OD GHPDQGD� VREUHYLYLy D OD YLJHQFLD
GHO�VHJXUR�\�SUHWHQGH�HO�EHQHILFLR�SRU�HVWD�VLWXDFLyQ�

$Vt ODV FRVDV QLQJXQR GH ORV DPSDURV RSHUy� SXHV HO DVHJXUDGR QR IDOOHFLy QL WXYR XQD
LQFDSDFLGDG�DVLPLODGD�D�OD�PXHUWH�



(O EHQHILFLR SRU VREUHYLYHQFLD HVWi FRQFHELGR \ UHJXODGR HQ HO FRQWUDWR GH VHJXUR FRPR XQ
´GLYLGHQGRµ� GHILQLGR HQ ODV FRQGLFLRQHV� FRPR ´�«� OD VXPD TXH &ROSDWULD SDJDUi DO
DVHJXUDGR� VL VREUHYLYH D OD IHFKD GH WHUPLQDFLyQ GH HVWH VHJXUR� (O GLYLGHQGR HV HO
UHVXOWDGR GH OD HYROXFLyQ GHO IRQGR GH DFXPXODFLyQ� WDO FRPR VH GHILQH D FRQWLQXDFLyQ� HO FXDO
VHUi�FDOFXODGR�VREUH�HO�SRUFHQWDMH�GH�OD�SULPD�SDFWDGR HQ�OD�FDUiWXOD�GH�OD�SyOL]Dµ�

5HJXODFLyQ FRPSOHWDPHQWH GLVWDQWH D OD DILUPDFLyQ HUUDGD GH OD SDUWH DFWLYD� TXLHQ DSOLFD
XQD WDVD GHO ��� DQXDO VREUH XQ YDORU DVHJXUDGR� TXH VROR VH YH FRQWHQLGD HQ XQD
´FRWL]DFLyQµ�

/R DQWHULRU GHMD FODULGDG OD LQPHQVD IDOOD HQ ODV SUHWHQVLRQHV GH OD GHPDQGD� OD FXDQWtD GHO
SURFHVR \ JUDYH VROLFLWXG GH PHGLGDV FDXWHODUHV� SXHV EDMR HO DPSDUR HUUDGR GH XQD
LQWHUSUHWDFLyQ FRQWUDFWXDO� VH SUHWHQGHQ XQRV YDORUHV LQIODGRV H LQMXVWLILFDGRV� /R DQWHULRU
VLQ GHPpULWR GH H[SUHVDU TXH HO GHPDQGDQWH� DQWHV GH SUHWHQGHU DGTXLULU XQ GHUHFKR
HPDQDGR GH XQD SyOL]D GH VHJXUR H[SHGLGD SRU $;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '( 9,'$ 6� $��
GHEHUi GHPRVWUDU VX OHJLWLPDFLyQ \ GHUHFKR SDUD KDFHUOR� SXHV HVWH WHPD QR IXH GHEDWLGR D
WUDYpV�GHO�PHGLR�OHJDPHQWH�SHUWLQHQWH��FRPR�OR�HV OD�UHFODPDFLyQ�GLUHFWD�

)LQDOPHQWH 6HxRU -XH]� PDQLIHVWDUOH UHVSHWXRVDPHQWH� TXH GHEHQ DJRWDUVH WRGRV ORV
UHTXLVLWRV SDFWDGRV HQ HO FRQWUDWR GH VHJXUR� WDOHV FRPR OD GHPRVWUDFLyQ GHO SDJR GH
SULPDV� YDORUHV DVHJXUDGRV� YLJHQFLDV� H[FOXVLRQHV HWF«� SDUD DVt GH HVWD IRUPD FDWDSXOWDU
HO�DQiOLVLV�GH�ORV�DPSDURV�\�EHQHILFLRV�GHO�SURGXFWR�

(O EHQHILFLR SRU VREUHYLYHQFLD QR HV XQ DPSDUR� < HV SRU HOOR TXH WLHQH VX SURSLD UHJXODFLyQ
FRQWUDFWXDO��OD�FXDO�HVWi�SOHQDPHQWH�LGHQWLILFDGD�

1R SXHGH HO GHPDQGDQWH DSOLFDU OD UHJXODFLyQ GH XQ DPSDUR D XQ EHQHILFLR� \ PXFKR PHQRV
LQWHUSUHWDU FODXVXODV FRQ YDORUHV \ SRUFHQWDMHV DSOLFDEOHV GH FRWL]DFLRQHV TXH QR VRQ SDUWH
GH�OD�SyOL]D�GH�VHJXUR�

5HLWHUR GH LJXDO IRUPD� TXH HQ HO FDVR UHPRWR TXH VH GHPXHVWUH TXH HO DVHJXUDGR KD OOHQDGR
WRGRV ORV UHTXLVLWRV GH OH\ \ FRQWUDFWXDOHV SDUD DFUHGLWDU VX FDOLGDG \ DVSLUDU FRQ HOOR D
DGTXLULU XQ GHUHFKR HPDQDGR GHO PLVPR� HO YDORU DO FXDO WHQGUtD GHUHFKR� VHUtD LQILQLWDPHQWH
LQIHULRU�DO�SUHWHQGLGR�

7HQLHQGR�HQ�FXHQWD�OR�DQWHULRU�VROLFLWR�GHFODUDU�SUREDGD OD�SUHVHQWH�H[FHSFLyQ�

�� )$/7$�'(�$&5(',7$&,Ð1�'(�/$�5(&/$0$&,Ð1

&RPR VH SXHGH DSUHFLDU HQ HO SUHVHQWH SURFHVR� HO GHPDQGDQWH QR SUHVHQWy UHFODPDFLyQ
GLUHFWD DQWH OD &RPSDxtD GH 6HJXURV GHPDQGDGD� VLPSOHPHQWH SUHVHQWy GHUHFKRV GH
SHWLFLyQ�VROLFLWDQGR�FRSLDV�GH�GRFXPHQWRV�

$Vt ODV FRVDV HO GHEDWH VH SUHVHQWD HQ HVWH HVFHQDULR� SXHV QL VLTXLHUD HO REMHWR GH OD
FRQFLOLDFLyQ�SUHMXGLFLDO��HV�HO�PLVPR�TXH�VH�SUHWHQGH GHEDWLU�HQ�OD�SUHVHQWH�DFFLyQ�



(VWR GHPXHVWUD H LQGLFLD OD FRQIXVLyQ H LQWHUSUHWDFLRQHV HUUDGDV GHO FRQWUDWR GH VHJXUR� OR
FRQOOHYD D SHQVDU HQ HO DIiQ GH OXFUR� VLQ HO DUJXPHQWR FRQFUHWR� SUREDGR� GH OD QHJDFLyQ GH
XQ�GHUHFKR��TXH�D~Q�QR�KD�VLGR�GHEDWLGR�

3XHV ELHQ� HVWR OOHYD D FRQFOXLU� 6HxRU -XH]� TXH OD SDUWH GHPDQGDQWH DFWLYD HO DSDUDWR
MXULVGLFFLRQDO� FRQ DUJXPHQWRV LQIXQGDGRV \ PDO LQWHUSUHWDGRV� DVt FRPR RVWHQWRVRV� OR TXH
LPSOLFD SURGXFLU XQ GDxR SDWULPRQLDO D PL FOLHQWH� VROLFLWDQGR HO HPEDUJR GH ELHQHV� SRU
VXPDV DVWURQyPLFDV� SURGXFWR GH VX GHVFRQRFLPLHQWR GHO WHPD� SHUR TXH QR SRU HOOR� SXHGHQ
VHU�VRSRUWDGDV��DPSDUDGRV�QL�MXVWLILFDGDV�SRU�VX�GHVSDFKR�

3RU�HQGH�VROLFLWR�GHVSDFKDU�HQ�GHELGD�IRUPD�OD�SUHVHQWH H[FHSFLyQ�

�� ,1(;,67(1&,$�'(/�5(48,6,72�'(�352&(%,/,'$'

7DO FRPR VH SXHGH DSUHFLDU HQ OD FRQVWDQFLD GH LQDVLVWHQFLD GH IHFKD $EULO �� GH �����
H[SHGLGD SRU HO &HQWUR GH &RQFLOLDFLyQ GH OD 3URFXUDGXUtD 'HOHJDGD 3DUD $VXQWRV &LYLOHV� HQ
GRQGH HO FRQYRFDQWH IXH HO 6HxRU &$5/26 -8/,2 +(55(5$ 0$7(86� \ HO FRQYRFDGR
6(*8526 '( 9,'$ &2/3$75,$ 6� $�� VH HYLGHQFLD HQ VX FRQWHQLGR TXH HO SULPHUR
VROLFLWD OD GLOLJHQFLD FRQ HO ILQ GH ]DQMDU ODV GLIHUHQFLDV SUHVHQWDGDV UHODFLRQDGDV FRQ ODV
SyOL]DV ������� \ ������� R HQ VX GHIHFWR LQLFLDU HO SURFHVR GH UHFODPDFLyQ ´SDUD OD
GHYROXFLyQ GHO GLQHUR TXH FDQFHOy SRU OD DGTXLVLFLyQ GH ODV SyOL]D HQ PHQFLyQµ� /DV
QHJULOODV�\�VXEUD\DV�VRQ�SURSLDV�
(V GHFLU� HO DTXt GHPDQGDQWH DJRWy XQ UHTXLVLWR GH SURFHGLELOLGDG VREUH SyOL]DV TXH QR HVWiQ
VLHQGR PRWLYR GH GHEDWH GLUHFWR HQ SUHVHQWH DFFLyQ� \ DO SUHWHQGHU OD GHYROXFLyQ GHO GLQHUR
´TXH FDQFHOy SRU OD DGTXLVLFLyQµ GH ODV PLVPDV� HV FODUR TXH RVWHQWDED OD GHYROXFLyQ GH
SULPDV�

3UHWHQVLRQHV�D�WRGD�FRQVWD�GLVWDQWHV�GH�ODV�LQYRFDGDV HQ�OD�SUHVHQWH�DFFLyQ�

6L ELHQ GH PDQHUD DVWXWD SHUR LPSHUWLQHQWH� VH DPSDUD HO SURIHVLRQDO GHO GHUHFKR HQ
]LJ]DJXHDU HO UHTXLVLWR GH SURFHGLELOLGDG IXQGDPHQWDGR HQ HO DUWtFXOR �� GH OD /H\ ��� GH
����� GHEH WHQHUVH HQ FXHQWD TXH HVWD PHGLGD FDXWHODU� HVWi VLQ IXQGDPHQWR IiFWLFR \
OHJDO� SXHV OD FXDQWtD QR HV OD DEVXUGDPHQWH SUHWHQGLGD� QL SXHGH LUVH VROLFLWDQGR \
DPSDUDQGR IUHQWH D XQD &RPSDxtD WDQ UHFRQRFLGD FRPR $;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '(
9,'$�6��$�

(O�6HxRU�-XH]�GHEH�UHJXODU�HVWD�VLWXDFLyQ�\�QHJDU URWXQGDPHQWH�HVWD�SUHWHQVLyQ�

4XLHUR DQRWDU TXH D OD IHFKD GH OD FRQWHVWDFLyQ GH OD SUHVHQWH DFFLyQ� HO GHPDQGDQWH QR KD
SRGLGR FXPSOLU FRQ HO UHTXLVLWR LPSXHVWR SRU HO GHVSDFKR SDUD GHFUHWDU OD PHGLGD FDXWHODU
SHWLFLRQDGD� GH RWUR ODGR HO IXQGDPHQWR TXH HO PLVPR GHPDQGDQWH SURSRQH SDUD VXVWHQWDUOD
HQ�HO�HVFULWR�GH�´VXVWLWXFLyQ�GH�GHPDQGDµ�QR�WLHQH FDELGD�IUHQWH�D�OD�SDUWH�SDVLYD�



�� ,1&21*58(1&,$�'(�35(7(16,21(6�35(-8',&,$/(6�<�-8',&,$/(6

(O GHVSDFKR GHEH WHQHU HQ FXHQWD TXH HO GHPDQGDQWH� RVWHQWD XQDV SUHWHQVLRQHV HQ OD
DXGLHQFLD GH FRQFLOLDFLyQ SUHMXGLFLDO DOOHJDGD DO SURFHVR FRPR SUXHED \ ODV SUHWHQVLRQHV GH
OD�GHPDQGD�

(Q OD SULPHUD GH HOODV HO GHPDQGDQWH DVSLUD D OD GHYROXFLyQ GH SULPDV SRU XQDV SyOL]DV TXH QR
VH GHEDWHQ GLUHFWDPHQWH HQ HVWH SURFHVR� VH RVWHQWD XQ DPSDUR TXH FRQIXQGH FRQ XQ
EHQHILFLR�\�TXH�LQWHUSUHWD�GH�PDQHUD�HUUDGD�IUHQWH D�VX�OLTXLGDFLyQ�

(VWD VLPSOH VLWXDFLyQ JHQHUD XQ PDQWR GH GXGDV� HQ OD FRQVHFXFLyQ \ IXQGDPHQWR GHO
GHUHFKR�SUHWHQGLGR��SHUR�DFODUD�OD�FRQIXVLyQ�\�HO DIiQ�PRQHWDULR�GHO�DFFLRQDQWH�

(VWDV LQFRQJUXHQFLDV QR SHUPLWHQ TXH ODV SUHWHQVLRQHV VHDQ FODUDV� IXQGDPHQWDV�
VRSRUWDGDV \ SUREDGDV HQ GHELGD IRUPD� $FUHGLWDU OD FDOLGDG� OD OHJLWLPDFLyQ� HO
FXPSOLPLHQWR GH ORV UHTXLVLWRV FRQWUDFWXDOHV \ HO YDORU UHDO GHO EHQHILFLR� VRQ WDUHDV QR
FXPSOLGDV� SXHV QR HV YLDEOH KDFHUOR FRQ ORV VRSRUWHV DSRUWDGRV HQ SUR� GHO IXQGDPHQWR GH
ODV�SUHWHQVLRQHV�

$O SUHVHQWDUVH YDULRV FDPLQRV TXH QR VH XQHQ HQWUH HOORV� HQFRQWUDPRV XQD LQFRQJUXHQFLD
HQWUH ORV KHFKRV� ODV SUHWHQVLRQHV \ HO IXQGDPHQWR SUREDWRULR� TXH OOHYD VLPSOHPHQWH D
WHVWLILFDU�TXH�OD�GHPDQGD�QR�GHEH�SURVSHUDU��WDO�FRPR HVWi�SODQWHDGD�

�� (;$*(5$'$�(�,1)81'$0(17$'$�7$6$&,Ð1�'(�/$�&8$17Ì$

/D SDUWH GH GHPDQGDQWH GH PDQHUD HUUDGD \ DQWH WRGR LUUHVSRQVDEOH� FRQWHPSOD OD FXDQWtD
GH�HVWH�SURFHVR�HQ�PiV�GH 0,/�0,//21(6�'(�3(626�

*UDYH HUURU� SXHV DSOLFD XQ SRUFHQWDMH GH LQWHUpV TXH QR HVWi HVWLSXODGR HQ ODV FRQGLFLRQHV
FRQWUDFWXDOHV TXH ULJHQ \ UHJXODQ HO FRQWUDWR \ TXH HO SURSLR GHPDQGDQWH DOOHJD FRQ OD
GHPDQGD FRPR SUXHED� VLQR TXH DGHPiV VH OR DSOLFD D YDORUHV DVHJXUDGRV TXH RSHUDUtDQ HQ HO
FDVR�GH�IDOOHFLPLHQWR�GHO�DVHJXUDGR�

&RQIXQGH�YDORU�DVHJXUDGR�FRQ�HO�YDORU�GHO�GLYLGHQGR�

$PEDV�ILJXUDV�WLHQHQ�VX�OXJDU�HQ�HO�FRQWUDWR��\�HVWiQ UHJXODGDV�HQ�HO�PLVPR�

&RQIXQGH�DPSDUR�FRQ�EHQHILFLR�

(VWD ODEHULQWR OOHYD D TXH HO GHPDQGDQWH KDJD XQ FiOFXOR D SULRUL� VLQ IRUPXOD DOJXQD
PDWHPiWLFD� FRQWUDFWXDO R OHJDO� DUURMDQGR XQD FXDQWtD DVWURQyPLFD \ DGHPiV VREUH HOOD
SUHWHQGLHQGR PHGLGDV FDXWHODUHV HQ QXHVWUD FRQWUD TXH QR YLHQHQ DO FDVR SRU QR WHQHU
VRSRUWH�TXH�ODV�IXQGDPHQWH�

(VWR VLQ GLPHQVLRQDU HO SHUMXLFLR \ ORV GDxRV TXH FRQ HOOR SURYRFDUtD D PL FOLHQWH� \ TXH SRU
GHPiV�VHUiQ�WDVDGRV�\�FREUDGRV�D�VX�IDYRU�



�� )$/7$ '( )81'$0(172 /(*$/ < )É&7,&2 3$5$ 623257$5 /$6 0(','$6
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(O�REMHWR�GH�XQD�PHGLGDV�FDXWHODU�HV�ELHQ�VDELGR�OD GH�SURWHJHU�XQ�GHUHFKR�VXVWDQFLDO�

(O -XH] WLHQH OD IDFXOWDG HQ HVWH VHQWLGR \ FRQIRUPH OD VLWXDFLyQ SUHVHQWDGD �LQFOX\HQGR HO
FRQRFLPLHQWR�GH�OD�SDUWH�DIHFWDGD���SXHGH�QHJDU�R UHJXODU�ODV�PLVPDV�

(V PHQHVWHU UHFDOFDU DO GHVSDFKR TXH OD FXDQWtD HVWi HUUyQHDPHQWH GHWHUPLQDGD SRU
LQGHELGD LQWHUSUHWDFLyQ FRQWUDFWXDO \ TXH HO VXMHWR DFFLRQDGR WDPSRFR RIUHFH HO ULHVJR TXH
SHUPLWD�DFFHGHU�D�VX�GHFUHWR�

1R HV YLDEOH DFFHGHU GH QLQJXQD PDQHUD HQ HO SUHVHQWH SURFHVR D XQD PHGLGD FDXWHODU�
FXDQGR QL VLTXLHUD VH KD SUHVHQWDGR XQ GHEDWH SUHYLR� HQ OD UHFODPDFLyQ GLUHFWD� TXH OH
SHUPLWD DO DVHJXUDGRU� WRPDU SRVWXUD IRUPDO IUHQWH DO WHPD TXH QRV RFXSD� 0iV D~Q FXDQGR
HO UHTXLVLWR GH SURFHGLELOLGDG HQFDUQDGR HQ OD DXGLHQFLD GH FRQFLOLDFLyQ SUHMXGLFLDO� WHQtD XQ
REMHWR�GLIHUHQWH�DO�DTXt�GHEDWLGR�

(Q HVWH RUGHQ GH LGHDV� 6HxRU -XH]� VROLFLWR PX\ UHVSHWXRVDPHQWH WHQHU HQ FXHQWD ORV
DQWHULRUHV DUJXPHQWRV \ GHVDUUROODU HO FXUVR SURFHVDO� VLQ HO DPSDUR GH OD PHGLGD� SHUR Vt�
WHQLHQGR�HQ�FXHQWD�ODV�FRQVHFXHQFLDV�OHJDOHV�GH�HVWH DFWR�RVWHQWRVR�SUHWHQGLGR�

�� ,1(;,67(1&,$ '(/ &2175$72 '( 6(*852 3$5$ /$ )(&+$ '(/
6,1,(6752�325�025$�(1�(/�3$*2�'(�/$�35,0$

7DO FRPR OR PDQLILHVWD HQ HO FRQWHQLGR GH OD GHPDQGD OD SDUWH DFWLYD� VH HQXQFLDQ YDULDV
SyOL]DV�VXVFULWDV�FRQ�OD�6RFLHGDG�TXH�UHSUHVHQWR�

(Q�HVWH�RUGHQ�GH�LGHDV��VROLFLWR�TXH�VH�WHQJD�HQ�FXHQWD OD�SUHVHQWH�H[FHSFLyQ�

1RUPDWLYLGDG�TXH�UHJXOD�OD�PDWHULD�

$UWtFXOR ���� GHO &yGLJR GH &RPHUFLR ² ()(&726 '(/ 12 3$*2 '( /$ 35,0$� HO
PLVPR FRQWHPSOD TXH ´6DOYR OR SUHYLVWR HQ HO DUWtFXOR VLJXLHQWH� HO QR SDJR GH ODV SULPDV
GHQWUR GHO PHV VLJXLHQWH D OD IHFKD GH FDGD YHQFLPLHQWR� SURGXFLUi OD WHUPLQDFLyQ GHO
FRQWUDWR�VLQ�TXH�HO�DVHJXUDGRU�WHQJD�GHUHFKR�D�H[LJLUODVµ�

$UWtFXOR ���� GHO &yGLJR GH &RPHUFLR� 025$ (1 (/ 3$*2 '( /$ 35,0$� 6XEURJDGR
SRU HO DUW� ��� /H\ �� GH ����� (O QXHYR WH[WR HV HO VLJXLHQWH� /D PRUD HQ HO SDJR GH OD
SULPD GH OD SyOL]D R GH ORV FHUWLILFDGRV R DQH[RV TXH VH H[SLGDQ FRQ IXQGDPHQWR HQ HOOD�
SURGXFLUi OD WHUPLQDFLyQ DXWRPiWLFD GHO FRQWUDWR \ GDUi GHUHFKR DO DVHJXUDGRU SDUD H[LJLU
HO SDJR GH OD SULPD GHYHQJDGD \ GH ORV JDVWRV FDXVDGRV FRQ RFDVLyQ GH OD H[SHGLFLyQ GHO
FRQWUDWR�



/R GLVSXHVWR HQ HO LQFLVR DQWHULRU GHEHUi FRQVLJQDUVH SRU SDUWH GHO DVHJXUDGRU HQ OD
FDUiWXOD�GH�OD�SyOL]D��HQ�FDUDFWHUHV�GHVWDFDGRV�

/R�GLVSXHVWR�HQ�HVWH�DUWtFXOR�QR�SRGUi�VHU�PRGLILFDGR SRU�ODV�SDUWHV�

$UWtFXOR ���� GHO &yGLJR GH &RPHUFLR� 3$*2 )5$&&,21$'2� (O SDJR IUDFFLRQDGR GH OD
SULPD QR DIHFWD OD XQLGDG GHO FRQWUDWR GH VHJXUR� QL OD GH ORV GLVWLQWRV DPSDURV LQGLYLGXDOHV
TXH�DFFHGHQ�D�pO�

/R GLVSXHVWR HQ HVWH DUWtFXOR VH DSOLFDUi DO SDJR GH ODV SULPDV TXH VH FDXVHQ D WUDYpV GH OD
YLJHQFLD�GHO�FRQWUDWR�\�D�ODV�GH�UHQRYDFLyQ�GHO�PLVPR�
&RQGLFLRQDGR�GH�OD�SyOL]D�

7HQLHQGR HQ FXHQWD TXH OD SULPD QR VRODPHQWH HV FRQVLGHUDGD FRPR OD FRQWUDSUHVWDFLyQ D
FDUJR GHO WRPDGRU D IDYRU GHO DVHJXUDGRU SDUD TXH HVWH DVXPD XQ DPSDUR� OD PLVPD HV
HOHYDGD D FDUiFWHU GH HOHPHQWR HVHQFLDO GHO FRQWUDWR GH VHJXUR� SXHV HO WUDVODGR GHO ULHVJR
DO DVHJXUDGRU QR VH FRQFLEH VLQ XQD XWLOLGDG FRUUHODWLYD SDUD pVWH� VLQR H[LVWH SULPD QR
H[LVWH�FRQWUDWR�GH�VHJXUR�

5HFRUGHPRV TXH HO &yGLJR GH &RPHUFLR DGHPiV FDWHJRUL]D FRPR SULQFLSDO FDUJD� GHEHU \
REOLJDFLyQ GHO 7RPDGRU GH XQD SyOL]D� OD GH SDJDU OD SULPD GHQWUR GHO PHV VLJXLHQWH D OD
IHFKD GH HQWUHJD GH OD SyOL]D R� HQ VX FDVR� GH ORV DQH[RV H[SHGLGRV FRQ IXQGDPHQWR HQ HOOD�
$Vt PLVPR VX SDUWH ILQDO FRQWHPSOD TXH OD PRUD HQ HO SDJR GH OD SULPD SURGXFH OD
WHUPLQDFLyQ�DXWRPiWLFD�GHO�FRQWUDWR�GH�VHJXUR�

3RU OR DQWHULRU VROLFLWR DO GHVSDFKR HYLGHQFLDU TXH VL QR HVWi GHELGDPHQWH DFUHGLWDGR HO
SDJR WRWDO \ D WLHPSR GH WRGRV ORV SHULRGRV FRPSUHQGLGRV �FRQ VXV UHVSHFWLYRV SHULRGRV GH
UHQRYDFLyQ� GH OD SULPD SDUD ORV SyOL]DV TXH QRV RFXSDQ� SXHV FDVR FRQWUDULR GHEHUi
GHFODUDUVH OD SUHVHQWH H[FHSFLyQ SUREDGD \ HQ FRQVHFXHQFLD VH UHLWHUH TXH QR H[LVWtD
FRQWUDWR�GH�VHJXUR�YLJHQWH�SRU�PRUD�SUHYLD�

�� 35(6&5,3&,Ð1

(O�$UWtFXOR������GHO�&yGLJR�GH�&RPHUFLR�FRQWHPSOD TXH�

�35(6&5,3&,Ð1 '( $&&,21(6!�¬´/D SUHVFULSFLyQ GH ODV DFFLRQHV TXH VH GHULYDQ GHO
FRQWUDWR�GH�VHJXUR�R�GH�ODV�GLVSRVLFLRQHV�TXH�OR�ULJHQ SRGUi�VHU�RUGLQDULD�R�H[WUDRUGLQDULD�

/D SUHVFULSFLyQ RUGLQDULD VHUi GH GRV DxRV \ HPSH]DUi D FRUUHU GHVGH HO PRPHQWR HQ TXH HO
LQWHUHVDGR�KD\D�WHQLGR�R�GHELGR�WHQHU�FRQRFLPLHQWR GHO�KHFKR�TXH�GD�EDVH�D�OD�DFFLyQ�

/D SUHVFULSFLyQ H[WUDRUGLQDULD VHUi GH FLQFR DxRV� FRUUHUi FRQWUD WRGD FODVH GH SHUVRQDV \
HPSH]DUi�D�FRQWDUVH�GHVGH�HO�PRPHQWR�HQ�TXH�QDFH�HO UHVSHFWLYR�GHUHFKR�

(VWRV�WpUPLQRV�QR�SXHGHQ�VHU�PRGLILFDGRV�SRU�ODV�SDUWHVµ�



3UHVFULSFLyQ�RUGLQDULD

7HQLHQGR HQ FXHQWD TXH OD IHFKD GH FRQRFLPLHQWR GH GD EDVH D OD DFFLyQ VHUtD DTXHOOD HQ OD
FXDO OD SHUVRQD DGTXLULy HO GHUHFKR DO EHQHILFLR \ HQ FDVR GH TXH HO PLVPR GHPXHVWUH TXH
HVWi OHJLWLPDGR SDUD DVSLUDU DO PLVPR� HQWUH DTXHOOD \ OD IHFKD GH QRWLILFDFLyQ GH OD
SUHVHQWH�DFFLyQ�KDQ�SDVDGR�PiV�GH���DxRV�

3RU OR DQWHULRU VROLFLWR DO 6HxRU -XH]� GH PDQHUD UHVSHWXRVD GHFODUDU SUREDGD OD SUHVHQWH
H[FHSFLyQ�

�� &2%52�'(�/2�12�'(%,'2

/D SDUWH DFWRUD D WUDYpV GH VXV SUHWHQVLRQHV RVWHQWD REWHQHU HO UHFRQRFLPLHQWR HFRQyPLFR
D WUDYpV GH XQD LQGHPQL]DFLyQ� TXH QR HV YLDEOH� SXHV OD PLVPD QR VH GHEH HQ ORV WpUPLQRV
SODQWHDGRV�

(O�WHPD�GHEH�VHU�YLVWR�EDMR�GRV�VLWXDFLRQHV�

(O SULPHU HVFHQDULR VH VXUWH DQWH OD SUHWHQVLyQ WRWDO� SXHV OD SDUWH GHPDQGDQWH VROLFLWD XQD
LQGHPQL]DFLyQ VREUH OD DIHFWDFLyQ GH XQ DPSDUR LQH[LVWHQWH SDUD OD IHFKD GH WHUPLQDFLyQ
GHO SHULRGR GH FREHUWXUD� DVt ODV FRVDV \ WDO FRPR VH H[SUHVy FRQ DQWHULRULGDG� VL HO
DVHJXUDGR WLHQH HO GHUHFKR� QR HV GH XQD LQGHPQL]DFLyQ SRU DIHFWDFLyQ GH XQ DPSDUR� VLQR HO
EHQHILFLR�GH�VX�SURSLD�VREUHYLYHQFLD�

6XPD�D�OR�DQWHULRU�QR�VH�KD�DJRWDGR�HO�UHTXLVLWR�SUHYLR GHO�GHEDWH�GLUHFWR�SRU�UHFODPDFLyQ�

(Q HO VHJXQGR \ UHPRWR HVFHQDULR� VL HO GHPDQGDQWH RVWHQWD DOJ~Q GHUHFKR� VHUtD XQR
GLIHUHQWH�DO�FXDO�SUHWHQGH�D�WUDYpV�GH�OD�SUHVHQWH DFFLyQ�

/D 3UHWHQVLyQ HV FRPSOHWDPHQWH HUUDGD� GHVIDVD� LQIXQGDGD H LQFOXVR LQDSURSLDGD� SXHV
267(17$5 0$6 '( 0,/ 0,//21(6 '( 3(626� KDELHQGR FDQFHODGR XQD SULPD GH
�����������RR�� HQ HO DxR ���� �KR\ HQ GtD SRFR PiV GH ������������� REWHQLHQGR SRU HVWH
YDORU�XQ�DPSDUR�GH�YLGD�H�LQFDSDFLGDG�DVLPLODGD�D PXHUWH�SRU����DxRV��QR�WLHQH�UD]yQ�GH�VHU�

&RPR VH SXHGH DSUHFLDU 6HxRU -XH]� ODV SUHWHQVLRQHV QR VRQ ODV DGHFXDGDV FRQIRUPH HO
DPSDUR��FXEULPLHQWR�\�QDWXUDOH]D�GHO�VHJXUR�TXH�VH SUHWHQGH�DIHFWDU�

$Vt HV FODUR TXH ODV SUHWHQVLRQHV GH OD SDUWH GHPDQGDQWH QR VRQ ODV DSURSLDGDV \ SRU HQGH
VH HVWi KDFLHQGR XQ FREUR GH OR QR GHELGR D PL FOLHQWH� SXHV HVWD SyOL]D QR RSHUD GH OD IRUPD
LQWHUSUHWDWLYD GHO GHPDQGDQWH� SXHV HQ HVWH FDVR OD &RPSDxtD QR WHQGUtD QLQJ~Q OXFUR H
LQFOXVR�WUDEDMDUtD�D�SpUGLGD�



��� %8(1$�)(�'(�$;$�&2/3$75,$�6(*8526�'(�9,'$�6��$�

6HD OD RSRUWXQLGDG SDUD UHFDOFDU� 6HxRU -XH]� TXH $;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '( 9,'$
6� $�� HV XQD FRPSDxtD FRQ DOWD WUD\HFWRULD HQ HO PHUFDGR ORFDO \ H[WUDQMHUR� GHVWDFiQGRVH
SRU VXV DOWRV HVWiQGDUHV GH FDOLGDG� DWHQFLyQ DO FOLHQWH \ FXPSOLPLHQWR GH OD OH\ \ ODV
WHQGHQFLDV�MXULVSUXGHQFLDOHV�YLJHQWHV�HQ�OD�PDWHULD�

(Q QLQJ~Q PRPHQWR $;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '( 9,'$ 6� $�� KD HYDGLGR VX
UHVSRQVDELOLGDG FRQWUDFWXDO� SXHV QR KXER UHFODPDFLyQ GLUHFWD TXH SHUPLWLHUD XQ
SURQXQFLDPLHQWR�IRUPDO�GH�OD�&RPSDxtD��EDMR�HO�PDUFR SUHVHQWDGR�

6LWXDFLyQ TXH GH DQWHPDQR� PDQLILHVWR D VX KRQRUDEOH GHVSDFKR \ VLQ TXH HVWR LPSOLTXH
QLQJ~Q WLSR GH DFHSWDFLyQ GH ODV SUHWHQVLRQHV \ KHFKRV HVWDEOHFLGRV HQ OD SUHVHQWH DFFLyQ�
TXH $;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '( 9,'$ 6� $�� HVWi GLVSXHVWD D DFDWDU \ FXPSOLU FRQ
ODV yUGHQHV OHJDOHV \ PDQGDWRV MXGLFLDOHV TXH HVWRV KHFKRV GHULYHQ� SHUR QR SRU HVWR GHMDUi
GH�GHEDWLU�HO�GHUHFKR�

��� 5('8&&,Ð1�'(�&267$6�(1�(/�352&(62

(Q HO PRPHQWR GH XQD HYHQWXDO FRQGHQD HQ FRVWDV TXH FRPSURPHWD OD UHVSRQVDELOLGDG GH
$;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '( 9,'$ 6� $�� HVWiV GHEHUiQ VHU SURSRUFLRQDOHV D OD FXRWD
TXH OH FRUUHVSRQGD HQ OD LQGHPQL]DFLyQ R UHFRQRFLPLHQWR DOJXQR GH SDJR� GH FRQIRUPLGDG D
OR�HVWLSXODGR�HQ�HO�FRQWUDWR�GH�VHJXUR�\�HQ�OD�OH\ DSOLFDEOH�D�HVWH�FRQWUDWR�

��� ,19,$%,/,'$'�'(�,17(5(6(6�<�$&78$/,=$&,Ð1�'(/�9$/25
$6(*85$'2

&RQIRUPH ODV SUHWHQVLRQHV GH OD GHPDQGD� \ HQ HO UHPRWR FDVR GH KDFHUOD H[WHQVLYD D $;$
&2/3$75,$ 6(*8526 '( 9,'$ 6� $�� IUHQWH D OD LQGH[DFLyQ H LQWHUHVHV VREUH VXPDV
GH GLQHUR SUHWHQGLGDV� VH GHEH WHQHU HQ FXHQWD TXH DQWH OR SUHVHQWDGR QR RSHUD HVWD
SUHWHQVLyQ� SXHV OD SULPD SDFWDGD FRQ HO WRPDGRU VH FDOFXOy HQ VX PRPHQWR FRQIRUPH OD
FREHUWXUD RWRUJDGD� HV GHFLU� OD SULPD GHSHQGH GHO YDORU SDFWDGR DVHJXUDGR� HO FXDO HV
GHILQLGR�SRU�OD�YLJHQFLD�DSOLFDEOH�\�SRU�FDGD�XQD GH�VXV�UHQRYDFLRQHV�

/D FREHUWXUD TXH VH ULJH SRU HO YDORU DVHJXUDGR TXH DPSDUD HO SDWULPRQLR GH TXLHQ WRPD XQ
VHJXUR��\�GH�HVWH�GHSHQGH�OD�ILMDFLyQ�GHO�YDORU�GHO VHJXUR�

$Vt ODV FRVDV OD UHODFLyQ HVWUHFKD \ GLUHFWD HQWUH SULPD \ ULHVJR DVHJXUDGR� QR SXHGH VHU
YDULDGD FRQ XQD ILJXUD FRPR OD LQGH[DFLyQ� R SRU HO FREUR GH LQWHUHVHV� SXHV GHVHTXLOLEUDUtD
OD�FRQGLFLyQ�FRQWUDFWXDO�SDFWDGD�GLUHFWDPHQWH��DIHFWDQGR DO�DVHJXUDGRU�



��� /$�,1120,1$'$

&RQIRUPH D OR SUHYLVWR HQ HO &yGLJR *HQHUDO GHO 3URFHVR �&XDQGR HO MXH] KDOOH SUREDGRV ORV
KHFKRV�TXH�FRQVWLWX\HQ�XQD�H[FHSFLyQ�GHEHUi�UHFRQRFHUOD RILFLRVDPHQWH�HQ�OD�VHQWHQFLD��

3(7,&,21(6

6ROLFLWR�DO�'HVSDFKR�

�� 5HFRQRFHUPH�SHUVRQHUtD�SDUD�DFWXDU�GHQWUR�GHO�SURFHVR�

�� 'HFODUDU SUREDGDV ODV H[FHSFLRQHV SURSXHVWDV \ FRQGHQDU HQ FRVWDV D OD SDUWH
GHPDQGDQWH�

358(%$6

,17(552*$725,2�'(�3$57(

6ROLFLWR PX\ UHVSHWXRVDPHQWH DO GHVSDFKR� FLWDU \ KDFHU FRPSDUHFHU D VX GHVSDFKR DO
6HxRU &$5/26 -8/,2 +(55(5$ 0$7(86� SDUD TXH DEVXHOYDQ HO LQWHUURJDWRULR GH
SDUWH� TXH SHUVRQDOPHQWH OH IRUPXODUp R HQ SOLHJR GH FXHVWLRQDULR R VREUH FHUUDGR R DELHUWR
TXH�PH�SHUPLWLUp�DOOHJDU�HQ�VX�GHELGR�PRPHQWR�

9$/,'(=�'(�/$�358(%$

&RPHGLGDPHQWH VROLFLWR YHULILFDU� IUHQWH D ORV GRFXPHQWRV DSRUWDGRV FRPR SUXHED SRU ODV
SDUWHV� HO FXPSOLPLHQWR GH ORV UHTXLVLWRV H[LJLGRV SRU OD /H\ SDUD TXH OD PLVPD SXHGD WHQHU
YDOLGH]�SURFHVDO�

)5(17(�$�/$�&8$17Ì$

6H REMHWD \ PH RSRQJR D OD PLVPD SRU VHU GHVIDVDGD� LQGHELGDPHQWH IXQGDPHQWDGD H
LQWHUSUHWDGD� QR DFRUGH FRQ OD UHDOLGDG IiFWLFD \ SURFHVDO DVt FRPR QR IXQGDPHQWD FRQIRUPH
ODV�SUHWHQVLRQHV�LPSHWUDGDV�

1R SXHGH VHU DFHSWDGR SRU HO GHVSDFKR XQD SUHWHQVLyQ GH �������������RR�� TXH MXQWR FRQ
XQRV VXSXHVWRV LQWHUHVHV GH PRUD� DFXPXODQ PiV GH PLO PLOORQHV GH SHVRV� D OD FXDO VH VXPD
JUDYRVDPHQWH HO DIiQ GH TXH HO GHVSDFKR DFHSWH WRPDU PHGLGDV FDXWHODUHV SRU HVWH YDORU
FRQWUD�OD�UHFRQRFLGD�&RPSDxtD�GH�6HJXURV�TXH�UHSUHVHQWR�

(Q SULPHU OXJDU OD LQGHELGD LQWHUSUHWDFLyQ FRQWUDFWXDO GH OD SDUWH GHPDQGDQWH OD KDFH
LQFXUULU HQ XQ HUURU JUDYH SDUD GHWHUPLQDU XQD FLIUD� TXH QR HVWi DMXVWDGD D QLQJXQR GH ORV
SDUiPHWURV HVWLSXODGRV HQ HO FRQWUDWR SDUD OD FRQGLFLyQ TXH HYHQWXDOPHQWH VH SRGUtD
DIHFWDU��/D�VREUHYLYHQFLD�GHO�DVHJXUDGR�



$1(;26

� 3RGHU SDUD DFWXDU� RWRUJDGR HQ GHELGD IRUPD SRU $;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '(
9,'$ 6� $�� TXH REUD HQ DXWRV \ IXH DSRUWDGR HQ HO PRPHQWR GH OD QRWLILFDFLyQ
SHUVRQDO�GHO�OODPDPLHQWR�HQ�JDUDQWtD�

� &HUWLILFDGR GH 5HSUHVHQWDFLyQ /HJDO GH $;$ &2/3$75,$ 6(*8526 '( 9,'$ 6�
$�� H[SHGLGR SRU OD 6XSHULQWHQGHQFLD )LQDQFLHUD TXH REUD HQ DXWRV \ IXH DSRUWDGR
FRQMXQWDPHQWH FRQ HO SRGHU� DO PRPHQWR GH OD QRWLILFDFLyQ SHUVRQDO GHO SUHVHQWH
OODPDPLHQWR�
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Señor 

JUEZ 3 CIVIL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO - META  

E.                   S.                     D.  

 

 

REF:  DEMANDA ORDINARIA DE MAYOR CUANTÍA No. 2015-00416 

DEMANDANTE: CARLOS JULIO HERRERA MATEUS   

 DEMANDADO: AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A.  

       CONTRADICCIÓN DEL DICTAMEN  

 

MIKY FERNANDO OLAYA CUERVO, en calidad de apoderado judicial de AXA COLPATRIA 

SEGUROS DE VIDA S. A., por medio del presente escrito y encontrándome dentro del 

término legal, manifiesto que ejerzo el derecho a la contradicción al dictamen pericial 

presentado por la parte activa frente a lo cual le manifiesto al Señor Juez que: 

 

1.- El dictamen debe ser rechazado de plano por el despacho, pues no cumple con los siguientes 

requisitos legales: 

 

• El contrato de seguro es un acuerdo de voluntades que se rige por su clausulado 

general y particular; por ende, no es susceptible de ser interpretado y valorado frente 

a sus condiciones por tercero ajeno al mismo, en este caso un perito contador.  

 

• El dictamen no fue claro, ni preciso, ni exhaustivo ni detallado, pues se hacen simples 

cálculos matemáticos lógicos, sin interpretación del clausulado que rigen 

principalmente el contrato y de los cuales debe sustraerse, en caso de activación de 

la póliza, el valor a indemnizar.   

 

• El dictamen no cuenta con los protocolos legales que rigen la materia (artículo 226 del 

Código General del Proceso): la lista de publicaciones relacionadas con la materia 

peritada, la lista de casos en los que ha sido nombrado como perito, si ha sido designado 

en procesos anteriores o en curso por la misma parte o por el mismo apoderado de la 

parte, si está inmerso en causales del artículo 50 CGP, no declaró si los métodos, 

exámenes, experimentos o investigaciones efectuados son diferentes respecto de los 

que ha utilizado en peritajes rendidos en anteriores procesos que versen sobre las 

mismas materias, caso contrario tampoco expreso justificación alguna; finalmente 

tampoco declaró si los exámenes, métodos, experimentos e investigaciones efectuados 



 

  

son diferentes respecto de aquellos que utiliza en el ejercicio regular de su profesión 

u oficio, en caso dado explicarlo.  

 

2.- El peritazgo no fue presentado en la oportunidad procesal, pues la etapa probatoria ya 

había sido decretada y cerrada.  

 

3.- Si en el remoto caso de que el despacho decida no rechazar de plano el dictamen aludido, 

solicito dar aplicación al artículo 228 del C. G. del P., en cuento a decretar la citación del 

perito a la respectiva audiencia para interrogarlo, haciendo salvedad al despacho, que no se 

allega un dictamen por nuestra parte porque la indemnización de una póliza no amerita un 

peritazgo, sino un análisis interpretativo de las condiciones que lo rigen y lo regulan, 

pues el contrato es ley para las partes. 

 

Sin otro particular.  

 

Cordialmente,  

 

 

 

MIKY FERNANDO OLAYA CUERVO  

C. C. 79.858.391 de Bogotá D. C.  

T. P. 121.321 del C. S. de la J. 







 





 

 

Señores 

TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO – META 

SALA 1 DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA LABORAL  

MAGISTRADO  

ALBERTO ROMERO ROMERO   

E.                                    S.                                      D. 

 

REF: DEMANDA ORDINARIA DE MAYOR CUANTÍA  

 RADICADO No. 50001315300320150041601 

 DEMANDANTE: CARLOS JULIO HERRERA MATEUS  

 DEMANDADO: AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S. A.  

 

SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN 

 

En mi condición de apoderado judicial de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S. 

A., por medio del presente escrito, encontrándome dentro del término legal, me 

permito ampliar y sustentar los puntos sobre los cuales interpuse ante el JUZGADO 3 

CIVIL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO – META, el recurso de apelación 

contra el fallo de primera instancia en el proceso referido y proferido el pasado 26 de 

septiembre del año 2018; lo anterior bajo los siguientes argumentos: 

 

FUNDAMENTOS DEL FALLO RECURRIDO 

 

Consideró el despacho del honorable Juzgado 3 Civil del Circuito de Villavicencio – 

Meta, que debía emitir una condena por valor de DOS MIL SESENTA Y SEIS 

MILLONES CUATROCIENTOS OCHENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS VEINTE 

NUEVE PESOS MONEDA CORRIENTE ($2.066.483.629.oo.), en contra de la 

Sociedad que presento, por incumplimiento contractual, con base en los fundamentos 

que permito esbozar de manera sucinta a continuación: 

 

El a quo declara la existencia de un único contrato de seguro, denominado “póliza de 

seguro de vida individual No. V-6002831”, el cual comprendía (según el despacho) 3 

amparos:  

 

Vida, incapacidad asimilada y beneficio por sobrevivencia.  

 

Soporta la declaración de la existencia contractual y sus valores asegurados, con 

fundamento en la cotización (folio 48) del plan vida porvenir de Colpatria de fecha 31 

de agosto del año 1.993. 

 

Declara que con base en ello y el riesgo se sobrevivencia se cumplió “el amparo” y ante 

dicha situación se generó la obligación condicional del asegurador. Soportó sus 

argumentos además, con base en lo manifestado por la Representante Legal de la 

Compañía AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S. A., en su interrogatorio de parte, 

y la falta de prueba que demostrara la notificación del cambio de la precitada póliza, 

por las identificadas Nos. 1163823 y 1171214.   



 

 

Finalmente sustentó que al existir el contrato se generaba la obligación de pagar la 

indemnización, lo cual no fue realizado a la fecha por AXA COLPATRIA SEGUROS DE 

VIDA S. A.; tomó como fundamento un dictamen pericial allegado al proceso como 

recaudo probatorio, el pasado 16 de abril del año 2019, por el Perito ERNESTO 

RODRIGUEZ RIVEROS, para configurar el valor indemnizable al cual, supuestamente, 

tenía derecho el aquí demandante. Documento que respaldo y tomo de base para la 

condena, que hoy es apelada.   

 

CONSIDERACIONES PRINCIPALES  

QUE SOPORTAN EL RECURSO 

 

De manera inmediata se debe abordar la principal y grave falencia del fallo proferido 

por la Juez 3 Civil del Circuito de Villavicencio – Meta, la cual se materializa en no 

haber entendido que los amparos básicos del seguro de vida, para la póliza V6002831, 

no se materializaron pues: 

 

1.- El amparo de vida: Se activa con la muerte del asegurado, en este caso del Señor 

CARLOS JULIO HERRERA, quien de manera evidente, es quien presenta la demanda 

en comento. 

 

2.- El amparo de incapacidad asimilada a muerte: Se activa por asimilación al 

fallecimiento por la incapacidad total y permanente del asegurado, es decir del Señor 

CARLOS JULIO HERRERA, quien de manera evidente, nunca presentó reclamación 

con prueba en este sentido.  

 

Entonces con qué fundamento legal o factico, el a quo condenó a AXA COLPATRIA 

SEGUROS DE VIDA S. A.,  a pagar $628.206.215.oo., como valor asegurado, cuando 

el Señor CARLOS JULIO HERRERA, ni falleció ni presento una incapacidad asimilada 

a muerte? 

 

En este orden de ideas, el caso debe centrarse en la sobrevivencia del Señor CARLOS 

JULIO HERRERA, para determinar con las pruebas allegadas y recaudadas, a qué 

valor tendría derecho por el beneficio (dividendo) regulado en la póliza de seguros por 

este concepto.       

 

Pues bien, en este sentido el a quo comete varias inconsistencias en su fallo a saber: 

 

PRIMERO.- El fallo de primera instancia es incongruente con la realidad procesal, 

pues la falladora utiliza facultades “ultra petita”, que en procesos civiles no son 

permitidos, pues al verificar las pretensiones de la demanda sustituida, la parte 

actora solicita: 

 

“Condenas. 

 

1.- La suma de $628.206.215.oo., correspondiente al capital más el incremento del 

capital asegurado durante los veinte (20) años de existencia en un porcentaje igual al 



 

 

23% anual conforme al contrato de seguros de vida que hoy es materia de litigio.  

 

2.- Por los intereses moratorios a la tasa máxima autorizada por la Superintendencia 

Financiera, sobre la anterior suma desde que se hizo exigible y hasta cuando se haga 

efectivo el pago.  

 

3.- Por las costas y agencias en derecho de la presente acción”.    

 

En contraposición a ello, la falladora de primera instancia condena:  

 

“(…) TERCERO: CONDENAR a la demandada SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S. A., 

hoy AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S. A., al pago de la suma de DOS MIL 

SESENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS OCHENTA Y TRES MIL 

SEISCIENTOS VEINTINUEVE PESOS (2.066.483.629.oo.), discriminados del modo 

que sigue: 

 

3.1. SEISCIENTOS VEINTIOCHO MILLONES DOSCIENTOS SEIS MIL 

DOSCIENTOS QUINCE PESOS ($628.206.215.oo.) por concepto del monto alcanzado 

a la finalización del periodo del plan tomador por el demandante CARLOS JULIO 

HERRERA MATEUS, según se desprende de la póliza de seguro de vida V6002831 del 

10 de septiembre de 1993. 

 

3.2. DOSCIENTOS NOVENTA MILLONES DOSCIENTOS TREINTA Y UN MIL 

DOSCIENTOS SETENTA Y UN PESOS ($290.231.271.oo.) por concepto de los 

dividendos a que tuvo derecho el tomador por el demandante CARLOS JULIO 

HERRERA MATEUS.  

 

3.3. MIL CIENTO CUARENTA Y OCHO MILLONES CUARENTA Y SEIS MIL 

CIENTO CUARENTA Y TRES PESOS ($1.148.046.143.oo) por concepto de intereses 

conforme la liquidación realizada”. 

 

SEGUNDO.- De la interpretación del contrato de seguro: 

 

Dentro del contenido del fallo de primera instancia, la Señora Juez, trae como 

fundamento conceptos básicos para la interpretación del contrato. Muchos de ellos 

errados y desacertados al momento de su descripción. 

 

Por ejemplo, para configurar la existencia del presente contrato de seguros, 

manifiesta que el concepto de “sobrevivencia” del asegurado, configura uno de los 

elementos esenciales del contrato de seguro, como lo es el riesgo y por ello de manera 

desacertada lo asimila a un “amparo”. 

 

Mediante comunicación del 26 de julio del año 2018, la Doctora MYRIAM STELLA 

MARTINEZ, líder de procesos judiciales, de la Secretaría General de AXA 

COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S. A., conforme prueba oficiosa decretada, allegó 

el condicionado general aplicable a la póliza en comento. 



 

 

Debe recordarse que la póliza no está conformada por un (1) solo documento, sino por 

un conjunto de ellos que configuran el contrato de seguro (artículo 1046, 1047 y 1048 

C. Co.); para el caso que nos ocupa, esos documentos son la cotización, la carátula 

(condiciones particulares) y las condiciones generales. 

 

Las condiciones generales, regulan particularidades del contrato para su 

interpretación; y por ello, define conceptos para evitar malas interpretaciones entre 

las partes.  

 

En este condicionado que obra a folios 301 y siguientes del cuaderno 1-2 del 

expediente (el cual fue recaudado como prueba oficiosa, pero que no fue tenido en 

cuenta por la Señora Juez 3 Civil del Circuito de Villavicencio – Meta en su fallo), en 

especial folio 302, se indica en la CLAUSULA QUINTA, “las definiciones”; allí se 

estipulan dos (2) determinantes en el asunto que nos ocupa: 

 

“A. CAPITAL ASEGURADO INICIAL: 

ES LA CANTIDAD A PARTIR DE LA CUAL SE DETERMINA LA SUMA A PAGAR EN 

CASO DE FALLECIMIENTO DEL ASEGURADO. DICHO CAPITAL ASEGURADO 

INICIAL SE REAJUSTARA DIA A DIA EN LA MISMA PROPORCIÓN EN QUE 

HAYA VARIADO EL VALOR DE LA UNIDAD UPAC DESDE LA FECHA DE 

EXPEDICION DE LA POLIZA HASTA LA FECHA DE CAUSACIÓN DE ESTE 

SEGURO; EL VALOR ASI DETERMINADO, A CUALQUIER FECHA SE 

DENOMINARA CAPITAL REAJUSTADO. 

 

B. DIVIDENDO: 

ES LA SUMA PAGADERA AL ASEGURADO, SI SOBREVIVE A LA FECHA DE 

TERMINACION DE ESTE SEGURO Y SE DETERMINARA APLICANDO AL 

CAPITAL ASEGURADO REAJUSTADO A DICHA FECHA, EL PORCENTAJE QUE 

APARECE INDICADO EN LA CARATULA DE LA POLIZA”. Las negrillas y subrayas 

son propias.  

 

Lo anterior deja claro que “la sobrevivencia” para esta póliza debatida NO ES UN 

AMPARO, pues ni en la carátula de póliza se contempla como tal, ni las condiciones 

generales le otorgan dicha calidad. 

 

La sobrevivencia en este tipo de productos es considerado “como un beneficio” y 

conlleva a obtener un “dividendo”, tal como se mencionó en las condiciones generales 

aplicables al seguro de vida aquí debatido.  

 

Para reafirmar lo anterior, basta con leer la definición de los AMPAROS otorgados en 

esta póliza, y contemplados a folio 302 del cuaderno 1-2 en el presente proceso: 

 

“CLAUSULA PRIMERA. AMPARO BASICO 

COLPATRIA, PAGARA EL CAPITAL ASEGURADO REAJUSTADO A LOS 

BENEFICIARIOS, EN CASO DE FALLECIMIENTO DE CUALQUIERA DE LOS 

ASEGURADOS, O SIMULTANEO DE AMBOS, OCURRIDO ANTES DE LA FECHA DE 



 

 

TERMINACIÓN CONSIGNADA EN LA CARATULA. EN CASO DE QUE AMBOS 

ASEGURADOS SOBREVIVAN A LA FECHA DE TERMINACION, COLPATRIA LES 

PAGARA EL DIVIDENDO A QUE HAYA LUGAR. EN CUALQUIER CASO, LOS 

PAGOS SE SUBORDINARAN A LA VIGENCIA DE LA POLIZA DE CONFORMIDAD 

CON ESTE CONTRATO. 

 

(…) 

 

CLAUSULA TERCERA. INCAPACIDAD ASIMILADA 

EN CASO DE QUE SOBREVENGA AL ASEGURADO UNA INCAPACIDAD TOTAL Y 

PERMANENTE, TAL COMO SE DEFINE EN LA CLAUSULA QUINTA LITERAL 1), 

COLPATRIA PAGARA EL CAPITAL ASEGURADO REAJUSTADO COMO SI EL 

ASEGURADO HIBIERA FALLECIDO, CESANDO A PARTIR DE ESTE PAGO 

CUALQUIER OTRA OBLIGACIÓN POR PARTE DE COLPATRIA”. Las negrillas y 

subrayas son propias.  

 

Además de lo anterior, es menester aclarar que si bien la cotización del seguro, es 

parte del seguro, no es el único documento que lo conforma, y el análisis de la póliza 

que aquí se debate para generar una debida interpretación debe ser integral y no 

parcializada. 

 

Sin embargo, la cotización (folio 48 del cuaderno principal) también debe ser 

interpretada de una manera racional, clara y lógica. En este sentido es concordante 

con las definiciones antes plasmadas en las condiciones generales aplicables al seguro.  

 

Véase que dicho documento contempla que:  

 

“EL VALOR ASEGURADO ALCANZADO AL FINAL DEL PERIODO DEL PLAN 

$628.206.215. 

DIVIDENDOS AL FINAL DEL PERIODO DEL PLAN $290.231.271. PAGADEROS AL 

ASEGURADO SI Y SOLO SI SOBREVIVE A LA VIGENCIA DEL PLAN”. 

 

El valor de $628.206.215 es el valor asegurado alcanzado SOLO AL FINAL DEL 

PERIODO DEL PLAN; es decir, cada año el valor asegurado se incrementaba, de tal 

forma que si el tomador, asegurado, fallecía o sufría una incapacidad asimilada en ese 

año, ese era el valor de la indemnización. 

  

El valor del dividendo $290.231.271.oo., era pagadero al asegurado en caso de 

sobrevivencia, al llegar el año 20. 

 

Ahora bien, téngase en cuenta que dicho documento es una cotización, que después 

fue sustituido por la póliza y su condicionado.  

 

La anterior aclaración se hace en el sentido del fallo aquí apelado, pues erradamente 

la Juez 3 Civil del Circuito de Villavicencio – Meta, interpreta este documento 

“cotización” de manera fallida y se soporta en un “dictamen pericial” que también fue 



 

 

desacertado. 

 

A lo anterior, reitero, se suma el hecho que no puede fundamentarse la interpretación 

contractual SOLO CON UNA COTIZACIÓN, sin incluir el resto de documentos que 

hacen parte del contrato de seguro, como lo son la carátula o condiciones particulares 

y las condiciones generales aplicables al seguro en particular.  

 

CONCLUSIONES FINALES 

 

En ese orden de ideas se quiere dejar claridad al Honorable Tribunal que: 

 

- El Señor CARLOS JULIO HERRERA MATEUS, asegurado, demandante, en el 

presente proceso, ni falleció, ni tuvo una incapacidad asimilada a muerte para 

obtener el valor asegurado de $628.206.215.oo., contemplado en la póliza 

V6002831. En este sentido, nunca hubo reclamación de él o de alguno de sus 

beneficiarios.  

 

- Las pretensiones de la demanda en la parte condenatoria, solicitan el 

cumplimiento del pago de la suma asegurada por valor de $628.206.215.oo., sin 

tener en cuenta que ninguno de los dos (2) amparos contratados: vida e 

incapacidad asimilada a muerte se materializó. En este orden de ideas AXA 

COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S. A., no podía ser condena a pagar este 

monto, cuando pese a haber existido un contrato de seguro, ninguno de los dos 

(2) riesgos amparados contratados se materializó en el tiempo pactado. 

 

- Que el proceso se debe centrar en la situación real presentada para el caso que 

nos ocupa, como es la sobrevivencia del Señor CARLOS JULIO HERRERA, 

asegurado de la póliza de seguro.  

 

- Que dentro de las pretensiones de la demanda no se solicita el pago del 

beneficio o dividendo, por ende el fallo del a quo peca por ultra petita, al 

concederle por este concepto $290.231.271.oo., más intereses de mora. Esto 

significa que nos encontramos frente a un fallo incongruente, tal como lo ha 

manifestado la Corte Suprema de Justicia en reiteradas oportunidades. Cuando 

un fallo no respeta el principio de congruencia, el cual obliga al juez a tomar 

decisiones concordantes con los hechos y las pretensiones o peticiones, está 

ejercitando la contradicción a la prohibición contenida en el  artículo 281 del 

CGP parágrafo 2.1  

 

- Al estar comprobado que por una orden constitucional, se debía cambiar el 

producto inicial (póliza V6002831), y en presencia de la notificación al tomador 

– asegurado de este asunto, en debida forma aceptada por el mismo y que 

dieron origen a las pólizas Nos. 1171214 y 1163823, es clara la vigencia de las 

mismas; pero sobre las cuales no se elevó pretensión alguna por el demandante, 

                                                           
1 “No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto al pretendido en la 
demanda ni por causa diferente a la invocada en esta”.   



 

 

al igual que para ambos productos operó el fenómeno de la prescripción frente 

a la acción derivada del propio contrato de seguro.   

 

- Finalmente que AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S. A., explicó al 

despacho cómo se debe liquidar el dividendo de la póliza V600281, mediante 

prueba recaudada y que obra a folio 291 y ss del Cuaderno 1-2, la suma de 

$4.035.682.oo., por este concepto.  

 

PRUEBAS 

 

Solicito tener en cuenta todas las allegadas y recaudadas en el proceso en sus 

diferentes etapas procesales.  

 

PETICIONES 

 

En consideración a los argumentos esbozados anteriormente y las pruebas obrantes a 

folios en el proceso, solicito muy respetuosamente al Honorable Tribunal REVOCAR 

LA SENTENCIA proferida por el Juzgado 3 Civil del Circuito de Villavicencio – Meta 

y en su lugar: 

 

PRINCIPALES: 

 

1.- Se declaren probadas una o varias de las excepciones propuestas en la contestación 

de la demanda, pues el demandado en las pretensiones solicita un valor asegurado al 

cual no tiene derecho, pues no cumplió con los riesgos asegurados para activar los 

amparos de vida y/o incapacidad asimilada a muerte. Así mismo porque el valor del 

dividendo como beneficio por sobrevivencia, no fue solicitado como pretensión 

condenatoria en la demanda.  

 

2.- Que se declare que la Juez 3 Civil del Circuito de Villavicencio – Meta, en el fallo 

apelado, actúo en contravía del artículo 281 del CGP, al conceder el valor asegurado de 

unos amparos que no se concretaron y además por conceder en su fallo, más de lo que 

había peticionado el demandante, actuando de manera ultra petita. 

 

3.- Condenar en costas y agencias en derecho a la parte actora.     

 

SUBSIDIARIAS: 

 

1.- Que AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S. A., sea condenada al pago del 

dividendo (beneficio) por sobrevivencia, conforme el clausulado de la póliza aquí 

debatida.  

 

2.- Que se declare que la Juez 3 Civil del Circuito de Villavicencio – Meta, en el fallo 

apelado, actúo en contravía del artículo 281 del CGP, al conceder el valor asegurado de 

unos amparos que no se concretaron y además por conceder en su fallo, más de lo que 



 

 

había peticionado el demandante, actuando de manera ultra petita. 

 

3.- Condenar en costas y agencias en derecho a la parte actora.     

    

Sin otro particular.  

 

Cordialmente,  

 
MIKY FERNANDO OLAYA CUERVO  

C.C. 79.858.391 de Bogotá D. C.  

T.P. 121321 del C. S. de la J. 















 

 

Señores 

TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO – META 

SALA 5 DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA LABORAL  

MAGISTRADO  

ALBERTO ROMERO ROMERO   

E.                                    S.                                      D. 

 

REF: DEMANDA ORDINARIA DE MAYOR CUANTÍA  

 RADICADO No. 50001315300320150041601 

 DEMANDANTE: CARLOS JULIO HERRERA MATEUS  

 DEMANDADO: AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S. A.  

 

RECURSO DE SÚPLICA 

 

En mi condición de apoderado judicial de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S. 

A., por medio del presente escrito, encontrándome dentro del término legal, conforme 

el artículo 331 del Código General del Proceso, me permito interponer RECURSO DE 

SUPLICA frente al auto de fecha 1 de marzo del año 2021 proferido por el Honorable 

Tribunal, Sala 5 de Decisión Civil, Magistrado Doctor ALBERTO ROMERO ROMERO, 

el cual declaró desierto el recurso de apelación, interpuesto contra la sentencia de 

primera instancia de fecha 26 de septiembre del año 2018; lo anterior bajo los 

siguientes argumentos: 

 

ANTECEDENTES 

 

Considera el despacho del honorable Magistrado ALBERTO ROMERO ROMERO, que 

la sustentación del recurso de apelación, interpuesto contra el fallo de primera 

instancia proferido por el Juzgado 3 Civil del Circuito de Villavicencio – Meta, fue 

presentado de manera extemporánea, conforme la aplicación del Decreto No. 806 de 

2020, numerales 9 y 14, teniendo en cuenta las siguientes fechas presentadas: 

 

- Fecha del auto que corrió traslado para sustentar recurso: Enero 25 de 2021. 

 

- Fecha de publicación de dicho auto en el Estado electrónico: Enero 26 de 

2021. 

 

- Termino de inicio para la sustentación del recurso: Enero 27 de 2021. 

 

- Termino de finalización para la sustentación del recurso: Febrero 2 de 2021. 

 

- Fecha de presentación del sustento del recurso: Febrero 4 de 2021. 

 

De esta forma es claro que el honorable Magistrado, aplica el término de ejecutoria 

del auto que corrió el traslado para sustentar el recurso, conforme lo regula el Código 

General del Proceso y no como regula la propia norma invocada, Decreto 806 de 2020. 

 



 

 

CONSIDERACIONES PRINCIPALES  

QUE SOPORTAN EL RECURSO 

 

Es menester recordar al despacho del honorable Magistrado ALBERTO ROMERO 

ROMERO, que el mismo artículo invocado del Decreto 806 de 2020, como sustento 

para proferir el auto del 1 de marzo del año 2021, que declaró desierto el recurso 

apelación, no tuvo en cuenta el contenido del parágrafo único, del artículo 9, de la 

norma descrita, “NOTIFICACIONES POR ESTADO Y TRASLADOS”, el cual regula 

que: 

 

“Cuando una parte acredite haber enviado un escrito del cual deba correr traslado a 

los demás sujetos procesales, mediante la remisión de la copia por un canal digital, se 

prescindirá del traslado por secretaría, el cual se entenderá realizado a los dos (2) 

días hábiles siguientes al envío del mensaje y el término respectivo empezará a correr 

a partir del día siguiente”. 

 

Conforme lo anterior, en el presente caso nos encontramos con lleno de todos los 

requisitos legales regulados por este parágrafo a saber: 

 

- El escrito de sustentación del recurso de apelación, es un documento sobre el cual se 

debe correr traslado a los demás sujetos procesales para su pronunciamiento.  

 

- La copia del escrito de sustentación del recurso de apelación, para el presente caso, 

fue remitido por un canal digital (correo electrónico del honorable Tribunal: 

secscflvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co), el pasado 4 de Febrero del año 2021. 

 

Cuando esto sucede, el artículo manifiesta que: “se prescindirá del traslado por 

secretaría”. 

 

Y el traslado se hará: dos (2) días hábiles siguientes al envío del mensaje*1, 

término en el cual empezará a correr*2 a partir del día siguiente. 

 

1. Para el presente caso, si bien no hubo la remisión del auto que corrió traslado 

para sustentar el recurso a través de un mensaje (correo electrónico), se 

entiende que el término de dos (2) días, inicia desde la fecha de publicación en 

el micrositio del Tribunal en su estado digital, con lo cual queda ejecutoriado. 

2. Entiéndase que el término de cinco (5) días contemplado en el artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020, comienza a correr, dos (2) días después que el auto 

corriendo traslado para soportar el recurso, es publicado en el estado del 

micrositio del despacho (es decir, cuando queda ejecutoriado).   

  

CONCLUSIONES FINALES 

 

Esta regulación legal se ha venido aplicando por los distintos estrados judiciales a 

nivel nacional; como ejemplo de ello, allego junto con el presente escrito un auto 

proferido por el Honorable Tribunal Superior de Distrito Judicial de Ibagué – Tolima 

mailto:secscflvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

– Sala Laboral, en donde se puede constatar la aplicación judicial del parágrafo 

anteriormente referido. 

  

Así las cosas el término para el asunto que nos ocupa se debe determinar en debida 

forma así: 

 

- Fecha del auto que corrió traslado para sustentar recurso: Enero 25 de 2021. 

 

- Fecha de publicación de dicho auto en el Estado electrónico (micrositio del 

Tribunal): Enero 26 de 2021. 

 

- Fecha de inicio de la firmeza del auto que corrió traslado para sustentar el 

recurso de apelación, conforme el parágrafo único del artículo 9 del Decreto 

806 de 2020: Enero 27 de 2021 (día 1). 

 

- Fecha de finalización de la firmeza del auto que corrió traslado para sustentar 

el recurso de apelación, conforme el parágrafo único del artículo 9 del Decreto 

806 de 2020: Enero 28 de 2021 (día 2 - ejecutoria).  

 

- Termino de inicio para la sustentación del recurso: Enero 29 de 2021. 

 

- Termino de finalización para la sustentación del recurso: Febrero 4 de 2021. 

 

- Fecha de presentación del sustento del recurso: Febrero 4 de 2021. 

 

Así las cosas, y bajo la regulación invocada por el propio Tribunal, basado en el 

Decreto 806 de 2020, artículo 9 y 14, la sustentación del recurso de apelación, fue 

presentado por el suscrito en términos legales.  

 

El mismo apoderado de la parte demandante, en su escrito “adición al memorial 

enviado vía electrónica el día 15 de febrero de 2021”, mediante cual solicita 

declarar desierto el recurso de apelación, interpuesto por el suscrito, reconoce la 

interpretación legal aquí descrita, manifestando que: 

 

“1.- Su señoría mediante auto del 25 de enero del cursante año dispuso correr 

traslado al recurrente apelante por el término de 5 días. 

 

2.- Contados los términos referidos e indicados en el auto antes mencionado, y 

atendiendo el término del estado de (2 días) los mismos concluirán el día 3 de 

febrero de 2021” Las negrillas son propias.  

 

Es decir, se tiene en cuenta el contenido del parágrafo único del artículo 9 del 

Decreto 806 de 2020, pero no se cuenta en debida forma el término, pues el 

apoderado erradamente inicia el término a partir de la fecha del auto y no de la fecha 

de publicación del mismo (por ello su término culmina el 3 de febrero de 2021). 



 

 

CONSIDERACIONES ADICIONALES 

La interpretación legal de las normas debe ser favorable a quién se ve perjudicadas 

con ellas. 

 

En este caso en particular, se debe tener en cuenta, que el recurso se interpuso y se 

fundamentó en primera instancia; no obstante a ello se volvió a sustentar por escrito 

en términos legales, conforme la regulación del Decreto 806 de 2020, artículo 9 

parágrafo único. 

 

Que el argumento principal del recurso es la declaratoria de una “ultra petita” 

contenida en el fallo de primera instancia, por lo que hace suma importancia su 

conocimiento y resolución por parte del Tribunal.  

 

Que el fallo de primera instancia tiene una cuantía en contra de la Compañía a la cual 

represento por más de dos mil millones de pesos moneda corriente 

($2.000.000.000.oo.), sin incluir costas, cumpliéndose así a la fecha dos (2) de los 

requisitos para que este asunto sea conocido por la Honorable Corte Suprema de 

Justicia. 

 

Con esta indebida interpretación legal que niega la posibilidad de que el Honorable 

Tribunal conozca, estudie y resuelva el recurso de apelación, se estarían violando, 

incluso, derechos fundamentales constitucionales, como la garantía de la doble 

instancia y el derecho mismo de apelación, pues no se aplica en su integridad, ni en 

debida forma la regulación  del Decreto 806 de 2020.  

 

PRUEBAS 

 

Solicito tener en cuenta todas las allegadas y recaudadas en el proceso en sus 

diferentes etapas procesales, así como copia del auto del Honorable Tribunal Superior 

de Distrito Judicial de Ibagué – Sala Laboral, que anexo junto con este escrito de 

manera digital.  

 

DERECHO  

 

Invoco como fundamento de derecho los artículos 331 y 332 del Código General del 

Proceso.  

 

COMPETENCIA  

 

Es competente esta Alta Corporación, Sala Civil, para conocer del presente asunto, 

por el conocimiento del trámite referido y además por la naturaleza del recurso 

interpuesto. 

 

  



 

 

PETICIONES 

 

En consideración a los argumentos esbozados anteriormente y las pruebas obrantes a 

folios en el proceso, solicito muy respetuosamente al Honorable Tribunal REVOCAR o 

en su defecto modificar el auto de fecha 1 de marzo del año 2021, que declaró 

desierto el recurso de apelación y en su lugar se declare tener como sustentado el 

recurso de apelación en términos de ley, para ordenar el traslado del mismo a la parte 

demandante, a fin de que se pronuncie sobre el mismo. 

 

Como consecuencia de la interposición del presente recurso, ruego ordenar que el 

expediente pase al despacho del Honorable Magistrado que siga de turno, para que 

actué como ponente en la resolución del presente recurso impetrado.   

    

Sin otro particular.  

 

Cordialmente,  

 
MIKY FERNANDO OLAYA CUERVO  

C.C. 79.858.391 de Bogotá D. C.  

T.P. 121321 del C. S. de la J. 
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Magistrado Ponente: Dr. CARLOS ALBERTO CAMACHO ROJAS 

(Aprobado mediante Acta No. 26 de la fecha) 

Villavicencio, veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

Procede la Sala Dual de Decisión a resolver el Recurso de Súplica 

formulado por el apoderado judicial de la parte demandada, recurrente, 

contra el auto de fecha primero (1) de marzo de 2021 proferido en esta 

instancia por el Honorable Magistrado ALBERTO ROMERO ROMERO, a 

través del cual declaró desierta la apelación, que en otrora se había 

formulado contra la sentencia dictada el 26 de septiembre de 2018 por 

el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. A través de la providencia recurrida, el Magistrado a quien por 

reparto correspondiera el presente asunto, declaró desierto el recurso 

de apelación interpuesto por el apoderado judicial del extremo pasivo 

de este litigio, por no haberse sustentado dentro de la oportunidad 

legal, prevista en el artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 
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2. Contra la anotada providencia, el gestor judicial que promoviera la 

alzada, interpuso súplica, aduciendo para el efecto, en esencia, que el 

Magistrado sustanciador realizó una interpretación indebida del 

parágrafo único del artículo 9 del decreto 806 de 2020, pues, “aplica el 

término de ejecutoria del auto que corrió el traslado para sustentar el recurso, 

conforme lo regula el Código General del Proceso y no como regula la propia 

norma invocada, Decreto 806 de 2020”, toda vez que, no tuvo en cuenta el 

contenido del parágrafo único, del artículo 9, y consideró que “el término 

de cinco (5) días contemplado en el artículo 14 del decreto 806 de 2020, 

comienza a correr, dos (2) días después que el auto corriendo traslado para 

soportar el recurso, es publicado en el estado del micrositio del despacho (es 

decir, cuando queda ejecutoriado)” -sic-, motivo por el que no se cuenta en 

debida forma el término. 

 

3. En el presente asunto, mediante auto de 25 de enero de 2021 (fl. 106), 

el ad quem, atendiendo lo dispuesto por el Decreto 806, para el trámite 

de la apelación de las sentencias, ordenó “PRIMERO: Córrase traslado a 

la parte apelante, por el término de cinco (5) días para que SUSTENTE 

de manera escrita los reparos que formuló ante el juez a-quo, so pena 

de declarar desierto el recurso.”. Dicha providencia fue notificada en 

el estado del 26 de enero de esta calenda, insertándose la misma. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Al tenor de lo establecido en el artículo 331 del Código General del 

Proceso, el recurso de súplica procede únicamente contra los autos 

dictados por el Magistrado Ponente que por su naturaleza son 

susceptibles de ser apelados y, además, contra el auto que resuelve 

sobre la admisión del recurso de apelación o casación; condición que se 

predica de la providencia recurrida, en tanto que se declaró desierta la 

censura vertical interpuesta contra la sentencia del 26 de septiembre de 

2018.    
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2. En el marco del Estado de emergencia declarado mediante el Decreto 

637 de 2020, el Presidente de la República expidió el Decreto Legislativo 

806 de 2020, “[p]or el cual se adoptan medidas para implementar las 

tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones 

judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios 

del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social 

y Ecológica”, una acción en virtud de los efectos de la pandemia Covid19 

frente al acceso a la justicia y a la reactivación para el funcionamiento 

normal de los despachos judiciales, que recoge el propósito (i) 

garantizar la prestación del servicio de administración de justicia, (ii) 

proteger la salud de los servidores y usuarios de la administración de 

justicia, (iii) agilizar el trámite de procesos judiciales y reducir la 

congestión de los despachos judiciales y (iv) reactivar el sector 

económico que depende de la prestación del servicio de justicia. 

 

Medidas que a consideración del ejecutivo complementan las normas 

procesales vigentes, las cuales seguirán siendo aplicables a las 

actuaciones no reguladas en este decreto y “se adoptarán en los 

procesos en curso y los que se inicien luego de la expedición de este 

decreto”.  

 

3. En efecto, el artículo 14 del Decreto, reguló expresamente lo 

relacionado con la apelación de sentencias en materia civil y familia, 

señalando que en aquellos casos en los que no se decretan pruebas, el 

recurso de apelación, la sustentación y la sentencia se tramitarán por 

escrito, sin la realización de la audiencia de sustentación y fallo, y 

precisó el trámite y oportunidades para que la parte apelante 

fundamentara este medio vertical, así: 

 

“Artículo 14. Apelación de sentencias en materia civil y familia. El 

recurso de apelación contra sentencia en los procesos civiles y de familia, 

se tramitará así: 

 

Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, dentro del 

término de ejecutoria del auto que admite la apelación, las partes podrán 

pedir la práctica de pruebas y el juez las decretará únicamente en los 
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casos señalado en el artículo 327 del Código General del Proceso. El juez 

se pronunciará dentro de los cinco (5) días siguientes. 

 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de 

pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro 

de los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá traslado a 

la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido el término de 

traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no 

se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. 

 

Si se decretan pruebas, el juez fijará fecha y hora para la realización de 

la audiencia en la que se practicarán, se escucharán alegatos y se dictará 

sentencia. La sentencia se dictará en los términos establecidos en el 

Código General del Proceso.” 

 

4. El artículo 14 del Decreto Legislativo ejúsdem, fue declarado 

exequible por la Corte Constitucional, en sentencia C 420 de 2020,  

satisfaciendo el juicio de conexidad material, el juicio de necesidad y 

proporcionalidad y consideró que ”las medidas previstas en el decreto sub 

examine son proporcionales porque los deberes que les imponen a los sujetos 

procesales no constituyen barreras para el ejercicio de su derecho fundamental 

de acceso a la administración de justicia ni desplazan a las autoridades 

judiciales en la dirección y conducción de los procesos. En cambio, permiten que 

la administración de justicia funcione de manera adecuada y articulada con el 

deber de colaboración previsto en el artículo 95.7 de la Constitución.”  

 

5. Por su parte, el canon 322 del Código General del Proceso frente a la 

oportunidad y requisitos del señalado medio vertical establece que: 

 

“(…) 

Para la sustentación del recurso será suficiente que el recurrente exprese 

las razones de su inconformidad con la providencia apelada. 

 

(…).  

 

El juez de segunda instancia declarara desierto el recurso de apelación 

contra una sentencia que no hubiere sido sustentado.” 
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8. Resulta trascendental resaltar que el cómputo de cualquier plazo o 

término que se dispone en la ley, es inmutable para quienes afecta o 

beneficia. Este principio consiste en que todo término o plazo 

predispuesto legal, debe cumplirse, desplegarse y computarse de 

acuerdo con las reglas especiales y concretas aplicables a cada uno de 

ellos, proscribiéndose absolutamente la posibilidad jurídica de cumplir, 

desplegar y computar el plazo de otra manera, pues dicha conducta 

desconoce de tajo la imperatividad de las normas dispuestas para su 

cómputo. Las normas que disciplinan la manera de computar los plazos 

o términos son reglas-principios de orden público, que miran a la 

protección del interés del conglomerado social en orden a dotar las 

relaciones jurídicas, que a su amparo se consolidan, de la seguridad y 

certeza necesaria como valor fundante de un Estado social y 

democrático de derecho. Entonces, si se trata de un término dispuesto 

en la ley, el plazo resulta vinculante y por ello sus destinatarios no 

pueden cumplir con el deber, obligación o ejercer la acción después, so 

pena de desconocer su eficacia jurídica vinculante. 

 

Al respecto, el artículo 117 del Código General del proceso señala: 

 

Artículo 117. Perentoriedad de los términos y oportunidades 

procesales. Los términos señalados en este código para la realización 

de los actos procesales de las partes y los auxiliares de la justicia, son 

perentorios e improrrogables, salvo disposición en contrario. 

 

El juez cumplirá estrictamente los términos señalados en este código 

para la realización de sus actos. La inobservancia de los términos tendrá 

los efectos previstos en este código, sin perjuicio de las demás 

consecuencias a que haya lugar. 

(…)” 

 

6. Ahora bien, el artículo 29 de la Constitución Política, que consagra el 

derecho al debido proceso, dispone que nadie podrá ser juzgado sino 

conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 

tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas 

propias de cada juicio, mandato que armoniza con el principio de 
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igualdad procesal al que se ha hecho referencia. Siendo reiterado por 

nuestro máxima Corporación Constitucional que: 

  

“La observancia de las formas propias de cada juicio, entendidas éstas 

como  “las reglas –señaladas en la norma legal- que, de conformidad con 

la naturaleza de cada juicio, determinan cada una de las etapas propias 

de un proceso y que, a su vez, se constituyen en las garantías de defensa 

y seguridad jurídica para los intervinientes en el respectivo 

litigio,”[15]implica correlativamente el deber de erradicar toda forma de 

actuación arbitraria por parte de los administradores de justicia. En 

consecuencia, su estricto cumplimiento hace efectivo el principio de 

igualdad en la medida en que se garantiza “la neutralidad del 

procedimiento, o la neutralidad del derecho procesal. Neutralidad que 

trae consigo el que todas las personas sean iguales ante la administración 

de justicia, tengan ante ella los mismos derechos e idénticas 

oportunidades, en orden a lograr el reconocimiento de sus derechos.”[16] 

 

Tanto las partes procesales como las autoridades judiciales están obligadas 

a cumplir en forma exacta y diligente los plazos que la ley consagra para la 

ejecución de las distintas actuaciones y diligencias en las diversas fases del 

proceso. Así pues, las partes tienen la carga de presentar la demanda, pedir 

pruebas, controvertir las allegadas al proceso, interponer y sustentar los 

recursos y, en fin, participar de cualquier otra forma en el proceso dentro 

de las etapas y términos establecidos en la ley, así como el juez y auxiliares 

de justicia tienen el deber correlativo de velar por el acatamiento de los 

términos procesales.” 

 

CASO CONCRETO 

 

Decantado lo precedente, se destaca que en el presente tópico, las 

anteriores disposiciones procesales fueron acatadas puntualmente por el 

Magistrado acusado, dado que, de un lado, en cumplimiento a las medidas 

adoptadas mediante el Decreto Legislativo 806 de 2020, acondicionó, el 

trámite procesal a lo allí señalado para las apelaciones en materia civil, como 

efectivamente lo hizo mediante auto del 25 de enero de 2021 (fl. 106), 

otorgando la oportunidad a las partes para su intervención, y de otro, porque 

verificado que la parte recurrente no aportó la sustentación de la alzada, en 
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el término, de cinco (5) días previsto en la norma declaró desierto el recurso 

por extemporáneo. 

Examinadas las actuaciones se observa que ejecutoriado el auto que 

admitió el recurso de apelación y de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, mediante providencia de fecha 

25 de enero de 2021 (fl.106), notificado en el estado electrónico del 26 

de enero la misma calendatura, se corrió traslado a la parte apelante 

por el término de cinco (5) días, para que sustentara el recurso 

interpuesto, término éste que, conforme a lo consagrado en el inciso 2º 

del artículo 118 del C. G. del P, empezó a correr desde el 27 de enero, 

finalizando el 2 de febrero de 2021, lapso en el que el recurrente no 

allegó ningún memorial de fundamentación de la alzada. Solo hasta el 

jueves 4 de febrero de hogaño, se recibió a través del canal digital 

autorizado por la Secretaría de la Sala, un correo electrónico remitido 

por el apoderado de COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. anexando la 

sustentación de la apelación (fls. 107 a 111). 

Teniendo presente el anterior iter procesal, comoquiera que la parte 

recurrente no sustentó la alzada dentro de la oportunidad procesal 

concedida, conforme lo previsto en el inciso 4 del numeral 3º del 

artículo 322 del Estatuto Procedimental Vigente, la consecuencia de 

aquella omisión es la declaratoria de desierto del recurso, en ese orden, 

y resaltando que la normas que disciplinan la manera de computar los 

plazos o términos son reglas-principios de orden público de estricto 

cumplimiento, este Despacho, confirma el proveído adiado 25 de enero 

de 2021 proferido por el Magistrado ALBERTO ROMERO ROMERO, por 

medio del cual declara desierto el recurso de apelación interpuesto 

contra la sentencia dictada el 26 de septiembre de 2018 por el Juzgado 

Tercero Civil del Circuito de Villavicencio. 

 

Ahora bien, la interpretación que expone el apoderado de la parte 

recurrente, del Parágrafo del artículo 9 del Decreto 806, relacionada 

con el conteo de los términos de traslado previstos en este aparte 

normativo, no se ciñe a lo allí previsto. Puesto que, la hipótesis que trae 

la ley enmarca una circunstancia particular, que es cuando la parte 
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acredita el envío de un escrito del cual deba correrse traslado a los 

demás sujetos procesales, mediante la remisión de la copia por un 

canal digital, lo cual autoriza que se prescinda del traslado por 

secretaría, “y el término de traslado se entenderá realizado a los dos (2) 

días hábiles siguientes al del envío del mensaje y el término respectivo 

empezará a correr a partir del día siguiente”,  es decir, que el conteo  

del término a partir del segundo día, se genera solamente en el caso 

traído en la norma, y cuando el traslado debe correrse a los demás 

sujetos procesales a las que se le ponga en conocimiento un escrito, 

situación ajena al caso sub examine.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Villavicencio en Sala 

Dual de Decisión Civil Familia Laboral, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto calendado primero (1) de marzo de 

2021, proferido por el Magistrado sustanciador ALBERTO ROMERO 

ROMERO, por el cual se declara desierto el recurso de apelación 

interpuesto contra la sentencia dictada el 26 de septiembre de 2018 por 

el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, de conformidad 

con lo señalado en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: CONDENAR en costas a la parte demandada.  

 

TERCERO: INCLÚIR en la liquidación de costas como agencias un 

salario mínimo legal mensual vigente ($908.526), las cuales deberán ser 

incluidas en la liquidación que realice la secretaría del Despacho A quo. 
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CUARTO: En firme la presente decisión, devolver el expediente al 

Juzgado de origen, previas las anotaciones secretariales a que haya 

lugar. 

 

NOTIFIQUESE y CÚMPLASE,  

  

  

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 RAFAEL ALBEIRO CHAVARRO POVEDA 

Magistrado 
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Honorables Magistrados 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA – SALA CIVIL REPARTO 

E. S. D. 

 

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL.  

 

ASUNTO: Acción de tutela de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., en contra del 

TRIBUNAL SUPERIOR DE VILLAVICENCIO – SALA CIVIL FAMILIA LABORAL, al haber 

proferido en contra de la Ley los autos del 25 de enero de 2021, por medio del cual ordenó 

correr traslado para alegar por escrito, 01 de marzo de 2021 mediante el cual declaró 

desierto el recurso de apelación sustentado ante esa corporación, el 04 de febrero de 2021 

y el Auto del 21 de abril de 2021 que confirmó el auto del 01 de marzo previamente 

identificado. 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, domiciliado en Bogotá D.C., 

identificado con cédula de ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá, abogado en ejercicio, 

portador de la Tarjeta Profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, 

actuando en mi calidad de apoderado judicial especial de AXA COLPATRIA SEGUROS DE 

VIDA S.A., sociedad comercial anónima de carácter privado, sometida al control y vigilancia 

de la Superintendencia Financiera de Colombia, como consta en el poder que se aporta. En 

los términos del artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991, 

respetuosamente manifiesto que presento DEMANDA, en ejercicio de la ACCIÓN DE 

TUTELA, en contra del TRIBUNAL SUPERIOR DE VILLAVICENCIO con el fin de que se 

tutelen los derechos fundamentales de la Compañía de Seguros que represento al acceso a 

la administración de justicia, a la defensa y al debido proceso y en consecuencia: (i) se 

ordene a la entidad accionada INVALIDAR el auto del 25 de enero de 2021 por medio del 

cual ordenó correr traslado para alegar por escrito, el auto proferido el 01 de marzo de 2021, 

por medio del cual equivocadamente resolvió declarar desierto el recurso de apelación 

sustentado el 04 de febrero de 2021 y el auto del 21 de abril de 2021 que confirmó la decisión 

de declarar desierto el recurso y que fue proferido por el Tribunal Superior de Villavicencio – 

Sala Laboral por el Magistrado Ponente Carlos Alberto Camacho Rojas, en trámite del 

proceso judicial promovido por el señor Carlos Julio Herrera Mateus en conta de mi prohijada 

con radicado No. 50001-3103-003-2015-00416-00, (ii) en su lugar, se le ORDENE al 

Tribunal Superior de Villavicencio citar a fecha de audiencia de segunda instancia según lo 
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establece el artículo 327 del C.G.P de conformidad lo preceptúa el artículo 40 de la Ley 153 

de 1887 puesto que el recurso de apelación fue presentado en septiembre del año 2018 

cuando no se encontraba vigente el Decreto 806 de 2020, y (iii) subsidiariamente, de no 

citar a fecha de audiencia, se le ordene igualmente PROFERIR nuevamente, en 

cumplimiento de sus competencias constitucionales y legales, el auto que tenga por 

sustentado en oportunidad el recurso de apelación en cumplimiento del artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020. Lo anterior, se pretende en virtud de los fundamentos fácticos y 

jurídicos que se exponen a continuación:  

 

I. DESIGNACIÓN DE LAS PARTES Y SUS REPRESENTANTES 

 

ACCIONANTE:  

 

• AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A, sociedad comercial, legalmente 

constituida, con domicilio en la Carrera 7 No. 24 – 89 P 7 de la ciudad de Bogotá, con 

NIT. 860.002.183-9, tal como se acredita con el Certificado de Existencia y 

Representación Legal. Correo electrónico: notificacionesjudiciales@axacolpatria.co 

 

ACCIONADO:   

 

• TRIBUNAL SUPERIOR DE VILLAVICENCIO – SALA CIVIL FAMILIA LABORAL, 

ubicado en el Palacio de Justicia, en la Carrera 29 No. 33 B - 79 de la ciudad de 

Villavicencio. Correo electrónico: secscflvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

VINCULADO 1: 

 

• JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO, en calidad de 

juez de primera instancia que profirió el fallo objeto de apelación, mismo que 

concedió el medio de impugnación ante el Tribunal Superior de Villavicencio por 

considerar cumplidos los presupuestos de los artículos 320, 321 y 322 del CGP. El 

Despacho está ubicado en Carrera 29 No. 33 B - 79 de la ciudad de Villavicencio. 

Correo electrónico: ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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VINCULADO 2: 

 

• CARLOS JULIO HERRERA MATEUS, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

17.351.495, quien tiene la calidad de demandante dentro del proceso ordinario 

50001-3103-003-2015-00416-00, domiciliado en la Calle 19 No. 7 – 87 en el 

Municipio de San Martín – Meta. El demandante está representado en el proceso 

judicial por el Dr. Ernesto Rodríguez Riveros, con oficina en la Calle 40 No. 32 – 50 

Oficina 609 Edificio Comité de Ganaderos de Villavicencio Meta. Correo electrónico: 

ernesto16182@hotmail.com  

 

I. RESUMEN DE LA CONTROVERSIA 

 

De conformidad con los hechos que se expondrán a continuación, se hace evidente la 

vulneración de los derechos fundamentales de mi prohijada al debido proceso, al acceso a 

la administración de justicia y a la defensa. Lo anterior, debido a que no solamente el Tribunal 

Superior de Villavicencio aplicó el procedimiento procesalmente equivocado al recurso de 

apelación presentado por la Compañía de Seguros en septiembre del año 2018. Sino que, 

además, también erró gravemente en el conteo de los términos contemplados en el artículo 

14 del Decreto 806 de 2020. En otras palabras, en el caso concreto el Tribunal Superior de 

Villavicencio incurrió en dos defectos procedimentales de suma envergadura en sus 

providencias toda vez que: 

 

Primero, pese a que el recurso fue presentado en septiembre del año 2018 y conforme al 

artículo 40 de la Ley 153 de 1887 el mismo debía tramitarse por el artículo 327 del CGP, 

toda vez que para el momento de su interposición todavía no había sido expedido el Decreto 

806 de 2020. El Tribunal Superior de Villavicencio desatiende toda la normativa procesal y 

en lugar de citar a audiencia de segunda instancia como en derecho debió hacerlo, corre 

traslado para alegar por escrito.  

 

Segundo, además de que corre traslado para alegar por escrito, aunque realmente debió 

citar a fecha de audiencia de alegatos y fallo conforme al artículo 327 del CGP, contabiliza 

equivocadamente los términos con los que contaba mi prohijada para alegar. En efecto, el 

Tribunal Superior de Villavicencio no tomó en cuenta que el artículo 14 del Decreto 806 de 

2020 establece que los 5 días para alegar por escrito iniciarán su conteo una vez quede 
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ejecutoriada la providencia que admite el recurso de apelación. La literalidad de la norma 

indica que “ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, 

el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes”. 

De este modo, en el caso concreto los términos con los que contaba la Compañía de Seguros 

para sustentar su recurso de apelación fenecían el 05 de febrero del año 2021 y no el 2 de 

ese mismo año como lo sostuvo la entidad acá accionada. De esa manera, dado que la 

sustentación fue presentada el 04 de febrero del año 2021, no había lugar para declarar 

desierto el recurso de apelación, sino que lo jurídicamente acertado era tenerlo por 

presentado en oportunidad y así proceder con su estudio y análisis.  

 

En conclusión y por lo previamente esgrimido, se solicita un control constitucional por parte 

de la Corte Suprema de Justicia sobre el Tribunal Superior de Villavicencio, toda vez que no 

solamente desatendió el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 al correr traslado para alegar por 

escrito aunque realmente debió citar a fecha de audiencia del artículo 327 del C.G.P. Sino 

que adicionalmente, se equivoca flagrantemente en el conteo de los términos, puesto que 

no tuvo en consideración que el artículo 14 del Decreto 806 de 2020 indica que los 5 días 

para alegar por escrito iniciarán una vez se encuentre ejecutoriada la providencia que admite 

el recurso. Por lo que claramente la sustentación presentada el 04 de febrero de 2021 fue 

efectuada en oportunidad, y de esa forma, no era procedente declarar desierto el recurso.  

 

II. HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA 

 

PRIMERO: AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. (en adelante AXA) fue demandada 

en un proceso verbal declarativo de mayor cuantía, surtido ante el Juzgado Tercero Civil del 

Circuito de Villavicencio, con radicado 500013103003-2015-00416-00.  

 

SEGUNDO: El proceso ordinario hoy declarativo lo formuló el señor CARLOS JULIO 

HERRERA MATEUS quien tuvo la calidad de tomador y asegurado en el seguro de vida 

instrumentado en la Póliza No. 6002831, tomada el 25 de septiembre de 1993 con una 

vigencia de 20 años. Periodo en el que tendría que ocurrir el fallecimiento del señor Herrera 

Mateus para el surgimiento de la obligación condicional del asegurador.  

 

TERCERO: Con la demanda el actor formuló la pretensión principal de declarar el 

incumplimiento del contrato de seguro de vida, con el fin de que se le pagara la prestación 
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principal del seguro por el amparo de vida, aun sin haber ocurrido el riesgo de su propio 

fallecimiento y sin tener la calidad de beneficiario del amparo principal. Es decir, que el señor 

Carlos Julio Herrera Mateus pese a estar vivo y haber designado como beneficiarios del 

seguro a la compañera permanente por el 50% y a dos hijos por el 25%, constituyéndose 

únicos legitimados para reclamarlo, solicitó el pago de la prestación principal supeditada a 

la condición de la muerte de él mismo.  

 

CUARTO: A título de condena solicitó el pago de la suma de $628.206.215,00, por 

afectación del amparo principal, un incremento del capital pagado por valor de la prima 

durante 20 años e intereses de mora.  

 

QUINTO: Lo anterior, pese a que el pago del amparo principal solo sería exigible a mi 

procurada, tras ocurrir el riesgo amparado: “Colpatria, pagará hasta el valor del capital 

asegurado reajustado de acuerdo con la variación del dólar americano a los beneficiarios, 

en caso de fallecimiento de cualquiera de los asegurados, o simultáneos de ambos, 

ocurrido antes de la fecha de terminación del seguro consignado en la carátula de la póliza, 

cesando a partir de este pago cualquier otra obligación por parte de Colpatria”. (Subrayado 

y negrilla propio). 

 

SEXTO: Mi prohijada, habiéndose notificado de la demanda el 16 de enero de 2017, 

presentó la contestación a la misma el 15 de febrero de esa anualidad. AXA se opuso a las 

pretensiones formulando varias excepciones de fondo que se encuentran en el escrito de 

contestación. 

 

SÉPTIMO: Surtidas las etapas del proceso, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de 

Villavicencio profirió sentencia el 26 de septiembre de 2018.  

 

OCTAVO: En la providencia que puso fin a la primera instancia, el Despacho resolvió no 

declarar la prosperidad de las excepciones formuladas por AXA, y en su lugar, accedió a las 

injustas pretensiones de la demanda. Condenó a AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA 

S.A. a pagar la suma de DOS MIL SESENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS 

OCHENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS VEINTINUEVE PESOS MCTE ($2.066.483.629), 

discriminados así: 
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i). SEISCIENTOS VEINTIOCHO MILLONES DOSCIENTOS SEIS MIL DOSCIENTOS 

QUINCE PESOS MCTE ($628.206.215) “por concepto de monto alcanzado a la finalización 

del periodo del plan tomado por el demandante CARLOS JULIO HERRERA MATEUS, según 

se desprende de la Póliza de Seguro Vida V-60002831 del 10 de septiembre de 1993”.  

ii). DOSCIENTOS NOVENTA MILLONES DOSCIENTOS TREINTA Y UN MIL 

DOSCIENTOS SETENTA Y UN PESOS MCTE ($290.231.271), “por concepto de los 

dividendos a que tuvo derecho el tomador” y,  

iii). MIL CIENTO CUARENTA Y OCHO MILLONES CUARENTA Y SEIS MIL CIENTO 

CUARENTA Y TRES PESOS MCTE ($1.148.046.143) “por concepto de intereses conforme 

a la liquidación realizada”. 

 

NOVENO: Pese a que en el contrato de seguro solo se contempló el reconocimiento de un 

dividendo en caso de que el asegurado sobreviviera al fenecer la vigencia del seguro de 

vida, y a que, dicho concepto no fue solicitado en el líbelo genitor. El juzgado desbordando 

sus facultades reconoció tal rubro (dividendo), por un valor que también resultó 

evidentemente equivocado, ya que la suma que eventualmente podría llegarse a reconocer 

era de $3.767.141, pero el Juez de primera instancia condenó por ese solo concepto por 

$290.231.271 para un total de $2.066.483.629. 

 

DÉCIMO: El Despacho de primera instancia se abrogó una facultad extra y ultra petita que 

está vedada para los jueces civiles, quienes deben reconocer únicamente lo que se pida en 

la demanda y resulte probado. 

 

DÉCIMO PRIMERO: Frente a la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado 

Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, AXA interpuso el recurso de apelación en virtud 

de los artículos 320, 321 y 322 del C.G.P., ante la evidente ilegalidad de la decisión. El 

recurso se formuló y sustentó en audiencia del 26 de septiembre de 2018, siendo 

concedido el medio de impugnación por el Despacho en el efecto devolutivo. 

 

DÉCIMO SEGUNDO: Después de transcurrir dos años y cuatro meses de haberse 

concedido el recurso de apelación, el Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil Familia 

Laboral, con gran mora procesal, mediante auto del 25 de enero de 2021, dispuso correr 

traslado a la parte apelante para sustentar la alzada so pena de declarar desierto el recurso, 

así: 
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“PRIMERO: Córrase traslado a la parte apelante, por el término de 5 días 

para que SUSTENTE de manera escrita los repartos que formuló, ante el 

a-quo, so pena de declarar desierto el recurso.” 

 

DÉCIMO TERCERO: El Tribunal erró al invocar el Decreto 806 de 2020 como fundamento 

del traslado del recurso de apelación, por cuanto la alzada se propuso el 26 de septiembre 

de 2018 y fue concedida ese mismo día y se remitió el expediente al Superior. Para esa 

fecha, en lo que involucra el trámite de apelación la normatividad vigente eran únicamente 

los artículos 322 y 327 del Código General del Proceso, más no aquellas complementarias 

del Decreto indicado.  

 

En otras palabras, dado que el recurso de apelación se presentó en septiembre del año 2018 

y conforme al artículo 40 de la Ley 153 de 1887 el mismo debía tramitarse por el artículo 327 

del CGP, toda vez que para el momento de su interposición todavía no había sido expedido 

el Decreto 806 de 2020. El Tribunal Superior de Villavicencio desatiende toda la normativa 

procesal y en lugar de citar a audiencia de segunda instancia como en derecho debió 

hacerlo, corre traslado para alegar por escrito. 

 

DÉCIMO CUARTO: El Juzgador de segunda instancia, prescindiendo de la audiencia de 

sustentación de la apelación y fallo, fincado en el Decreto 806 de 2020 otorgó el término de 

5 días para la sustentación escrita de aquel, lo que produjo una clara vulneración de los 

artículos 322, 327, 624, 625 del CGP y 40 de la Ley 153 de 1887. 

 

DÉCIMO QUINTO: El Decreto 806 de 2020 en el artículo 14, establece la oportunidad para 

sustentar el recurso de apelación dentro de los 5 días después de ejecutoriado el auto que 

lo admite, de la siguiente manera: 

 

“(…) 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud 

de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar 

dentro de los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá 

traslado a la parte contraría por el término de 5 días. Vencido el término de 

traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no 
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se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (…)” 

(Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

DÉCIMO SEXTO: El artículo 302 del CGP, consagra el término de ejecutoria de las 

providencias dictadas en audiencia y fuera de ellas: 

 

“Artículo 302. Ejecutoria 

Las providencias proferidas en audiencia adquieren ejecutoria una vez 

notificadas, cuando no sean impugnadas o no admitan recursos. 

 

No obstante, cuando se pida aclaración o complementación de una 

providencia, solo quedará ejecutoriada una vez resuelta la solicitud. 

 

Las que sean proferidas por fuera de audiencia quedan ejecutoriadas 

tres (3) días después de notificadas, cuando carecen de recursos o 

han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren 

procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los 

interpuestos.” (Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

El Auto del 25 de enero de 2021, no solo se profirió fuera de audiencia, sino más de dos 

años después de concederse. 

 

DÉCIMO SEXTO: El auto mediante el cual se dio traslado a mi prohijada para la sustentación 

de la apelación, fue publicado en el micrositio del Tribunal Superior de Villavicencio Sala 

Civil Familia Laboral, en los estados del 26 de enero de 2021. ES DECIR, QUE EL CITADO 

AUTO QUEDÓ EJECUTORIADO EL 29 DE ENERO DE 2021, POR LO QUE EL TÉRMINO 

PARA SUSTENTAR EL RECURSO FENECÍA EL 05 DE FEBRERO DE ESE MISMO AÑO.  

 

DÉCIMO SÉPTIMO: AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. sustentó los reparos del recurso 

de apelación el 04 de febrero de 2021, dentro del término legal otorgado por el Tribunal 

Superior de Villavicencio. 
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DÉCIMO OCTAVO: El recurso de apelación fue declarado desierto, por cuanto el juzgador 

de segunda instancia consideró que mi prohijada no sustentó el recurso de alzada. En su 

criterio fue extemporáneo, como lo indicó en el Auto del 01 de marzo de 2021, donde motivó: 

 

“De acuerdo con lo señalado en el artículo 9º ejusdem, la anterior decisión 

fue notificada por anotación en estados electrónicos del día 26 de enero de 

2021, tal y como se aprecia en la página web de la Rama Judicial. Así las 

cosas, el término para sustentar la alzada inició el 27 de enero de 2021 y 

terminó el día 02 de febrero del 2021.” 

 

En la parte resolutiva decidió: 

 

“PRIMERO: DECLARAR desierto el recurso de apelación interpuesto por 

la parte apelante, contra la sentencia proferida el 26 de septiembre de 

2018, por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio – Meta, de 

conformidad con lo señalado en la parte motiva” (…). 

 

DÉCIMO NOVENO: En consecuencia, mi prohijada impugnó la decisión que declaró desierto 

el recurso de apelación.  

 

VIGÉSIMO: El medio de impugnación interpuesto en contra de la providencia que declaró 

desierto el recurso de apelación, fue resuelto el 21 de abril de 2021 por la Sala Laboral del 

Tribunal Superior de Villavicencio y confirmó el Auto del 01 de marzo de 2021, condenando 

a mi prohijada en costas y agencias en derecho. 

 

VIGÉSIMO PRIMERO: Al considerar las actuaciones surtidas por el Tribunal Superior de 

Villavicencio, es evidente que incurrió en una violación al debido proceso, al derecho de 

defensa e impidió el acceso a la administración de justicia de AXA COLPATRIA SEGUROS 

DE VIDA S.A., dado que tuvo por no sustentado el recurso de apelación cuando sí lo estuvo. 

Dicho de otro modo, el Tribunal Superior de Villavicencio tuvo por no sustentado el recurso 

aún cuando dicha sustentación fue presentada el 04 de febrero de 2021 y la misma vencía 

el 05 de febrero de ese mismo año.  
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VIGÉSIMO SEGUNDO: También, el Tribunal incurrió en un Defecto Procedimental Absoluto 

porque no tuvo en cuenta el procedimiento reglado, definido y aplicable para la apelación de 

sentencias contenido en los artículos 322 y 327 del CGP, que era el regente para esa 

actuación. El recurso fue elevado el 26 de septiembre de 2018, cuando imperaban sobre ese 

trámite las normas del CGP. Sobre este particular, es menester citar el artículo 40 de la Ley 

153 de 1887 que dispone:  

 

Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los 

juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben 

empezar a regir.  

   

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas 

decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los 

términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las 

notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes 

cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 

iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 

promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. (…) 

(Subrayado y negrilla fuera del texto original) 

 

VIGÉSIMO TERCERO: El Tribunal, no solo incurrió en el Defecto Procedimental porque se 

abstuvo de citar a la audiencia de sustentación y fallo, sino porque, aplicó las normas del 

Decreto 806 de 2020 y no tuvo en cuenta el término de ejecutoria consagrado en el artículo 

302 del C.G.P. para que cobrara firmeza el auto que corrió traslado para la sustentación. 

 

VIGÉSIMO CUARTO: Sin perjuicio del error en el procedimiento, además, el Tribunal 

Superior de Villavicencio incurrió en un defecto sustantivo, por cuanto incurrió en un yerro 

por no dar correcta aplicación al artículo 302 del CGP y el artículo 14 del Decreto 806 de 

2020, al iniciar el cómputo de los 5 días de traslado, sin contemplar el término de la ejecutoria 

del auto del 25 de enero de 2021, que fue de 3 días. Máxime, cuando el artículo 14 del 

mentado Decreto 806 de 2020 señala explícitamente la ejecutoria del auto para que proceda 

el conteo: “Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, 

el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 
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VIGÉSIMO QUINTO: También incurrió el Tribunal en Defecto Sustantivo, por cuanto soslayó 

las disposiciones de los artículos 624 y 625 del CGP., en tanto son los mismos precursores 

del régimen de los recursos interpuestos en vigencia de las normas imperantes al momento 

de su formulación. Las normas transgredidas expresan en su tenor literal lo siguiente: 

 

“Artículo 624. Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual 

quedará así: 

 

Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los 

juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben 

empezar a regir. 

 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas 

decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los 

términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las 

notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes 

cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 

iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 

promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente 

en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo 

que la ley elimine dicha autoridad”. 

 

“Artículo 625. Tránsito de legislación: 

 

Los procesos en curso al entrar a regir este código, se someterán a las 

siguientes reglas de tránsito de legislación: 

(…) 

5. No obstante lo previsto en los numerales anteriores, los recursos 

interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 

convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 

estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se 
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interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las 

audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron 

los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

(…)” 

 

Considerando lo anterior, el Tribunal al aplicar el procedimiento establecido en el Decreto 

806 de 2020 para la sustentación de la apelación, erró en la aplicación del régimen legal que 

para esos fines era el artículo 327 del CGP. 

 

VIGÉSIMO SEXTO: En aplicación del término concedido por el Despacho de segunda 

instancia, éste ignoró que AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. contaba en total con 

3 días para la ejecutoria del auto, más los 5 días del término del traslado. Como el auto fue 

publicado en el micrositio del Tribunal en el estado del 26 de enero de 2021, los días 

miércoles 27, jueves 28 y viernes 29 de enero de 2021, fueron los días en los que el Auto 

del 25 de enero de 2021 cobró firmeza. De forma consecuencial, posteriormente se contaba 

el término del traslado los días lunes 1, martes 2, miércoles 3, jueves 4 y viernes 5 de febrero 

de 2021 para radicar la sustentación ante el Tribunal. 

 

VIGÉSIMO SÉPTIMO: Al haberse radicado la sustentación de la apelación el 04 de febrero 

de 2021, de todas maneras, AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. sustentó la 

apelación dentro del término legal.  

 

VIGÉSIMO OCTAVO: En conclusión, los defectos procedimentales y sustantivos en los que 

incurrió el Tribunal al aplicar un procedimiento equivocado para tramitar la apelación, 

transgredir las normas que señalaban de forma clara que se debió aplicar el trámite señalado 

en el artículo 327 del CGP, y vulnerar las normas que dirigen el procedimiento de apelación 

del Decreto 806 de 2020 que el mismo Tribunal eligió, fueron los generadores de la violación 

al debido proceso a la defensa e impidió el acceso a la administración de justicia de AXA 

COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., mediante los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de 

marzo de 2021 y el 21 de abril de 2021, mediante los cuales dio traslado para sustentar la 

apelación, declaró desierto el recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente. 
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III. PROCEDENCIA DE LA PRESENTE ACCIÓN DE TUTELA. 

 

Consciente de los derechos que ha dispuesto el ordenamiento jurídico, en conjunto con el 

conocimiento de las vías procesales aptas para su protección y resguardo, se procede 

respetuosamente, por medio de la acción de tutela, a poner de presente el notable defecto 

procedimental y sustantivo en el que ha incurrido el Tribunal Superior de Villavicencio. Así 

mismo se debe resaltar que, el objetivo aquí perseguido es el de proteger aquellos derechos 

que bajo ningún motivo pueden ser desconocidos.  

 

Así, se hace uso de la acción de tutela con el propósito de restablecer los derechos al acceso 

a la justicia, a la defensa y al debido proceso que han sido vulnerados. Dichas 

transgresiones, de tal magnitud, ameritan el uso del único mecanismo constitucional que 

dispone mi representada para lograr el restablecimiento de los derechos mencionados. 

 

En primer lugar, con respecto al derecho fundamental al debido proceso, debe hacerse 

claridad acerca de su contenido. A partir de lo expuesto al interior de la sentencia C-034 de 

20141, este es un “principio inherente al Estado de Derecho, cuyas características esenciales 

son el ejercicio de funciones bajo parámetros normativos previamente establecidos y la 

erradicación de la arbitrariedad”. De esta forma, este derecho ostenta una importancia 

sustancial en la medida en que se consolida a su vez como un principio del Estado Social 

de Derecho.  

 

Ahora bien, será necesario establecer el contenido y alcance de dicha garantía 

constitucional, en aras de establecer su vulneración al interior del proceso. Para comenzar, 

la sentencia C-341 de 20142 lo define como: 

 

“La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al debido proceso 

como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a 

través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una 

actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten 

sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Hacen parte 

 
1 Corte Constitucional. Sentencia C-034 de 2014. Magistrada Ponente María Victoria Calle Correa. Referencia: expediente D-
9566. 
2 Corte Constitucional. Sentencia-341 de 2014. Magistrado Ponente Mauricio González Cuervo. Ref.: Expediente D-9945.  
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de las garantías del debido proceso: (…) (vi) el derecho a la independencia 

e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir 

con fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del orden 

jurídico” (subrayado y negrilla fuera del texto original).  

 

En vista de lo anterior, el derecho al debido proceso vela por la correcta aplicación de las 

normas procesales y sustanciales. En esta medida, promueve la diligencia por parte del 

funcionario judicial quien debe, conforme a los hechos, pruebas y pretensiones del caso, 

fallar en derecho y las garantías propias de cada juicio garantizar su efectividad. Es en este 

asunto, donde encuentra el accionante que le fue vulnerado su derecho al debido proceso. 

Esto, por cuanto como se demostrará en apartados siguientes, el funcionario judicial de 

segunda instancia sesgó el acceso a la administración de justicia, porque declaró desierto 

el recurso de apelación al no aplicar el procedimiento natural para el trámite de apelaciones, 

y habiendo adoptado un procedimiento distinto, aplicó equivocadamente las normas 

sustanciales que otorgaban el derecho al apelante de sustentar sus reparos. 

 

Con respecto al derecho fundamental de acceso a la justicia, se debe resaltar que este se 

encuentra íntimamente ligado a la garantía al debido proceso. Dicha conexión ha sido 

reconocida en la jurisprudencia, tal como puede observarse en la sentencia C- 279 de 20133, 

donde se expone:  

 

“El derecho a la administración de justicia también llamado derecho a la 

tutela judicial efectiva se ha definido como “la posibilidad reconocida a 

todas las personas residentes en Colombia de poder acudir en condiciones 

de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la 

integridad del orden jurídico y por la debida protección o el restablecimiento 

de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los 

procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de 

las garantías sustanciales y procedimentales previstas en las leyes”. 

Este derecho constituye un pilar fundamental del Estado Social de Derecho 

y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del 

 
3 Corte constitucional. Sentencia C- 279 de 2013. Magistrado Ponente Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. Referencia: expediente 
D – 9324. 
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núcleo esencial del debido proceso” (subrayado y negrilla fuera del texto 

original).  

 

En consecuencia, el derecho al acceso a la justicia protege de manera fundante el acceso 

oportuno a los procedimientos y normas que rigen la aplicación del derecho. Es tal el alcance 

del derecho que aquí atañe, que la efectividad de este comprende, como es expuesto al 

interior de la sentencia T-476 de 19984, la protección de los derechos procesales y 

sustanciales. 

   

“El derecho constitucional de acceso a la administración de justicia, ha sido 

calificado por la Corte como un derecho medular, es decir como la garantía 

real y efectiva que el Estado le ofrece al individuo, de poder acudir, para 

resolver las controversias que surjan con otros individuos u 

organizaciones y con el mismo Estado, ante un juez, "...con miras a 

obtener una resolución motivada, ajustada a derecho, y dictada de 

conformidad con el procedimiento y las garantías constitucionales 

previstas en la Constitución y en la ley.”. (subrayado y negrilla fuera del 

texto original).  

 

Del apartado anterior, se evidencia la coexistencia de dos componentes al interior del 

derecho fundamental de acceso a la justicia, uno de carácter material y otro formal. En el 

caso que aquí interesa, es que, como se expone en la providencia T- 476 de 1998, fue 

sesgado el acceso oportuno con graves vulneraciones de carácter material, que impidió que 

el procedimiento se desarrolle de forma que le sean protegidas las garantías procesales y 

sustanciales a las partes. Al interior de esta providencia se señala: 

  

“Ahora bien, la realización de dicho derecho no se agota en la posibilidad 

real que debe tener cualquier persona de presentar sus solicitudes o de 

plantear sus pretensiones ante las respectivas instancias judiciales, ese es 

apenas uno de los componentes de dicho derecho, el efectivo acceso a la 

administración de justicia, como lo ha precisado esta Corporación, se logra, 

"...cuando, dentro de determinadas circunstancias y con arreglo a la ley, el 

 
4 Corte Constitucional. Sentencia T-476 de 1998. Magistrado Ponente: Fabio Moron Diaz. Referencia: Expediente T-152151 
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juez garantiza igualdad a las partes, analiza las pruebas, llega a un libre 

convencimiento, aplica la Constitución y la ley y, si es el caso, proclama 

la vigencia y realización de los derechos amenazados o vulnerados”. 

(subrayado y negrilla fuera del texto original). 

   

En la presente acción de tutela, se evidenciará cómo por medio de la equivocada aplicación 

de la ley procesal y sustancial, se le vulneró a mi representada su derecho al acceso a la 

justicia en su manifestación procesal y material. Lo anterior, por cuanto como fue 

demostrado, debe propender, por parte del juez, por el cumplimiento de las normas 

procesales y sustanciales como lo es la correcta aplicación de las normas propias de cada 

juicio. En consecuencia, se hace necesario recurrir a la presente acción con el objetivo de 

que se restablezcan los derechos amenazados o vulnerados al interior de la providencia 

proferida por el Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil Familia Laboral. 

 

En conexidad con lo anterior, las decisiones proferidas por Tribunal Superior de Villavicencio 

de forma evidente conllevan a la consecuencial vulneración del derecho de defensa que, 

enmarcados dentro del debido proceso y acceso a la administración de justicia, tiene 

derecho mi representada a hacer valer sus consideraciones de defensa para controvertir la 

sentencia atacada por la evidente ilegalidad, de acuerdo a las formas propias de cada juicio. 

En este caso, con sus decisiones el Juzgador de Segunda instancia impidió que el recurso 

de apelación fuera estudiado de fondo, sesgando de contera el derecho a defenderse en 

una doble instancia con su desmesurada apreciación.  

 

En este asunto, emerge clara la vulneración del derecho de defensa, en tanto, fueron 

vulnerados por el Tribunal Superior de Villavicencio todos los aspectos que la Corte 

Constitucional ha definido como aspectos constitutivos del derecho de defensa: La 

jurisprudencia constitucional define el derecho a la defensa5 como la “oportunidad 

reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o 

administrativa, de ser oída, de hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, 

 
5 La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su interpretación y aplicación de los instrumentos internacionales como 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 25) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14),  considera 
que el derecho a la protección judicial, salvaguarda al ciudadano frente al ejercicio arbitrario del poder público, y que ese “es el objetivo primordial 
de la protección internacional de los derechos humanos”. 
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contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que 

se estiman favorables, así como ejercitar los recursos que la ley otorga”6. 

 

Finalmente, y no disponiendo de ningún otro mecanismo de protección judicial, se interpone 

la presente acción de tutela con el ánimo de acudir ante autoridades judiciales en busca de 

la protección y restablecimiento de los derechos a la administración de justicia, a la defensa 

y al debido proceso que le fueron vulnerados a AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 

en las providencias contentivas de los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de marzo de 2021 

y el 21 de abril de 2021, mediante los cuales dio traslado para sustentar la apelación, declaró 

desierto el recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente. Lo anterior, 

abogando porque el restablecimiento se genere a partir de la anulación de la decisión que 

aquí se alega del 25 de enero de 2021 en adelante, y la formulación de una nueva que 

ampare los derechos conculcados. 

 

IV. RAZONES POR LAS CUALES ES PROCEDENTE LA PRESENTE ACCIÓN 

DE TUTELA. 

 

La acción de tutela contra providencias judiciales es un mecanismo idóneo para la protección 

de los derechos fundamentales que en el curso del proceso se lleguen a vulnerar, así lo ha 

entendido la jurisprudencia al señalar lo siguiente: 

 

“La función del juez de tutela se circunscribe a determinar la vulneración 

de derechos fundamentales, lo que de ningún modo es injerencia en los 

asuntos propios del juez natural, más cuando lo que ocurre, por regla 

general, es que sea este último el que adopte la decisión o sentencia de 

remplazo, dictada por aquel en aras de la protección de los derechos 

fundamentales7”.  

 

Por otra parte, la Corte Constitucional ha indicado que la acción de tutela contra providencias 

judiciales es el mecanismo con el que cuenta el ciudadano para buscar la protección de sus 

 
6 Sentencia C-025 de 2009. 
7 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 5 de agosto de 2014, Consejero Ponente, 
Jorge Octavio Ramírez Ramírez, radicado 11001-03-15-000-2012-02201-01. 
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derechos fundamentales ante el actuar flagrante y grosero del funcionario judicial, tal como 

puede observarse a continuación: 

 

“Esta Corporación acudió así, al concepto de vía de hecho para determinar 

la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias 

judiciales, cuando una decisión viola de forma flagrante y grosera la 

Constitución y por tanto, al ser caprichosa y arbitraria, ya no se 

encuentra en el ámbito de lo jurídico, sino en el campo de las vía de 

hecho judicial. La jurisprudencia constitucional determinó que  el  concepto  

de  vía  de hecho   hace   parte   de   un   esquema   más   amplio   de   

requisitos   de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias 

judiciales, unos de carácter general (referidos a la procedibilidad de la 

acción de tutela) y otros  específicos  (relativos  a  la  tipificación  de  las  

situaciones  que conducen al desconocimiento de derechos 

fundamentales, principalmente el derecho al debido proceso)”8 (subrayado 

y negrilla fuera del texto original).  

 

Ahora bien, se afirma que los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de marzo de 2021 y el 21 

de abril de 2021, mediante los cuales dio traslado para sustentar la apelación, declaró 

desierto el recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente, proferidos por el 

Tribunal Superior de Distrito Judicial se sitúa en el campo de las decisiones flagrantes y 

groseras por su arbitrariedad y capricho, constituyendo una vía de hecho por incurrir en un 

defecto procedimental y sustantivo, tal como se apreciará en detalle, no sin antes validar el 

cumplimento de los requisitos generales que para el efecto se han establecido.  

 

3.1. Requisitos generales 

 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional: Se cumple 

a cabalidad con este requisito puesto que como se demostrará posteriormente, con las 

providencias de los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de marzo de 2021 y el 21 de abril de 

2021, mediante los cuales dio traslado para sustentar la apelación, declaró desierto el 

recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente, que en el caso concreto 

 
8 Corte Constitucional, Sentencia de Unificación 659 de 2015. M.P. Alberto Rojas Rios, expediente: T-3.795.843. 
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vulneró los derechos al acceso a la administración de justicia consagrado en el artículo 229, 

a la defensa y el derecho al debido proceso desarrollado por el artículo 29, ambos de la 

Constitución Política de Colombia. La vulneración de estos derechos de tan alta 

envergadura, que son presupuestos de un Estado Social de Derecho, hace evidente la 

relevancia constitucional del tema que se discute.  

 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial 

al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio 

iusfundamental irremediable. Este requisito se cumple de forma estricta, toda vez que frente 

a la providencia proferida el 25 de enero de 2021 por el Tribunal Superior de Villavicencio 

mediante la cual declaró desierto el recurso de apelación, se presentó y sustentó el recurso 

que procedía por la vía ordinaria. En consecuencia, al haberse agotado todos los medios de 

defensa ordinarios y extraordinarios, la acción de tutela es el único medio de defensa judicial 

con el que cuenta el accionante para defender los derechos fundamentales que han sido 

vulnerados.  

 

 c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto 

en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración. Se 

da cabal cumplimiento al presente requisito puesto que la providencia, de la cual se deriva 

la vulneración de los derechos fundamentales de mi representada, se profirió el 01 de marzo 

de 2021 y la que resolvió la súplica el 21 de abril de 2021. Por lo tanto, es evidente que, para 

la fecha de la presentación de esta acción de tutela, ha transcurrido un tiempo razonable y 

proporcionado, acorde a la magnitud de los hechos, las pretensiones, las pruebas del caso 

y los derechos fundamentales vulnerados.    

 

d. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la 

vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el 

proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible: Este requisito también se cumple a 

cabalidad, debido a que los hechos que dieron lugar a la vulneración de los derechos 

constitucionales se encuentran debidamente sustentados en el acápite anterior 

correspondiente a los hechos. De forma similar, los derechos constitucionales transgredidos 

también se encuentran plenamente identificados, en razón a que a lo largo del presente 

escrito se ha venido dejando claro que se vulneró el derecho fundamental al debido proceso, 

a la defensa y al acceso a la justicia. Finalmente, es importante reiterar que a AXA 
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COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. le fueron vulnerados sus derechos con el 

pronunciamiento de la providencia que declaró desierto el recurso de reposición habiéndolo 

sustentado dentro del término legal concedido, decisión frente a la cual se agotó el respectivo 

recurso como único medio de impugnación. 

 

 e. Que no se trate de sentencias de tutela: Este requisito se cumple en virtud de que la 

providencia que vulneró los derechos constitucionales no fue una sentencia de tutela sino 

aquel auto dictado por el Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil Familia Laboral, en el 

marco del trámite de la apelación mediante el cual declaró desierta la alzada mediante la 

cual se impugnó la decisión de primera instancia dictada por el Juzgado Tercero Civil del 

Circuito de Villavicencio. 

 

Es claro entonces, el cumplimiento estricto de todos y cada uno de los requisitos generales 

para la procedencia de la presente acción de tutela contra la providencia del Tribunal 

Superior de Villavicencio. 

 

Requisitos9 éstos de procedencia excepcional decantados en la sentencia C-590 del 8 de 

junio de 2005. 

 

 

 
9 “Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes: 
a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a 
estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a 
otras jurisdicciones[13]. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a 
resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes. 
b. Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se 
trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable[14].  De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos 
judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela 
como un mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales, de 
concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de 
las funciones de esta última. 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del 
hecho que originó la vulneración[15].  De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida 
la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una 
absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos. 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que 
se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora[16].  No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-
591-05, si la irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles 
de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en 
el litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio. 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que 
hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible[17].  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la 
acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que 
el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior 

del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos. 
f. Que no se trate de sentencias de tutela[18].  Esto por cuanto los debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden 
prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta 
Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas.”[19]  
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3.2 Requisitos especiales  

 

La sentencia C-590 del 8 de junio de 2005, además de establecer los requisitos generales, 

se señalaron las causales de procedencia especiales del amparo de tutela contra las 

providencias judiciales, así: 

  

“…Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que 

proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario 

acreditar la existencia de requisitos o causales especiales de 

procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En este 

sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una tutela contra 

una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o 

defectos que adelante se explican. 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que 

profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia 

para ello. 

 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 

completamente al margen del procedimiento establecido. 

 

c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio 

que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la 

decisión. 

 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con 

base en normas inexistentes o inconstitucionales10 o que presentan una 

evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

 

f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de 

un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una 

decisión que afecta derechos fundamentales. 

 

 
10 Sentencia T-522/01 
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g.  Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores 

judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 

decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la 

legitimidad de su órbita funcional. 

 

h.  Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por 

ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un 

derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando 

sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como 

mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido 

constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado11.” 

 

3.2.1. Defecto Procedimental Absoluto: 

 

La situación que condujo al desconocimiento del derecho fundamental al debido proceso y 

al acceso a la administración de justicia se enmarca dentro del denominado “defecto 

procedimental absoluto”, el cual es definido por la Corte Constitucional y se presenta en los 

siguientes términos:  

 

“La jurisprudencia constitucional ha identificado que una autoridad judicial 

puede incurrir en un defecto procedimental bajo dos modalidades: (a) el 

defecto procedimental absoluto ocurre cuando “se aparta por completo del 

procedimiento establecido legalmente para el trámite de un asunto 

específico, ya sea porque: i) se ciñe a un trámite completamente ajeno al 

pertinente -desvía el cauce del asunto-, o ii) omite etapas sustanciales del 

procedimiento establecido legalmente, afectando el derecho de defensa y 

contradicción de una de las partes del proceso”.12 (b) El defecto 

procedimental por exceso de ritual manifiesto, ocurre cuando la autoridad 

judicial“(…) un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un 

obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus 

actuaciones devienen en una denegación de justicia”; es decir, el 

 
11 Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y  T-1031/01. 
12 Corte Constitucional, sentencia T-327 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), reiterada en las sentencias T-352 de 2012 (MP Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub, AV Luis Ernesto Vargas Silva) y T-398 de 2017 (MP Cristina Pardo Schlesinger). 
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funcionario judicial incurre en esta causal cuando “(i) no tiene presente que 

el derecho procesal es un medio para la realización efectiva de los 

derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la verdad 

jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) 

porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha 

actuación devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales”13. 

 

De conformidad con los hechos que se han expuesto, se hace evidente el defecto 

procedimental absoluto. Lo anterior, debido a que no solamente el Tribunal Superior de 

Villavicencio aplicó el procedimiento procesalmente equivocado al recurso de apelación 

presentado por la Compañía de Seguros en septiembre del año 2018. Sino que además, 

también erró gravemente en el conteo de los términos contemplados en el artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020. En otras palabras, en el caso concreto el Tribunal Superior de 

Villavicencio incurrió en dos defectos procedimentales de suma envergadura en sus 

providencias toda vez que:  

 

Primero, pese a que el recurso fue presentado en septiembre del año 2018 y conforme al 

artículo 40 de la Ley 153 de 1887 el mismo debía tramitarse por el artículo 327 del CGP, 

toda vez que para el momento de su interposición todavía no había sido expedido el Decreto 

806 de 2020. El Tribunal Superior de Villavicencio desatiende toda la normativa procesal y 

en lugar de citar a audiencia de segunda instancia como en derecho debió hacerlo, corre 

traslado para alegar por escrito.  

 

Segundo, además de que corre traslado para alegar por escrito, aunque realmente debió 

citar a fecha de audiencia de alegatos y fallo conforme al artículo 327 del CGP, contabiliza 

equivocadamente los términos con los que contaba mi prohijada para alegar. En efecto, el 

Tribunal Superior de Villavicencio no tomó en cuenta que el artículo 14 del Decreto 806 de 

2020 establece que los 5 días para alegar por escrito iniciarán su conteo una vez quede 

ejecutoriada la providencia que admite el recurso de apelación. La literalidad de la norma 

indica que “ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, 

el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes”. 

De este modo, en el caso concreto los términos con los que contaba la Compañía de Seguros 

 
13 Corte Constitucional, sentencia T- 429 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), reiterada en la sentencia T-398 de 2017 (MP Cristina 
Pardo Schlesinger). 
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para sustentar su recurso de apelación fenecían el 05 de febrero del año 2021 y no el 2 de 

ese mismo año como lo sostuvo la entidad acá accionada. De esa manera, dado que la 

sustentación fue presentada el 04 de febrero del año 2021, no había lugar para declarar 

desierto el recurso de apelación, sino que lo jurídicamente acertado era tenerlo por 

presentado en oportunidad y así proceder con su estudio y análisis.  

 

En conclusión y por lo previamente esgrimido, es clara la existencia de dos defectos 

procedimentales absolutos. Toda vez que no solamente desatendió el artículo 40 de la Ley 

153 de 1887 al correr traslado para alegar por escrito, aunque realmente debió citar a fecha 

de audiencia del artículo 327 del C.G.P. Sino que adicionalmente, se equivoca 

flagrantemente en el conteo de los términos, puesto que no tuvo en consideración que el 

artículo 14 del Decreto 806 de 2020 indica que los 5 días para alegar por escrito iniciarán 

una vez se encuentre ejecutoriada la providencia que admite el recurso. Por lo que 

claramente la sustentación presentada el 04 de febrero de 2021 fue efectuada en 

oportunidad, y de esa forma, no era procedente declarar desierto el recurso.  

 

3.2.2. Defecto sustantivo: 

 

La situación que condujo al desconocimiento del derecho fundamental al debido proceso y 

al acceso a la administración de justicia se enmarca dentro del denominado “defecto 

sustantivo”, el cual es definido por la Corte Constitucional y se presenta en los siguientes 

términos:  

 

“Como ha sido perfilado por la jurisprudencia constitucional, se podría 

configurar un defecto sustantivo siempre que: (i) la decisión cuestionada 

se funda en una norma indiscutiblemente inaplicable al caso concreto, por 

ejemplo, ora porque la norma empleada no se ajusta al caso, no se 

encuentra vigente por haber sido derogada, o ha sido declarada 

inconstitucional; (ii) a pesar del amplio margen interpretativo que la 

Constitución le reconoce a las autoridades judiciales, la interpretación o 

aplicación que se hace de la norma en el caso concreto, desconoce 

sentencias con efectos erga omnes que han definido su alcance; (iii) 

cuando se fija el alcance de una norma desatendiendo otras disposiciones 

aplicables al caso y que son necesarias para efectuar una interpretación 
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sistemática; (iv) cuando la norma pertinente es inobservada y, por ende, 

inaplicada; o finalmente, (v) en el evento en que, no obstante la norma en 

cuestión está vigente y es constitucional, no se adecúa a la situación fáctica 

a la cual se aplicó, porque a ésta, por ejemplo, se le reconocen efectos 

distintos a los expresamente señalados por el legislador.”14. 

 

Ahora bien, el Tribunal Superior de Villavicencio incurrió en el defecto sustantivo al haber 

proferido la providencia del 01 de marzo de 2021 en los términos en que lo hizo. Toda vez 

que decidió declarar desierto el recurso de apelación tras la errada aplicación de las normas 

del procedimiento que equivocadamente asumió. Lo anterior, debido a que desconoció los 

artículos 302, 327, 624, 625 del C.G.P. y el artículo 14 del Decreto 806 de 2020 por falta de 

aplicación y aplicación debida de la totalidad de los relacionados. 

 

El Tribunal Superior de Villavicencio pese a desconocer las normas del CGP que regulan la 

apelación y tramitar la misma por las normas complementarias del Decreto 806 de 2020, las 

aplicó indebidamente y de contera vulneró de forma flagrante el derecho al debido proceso 

y al acceso a la administración de justicia. Lo anterior, sin lugar a dudas demuestra una 

errada valoración y aplicación de la norma, del cual se deriva el flagrante defecto sustantivo 

que se pone de presente. Es evidente que la aplicación equivocada del ordenamiento legal 

sobre la materia tiene la capacidad inequívoca de modificar la decisión de no tener por 

sustentada la apelación. 

 

V. FUNDAMENTOS FÁCTICOS DE LA PROCEDENCIA DE LA PRESENTE 

ACCIÓN DE TUTELA. 

 

4.1. Del defecto procedimental absoluto en que incurrió el Tribunal Superior de 

Distrito Judicial de Villavicencio en los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de 

marzo de 2021 y 21 de abril de 2021. 

 

Como se mencionó anteriormente, AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. fue 

demandada en un proceso verbal declarativo de mayor cuantía, surtido ante el Juzgado 

Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, con radicado 500013103003-2015-00416-00. El 

 
14 Corte Constitucional, Sentencia T 781-2011. M.P. Humberto Sierra Porto, expediente: T-3106156. 
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proceso ordinario hoy declarativo lo formuló el señor CARLOS JULIO HERRERA MATEUS 

quien tuvo la calidad de tomador y asegurado en el seguro de vida instrumentado en la Póliza 

No. 6002831, tomada el 25 de septiembre de 1993 con una vigencia de 20 años. Periodo en 

el que tendría que ocurrir el fallecimiento del señor Herrera Mateus para el surgimiento de la 

obligación condicional del asegurador.  

 

Con la demanda el actor pretendió obtener la efectividad del seguro sin haber ocurrido el 

riesgo de su propio fallecimiento y sin tener la calidad de beneficiario del amparo principal, 

pues había designado como beneficiarios del seguro a la compañera permanente por el 50% 

y a dos hijos por el 25%, constituyéndose únicos legitimados para reclamar. Pese a lo 

anterior, solicitó condenar a mi prohijada al pago de la suma de $628.206.215,00, por 

afectación del amparo principal, más un incremento del capital pagado por concepto de la 

prima durante 20 años e intereses de mora, sin haber ocurrido el riesgo asegurado que 

consistió en: “Colpatria, pagará hasta el valor del capital asegurado reajustado de acuerdo 

con la variación del dólar americano a los beneficiarios, en caso de fallecimiento de 

cualquiera de los asegurados, o simultáneos de ambos, ocurrido antes de la fecha de 

terminación del seguro consignado en la carátula de la póliza, cesando a partir de este pago 

cualquier otra obligación por parte de Colpatria”.  

 

AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. habiéndose notificado de la demanda el 16 de 

enero de 2017, presentó la contestación a la misma el 15 de febrero de esa anualidad. AXA 

se opuso a las pretensiones formulando varias excepciones de fondo que se encuentran en 

el escrito de contestación. 

 

Surtidas las etapas del proceso, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio profirió 

sentencia de primera instancia el 26 de septiembre de 2018, donde resolvió no declarar la 

prosperidad de las excepciones formuladas por AXA. El Despacho condenó a AXA 

COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. a pagar la suma total de DOS MIL SESENTA Y SEIS 

MILLONES CUATROCIENTOS OCHENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS VEINTINUEVE 

PESOS MCTE ($2.066.483.629). 

 

Pese a que en el contrato de seguro solo se contempló el reconocimiento de un dividendo 

en caso de que el asegurado sobreviviera al fenecer la vigencia del seguro de vida, y a que, 

dicho concepto no fue solicitado en el líbelo genitor. El juzgado desbordando sus facultades 
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reconoció tal rubro (dividendo), por un valor que también resultó evidentemente equivocado, 

ya que la suma que eventualmente podría llegarse a reconocer era de $3.767.141, pero el 

Juez de primera instancia condenó por ese solo concepto por $290.231.271 para un total de 

$2.066.483.629. El Despacho de primera instancia se abrogó una facultad extra y ultra petita, 

que está vedada para los jueces civiles. 

 

Frente a la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito 

de Villavicencio, AXA interpuso el recurso de apelación en virtud de los artículos 320, 321 y 

322 del C.G.P., ante la evidente ilegalidad de la decisión. El recurso se formuló y sustentó 

en audiencia del 26 de septiembre de 2018, siendo concedido el medio de impugnación por 

el Despacho en el efecto devolutivo. Después de transcurrir dos años y cuatro meses de 

haberse concedido el recurso de apelación, el Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil 

Familia Laboral, con gran mora procesal, mediante auto del 25 de enero de 2021, dispuso 

correr traslado a la parte apelante para sustentar la alzada so pena de declarar desierto el 

recurso. 

 

El Tribunal erró al invocar el Decreto 806 de 2020 como fundamento del traslado del recurso 

de apelación, por cuanto la normatividad vigente para la apelación era únicamente los 

artículos 322 y 327 del Código General del Proceso. Lo anterior, como quiera que el factor 

temporal del momento en que la alzada fue propuesta el 26 de septiembre de 2018 y 

concedida ese mismo día, con remisión del expediente al Superior, delimita el procedimiento 

que debe regir cuando existen otras normas que podrían aplicar. Para esa fecha, en lo que 

involucra el trámite de apelación la normatividad vigente eran las normas del Código General 

del Proceso, más no aquellas complementarias del Decreto indicado.  

 

Resulta manifiesto el yerro del juez de segunda instancia en la adopción del procedimiento 

ya que prescindió de la audiencia de sustentación de la apelación y fallo, configurando el 

error de procedimiento al adoptar un procedimiento diferente al que gobernaba en el 

momento de su formulación. Las normas del Código General del Proceso vigentes para ese 

momento exigían practicar la audiencia señalada en el artículo 327 del CGP, tal como lo 

establecen los artículos 624 y 625 del CGP:  

 

“Artículo 624. Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual 

quedará así: 
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Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los 

juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben 

empezar a regir. 

 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas 

decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los 

términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y 

las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes 

vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las 

pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los 

términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las 

notificaciones. 

 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente 

en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo 

que la ley elimine dicha autoridad”. 

 

“Artículo 625. Tránsito de legislación: 

 

Los procesos en curso al entrar a regir este código, se someterán a las 

siguientes reglas de tránsito de legislación: 

(…) 

5. No obstante lo previsto en los numerales anteriores, los recursos 

interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 

convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 

estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se 

interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las 

audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron 

los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.(…)” (Subrayado 

y negrilla fuera del texto original) 
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Incluso, pronunciamientos recientes de la Corte Suprema de Justicia han reiterado que es 

un error adoptar como trámite procesal el Decreto 806 de 2020 a las actuaciones que 

iniciaron con anterioridad a su entrada en vigencia, específicamente para el trámite de 

sustentación de la apelación. La reciente sentencia STC6687-2020 con Radicación n.° 

11001-02-03-000-2020-02048-00 producida por la Corte Suprema de Justicia, teniendo 

como ponente al Magistrado LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA, abordó el análisis de 

un caso igual al presente, donde se vulnero el derecho al debido proceso y el acceso a la 

administración de justicia por dar aplicación al Decreto 806 de 2020 cuando la apelación fue 

presentada en vigencia del artículo 327 del Código General del Proceso: 

 

“1. La controversia estriba en determinar si el tribunal accionado vulneró 

las garantías superlativas de la reclamante, al dar aplicación a lo reglado 

al artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 4 de junio de 2020, para 

rituar el recurso de apelación que ella impetró, cuando tal defensa se 

propuso en vigencia del canon 327 del Código General del Proceso. 

 

2. Para la Sala, se conculcaron derechos fundamentales al debido 

proceso y acceso a la administración de justicia porque el remedio 

vertical que la tutelante propuso, respecto a la sentencia de 14 de 

febrero de 2020, lo incoó en el momento en el cual regía el 

procedimiento señalado en la Ley 1564 de 2012, en especial, el 

mandato previsto en el precepto 327 de esa codificación.  

 

Por tanto, como el Decreto Legislativo 806 de 4 de junio de 2020, nada 

indicó sobre la transición entre una y otra reglamentación, el colegiado 

enjuiciado debió atender a la directiva general establecida en el artículo 

625 de la Ley 1564 de 2012, para los eventos en donde se introducen 

modificaciones a los procedimientos.  

 

Bajo ese horizonte, si el Decreto Legislativo 806 de 4 de junio de 2020 

modificó la manera para sustentar la apelación, así como la forma de 

resolver un mecanismo defensivo de ese talante y, además, nada esbozó 

en torno a los remedios verticales propuestos en vigencia del artículo 
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327 del Código General del Proceso, el recurso debía finiquitarse con 

la Ley anterior y no con la nueva.  

 

Al punto, el numeral 5°, artículo de la Ley 1564 de 2012, es claro en 

señalar: 

 

“(…) Artículo 625. Tránsito de legislación. Los procesos en curso al entrar 

a regir este código, se someterán a las siguientes reglas de tránsito de 

legislación: (…)”. “(…) No obstante lo previsto en los numerales anteriores, 

los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las 

audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 

estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron 

los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o 

diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes 

o comenzaron a surtirse las notificaciones (…)” (se destaca). 

 

En armonía con lo anterior, en canon 40 de la Ley 153 de 1887, modificado 

por el artículo 624 de la Ley 1564 de 2012, indica: 

 

“(…) Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de 

los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben 

empezar a regir (…)”.  

 

“(…) Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas 

decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los 

términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las 

notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes 

cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 

iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 

promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones (…)”.  

 

“(…) La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación 

vigente en el momento de formulación de la demanda con que se 
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promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad (…)” (énfasis ajeno al 

original) 

 

Así, de manera general, el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 y el canon 

625 del Código General del Proceso, consignan el principio 

retrospectividad como regla general y, de forma excepcional, el de 

ultraactividad en materia de recursos, de modo que, según el último, es del 

caso conceder el amparo invocado. 

(…) 

Se insiste, si la impulsora interpuso apelación contra la sentencia 

emitida el 14 de febrero de 2020, estando en vigor el Código General 

del Proceso, es decir, antes de expedirse el Decreto Legislativo 806 

de 4 de junio de 2020, la sustentación del recurso debía rituarse al 

tenor de lo reglado en el artículo 327 de la Ley 1564 de 2012, el cual 

expresa: 

 

“(…) Artículo 327. Trámite de la apelación de sentencias (…)”. 

 

Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, cuando se trate 

de apelación de sentencia, dentro del término de ejecutoria del auto que 

admite la apelación, las partes podrán pedir la práctica de pruebas y el juez 

las decretará únicamente en los siguientes casos (…)”.  

 

“(…)”.  

 

“(…) Ejecutoriado el auto que admite la apelación, el juez convocará a 

la audiencia de sustentación y fallo. Si decreta pruebas, estas se 

practicarán en la misma audiencia, y a continuación se oirán las 

alegaciones de las partes y se dictará sentencia de conformidad con la 

regla general prevista en este código (…)”.  

 

“(…) El apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los argumentos 

expuestos ante el juez de primera instancia (…)” (énfasis extexto). 
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Así, el ad quem confutado debió proceder de la manera exigida por ese 

precepto y no como lo dispone, ahora, el canon 14 del Decreto Legislativo 

806 de 4 de junio 20203, según el cual, en firme el proveído que admite la 

apelación y define lo pertinente sobre el decreto de pruebas, dará cinco (5) 

días de traslado al recurrente para que lo sustente por escrito, so pena de 

declararlo desierto. 

 

A pesar de la directriz sobre el tránsito de legislación en materia de 

recursos, el colegiado demandado la desconoció y dio aplicación inmediata 

a la aludida normatividad para reanudar el trámite de los procesos, ante la 

pandemia generada por la “COVID19”.  

 

El respeto por el paso de una Ley procesal a otra no podía soslayarse 

porque, amén de conculcar el debido proceso de la promotora, ello en 

manera alguna se opone a la práctica de las audiencias orales virtuales.”. 

(Subrayado y negrilla fuera del texto original) 

 

Conforme lo expuesto sin lugar a dudas demuestra una errada utilización y aplicación del 

procedimiento para el trámite de la apelación presentada por AXA Colpatria Seguros de Vida 

S.A., del cual se deriva el flagrante defecto procedimental que se puso de presente. Lo 

anterior, en tanto el Tribunal Superior de Villavicencio para evacuar la alzada debió aplicar 

el artículo 327 del C.G.P. y citar para audiencia de sustentación y sentencia, pero bajo ningún 

escenario aplicar el artículo 14 del Decreto 806 de 2020 que no estaba vigente para el 26 de 

septiembre de 2020. Se reitera, que la transición de las normas temporales del proceso 

judicial se regula íntegramente por el artículo 40 de la Ley 153 de 1887. Por ese motivo, es 

evidente que no podía el Tribunal correr traslado para alegar por escrito, cuando lo 

jurídicamente acertado consistía en citar a fecha de audiencia.  

 

Es evidente que la aplicación equivocada del ordenamiento legal sobre la materia tiene la 

capacidad inequívoca de modificar la decisión de no tener por sustentada la apelación.  
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4.2. Del Defecto Sustantivo y procedimental absoluto en que incurrió el Tribunal 

Superior de Distrito Judicial de Villavicencio en los Autos del 25 de enero de 

2021, 01 de marzo de 2021 y 21 de abril de 2021. 

 

Sin perjuicio del error procedimental, se quiere poner de presente al Juez de tutela que 

incluso habiendo el Tribunal adoptado un trámite procesal que no corresponde, incurrió 

también en un Defecto Sustantivo. Lo anterior, en virtud a que tampoco dio correcta 

aplicación a las normas positivas que regulan el trámite de apelación y que conceden la 

prerrogativa temporal al apelante de sustentar sus reparos en contra de la sentencia de 

primera instancia concedidas en las disposiciones del Decreto 806 de 2020. 

 

En el artículo 14 del Decreto en comento, establece la oportunidad para sustentar el recurso 

de apelación es dentro de los 5 días después de ejecutoriado el auto que lo admite, de la 

siguiente manera: 

 

“(…) 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud 

de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar 

dentro de los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá 

traslado a la parte contraría por el término de 5 días. Vencido el término de 

traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no 

se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (…)” 

(Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

Así mismo, en el artículo 302 del CGP, se consagra el término de ejecutoria de las 

providencias dictadas en audiencia y fuera de ellas: 

 

“Artículo 302. Ejecutoria 

Las providencias proferidas en audiencia adquieren ejecutoria una vez 

notificadas, cuando no sean impugnadas o no admitan recursos. 

 

No obstante, cuando se pida aclaración o complementación de una 

providencia, solo quedará ejecutoriada una vez resuelta la solicitud. 
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Las que sean proferidas por fuera de audiencia quedan ejecutoriadas 

tres (3) días después de notificadas, cuando carecen de recursos o 

han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren 

procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los 

interpuestos.” (Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

El Auto del 25 de enero de 2021, no solo se profirió fuera de audiencia, sino más de dos 

años después de concederse el recurso. El auto mediante el cual se dio traslado a mi 

prohijada para la sustentación de la apelación, fue publicado en el micrositio del Tribunal 

Superior de Villavicencio Sala Civil Familia Laboral, en los estados del 26 de enero de 2021. 

Acatando la instrucción judicial AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. sustentó los reparos del 

recurso de apelación mediante memorial por mensaje electrónico del 04 de febrero de 2021, 

dentro del término legal otorgado por el Tribunal Superior de Villavicencio, señalado en el 

artículo 14 del Decreto estudiado. 

 

Sin embargo y de forma totalmente equivocada, el recurso de apelación fue declarado 

desierto, por cuanto el juzgador de segunda instancia contra quien se dirige la tutela 

consideró que mi prohijada no sustentó el recurso de alzada. En su criterio fue 

extemporáneo, como lo indicó en el Auto del 01 de marzo de 2021, donde motivó: 

 

“De acuerdo con lo señalado en el artículo 9º ejusdem, la anterior decisión 

fue notificada por anotación en estados electrónicos del día 26 de enero de 

2021, tal y como se aprecia en la página web de la Rama Judicial. Así las 

cosas, el término para sustentar la alzada inició el 27 de enero de 2021 y 

terminó el día 02 de febrero del 2021.” 

 

En la parte resolutiva decidió: 

 

“PRIMERO: DECLARAR desierto el recurso de apelación interpuesto por 

la parte apelante, contra la sentencia proferida el 26 de septiembre de 

2018, por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio – Meta, de 

conformidad con lo señalado en la parte motiva” (…). 
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En consecuencia, mi prohijada impugnó la decisión que declaró desierto el recurso de 

apelación. El medio de impugnación interpuesto en contra de la providencia que declaró 

desierto el recurso de apelación, fue resuelto el 21 de abril de 2021 por la Sala Laboral del 

Tribunal Superior de Villavicencio y confirmó el Auto del 01 de marzo de 2021, condenando 

a mi prohijada en costas y agencias en derecho. 

 

En virtud de lo anterior, el Tribunal Superior de Villavicencio incurrió en un defecto sustantivo, 

por cuanto incurrió en un yerro por no dar correcta aplicación al artículo 302 del CGP y el artículo 

14 del Decreto 806 de 2020, al iniciar el cómputo de los 5 días de traslado, sin contemplar el 

término de la ejecutoria del auto del 25 de enero de 2021, que fue de 3 días. Máxime, cuando el 

artículo 14 del mentado Decreto 806 de 2020 señala explícitamente la ejecutoria del auto para 

que proceda el conteo de los 5 días de traslado: “Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el 

que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro 

de los cinco (5) días siguientes. 

 

Es decir, en aplicación del término concedido por el Despacho de segunda instancia, éste ignoró 

que AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. contaba en total con 3 días para la ejecutoria 

del auto, más los 5 días del término del traslado, para 8 días en total. Como el auto fue publicado 

en el micrositio del Tribunal en el estado del 26 de enero de 2021, los días miércoles 27, jueves 

28 y viernes 29 de enero de 2021, fueron los días en los que el Auto del 25 de enero de 2021 

cobró firmeza. De forma consecuencial, posteriormente se contaba el término del traslado los 

días lunes 1, martes 2, miércoles 3, jueves 4 y viernes 5 de febrero de 2021 para radicar la 

sustentación ante el Tribunal. Pero habiendo radicado la sustentación el 04 de febrero de 2021 

el Tribunal declaró desierto el recurso mediante Auto del 01 de marzo de 2019. 

 

En efecto, el Tribunal Superior de Villavicencio no tomó en cuenta que el artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020 establece que los 5 días para alegar por escrito iniciarán su conteo una 

vez quede ejecutoriada la providencia que admite el recurso de apelación. La literalidad de 

la norma indica que “ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de 

pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días 

siguientes”. De este modo, en el caso concreto los términos con los que contaba la 

Compañía de Seguros para sustentar su recurso de apelación fenecían el 05 de febrero del 

año 2021 y no el 2 de ese mismo año como lo sostuvo la entidad acá accionada. De esa 

manera, dado que la sustentación fue presentada el 04 de febrero del año 2021, no había 
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lugar para declarar desierto el recurso de apelación, sino que lo jurídicamente acertado era 

tenerlo por presentado en oportunidad y así proceder con su estudio y análisis.  

 

Al considerar las anteriores actuaciones surtidas por el Tribunal Superior de Villavicencio, es 

evidente que incurrió en una violación al debido proceso y el derecho de defensa e impidió el 

acceso a la administración de justicia de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., dado que 

tuvo por no sustentado el recurso de apelación cuando sí lo estuvo. Así entonces, sin lugar a 

dudas se demuestra una errada valoración y aplicación de la norma, del cual se deriva el 

flagrante defecto sustantivo que se pone de presente. Es evidente que la aplicación equivocada 

del ordenamiento legal sobre la materia tiene la capacidad inequívoca de modificar la decisión 

de no tener por sustentada la apelación y retrotraer la actuación para dar aplicación al 

procedimiento que impera en trámite de apelación. 

 

VI. PETICIONES 

 

PRIMERA: Que se DECLARE que el Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil Familia 

Laboral, al proferir los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de marzo de 2021 y el 21 de abril 

de 2021, mediante los cuales dio traslado para sustentar la apelación, declaró desierto el 

recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente, vulneró los derechos 

fundamentales de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. al acceso a la administración 

de justicia consagrado en el artículo 229, a la defensa y al debido proceso señalado en el 

artículo 29, todos de la Constitucional Política de Colombia.  

 

SEGUNDA: Que se DECLARE que el Tribunal Superior de Villavicencio incurrió en un 

defecto procedimental absoluto al proferir los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de marzo 

de 2021 y el 21 de abril de 2021, mediante los cuales dio traslado para sustentar la apelación, 

declaró desierto el recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente, al haber 

adoptado el trámite de apelación de sentencias dispuesto en el Decreto 806 de 2020, cuando 

gobernaban las normas del Código General del Proceso para la apelación formulada el 26 

de septiembre de 2018 y mediante el procedimiento dispuesto en el artículo 327 debió 

evacuarse el medio de impugnación, de conformidad con lo señalado en el artículo 40 de la 

Ley 153 de 1887. 
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TERCERA: Sin perjuicio del error de procedimiento, DECLARE además que el Tribunal 

Superior de Villavicencio incurrió en un defecto sustantivo, al inaplicar el artículo 302 del 

Código General del Proceso y el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, al proferir los Autos 

del 01 de marzo de 2021 y el 21 de abril de 2021, mediante los cuales declaró desierto el 

recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente, cuando fue efectivamente 

sustentado dentro del término legal. 

 

CUARTA: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones y también como medida 

tendiente a proteger y amparar los derechos fundamentales constitucionales al acceso a la 

administración de justicia, a la defensa  y al debido proceso de AXA COLPATRIA SEGUROS 

DE VIDA S.A., se DECLARE LA NULIDAD de lo actuado desde el Auto del 25 de enero de 

2021 y se extiende a los , 01 de marzo de 2021 y el 21 de abril de 2021, mediante los cuales 

dio traslado para sustentar la apelación, declaró desierto el recurso de apelación y confirmó 

su decisión respectivamente, proferidos por el Tribunal Superior de Villavicencio. 

 

QUINTA: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones, y como medida 

tendiente a proteger y amparar los derechos fundamentales constitucionales al acceso a la 

administración de justicia, a la defensa y al debido proceso de AXA COLPATRIA SEGUROS 

DE VIDA S.A., se le ORDENE al Tribunal Superior de Villavicencio, volver a emitir el auto 

que admita el recurso de apelación y cite a audiencia de sustentación de fallo y sentencia, 

en estricta aplicación del artículo 327 del CGP en el trámite del recurso de apelación.  

 

SUBSIDIARIAS 

 

PRIMERA: Que se DECLARE que AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. tuvo hasta 

el 05 de febrero de 2021, para sustentar el recurso de apelación, en virtud de la prerrogativa 

temporal de los artículos 302 del CGP y el artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

 

SEGUNDA: Se DECLARE que al haberse radicado la sustentación del recurso de apelación 

el 04 de febrero de 2021, la misma fue oportunamente presentada dentro del término 

legalmente previsto para ese efecto. 

 

TERCERA:  Se DECLARE que la nulidad de los autos 01 de marzo de 2021 en el cual se 

declaró desierto el recurso de apelación y del 21 de abril de 2021 que confirmó el auto del 
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01 de marzo previamente identificado, por violación del Decreto 806 de 2020 y el artículo 

302 del CGP, que establece el término de ejecutoria de las providencias. 

 

CUARTA: Como consecuencia de lo anterior, ORDENE al Tribunal Superior de Villavicencio 

a estudiar y resolver el recurso de apelación presentado el 26 de septiembre de 2018 y 

sustentado el 04 de febrero de 2021, como en derecho corresponda. 

  

VII. JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento, manifiesto a este Despacho que ni mí representado ni el 

suscrito hemos interpuesto otra acción de tutela por los mismos hechos, tendiente a que se 

amparen los mismos derechos fundamentales constitucionales ni entre las mismas partes 

señaladas en este escrito. 

 

VIII. COMPETENCIA 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política de 1991, por 

el capítulo II del Decreto 2591 de 1991, y el numeral segundo del artículo primero del Decreto 

1382 de 2000, cuando una acción de tutela se promueva en contra de un funcionario o 

corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado o a la 

sala correspondiente en el caso de la alta corte. 

 

IX. PRUEBAS 

 

A. Documentales  

1. Demanda. 

2. Contestación a la demanda. 

3. Fallo de primera instancia. 

4. Auto que admite la apelación. 

5. Auto que corre traslado para sustentar la apelación del 25 de enero de 2021. 

6. Soporte de radicación electrónica del memorial de sustentación de los reparos. 

7. Sustentación del recurso de apelación. 

8. Auto que declara desierto el recurso de apelación del 01 de marzo de 2021. 

9. Recurso de súplica en contra del Auto del 01 de marzo de 2021. 
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10. Auto mediante el cual el Tribunal confirma la decisión de declarar desierto el 

recurso de apelación del 21 de abril de 2021. 

11. Derecho de petición JUEZ TERCERO (3) CIVIL DEL CIRCUITO DE 

VILLAVICENCIO. 

12. Derecho de petición TRIBUNAL SUPERIOR DE VILLAVICENCIO – SALA CIVIL 

FAMILIA LABORAL. 

 

B. OFICIOS. 

 

1.1. Respetuosamente solicito al Despacho se oficie al JUEZ TERCERO (3) CIVIL 

DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO a fin trasladar copia íntegra de todo el 

expediente del proceso judicial con radicado 50001-3103-003-2015-00416-00, 

con destino a la Corte Suprema de Justicia para que obtenga la información 

correspondiente para resolver el presente amparo constitucional solicitado a favor 

de mi prohijada. Vale la pena agregar, que el citado expediente se encuentra en 

poder del mencionado Despacho, ya que fue ese Juzgado que conoció del 

proceso ordinario hoy verbal en primera instancia. 

 

Esta solicitud se formula teniendo en cuenta que no fue posible obtener esta 

información por vía del Derecho de Petición que fue efectivamente radicado ante 

la mencionada entidad en cumplimiento de lo ordenado por el numeral 10 del 

artículo 78 del C.G.P.  

 

El propósito de la exhibición de este documento, de estos documentos consiste 

en integrar a la presente acción constitucional los documentos que sustentan la 

violación del derecho de defensa, debido proceso y acceso a la administración de 

justicia. 

 

El JUZGADO TERCERO (3) CIVIL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO, puede 

ser notificado al correo electrónico: ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

1.2. Respetuosamente solicito al Despacho se oficie al TRIBUNAL SUPERIOR DE 

VILLAVICENCIO – SALA CIVIL FAMILIA LABORAL a fin trasladar copia íntegra 

de todo el expediente del proceso judicial con radicado 50001-3103-003-2015-
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00416-00, con destino a la Corte Suprema de Justicia para que obtenga la 

información necesaria para resolver el presente amparo constitucional solicitado 

a favor de mi prohijada. Vale la pena agregar, que el citado expediente se 

encuentra en poder del mencionado Despacho, ya que fue el Tribunal Superior de 

Villavicencio quien declaró desierto el recurso de apelación en calidad de juez de 

segunda instancia. 

 

Esta solicitud se formula teniendo en cuenta que no fue posible obtener esta 

información por vía del Derecho de Petición que fue efectivamente radicado ante 

la mencionada entidad en cumplimiento de lo ordenado por el numeral 10 del 

artículo 78 del C.G.P.  

 

El propósito de la exhibición de este documento, de estos documentos consiste 

en integrar a la presente acción constitucional los documentos que sustentan la 

violación del derecho de defensa, debido proceso y acceso a la administración de 

justicia. 

 

El TRIBUNAL SUPERIOR DE VILLAVICENCIO – SALA CIVIL FAMILIA 

LABORAL, puede ser notificado al correo electrónico: 

secscflvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

C. EXHIBICIÓN DE DOCUMENTOS: 

 

1.1. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 265 y siguientes del C.G.P., 

comedidamente ruego se ordene al TRIBUNAL SUPERIOR DE 

VILLAVICENCIO exhibir todo el expediente del proceso judicial con radicado 

50001-3103-003-2015-00416-00, con destino a la Corte Suprema de Justicia 

para que obtenga la información necesaria para resolver el presente amparo 

constitucional solicitado a favor de mi prohijada. 

 

El propósito de la exhibición de este documento, de estos documentos consiste 

en integrar a la presente acción constitucional los documentos que sustentan la 

violación del derecho de defensa, debido proceso y acceso a la administración 

de justicia. 
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Por otro lado, vale la pena agregar, que el citado expediente se encuentra en 

poder del mencionado Despacho, ya que fue el Tribunal Superior de Villavicencio 

quien declaró desierto el recurso de apelación en calidad de juez de segunda 

instancia. 

 

El TRIBUNAL SUPERIOR DE VILLAVICENCIO – SALA CIVIL FAMILIA 

LABORAL, puede ser notificado al correo electrónico: 

secscflvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

1.2. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 265 y siguientes del C.G.P., 

comedidamente ruego se ordene al JUEZ TERCERO (3) CIVIL DEL CIRCUITO 

DE VILLAVICENCIO exhibir todo el expediente del proceso judicial con radicado 

50001-3103-003-2015-00416-00, con destino a la Corte Suprema de Justicia 

para que obtenga la información necesaria para resolver el presente amparo 

constitucional solicitado a favor de mi prohijada. 

 

El propósito de la exhibición de este documento, de estos documentos consiste 

en integrar a la presente acción constitucional los documentos que sustentan la 

violación del derecho de defensa, debido proceso y acceso a la administración 

de justicia. 

 

Por otro lado, vale la pena agregar, que el citado expediente se encuentra en 

poder del mencionado Despacho, ya que fue ese Juzgado que conoció del 

proceso ordinario hoy verbal en primera instancia. 

 

El JUZGADO TERCERO (3) CIVIL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO, puede 

ser notificado al correo electrónico: ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

X.  ANEXOS 

 

1. Poder especial conferido por el AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. para 

presentar acción de tutela.  
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2. Documentos enumerados en el capítulo de pruebas documentales. 

 

3. Certificado de existencia y representación legal de AXA COLPATRIA SEGUROS DE 

VIDA S.A. emitido por la Superintendencia Financiera de Colombia. 

 

 

XI. NOTIFICACIONES 

 

 

• El suscrito recibirá notificaciones en la Carrera 11A No. 94A-56, oficina 402 de la 

ciudad de Bogotá D.C. Correo electrónico: notificaciones@gha.com.co 

 

 

• AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A, en la Carrera 7 No. 24 – 89 P 7 de la 

ciudad de Bogotá. Correo electrónico: notificacionesjudiciales@axacolpatria.co 

 

 

• TRIBUNAL SUPERIOR DE VILLAVICENCIO – SALA CIVIL FAMILIA LABORAL, 

ubicado en el Palacio de Justicia, en la Carrera 29 No. 33 B - 79 de la ciudad de 

Villavicencio. Correo electrónico: secscflvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

 

• JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO, en calidad de 

juez de primera instancia que profirió el fallo objeto de apelación, mismo que 

concedió el medio de impugnación ante el Tribunal Superior de Villavicencio por 

considerar cumplidos los presupuestos de los artículos 320, 321 y 322 del CGP. El 

Despacho está ubicado en Carrera 29 No. 33 B - 79 de la ciudad de Villavicencio. 

Correo electrónico: ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
 

• CARLOS JULIO HERRERA MATEUS, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

17.351.495, quien tiene la calidad de demandante dentro del proceso ordinario 

50001-3103-003-2015-00416-00, domiciliado en la Calle 19 No. 7 – 87 en el 

Municipio de San Martín – Meta. El demandante está representado en el proceso 

http://www.gha.com.co/
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judicial por el Dr. Ernesto Rodríguez Riveros, con oficina en la Calle 40 No. 32 – 50 

Oficina 609 Edificio Comité de Ganaderos de Villavicencio Meta. Correo electrónico: 

ernesto16182@hotmail.com 

 

De los Honorables Magistrados, con toda atención y respeto, 

 

Cordialmente, 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 

C.C. No. 19.395.114 de Bogotá 

T.P. No. 39.116 del C. S. J.  

 

 

http://www.gha.com.co/
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Honorable 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA – SALA (REPARTO) 

E. S. D. 

 
 

Referencia: Acción de tutela de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., en contra del 

AUTO del 01 de marzo de 2021 proferida por el TRIBUNAL SUPERIOR DE 
VILLAVICENCIO – SALA CIVIL FAMILIA LABORAL mediante la cual declaró desierto el 
recurso de apelación sustentado ante esa corporación el 04 de febrero de 2021. 

 

PAULA MARCELA MORENO MOYA, mayor de edad, vecina de Bogotá, identificada con 
la cédula de ciudadanía No. 52.051.695 de Bogotá D.C., en mi calidad de representante 
legal de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A legalmente constituida, domiciliada 
en Bogotá, sometida al control y vigilancia permanente de la Superintendencia Financiera, 

tal como consta en el certificado anexo, manifiesto que confiero poder especial amplio y 
suficiente al Dr. GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, domiciliado en 
Cali, identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá, abogado portador 
de la tarjeta profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, correo 

notificaciones@gha.com.co para que formule acción de tutela en contra del Auto del 01 de 
marzo de 2021 proferida por el TRIBUNAL SUPERIOR DE VILLAVICENCIO - CIVIL 
FAMILIA LABORAL mediante la cual declaró desierto el recurso de apelación sustentado 

ante esa corporación el 04 de febrero de 2021, en contra del Auto del 21 de abril de 2021 
que confirmó la decisión de declarar desierto el mismo y asuma la defensa de los intereses 
de la compañía que represento conculcados con las providencias. El apoderado con todas 

las facultades necesarias para el cabal cumplimiento de su gestión. 

 

Sírvase reconocerle personería en los términos de ley. 

Atentamente, 

PAULA MARCELA MORENO MOYA 
C.C. No. 52.051.695 de Bogotá 

 
 

Aceptamos: 

 
 

 

 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 

C.C. No. 19.395.114 de Bogotá 

T.P. No.39.116 del C.S.J 
notificaciones@gha.com.co 
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Radicación n° 11001-02-03-000-2021-01676-00 

 

Bogotá, D.C., veintiocho (28) de mayo de dos mil veintiuno 

(2021). 

 

Conforme a lo previsto en los Decretos 2591 de 1991, 1069 

de 2015 y 333 de 2021, en concordancia con el artículo 86 de la 

Constitución Política, se avoca conocimiento de la acción de 

tutela promovida por AXA Colpatria Seguros de Vida SA contra 

la Sala Civil-Familia-Laboral del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Villavicencio. 

 

Por la Secretaría de esta Sala entérese de la instauración de 

esta acción por el medio más expedito a las partes y terceros 

intervinientes, en el amparo promovido por Carlos Julio Herrera 

Mateus contra la accionante (radicado 50001-31-53-003-2015-

00416); para que puedan ejercer el derecho de defensa y 

contradicción.  

 

Adicionalmente, la secretaría deberá certificar si sobre el 

asunto se surtió o se surte algún trámite ante esta Sala. 

 

Se reconoce al abogado Gustavo Alberto Herrera Ávila 

como apoderado judicial de la parte actora.  

 

Notifíquese a las partes dentro de las presentes diligencias 

constitucionales y solicítesele a los accionados rendir el informe 

a que alude el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991. 

 

 

 

 

 

 

AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

Magistrado 
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     ERNESTO RODRÍGUEZ RIVEROS 
Abogado 

                                                                                                     Especializado  

Doctor. 
AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
Magistrado Corte Suprema de Justica Sala de Casación civil 
E.                            S.                           D. 

 

Ref.- Proceso.     Acción de Tutela 
        Accionante      Axa Colpatria Seguros De Vida SA 
        Demandada.    Sala Civil Familia Laboral Tribunal Superior de Villavicencio. 
 Radicación.    11001-02-03-000-2021-01676-00 
 

Asunto. Contestación Acción De Tutela.  

 

ERNESTO RODRÍGUEZ RIVEROS, abogado en ejercicio, identificado civil y 

profesionalmente como aparece junto a mi firma, en mi condición de apoderado 

judicial del señor CARLOS JULIO HERRERA MATEUS, dentro del proceso 

ordinario declarativo N°500013153003201500416-01,adelantado en contra de Axa 

Colpatria Seguros De Vida SA; acción esta, que ha motivado la promoción de la 

presente acción constitucional de la referencia, y atendiendo el traslado, el cual me 

fuera notificado vía correo electrónico, me permito dar contestación a esta acción 

en los siguientes:   

 

Preámbulo A La Contestación De La Acción  

 

Se duele la accionante Axa Colpatria Seguros De Vida S.A., porque en su 

sentir la Sala Civil Familia Laboral del Tribunal superior de Villavicencio Meta, 

al haber declarado desierto el recurso de apelación mediante auto del primero 

(01) de marzo de 2021, violó los derechos fundamentales de acceso a la 

administración de justicia a la defensa y al debido proceso. 

 

De vieja data y por jurisprudencia reiterada de estas altas corporaciones, se 

ha establecido la procedencia excepcional de la acción de tutela, en contra 

de decisiones judiciales, como último mecanismo en una contienda judicial, sin 

entenderla como otra instancia, y mucho menos, para revivir términos 

legalmente concedidos, y que por incuria, de quien no los utilizó en su 

oportunidad procesal, que por negligencia o desconocimiento de la 

normatividad vigente, pretenda a través de esta acción constitucional 

restablecer el susodicho término. 
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En el caso bajo estudio, y puesto a consideración de su señoría, Honorable  

Magistrado Constitucional, hay que indicar que la accionante, considera 

quebrantados los derechos fundamentales reclamados, por la no aplicación 

integra del artículo 327 del C.G.P., y la aplicación de Decreto 806 del 04 de 

junio de 2020, el cual merece un análisis detenido, con fundamento en la 

CONSTITUCIONALIDAD declarada por la honorable Corte Constitucional, 

según la Sentencia C-420 del 24 de septiembre de 2020, del Decreto antes 

aludido. 

 

Fue de público conocimiento la declaratoria del Estado de Emergencia económica y 

social; que decretó el gobierno nacional con fundamento en el artículo 215 de la 

constitución Policita, el cual dispuso la expedición del decreto 637 de 2020, que así 

la determinó; como consecuencia de la pandemia que enfrenta el mundo entero, 

denominada COVID-19; situación que le permito al Estado, expedir una serie de 

decretos con fuerza de ley, con el ánimo de salvaguardar la salud y la reactivación 

de la economía, y actividades laborales, dentro de las cuales, se incluyó el servicio 

de la administración de justicia, es así como se expide el decreto 806 del 04 de 

Junio de 2020, cuyo objeto principal, fue la modificación del C.G.P., de manera 

transitoria, y por espacio de dos años, desde su publicación, para garantizar el 

servicio público de administración de justicia. 

 

Luego entonces lo dispuesto en el decreto 806 de junio 4 de 2020, es de obligatorio 

cumplimiento, y permite el abandono transitorio de los artículos del C.G.P., que 

fueron afectos con esta disposición, cuya única finalidad, no fue otra que 

salvaguardar derechos fundamentales, como el derecho al trabajo, el acceso a la 

administración de justicia y contribuir con la reactivación económica afectada 

por la pandemia del Covid-19. 

 

De ahí que, con base en lo dispuesto en el mencionado decreto y el marco sanitario 

declarado por el ministro de Salud y Protección Social, el Consejo Superior de la 

Judicatura, adoptó múltiples medidas con el propósito de controlar, prevenir y mitigar 

la emergencia, proteger la salud de los operadores judiciales, abogados y usuarios 

de la Rama Judicial, y asegurar la prestación del servicio, mediante la adopción de 

protocolos de bioseguridad y el uso de tecnologías y herramientas telemáticas. 

 

 Por lo tanto, la aplicación de lo ordenado en del decreto 806 de junio 4 de 2020, es 

de obligatorio cumplimiento, y, en modo alguno quebranta derechos fundamentales 

como los aquí reclamados, ya que como está determinada la disposición, fue 

expedida precisamente con la  finalidad de garantizar derechos fundamentales como 

el trabajo, acceso a la administración de justicia, al debido proceso y derecho de 

defensa; toda vez que permite a las partes, sujetos procesales y mandatarios 
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judiciales, su participación activa dentro de la actividad judicial;  ya que por efectos 

de la pandemia, la actividad judicial duró suspendida desde el 16 de marzo de 2020 

hasta el 1 de julio del mismo año, y esa suspensión,  que fue obligada y por fuerza 

mayor, si venia afectando los derechos fundamentales antes indicados, de ahí la 

naturaleza y razón para hacerle modificaciones al C.G.P. de manera transitoria,  y 

que su aplicabilidad en ningún momento ha violado ningún derecho fundamental; 

cosa distinta, fue que en el caso presente, la accionante dejó vencer el término para 

sustentar el recurso de apelación interpuesto, en pretérita oportunidad contra la 

sentencia de primer grado, y ahora pretenda a través de esta acción constitucional  

revivirlo. 

 

Ahora bien, dijo la Corte Constitucional en su estudio de Constitucionalidad del 

decreto 806 de junio 4 de 2020, sentencia C-420 de septiembre 20 de 2020, que:  

 

’Artículo 1. Objeto. Este decreto tiene por objeto implementar el uso de 

las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales y agilizar el trámite de los procesos judiciales ante 

la jurisdicción ordinaria en las especialidades civil, laboral, familia, 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, jurisdicción constitucional y 

disciplinaria, así como, las actuaciones de las autoridades 

administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales y en los procesos 

arbitrales, durante el término de vigencia del presente decreto. 

Adicionalmente, este decreto pretende flexibilizar la atención a los 

usuarios del servicio de justicia y contribuir a la pronta reactivación de las 

actividades económicas que dependen de este’’. 

… 

Continúo diciendo: 

 

“La emergencia económica causada por la COVID-19, ha impactado 

gravemente la adecuada prestación del servicio público de 

administración de justicia en Colombia y en el mundo. En efecto, la OCDE 

reconoció que la pandemia ha afectado “la posibilidad de las personas 

de acudir a la administración de justicia y recibir una respuesta idónea y 

efectiva en un tiempo razonable”1. En Colombia, la pandemia ha (i) 

puesto en riesgo sanitario a los servidores públicos de la Rama Judicial; 

(ii) limitado el goce y ejercicio del derecho de acceso a la administración 

de justicia; (iii) afectado la actividad económica y el derecho al trabajo de 

los abogados e individuos cuyo sustento depende del funcionamiento de 

la administración de justicia2; y (iv) agravado la congestión judicial.  
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El Decreto Legislativo 806 de 2020, fue expedido con el objeto de atender 

estas problemáticas. Para el efecto, previó 16 artículos que pueden 

clasificarse en dos ejes temáticos. El primer eje temático (arts. 1° - 4º) 

prevé las finalidades específicas del Decreto sub examine, las reglas 

generales para la implementación de las TIC en los procesos judiciales y 

los deberes de los sujetos procesales y autoridades judiciales en relación 

con el uso de estas tecnologías. El segundo eje temático (arts. 5° - 15°) 

instituye modificaciones a los estatutos procesales ordinarios, en 

particular, a la práctica y trámite de diversos actos procesales y 

actuaciones judiciales. A continuación, la Corte describirá el alcance de 

cada una de estas medidas. 

          …” 

Atendiendo lo dispuesto en párrafo que antecede y expresamente a lo que interesa 

para el caso bajo estudio, es decir, al artículo 327 del C.G.P. y modificado por el 

artículo 14 del mencionado decreto la Corte Constitucional en la citada sentencia de 

constitucional preciso: 

 
“El artículo 14º del Decreto Legislativo sub examine introduce tres 

cambios provisionales al trámite del recurso de apelación en los casos 

en los que no sea necesario practicar pruebas para resolverlo: (i) dispone 

que la sustentación y el traslado se harán por escrito; (ii) elimina el deber 

de realizar la audiencia de sustentación y fallo a la que se refiere el 

artículo 327 del CGP y (iii) prescribe que el juez deberá proferir 

sentencia escrita”. (negrillas y subrayas por fuera de texto) 

 

De lo que resulta claro honorable magistrado que el artículo 14 del decreto 806 de 

junio de 2020, modifico lo establecido en el artículo 327 del C.G.P., y por lo tanto no 

era menester pensar que se indicara transito legislativo alguno para determinar a 

qué proceso aplicar y a cuáles no, por la potísima razón que el decreto 806 de junio 

de 2020, fue expido en estado de excepción de emergencia, y su finalidad fue la 

reactivación inmediata de la administración de justicia, minimizando el riesgo de 

contagio de los administradores de justicia y demás usuarios. 

 

Por lo que es preciso indicar que en la reforma introducida por el decreto 806 de 

junio de 2020, mal puede pensarse en una transición legislativa, como la prevé el 

artículo 624 del C.G.P., pues esta esta normativa aplica exclusivamente para leyes 

procesales permanentes, y no en situaciones de emergencia inmediata como la 

que vivimos, de no ser así, implicaría dosificar la aplicación en el tiempo del 

mencionado decreto, e impedir su aplicación en forma inmediata a la totalidad de 

los proceso en curso, desnaturalizando  las características esenciales que deben 

reunir la norma para su validez constitucional, porque su expedición  es para 
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solucionar la crisis de declaratoria del Estado de Emergencia económica y social, 

que fue declarada como consecuencia de la pandemia que enfrenta el mundo 

entero, y que  nuestra nación no es la excepción; luego entonces someter el decreto 

806 de Junio 4 de 2020, a las condiciones de la transición que establece el 

mencionado artículo, implicaría una inseguridad jurídica, violación del derecho de 

Igualdad, y desnaturalizar el estado de emergencia decretado por el gobierno 

nacional. 

 

De no ser así como se expuso en precedencia, en primer lugar  quedaría a merced 

de las partes de un proceso, o del administrador de justicia, aplicar la norma según 

la conveniencia del interesado, y por otra parte se dice que violaría el derecho 

igualdad, en el entendido que solamente se les podría aplicar  el decreto 806 de 

2020, a los procesos cuyas apelaciones surgieron con posteridad a dicha 

disposición, mientras que aquellas acciones judiciales que llevan dos y tres años de 

haberse interpuesto el recurso de alzada, no tendrían la posibilidad de contar con el 

trámite indicado en el decreto, tantas veces citado, y finamente no existirán razones 

constitucionales para haber decretado el estado de emergencia social y económica 

y expedir esta norma que transitoria  modificó el C.G.P. 

    

Lo expuesto en líneas que anteceden, encuentra respaldo en el precedente 

Jurisprudencial horizontal proferido en el Expediente 23-001-31-03-001-2015-

00405-01 de fecha 30 de junio de 2020, por el honorable Tribunal Superior Del 

Distrito Judicial de Montería Sala Tercera de Decisión Civil-Familia Laboral M.P. 

Carmelo Del Cristo Ruiz Villadiego, que sobre el controvertido tema de la NO 

aplicabilidad del artículo 624 del C.G.P., en situación de estados de excepción 

preciso:    

 

“3.1. Lo primero a tener en cuenta es que, el Decreto en mención fue 

expedido por el gobierno nacional, en desarrollo del actual “Estado de 

Emergencia Económica, Social y Ecológica”, que fue declarado mediante 

Decreto 417 del 17 de marzo de 2020. Es decir, al tenor de lo dispuesto 

en el inciso segundo del artículo 215 de la Constitución, es uno de esos 

«Decretos con fuerza de ley, destinados exclusivamente a conjurar la 

crisis y a impedir la extensión de sus efectos». Se destaca y se subraya. 

3.2. Según lo establecido en el artículo 215 ejusdem, entre otras 

características de estos Decretos para su validez, la Sala estima 

importante destacar las siguientes: a) Están destinados exclusivamente 

a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos; y, b) Deben 

referirse a materias que tengan relación directa y específica con el estado 

de emergencia. 2 Lo anterior lo ha precisado recientemente la Corte 

Constitucional en sentencia C-145-2020, precisamente con la que 
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declaró exequible el Decreto 417 de 2020, base del decreto en 

comentario: “Para la Corte la validez de las medidas legislativas de 

desarrollo que se expidan dependerá ab initio de que satisfagan las 

exigencias propias del artículo 215 de la Constitución, esto es, que estén 

destinadas exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la extensión de 

sus efectos, además que se refieran a materias que tengan relación 

directa y específica con el estado de emergencia. De este modo, las 

medidas legislativas de desarrollo que se profieran, además de estar 

dirigidas de manera exclusiva a solucionar la crisis y a evitar la extensión 

de sus efectos, deben respetar el criterio de conexidad material con el 

decreto declaratorio del estado de emergencia. Adicionalmente, las 

medidas legislativas de desarrollo deben cumplir los principios de 

finalidad, necesidad, proporcionalidad, legalidad y no discriminación; 

entre otros, como se ha explicado”. Se destaca. 3.3. Todo lo anterior se 

trae a cuento para sustentar la afirmación de que, las reglas de transición 

previstas en el artículo 624 del CGP, han sido establecidas para el 

advenimiento de leyes procesales permanentes, más no para los 

Decretos Legislativos que desarrollan estados de excepción, porque, en 

caso de sujetar la aplicación de estos decretos a dichas reglas de 

transición, ello conllevaría a diferir su aplicación en el tiempo, y, por 

consiguiente, a impedir su aplicación inmediata, y, de contera, a truncar 

las características esenciales que deben reunir los mismos para su 

validez constitucional, vale decir, la de estar llamados a «solucionar la 

crisis y evitar la extensión de sus efectos». Así, de sujetar el Decreto 806 

de 2020 a las reglas de transición del artículo 624, ello implicaría, por 

ejemplo, que no podría ser aplicado al trámite de la segunda instancia de 

todos los procesos cuyas apelaciones o consultas se iniciaron antes de 

la expedición del referido Decreto, esto es, no se aplicaría a centenares 

de procesos que están en tales condiciones en los Despachos de los 

tribunales; y, más aún, como los procesos deben ser resueltos en orden 

de llegada, es altamente probable que, entonces, las sentencias de 

segunda instancia en los procesos tramitados con el Decreto 806, en la 

práctica vendrían a proferirse después de un año o, incluso, dependiendo 

de la altísima congestión de algunos Despachos, después de los dos (2) 

años (tiempo este de vigencia del Decreto), máxime cuando la realización 

de audiencias virtuales están presentando dificultades, especialmente en 

Distritos Judiciales distintos al de las grandes capitales del país, cuya 

población padece no sólo de mayores limitaciones de conectividad, sino 

también de capacitación en el uso las tecnologías de la información y de 

las comunicaciones, y en el acceso a las mismas, principalmente por 

parte de los usuarios del servicio de justicia. Precisamente, la Honorable 
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Corte Constitucional, según da cuenta su Boletín No. 65 del 28 de mayo 

de 2020, declaró la 3 constitucionalidad del Decreto Legislativo 434 de 

2020, por el cual se ampliaron los plazos para las reuniones ordinarias 

de las asambleas y de otros cuerpos colegiados, porque «estas 

determinaciones reconocen las limitaciones de conectividad del país, 

aunque los registros y las reuniones puedan hacerse por medios 

virtuales, el territorio nacional no cuenta con cobertura total» 1 . Se 

destaca. 3.4. Aclárese que, independientemente de la aceptación del 

ejemplo que se ha expuesto, lo esencial es que, los Decretos legislativos 

o, como los titula el artículo 215, con fuerza de ley, dictados para 

desarrollar un estado de excepción, no son objeto de sujeción a las reglas 

de transición del artículo 624 del CGP. Esto se opone a su esencia, cuál 

es su aplicación inmediata a fin de «solucionar la crisis y evitar la 

extensión de sus efectos». 3.5. Aclárese también que, el mentado 

Decreto se reputa constitucional hasta tanto no sea declarado 

inexequible, por ende, ha de asumirse que, sus medidas, en efecto, 

contribuyen a solucionar o evitar la extensión de los efectos de la crisis. 

Lo dicho se estima suficiente para justificar la conclusión de esta Sala, 

de que el Decreto 806 de 2020, por haber sido dictado en desarrollo del 

actual Estado de emergencia, no está sujeto a reglas de transición 

previstas en el artículo 624 del CGP, por lo menos, de aquellas que 

comporte un prolongado diferimiento de su aplicación, por ser ello 

oponible a su naturaleza, cual es la de ser un decreto legislativo 

encaminado a solucionar o evitar la extensión de los efectos de la actual 

crisis…”. Siendo ello así, se tiene que en materia civil se dispuso en el 

artículo 14 del aludido decreto, lo siguiente: “Artículo 14. Apelación de 

sentencias en materia civil y familia. El recurso de apelación contra 

sentencia en los procesos civiles y de familia, se tramitará así: Sin 

perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, dentro del término 

de ejecutoria del auto que admite la apelación, las partes podrán pedir la 

práctica de pruebas y el juez las decretará únicamente en los casos 

señalado en el artículo 327 del Código General del Proceso. El juez se 

pronunciará dentro de los cinco (5) días siguientes. Ejecutoriado el auto 

que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días 

siguientes. De la sustentación se correrá traslado a la parte contraria por 

el término de cinco (5) días. Vencido el término de traslado se proferirá 

sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se sustenta 

oportunamente el recurso, se declarará desierto. Si se decretan pruebas, 

el juez fijará fecha y hora para la realización de la audiencia en la que se 
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practicaran, se escucharan alegatos y se dictará sentencia. La sentencia 

se dictará en los términos establecidos en el Código General del Proceso. 

 

De lo que se puede concluir honorable magistrado es que el caso puesto a su 

consideración no se quebrando ningún derecho fundamental, solamente que por 

incuria del mandatario judicial de la accionante dejo vencer los términos que 

ampliamente establece el artículo 14 del decreto 806 de junio 4 de 2020, y la 

corporación no tuvo otra salida que la declaratoria de desierto, como lo advirtió en 

el auto que admitido el recurso y corrió el traslado para su sustentación.     

 

ELEMENTOS QUE DETERMINAN LA IMPROCEDENCIA DE LA PRESENTE 

ACCIÓN CONSTITUCIONAL. 

 

1.-La República de Colombia, con fundamento en el artículo 215 de la C.P., declaró 

el Estado de Emergencia económica y social, mediante el decreto 637 de 2020. 

 

2.-En igual sentido y basado en las mismas facultades del artículo 215 

constitucional, el estado expido entre otros el decreto 806 de junio 4 de 2020, de 

aplicación inmediata cuyo propósito fue la reactivación del servicio público de 

administración de justicia y como consecuencia de ello la suspensión provisional de 

algunos artículos del C.G.P. y la modificación de otros en forma temporal y por 

espacio de 2 años. 

 

3.-La Corte Constitucional, mediante sentencia C- 420 del 20 de septiembre 2020, 

declaró EXEQUIBLE, el pluricitado decreto 806 de junio 4 de 2020 

 

4.-El decreto 806 de junio 4 de 2020, fue de aplicación inmediata por lo tanto no 

está condicionado a transito legislativo, como el establecido en los artículos 624 y 

625 del C.G.P., así lo explicó ampliamente la Sala Plena del Tribunal Superior de 

Del Distrito Judicial de Montería Sala Tercera de Decisión Civil-Familia Laboral, en 

sentencia del 30 de junio de 2020 Expediente 23-001-31-03-001-2015-00405-01 

 

5.-Por tener efectos de decreto ley el 806 de junio 4 de 2020 y expedido con base 

en facultades extraordinarias del presidente de la Republica, no puede estar 

sometido a las ritualidades de un tránsito legislativo, porque precisamente, es por el 

estado de emergencia que se requiere de tramite preferencial e inmediato, para la 

reactivación del servicio de administración de justicia. 

 

6.-Ante tal situación y con apego a lo dispuesto en el decreto ley 806 de junio 4 de 

2020, la Sal Civil familia Laboral del Tribunal Superior de Villavicencio Meta, dio 
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aplicación al artículo 14 y la parte accionada NO presento la sustentación de la 

alzada dentro del término de ley.   

 

7.-Todos los decretos expedidos como consecuencia de la declaratoria del estado 

de emergencia económica y social, son con fuerza de ley y por lo tanto de obligatorio 

e inmediato cumplimiento.    

 

A LO DENOMINADO HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA. 

 

a.- De lo indicado en los hechos del numeral 1 al 4, son situaciones fácticas 

debitadas en el trascurso del proceso ordinario declarativo presentado por mi 

mandante y valorados y fallados por el juez conocimiento de primera instancia por 

lo que es irrelevante para esta jurisdicción.  

 

b.- Lo afirmado en el hecho quinto no es cierto, la póliza objeto de ese proceso 

ordinario estableció tres (3) situaciones de reconocimiento a saber: invalidez, 

muerte y sobrevivencia a 20 años después de asegurado, y fue esta la razón por 

la cual se demandó la compañía aquí accionante.  

 

c.- Lo indicado en los hechos 6 a 8, fueron objeto de debate y actuaciones ante 

el juez de instancia dentro el proceso ordinario que mi mandante adelanta por 

el incumplimiento de un contrato de seguros de vida. 

 

 d.- No es cierto lo indicado en el hecho noveno, en la demanda se solicitó la 

indemnización junto con los rendimientos financieros que contemplaba el 

contrato de seguros y que la compañía aquí accionante modificó a motu 

proprio y de mala fe, pero igualmente, ésta fue debatida ya en el proceso 

ordinario que adelanta mi mandante y. 

 

e.- Lo manifestado en los hechos del 10 a 11, son las actuaciones normales 

que debe surtir cualquier proceso en un estado judicial, por la carga laboral y 

por el procedimiento establecido para esta clase de procesos.  

 

f.- Lo que se indica en el hecho 12 es cierto, es la ritualidad que determina la 

norma y fue precisamente el término que dejo vencer la sociedad aquí 

accionante, y pretende que a través de esta acción constitucional se lo revivan.  

 

g.- Lo indicado en el hecho décimo tercero es una consideración del abogado 

accionante, toda vez que ese decreto 806 de junio de 2020, fue expedido por 

el gobierno nacional, con fundamento en la declaratoria de la emergencia 
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social y económica, estudiada por la Corte Constitucional y declarado 

EXEQUIBLE según la sentencia C-420 de septiembre 20 de 2020. 

Aclarando al accionante, que por tratarse de un decreto expedido con fuerza 

de ley, como consecuencia de la declaratoria de emergencia social y 

económica, la norma a aplicar al caso presente, era este decreto por la 

celeridad que requiere en la administración de justicia. 

 

h.- Lo indicado en el hecho 14 es cierto, por cuanto el C.G.P. fue reformado 

transitoriamente por el decreto 806 de junio 2020, que es vinculante y no está 

sometido a ningún transito legislativo como lo establecido en el artículo 624 y 

625 del C.G.P., porque estas disposiciones se aplican es para normas 

permanentes y no para aquellas que son transitorias como la que hoy es objeto 

de cuestionamiento por parte de la accionante. 

 

i.- Lo precisado en los hechos 15 y 16, son transcripciones de dichas 

disposiciones, y para la controversia presentada dentro del proceso ordinario, 

que dio origen a esta acción, la aplicable es el artículo 14 del artículo 806 de 

junio de 2020, como así lo dispuso la autoridad accionada, siendo esta la 

modificación que introdujo dicha disposición y por demás fue declarada 

exequible según la sentencia C-420 de septiembre 20 de 2020. 

 

J. No es cierto lo que se afirma en el hecho décimo sexto, esa contabilización 

de términos que indica la accionante la hace a su entender y acomodo, más 

no como lo dispone el artículo 14 del decreto 806 de Junio 4 de 2020, que en 

el caso concreto mediante auto del 25 de enero de 2021, se corrió traslado al 

apelante para que en el término de 5 días sustentara el recurso de apelación; 

habiendo iniciado el término para la sustentación el 27 de enero de 2021 y 

venciendo el mismo, el día 2 de febrero 2021, y tan solo hasta el día 4 de 

febrero de esta anualidad fue presentada tal sustentación; razón suficiente 

para fuera desestimada la apelación,  y por lo tanto improcedente la presente 

acción constitucional. 

 

k.- Es parcialmente cierto como está redactado el hecho décimo sexto, por 

cuanto AXA Colpatria si sustentó el recurso el día 4 de febrero de 2021, pero 

no es cierto que, dentro del término legal otorgado por Tribunal Superior de 

Villavicencio, ya que, de ser así, no hubiesen presentado esta acción 

constitucional. 

 

l.- Lo manifestado en el hecho décimo octavo, es cierto que fue declarado 

extemporáneo por la autoridad aquí accionada, con fundamento en el artículo 

14 del decreto 806 de junio 2020.   
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m.- Lo indicado en el hecho décimo noveno, es cierto la entidad aquí accionada 

presentó recurso de súplica. 

   

n.- Al Hecho Vigésimo, es cierto, por cuanto no tenía argumentos para cambiar 

la decisión fustigada. 

 

ñ.- Al hecho Vigésimo Primero, no es cierto, son apreciaciones subjetivas de 

la accionante por cuanto el Tribunal de Villavicencio, en aplicación al decreto 

806 de junio 4 de 2020, lo declaro extemporáneo porque en efecto fue 

presentado por fuera de términos, esto es dos días después de haber 

fenecido el termino para su presentación.  

 

o.- Al hecho Vigésimo Segundo, son apreciaciones subjetivas de la 

accionante, olvidando de paso que la expedición y aplicación del decreto 806 

de junio de 2020, se produce por un estado de excepción y por tales 

circunstancias no estaba sometida a las ritualidades de otros artículos del 

C.G.P., que fueron suspendida su aplicación de manera transitoria por la 

expedición del mencionado decreto.  

 

p.- Al hecho Vigésimo Segundo, al igual que lo dicho anteriormente, son 

consideraciones y apreciaciones subjetivas de la accionante, sin fundamento 

legal, pues no puede olvidar ni perder de norte que actualmente estamos en 

una situación especial, de ahí la necesidad de la reforma de algunos artículos 

del C.G.P.,  como lo dispuso la expedición del tantas veces citado decreto 806. 

 

q.- Al hecho Vigésimo Tercero, cuestionamiento del accionante infundados por 

cuanto aun le es difícil aceptar y entender que el código general del proceso, 

fue modificado transitoriamente y especialmente en el trámite que reclama la 

accionante. 

 

r.-Al hecho Vigésimo Cuarto, igualmente son juicios de valor del accionante 

sin ningún fundamento legal, de no entender que todos los yerros que viene 

enrostrando la accionante, obedecen a no aceptar la aplicación del decreto 

806, que como se ha manifestado insistentemente modifico transitoriamente 

algunos artículos del C.P.G. 

 

s.- A lo Manifestado en el hecho Vigésimo quinto, no es cierto y por lo tanto es 

preciso en primer lugar recordar que la expedición del decreto 806 de junio 4 

de 2020, obedeció a la emergencia que atraviesa el país y el mundo entero, y 

como tal todas las disposiciones que han sido dictadas por el gobierno 
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nacional, son de obligatorio e inmediato cumplimento, por cuanto son normas 

transitorias, y de ahí que NO se les puede aplicar el tránsito legislativo 

establecido en los artículos 624 y 625 del C.G.P., por cuanto estas 

disposiciones aplican para normas permanentes; y sobre este tema en 

particular es preciso volver a citar lo expresamente analizado por Tribunal 

Superior Del Distrito Judicial de Montería Sala Tercera de Decisión Civil-

Familia Laboral, el cual indico. 

 

   “las reglas de transición previstas en el artículo 624 del CGP, han sido 

establecidas para el advenimiento de leyes procesales permanentes, 

más no para los Decretos Legislativos que desarrollan estados de 

excepción, porque, en caso de sujetar la aplicación de estos decretos a 

dichas reglas de transición, ello conllevaría a diferir su aplicación en el 

tiempo, y, por consiguiente, a impedir su aplicación inmediata, y, de 

contera, a truncar las características esenciales que deben reunir los 

mismos para su validez constitucional, vale decir, la de estar llamados 

a «solucionar la crisis y evitar la extensión de sus efectos». Así, de 

sujetar el Decreto 806 de 2020 a las reglas de transición del artículo 

624, ello implicaría, por ejemplo, que no podría ser aplicado al trámite 

de la segunda instancia de todos los procesos cuyas apelaciones o 

consultas se iniciaron antes de la expedición del referido Decreto, esto 

es, no se aplicaría a centenares de procesos que están en tales 

condiciones en los Despachos de los tribunales; y, más aún, como los 

procesos deben ser resueltos en orden de llegada, es altamente 

probable que, entonces, las sentencias de segunda instancia en los 

procesos tramitados con el Decreto 806, en la práctica vendrían a 

proferirse después de un año o, incluso, dependiendo de la altísima 

congestión de algunos Despachos, después de los dos (2) años (tiempo 

este de vigencia del Decreto), máxime cuando la realización de 

audiencias virtuales están presentando dificultades, especialmente en 

Distritos Judiciales distintos al de las grandes capitales del país, cuya 

población padece no sólo de mayores limitaciones de conectividad, sino 

también de capacitación en el uso las tecnologías de la información y 

de las comunicaciones, y en el acceso a las mismas, principalmente por 

parte de los usuarios del servicio de justicia.  
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Continúa diciendo el Tribunal Superior Del Distrito Judicial de Montería Sala 

Tercera de Decisión Civil-Familia Laboral, que: 

 

Aclárese que, independientemente de la aceptación del ejemplo que se 

ha expuesto, lo esencial es que, los Decretos legislativos o, como los 

titula el artículo 215, con fuerza de ley, dictados para desarrollar un 

estado de excepción, no son objeto de sujeción a las reglas de transición 

del artículo 624 del CGP. Esto se opone a su esencia, cuál es su 

aplicación inmediata a fin de «solucionar la crisis y evitar la extensión 

de sus efectos». 3.5. Aclárese también que, el mentado Decreto se 

reputa constitucional hasta tanto no sea declarado inexequible, por 

ende, ha de asumirse que, sus medidas, en efecto, contribuyen a 

solucionar o evitar la extensión de los efectos de la crisis. Lo dicho se 

estima suficiente para justificar la conclusión de esta Sala, de que el 

Decreto 806 de 2020, por haber sido dictado en desarrollo del actual 

Estado de emergencia, no está sujeto a reglas de transición previstas 

en el artículo 624 del CGP, por lo menos, de aquellas que comporte un 

prolongado diferimiento de su aplicación, por ser ello oponible a su 

naturaleza, cual, es la de ser un decreto legislativo encaminado a 

solucionar o evitar la extensión de los efectos de la actual 

crisis…”. 

 

t.-De lo indicado en los hechos vigésimo sexto al vigésimo octavo. Son las mismas 

apreciaciones hechas por la accionada sin ningún soporte legal y a su entender no 

queriendo aceptar en primer lugar las modificaciones que introdujo el decreto 806 al 

C.G.P. y por eso enrostra un presunto yerro que lo mismos no son ciertos.    

 

DE LOS FUNDAMENTOS FACTICOS CITADOS POR LA ACCIONANTE 

PARA LA PROCEDENCIA DE ESTA ACCION DE TUTELA. 

 

En síntesis, fundo su inconformidad solicitando la aplicación de la sentencia 

STC 6687- 2020, proferida por esta corporación el día 4 de septiembre de la 

pasada anualidad, donde su señoría integro la sala que resolvió en esa 

oportunidad la mencionada acción constitucional.  

 

Si bien es cierto allí se dijo que había vulneración la debido proceso por cuanto 

el trámite de apelación había sido iniciado en febrero del año 2020, meses 

anteriores a la promulgación del decreto 806 de junio 2020, y por tal razón, 
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aplicando los preceptos 624 y 625 del C.G.P., la continuidad de la alzada debía 

hacerse conforme al artículo 327 de la misma codificación; norma vigente para 

la fecha de la interposición del recurso de alzada. 

 

Con respecto a esta sentencia hay que indicar a esta magistratura que para la 

fecha de su decisión no se contaba con el estudio de la constitucionalidad 

establecido por la corte constitucional en la sentencia C-420 del 20 de 

septiembre del año anterior, del decreto 806 de junio 4 de 2020 donde 

claramente se indicó que dicha normativa no quebrantaba derecho 

fundamental alguno por cuanto a la misma, obedecía en primer lugar a un 

estado e emergencia y que igualmente se encontraba ajustada a la 

constitución y a la ley. 

 

Así mismo, atendiendo la jurisprudencia horizontal citada en el presente escrito 

en líneas que antecede y proferida por el Tribunal Superior de Del Distrito 

Judicial de Montería Sala Tercera de Decisión Civil-Familia Laboral, en 

sentencia del 30 de junio de 2020 Expediente 23-001-31-03-001-2015-00405-

01, se explicó el porqué de la no aplicación del tránsito legislativo establecido 

en los artículos 624 y 625 de la codificación general del proceso, al referido 

decreto; atendiendo que el mismo era de aplicación inmediata y no permitía 

rigorismos de transito legislativos, por cuanto aceptar tal situación seria tanto 

como dar celeridad única y exclusivamente a los procesos que llegaran en 

grado de consulta o de apelación, ante los tribunales con posterioridad a la 

expedición del mencionado decreto, dejando de  lado aquellos que con mucha 

anterioridad habían sido recurridos y estaban pendientes de resolver el recurso 

de alzada o queja. 

 

De lo expresamente indicado por la jurisprudencia horizontal que se ha indicado en 

esta contestación y en aplicación a la lógica, la misma encuentra su procedencia 

atendiendo el estado de emergencia que fue la situación que dio origen al gobierno 

nacional para expedir decretos con fuerza de ley, entre estos el decreto 806, que de 

manera transitoria reformó el código general del proceso y suspendió su 

aplicabilidad para que en efecto, las acciones judiciales continuaran con la nueva 

disposición por el plazo allí concebido esto es, (2) años a partir del día 4 de junio de 

2020, y como quiera que fue la corte constitucional quien determino que dicho 

decreto se encontraba ajustado a la ley, mal puede pregonarse el quebrantamiento 

de derechos fundamentales por su aplicación que fue la situación que cumplió el 

tribunal superior de Villavicencio dentro del proceso que se adelanta en contra del 

accionante. 
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Igualmente, hay que decir que la acción constitucional no está instituida para revivir 

términos legalmente otorgados y que por incuria de quien debía utilizarlos, no lo 

hizo en su momento, y pretenda que con esta acción constitucional se le restablezca 

la oportunidad que dejó fenecer en el momento que le fue concebido el susodicho 

termino. 

 

En tal sentido, la presente acción constitucional se tornaría como temeraria toda vez 

que es contraria a los deberes y obligaciones que establece la constitución política 

en el artículo 95, en armonía con el artículo 830 del código de comercio, que 

establece el abuso del derecho y que en el caso presente, no es otra cosa distinta 

a este proceder; por cuanto no ha existido violación de ningún derecho fundamental 

por parte de la magistratura aquí accionada, simplemente incuria en la utilización 

oportuna del término que le otorgaba el artículo 14 del decreto 806 de junio 4 de 

2020 a la sociedad aquí accionante y ante la improcedencia de esta acción 

constitucional, se dejará a la sabia decisión de esta máxima corporación de imponer 

o no indemnización de perjuicios a la accionante y a favor de mi representado 

judicial, toda vez que con acciones infundadas como la que hoy es objeto de 

decisión, genera mayores perjuicios del que ha venido recibiendo mi mandante 

judicial por el incumplimiento en lo acordado en el contrato de seguros de vida que 

dio origen al proceso ordinario declarativo y génesis de esta acción constitucional. 

 

DE LOS DERECHOS CONCULACADOS RECLAMADOS POR EL ACCIONANTE 

 

En este particular tópico, hay que decir que la sociedad aquí accionante, reclama a 

través de este medio constitucional, la presunta vulneración al 

Derecho fundamental de acceso a la administración de la justicia, defensa y debido 

proceso; fincando su inconformidad en que el Tribunal Superior de Villavicencio, le 

quebrantó los derechos antes reclamados, por la aplicación del artículo 14 del 

decreto 806 de junio 4 de 2020, y no darle aplicación al artículo 327 del código 

general del proceso en su integridad. 

 

En primer lugar, hay que tener presente el concepto de acceso a la administración 

de justicia, y en tal sentido, se trae a colación la definición establecida por la Corte 

Constitucional en la sentencia T- 283/2013, Magistrado ponente JORGE IGNACIO 

PRETELT CHALJUB, el cual la definió en el siguiente sentido: 

(…) 

 

“El derecho a la administración de justicia ha sido definido por la jurisprudencia 

constitucional como la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en 

Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales 

de justicia, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida 
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protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta 

sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de 

las garantías sustanciales y procedimentales previstas en las leyes’’.  Subrayas y 

negrillas por fuera del texto) 

 

En el caso en concreto, no existe ninguna vulneración de este derecho fundamental, 

porque en primer lugar la sociedad accionada se le notificó el proceso verbal 

ordinario, que adelanta mi representado CARLOS JULIO HERRERA MATEUS en 

su contra, y por tal situación procesal, designó defensor de confianza al Dr. MIKY 

FERNANDO OLAYA CUERVO, plenamente reconocido por las instancias 

judiciales, ejerciendo la defensa material y técnica de su representada; situación 

distinta, fue que dejó vencer el traslado para la sustentación del recurso de 

apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia, y ahora, a través de 

esta acción constitucional se pretende cambiar el procedimiento que se estableció 

desde la declaratoria de la emergencia sanitaria con la expedición del decreto 

806/20, pretendiendo con dicha acción constitucional, se de aplicación integra al 

artículo 327 del Código General del Proceso. 

 

Luego entonces, si tenemos en cuenta la definición citada en precedencia y 

especialmente la parte final de la misma, lo actuado por la magistratura accionada, 

fue con fundamento en la nueva disposición que reformó y suspendió 

transitoriamente el código general del proceso, específicamente al caso presente, 

en lo que tiene que ver en la sustentación de la alzada y su decisión definitiva, por 

lo que de contera se determina que no hubo ninguna violación al acceso de 

administración de justicia, ya que la decisión cuestionada, se amparó no solamente 

en el decreto que modificó el artículo 327 del C.G.P., sino en la sentencia C- 420 

del 24 de septiembre de 2020, que determinó la constitucionalidad del decreto 

aplicado por la corporación accionada. 

 

De lo que resulta claro concluir que el Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil- 

Familia - Laboral, actuó con apego a la ley y en estricto derecho, como se lo indicó 

la norma que fue expedida para la reactivación del servicio de administración de 

justicia (Decreto 806/2020). 

 

A la defensa y al debido proceso, igualmente aquí reclamado por la accionada, 

es notorio que al igual que la anterior, no resultó quebrantado, pues pretende el 

accionante, que por no aplicar el transito legislativo que determinan los artículos 624 

y 625 del C.G.P. al Decreto 806/2020 se había violado este derecho fundamental, 

situación contraria si tenemos en cuenta que es que las disposiciones antes 

requeridas, se aplican a normas permanentes y no a disposiciones transitorias, 

como es el caso del tantas veces citado Decreto 806/2020, ya que el mismo es 
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vinculante con fuerza de ley y por lo tanto, de aplicación inmediata desde su 

promulgación. 

 

Aceptar la interpretación dada por la entidad accionante, en el entendido que 

aplicando el transito legislativo que regulan los artículos 624 y 625 del C.G.P. al 

Decreto 806/2020, debe continuar el recurso de apelación conforme lo prevé el 

artículo 327 del C.G.P.; es tanto como hacer un acto discriminatorio en el entendido 

que solamente los procesos que estuviesen pendientes de resolver recursos de 

alzada o de queja con posterioridad a la expedición del decreto, serían los únicos 

que podrían ser tramitados con este decreto, desconociendo tal situación de 

aquellas acciones judiciales que han estado primeros en el tiempo y que por la 

congestión de los estrados judiciales no habrían sido resueltos, es decir, aquellos 

que fueron recurridos con mucha anterioridad a la expedición del pluricitado decreto 

y por lo tanto en el entender de la accionada deban tramitarse por lo dispuesto en 

el artículo 327, y no con sujeción al nuevo decreto, lo que sería un exabrupto, y 

desnaturalizaría los efectos del decreto que fue expedido casualmente para la 

activación del servicio público de administración de justicia, sin limitación ni 

discriminación a qué clase de procesos aplica o no; y esta situación si sería 

generadora de la violación del debido proceso y derecho de defensa para quienes 

tengan procesos recurridos antes de la promulgación del decreto que fue expedido 

como consecuencia de la emergencia sanitaria y cuya finalidad, fue la reactivación 

del servicio de administración de justicia y de paso, el derecho al trabajo de quienes 

dependemos de la ardua la labor del litigio. 

 

PETICION. 

 

Con fundamento en la sentencia C-420 del 20 de septiembre de 2020, expedida 

por la Corte Constitucional, que declaro la exequibilidad del decreto 806 de junio 4 

de 2020, el precedente jurisprudencial horizontal proferido por la sala plena del 

Tribunal Superior Del Distrito Judicial de Montería Sala Tercera de Decisión Civil-

Familia Laboral M.P. Carmelo Del Cristo Ruiz Villadiego, en sentencia del 30 de 

junio de 2020 Expediente 23-001-31-03-001-2015-00405-01 y las situaciones 

fácticas aquí expuestas; con mi acostumbrado respeto me permito solicitarle a 

Usted Honorable Magistrado Constitucional; declarar improcedente la presente 

acción constitucional y en consecuencia a ello denegar el amparo solicito de los 

derechos fundamentales, junto a cada una de la peticiones tanto principales como 

subsidiarias. 

 

PRUEBAS. 

Si a bien lo considera esta magistratura me permito aportar copia del resumen de la 

jurisprudencia horizontal proferida  por la sala plena del Tribunal Superior Del 
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Distrito Judicial de Montería Sala Tercera de Decisión Civil-Familia Laboral M.P. 

Carmelo Del Cristo Ruiz Villadiego, en sentencia del 30 de junio de 2020 

Expediente 23-001-31-03-001-2015-00405-01; donde se analizo claramente el 

porque no de la aplicación del tránsito legislativo establecidos en los decretos 624 

y 625 del C.G.P al decreto 806 de junio 4 de 2020. 

 

NOTIFICACIONES 

 

1.-Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil M.P. Dr. Aroldo Wilson Quiroz 

Monsalvo, correos electrónicos recibido@cortesuprema.gov.co y 

notificacionestutelacivil@cortesuprema.gov.co 

 

2.-Tribunal Superior de Superior de Villavicencio Meta Sala Civil Familia Laboral 

Magistrados. Alberto Romero Romero, Carlos Alberto Camacho Rojas y Rafael 

Albeiro Chavarro Poveda. Correo electrónico 

secscflvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

3.-Juzgado Tercero Civil Del Circuito de Villavicencio Meta. Jueza Doctora Yennis 

Del Carmen Lambrano Finamore. Correo electrónico 

ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

4.-AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. correo electrónico 

notificacionesjudiciales@axacolpatria.co  

 

5.-Dr. Gustavo Alberto Herrera Ávila, apoderado de Axa Colpatria, correo 

electrónico notificaciones@gha.com.co 

 

6.-El Suscrito apoderado Judicial del demandante Carlos Julio Herrera Mateus. 

Correo electrónico ernesto16182@homail.com 

 

 

Del Honorable Magistrado 

 

 

Atentamente, 

 

 

ERNESTO RODRÍGUEZ RIVEROS 

C.C. No. 17.323.343 de Villavicencio 

T.P. No. 138.677 del C.S. de la J. 
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AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

Magistrado ponente 

 

STC6242-2021 

Radicación n° 11001-02-03-000-2021-01676-00  
(Aprobado en sesión virtual de dos de junio de dos mil veintiuno) 

 

Bogotá, D.C., dos (2) de junio de dos mil veintiuno 

(2021).  

 

Se decide la acción de tutela instaurada por AXA 

Colpatria Seguros de Vida SA contra la Sala Civil-Familia-

Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Villavicencio, trámite al cual se vinculó a las partes e 

intervinientes en el proceso que originó la queja. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. La accionante, a través de apoderado judicial, 

reclamó la protección de sus derechos fundamentales al 

debido proceso, defensa y acceso a la administración de 

justicia, que dice conculcados por la autoridad judicial 

acusada, por lo que pidió que «se declare la nulidad de lo 

actuado desde el auto del 25 de enero de 2021 y se extiende 

a los [proveídos del] 1 de marzo de 2021 y 21 de abril de 2021» 
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y, en consecuencia, se ordene al Tribunal convocado «volver 

a emitir el auto que admita el recurso de apelación y cite a 

audiencia de sustentación… y sentencia…». 

 

De manera subsidiaria, reclamó que «se declare que… 

tuvo hasta el 5 de febrero de 2021, para sustentar el recurso 

de apelación…», por tanto, «al haberse radicado la 

sustentación del recurso de apelación el 4 de febrero de 2021, 

la misma fue oportunamente presentada dentro del término 

legalmente previsto para ese efecto»; y que se disponga «la 

nulidad de los autos 1° de marzo de 2021 en el cual se declaró 

desierto el recurso de apelación y del 21 de abril de 2021 que 

confirmó el auto del 1° de marzo».  

 

2. Son hechos relevantes para la definición del presente 

asunto: 

 

2.1. Carlos Julio Herrera Mateus promovió demanda 

contra AXA Colpatria Seguros de Vida SA, que se declaró 

próspera con sentencia del 26 de septiembre de 2018, 

decisión que apeló la demandada. 

 

2.2. La alzada fue admitida por la sede judicial acusada 

con auto del primero de noviembre de 2018 y, 

posteriormente, a través de proveído del 25 de enero de 2021, 

al considerar que «el decreto 806…, dispuso que el trámite de 

la apelación de las sentencias deberá realizarse de manera 

escrita», el Tribunal corrió «traslado a la parte apelante, por 

el término de cinco días para que sustente de manera escrita 
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los reparos que formuló ante el a quo», determinación 

notificada por estado del 26 de enero siguiente. 

 

2.3. El 4 de febrero de los corrientes, la impugnante 

allegó escrito de sustentación, que no fue tenido en cuenta, 

«pues el memorial fue presentado cuando ya habían 

transcurrido los cinco… días hábiles siguientes a la fecha en 

que se notificó por estado el auto que corrió el traslado para el 

efecto», por lo que se declaró desierta la alzada con 

providencia del primero de marzo de 2021, decisión que 

censuró en súplica la demandada, recurso desestimado con 

auto del 21 de abril siguiente. 

 

2.4. En síntesis, expresó el gestor del resguardo que el 

ad quem enjuiciado «erró al invocar el decreto 806 de 2020 

como fundamento del traslado del recurso de apelación, por 

cuanto la alzada se propuso el 26 de septiembre de 2018», 

razón por la cual «en lo que involucra el trámite de apelación 

la normatividad vigente eran únicamente los artículos 322 y 

327 del Código General del Proceso, más no aquellas 

complementarias del decreto indicado», es decir, «dado que el 

recurso de apelación se presentó en septiembre del año 2018 

y conforme al artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el mismo 

debía tramitarse por el artículo 327 del CGP, toda vez que para 

el momento de su interposición todavía no había sido expedido 

el Decreto 806 de 2020». 

 

2.5. De otro lado, resaltó que el despacho judicial 

acusado también «incurrió en un yerro por no dar correcta 

aplicación al artículo 302 del CGP y el artículo 14 del Decreto 
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806 de 2020, al iniciar el cómputo de los 5 días de traslado, 

sin contemplar el término de la ejecutoria del auto del 25 de 

enero de 2021…», toda vez que el prenotado artículo 14 

consagra que «[e]jecutoriado el auto que admite el recurso o el 

que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar 

el recurso a más tardar dentro de los cinco… días siguientes». 

 

2.6. Por tanto, concluyó que presentó oportunamente 

su escrito de sustentación, por lo que no debió declararse 

desierta su alzada, comoquiera que «contaba en total con 3 

días para la ejecutoria del auto, más los 5 días del término del 

traslado», luego «como el auto fue publicado… en el estado del 

26 de enero de 2021, los días… 27…, 28 y… 29 de enero de 

2021, fueron los días en los que el auto del 25 de enero… cobró 

firmeza» y, en consecuencia, «se contaba el término del 

traslado los días lunes 1, martes 2, miércoles 3, jueves 4 y 

viernes 5 de febrero de 2021, para radicar la sustentación 

ante el Tribunal». 

 

3. La Corte admitió la demanda de amparo, ordenó 

librar las comunicaciones de rigor y pidió rendir los informes 

a que alude el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991. 

 

RESPUESTAS DEL ACCIONADO Y VINCULADOS 

 

1. El Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio 

destacó que «las actuaciones proferidas por [ese] Juzgado han 

sido suficientemente motivadas y notificadas a las partes, es 

decir, se les ha dado la publicidad suficiente a los actos y 

decisiones emitidas, para que las partes ejerzan sus derechos, 
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lo que significa que se han respetado todas las garantías tanto 

procesales como sustanciales en el transcurrir de este litigio». 

 

2. El abogado Ernesto Rodríguez Rivero, quien dijo 

obrar como apoderado de Carlos Julio Herrera Mateus, sin 

que aportara mandato para representarlo en el presente 

trámite, pidió negar el resguardo. 

 

3. La Sala Civil-Familia-Laboral del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Villavicencio defendió la legalidad de 

su actuación. 

 

4. Al momento de someterse al conocimiento de la Sala 

el presente asunto, no se habían recibido respuestas 

adicionales. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Conforme al artículo 86 de la Constitución Política, 

la acción de tutela es un mecanismo jurídico concebido para 

proteger los derechos fundamentales, cuando son 

vulnerados o amenazados por los actos u omisiones de las 

autoridades públicas, en determinadas hipótesis, por los 

particulares, cuya naturaleza subsidiaria y residual no 

permite sustituir o desplazar a los jueces funcionalmente 

competentes, ni los medios comunes de defensa judicial. 

 

Por lineamiento jurisprudencial, en tratándose de 

actuaciones y providencias judiciales, el resguardo procede 

de manera excepcional y limitado a la presencia de una 
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irrefutable vía de hecho, cuando «el proceder ilegítimo no es 

dable removerlo a través de los medios ordinarios previstos en 

la ley» (CSJ STC, 11 may. 2001, rad. 2001-00183-01); y, por 

supuesto, se cumpla el requisito de la inmediatez. 

 
2. Bajo esa perspectiva, examinada la demanda de 

tutela, se verifica que la actora cuestionó: (i) el proveído de 

25 de enero de 2021 que, con fundamento en lo previsto en 

el artículo 14 del decreto 806 de 2020, corrió traslado para 

la sustentación de la apelación formulada contra la sentencia 

que dirimió, en primera instancia, el juicio criticado; y (ii) el 

auto de primero de marzo de estas mismas calendas, que 

declaró desierta dicha alzada. 

 

3. Así las cosas, se concluye que la solicitud de 

resguardo resulta inviable, por cuanto la tutelante 

desaprovechó los mecanismos ordinarios de defensa que tuvo 

a su alcance para cuestionar las prenotadas decisiones 

judiciales, conforme pasa a exponerse. 

 

3.1. En primer lugar, en lo que atañe al referido 

proveído del 25 de enero de la presente anualidad, la quejosa 

omitió interponer el recurso de reposición que procedía frente 

a tal determinación, siendo ese el escenario propicio para 

debatir la adecuación del trámite de la que se duele en sede 

constitucional. 

 

3.2. Ahora bien, respecto al proveído que declaró 

desierto el recurso (de primero de marzo de 2021), advierte la 

Sala que la censura constitucional de la gestora se 
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circunscribe a predicar que, para el cómputo del término 

concedido para la sustentación, no se tuvo en cuenta lo 

previsto en el artículo 14 del decreto 806 de 2020, pues los 

cinco días concedidos para esos efectos, sólo podían 

comenzar a computarse con posterioridad a la ejecutoria del 

auto que corrió el respectivo traslado. 

 

En este orden de ideas, encuentra la Sala que si bien la 

quejosa atacó en súplica el proveído que declaró desierta su 

apelación, lo cierto es que el argumento previamente 

reseñado no fue alegado ante el fallador ordinario como 

soporte del mencionado medio de impugnación. 

 

En efecto, revisado el memorial contentivo de la 

mencionada súplica, se verifica que la misma se fundamentó, 

exclusivamente, en el supuesto desconocimiento del 

parágrafo único del artículo noveno del decreto 806 de 2020, 

más no en la inobservancia de lo establecido en el artículo 14 

de esa normatividad. 

 

Sobre el particular, se destaca que en el acápite 

denominado «consideraciones principales que soportan el 

recurso», la hoy tutelante destacó que «[e]s menester recordar 

al despacho…, que el mismo artículo invocado del decreto 806 

de 2020, como sustento para proferir el auto del 1 de marzo 

del año 2021, que declaró desierto el recurso apelación, no 

tuvo en cuenta el contenido del parágrafo único, del artículo 9, 

de la norma descrita…», porque de conformidad con dicha 

norma «el traslado se hará dos (2) días hábiles siguientes al 

envío del mensaje» (folio 43, archivo digital denominado 
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«PRUEBA»). 

 

Entonces, evidente es que, si bien el actor recurrió el 

auto que declaró desierta su apelación, lo cierto es que 

desaprovechó dicha herramienta, al no esgrimir las 

circunstancias que ahora aduce ante el juez constitucional. 

 

 3.3. De lo anotado previamente, se concluye que el 

reclamo actual resulta improcedente, toda vez que el 

descuido en el empleo de los mecanismos de protección que 

existen hacia el interior de las actuaciones judiciales impide 

al juez de tutela interferir los trámites respectivos, pues la 

justicia constitucional no es remedio de último momento 

para rescatar oportunidades precluidas o términos fenecidos, 

lo que significa que cuando no se utilizan o se desaprovechan 

los mecanismos de protección previstos en el orden jurídico, 

las partes quedan vinculadas a las consecuencias de las 

decisiones que le sean adversas, en tanto el resultado sería 

el fruto de su propia incuria. 

  
Entonces, si la promotora del amparo desperdició «las 

diferentes oportunidades procesales»: 

 
(…) es inadmisible la pretensión de recurrir tal actuación por esta 
vía extraordinaria o de tratar de recuperar mediante ese 
instrumento tal posibilidad, puesto que no ha sido diseñado para 
rescatar términos derrochados, - pues los mismos son perentorios 
e improrrogables, tal y como lo prevé el artículo 118 del Código de 
Procedimiento Civil -, ni para establecer una paralela forma de 
control de las actuaciones judiciales, circunstancia que, acorde con 
reiterada jurisprudencia, impide la intervención del Juez 
constitucional en tanto no está dentro de la órbita de su 
competencia suplir la incuria, los desaciertos o descuidos de las 
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partes en el ejercicio de sus facultades, cargas, o deberes 
procesales, pues esa no es la finalidad para la cual se instituyó la 
tutela. (CSJ STC, 6 jul. 2010, rad. 00241-01, criterio 
reiterado, entre muchas otras, en STC, 5 abr. 2011, rad. 
00015-01). 

 

 4. Basta lo dicho en precedencia para denegar la 

protección pedida. 

 

DECISIÓN 

 

Con fundamento en lo expuesto, la Corte Suprema de 

Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando Justicia 

en nombre de la República y por autoridad de la Ley, deniega 

el amparo solicitado. 

 

Comuníquese telegráficamente lo aquí resuelto a las 

partes y, en oportunidad, remítanse las diligencias a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión, en caso de no 

impugnarse. 
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Honorables Magistrados 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA – SALA DE CASACIÓN CIVIL  

M.P. AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

E. S. D. 

 

REFERENCIA: IMPUGNACIÓN FALLO DE TUTELA STC6242-2021 DEL 02 DE JUNIO DE 

2021.  

 

ASUNTO: Acción de tutela de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., en contra del 

TRIBUNAL SUPERIOR DE VILLAVICENCIO – SALA CIVIL FAMILIA LABORAL, al haber 

proferido en contra de la Ley los autos del 25 de enero de 2021, por medio del cual ordenó 

correr traslado para alegar por escrito, 01 de marzo de 2021 mediante el cual declaró 

desierto el recurso de apelación sustentado ante esa corporación, el 04 de febrero de 2021 

y el Auto del 21 de abril de 2021 que confirmó el auto del 01 de marzo previamente 

identificado. 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, domiciliado en Bogotá D.C., 

identificado con cédula de ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá, abogado en ejercicio, 

portador de la Tarjeta Profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, 

actuando en mi calidad de apoderado judicial especial de AXA COLPATRIA SEGUROS DE 

VIDA S.A., sociedad comercial anónima de carácter privado, sometida al control y vigilancia 

de la Superintendencia Financiera de Colombia, como consta en el poder que se aporta. En 

los términos del artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991, 

respetuosamente me dirijo a usted con el fin de IMPUGNAR el fallo de tutela proferido por 

la SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA el 02 de junio de 

2021, mediante la cual se negó el amparo constitucional impetrado por mi representada  

ejercicio en ejercicio de la ACCIÓN DE TUTELA, en contra del TRIBUNAL SUPERIOR DE 

VILLAVICENCIO con el fin de que se tutelen los derechos fundamentales de la Compañía 

de Seguros que represento al acceso a la administración de justicia, a la defensa y al debido 

proceso, que tiene como finalidad: (i) INVALIDAR el auto del 25 de enero de 2021 por medio 

del cual ordenó correr traslado para alegar por escrito, el auto proferido el 01 de marzo de 

2021, por medio del cual equivocadamente resolvió declarar desierto el recurso de apelación 

sustentado el 04 de febrero de 2021 y el auto del 21 de abril de 2021 que confirmó la decisión 

de declarar desierto el recurso y que fue proferido por el Tribunal Superior de Villavicencio – 
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Sala Laboral por el Magistrado Ponente Carlos Alberto Camacho Rojas, en trámite del 

proceso judicial promovido por el señor Carlos Julio Herrera Mateus en conta de mi prohijada 

con radicado No. 50001-3103-003-2015-00416-00, (ii) en su lugar, ORDENAR al Tribunal 

Superior de Villavicencio citar a fecha de audiencia de segunda instancia según lo establece 

el artículo 327 del C.G.P de conformidad lo preceptúa el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 

puesto que el recurso de apelación fue presentado en septiembre del año 2018 cuando no 

se encontraba vigente el Decreto 806 de 2020, y (iii) subsidiariamente, de no citar a fecha 

de audiencia, se le ordene igualmente PROFERIR nuevamente, en cumplimiento de sus 

competencias constitucionales y legales, el auto que tenga por sustentado en oportunidad 

el recurso de apelación en cumplimiento del artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

 

I. RESUMEN DE LA CONTROVERSIA 

 

De conformidad con los hechos que se expondrán a continuación, se hace evidente la 

vulneración de los derechos fundamentales de mi prohijada al debido proceso, al acceso a 

la administración de justicia y a la defensa. Lo anterior, debido a que no solamente el Tribunal 

Superior de Villavicencio aplicó el procedimiento procesalmente equivocado al recurso de 

apelación presentado por la Compañía de Seguros en septiembre del año 2018. Sino que, 

además, también erró gravemente en el conteo de los términos contemplados en el artículo 

14 del Decreto 806 de 2020. En otras palabras, en el caso concreto el Tribunal Superior de 

Villavicencio incurrió en dos defectos procedimentales de suma envergadura en sus 

providencias toda vez que: 

 

Primero, pese a que el recurso fue presentado en septiembre del año 2018 y conforme al 

artículo 40 de la Ley 153 de 1887 el mismo debía tramitarse por el artículo 327 del CGP, 

toda vez que para el momento de su interposición todavía no había sido expedido el Decreto 

806 de 2020. El Tribunal Superior de Villavicencio desatiende toda la normativa procesal y 

en lugar de citar a audiencia de segunda instancia como en derecho debió hacerlo, corre 

traslado para alegar por escrito.  

 

Segundo, además de que corre traslado para alegar por escrito, aunque realmente debió 

citar a fecha de audiencia de alegatos y fallo conforme al artículo 327 del CGP, contabiliza 

equivocadamente los términos con los que contaba mi prohijada para alegar. En efecto, el 

Tribunal Superior de Villavicencio no tomó en cuenta que el artículo 14 del Decreto 806 de 
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2020 establece que los 5 días para alegar por escrito iniciarán su conteo una vez quede 

ejecutoriada la providencia que admite el recurso de apelación. La literalidad de la norma 

indica que “ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, 

el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes”. 

De este modo, en el caso concreto los términos con los que contaba la Compañía de Seguros 

para sustentar su recurso de apelación fenecían el 05 de febrero del año 2021 y no el 2 de 

ese mismo año como lo sostuvo la entidad acá accionada. De esa manera, dado que la 

sustentación fue presentada el 04 de febrero del año 2021, no había lugar para declarar 

desierto el recurso de apelación, sino que lo jurídicamente acertado era tenerlo por 

presentado en oportunidad y así proceder con su estudio y análisis.  

 

Por lo previamente esgrimido, se solicitó control constitucional por parte de la Corte Suprema 

de Justicia sobre el Tribunal Superior de Villavicencio, toda vez que no solamente desatendió 

el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 al correr traslado para alegar por escrito aunque 

realmente debió citar a fecha de audiencia del artículo 327 del C.G.P. Sino que 

adicionalmente, se equivoca flagrantemente en el conteo de los términos, puesto que no 

tuvo en consideración que el artículo 14 del Decreto 806 de 2020 indica que los 5 días para 

alegar por escrito iniciarán una vez se encuentre ejecutoriada la providencia que admite el 

recurso. Por lo que claramente la sustentación presentada el 04 de febrero de 2021 fue 

efectuada en oportunidad, y de esa forma, no era procedente declarar desierto el recurso.  

 

No obstante lo anterior, en la sentencia de tutela la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia niega el amparo constitucional por considerar que pese a haber atacado 

el auto del 01 de marzo de 2021 por vía de súplica no se esgrimieron los argumentos de la 

tutela cuando lo pretendido con el recurso fue reprochar la interpretación del Decreto 806 de 

2020. Adicionalmente, dejó de un lado el Principio de Primacía del Derecho Sustancial sobre 

el Procedimiento yendo incluso en contra de su misma jurisprudencia, que resultó finalmente 

desconociendo la sustentación del recurso de apelación cuando en efecto estuvo sustentado 

dentro del término legal.  

 

El exceso de ritualidad conlleva incluso a que la Sala de Casación Civil prescinda de ordenar 

estudiar un recurso de apelación que sí estuvo sustentado, solo que por un error conceptual 

del Tribunal Superior de Villavicencio en el cómputo de los términos, ya que omitió la 

ejecutoria del auto, lo que configura que incluso por vía de tutela, con las consideraciones 
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de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia se permita la violación de los derechos 

deprecados en el medio de impugnación. 

 

II. REPAROS CONCRETOS 

 

2.1. DEFECTO PROCEDIMENTAL POR EXCESO DE RITUALISMO:  

 

Ha decantado la Corte Constitucional, que el defecto procedimental por exceso de ritualismo 

se configura cuando se toman decisiones desproporcionadas por el acatamiento exegético 

de la ley procesal abandonando su papel fundamental de garante de la normatividad 

sustancial, como aquí ocurre: 

 

“El defecto procedimental por exceso ritual manifiesto puede entenderse, en 

términos generales, como el apego estricto a las reglas procesales que 

obstaculizan la materialización de los derechos sustanciales, la búsqueda 

de la verdad y la adopción de decisiones judiciales justas. En otras palabras, 

por la ciega obediencia al derecho procesal, el funcionario judicial abandona su 

rol como garante de la normatividad sustancial, para adoptar decisiones 

desproporcionadas y manifiestamente incompatibles con el ordenamiento 

jurídico. Bajo este supuesto, la validez de la decisión adoptada judicialmente 

no solo se determina por el cumplimiento estricto de las reglas procesales, sino 

que además depende de la protección de los derechos sustanciales. Por ello, 

ha sostenido la Corte, el sistema procesal moderno no puede utilizarse como 

una razón válida para negar la satisfacción de tales prerrogativas, en la medida 

que la existencia de las reglas procesales se justifica a partir del contenido 

material que propenden.”1 

 

En virtud de lo anterior, se considera que el fallo atacado es una evidente manifestación de 

los presupuestos anterior, teniendo en cuenta los siguientes aspectos de la sentencia que 

se pasan a controvertir: 

 

 
1 Sentencia SU061/18 
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2.1.1. “3. Así las cosas, se concluye que la solicitud de resguardo resulta inviable, 

por cuanto la tutelante desaprovechó los mecanismos ordinarios de defensa 

que tuvo a su alcance para cuestionar las prenotadas decisiones judiciales, 

conforme pasa a exponerse.”  

 

La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia con el fallo desconoció que en 

favor de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. prevalece el hecho sustancial de 

segunda instancia a tramitarse el recurso de apelación por haberse presentado la alzada 

dentro del término legal para ello, esto es, en aplicación del Decreto 806 de 2020, cinco días 

después de ejecutoriado el auto que ordenó la sustentación. 

 

En el fallo, en principio como se observa en el punto tercero de las consideraciones del fallo, 

acusó que mi prohijada desaprovechó los medios ordinarios de defensa, cuando tal 

circunstancia no es cierta dado que cuando tuvo que hacerlo formuló su inconformidad frente 

al auto de 01 de marzo de 2021 que declaró desierta la apelación el recurso de súplica que 

más adelante reconoce. Frente al auto de 25 de enero de 2021 procedió a remitir la 

sustentación del recurso dentro del término oportuno.  

 

No obstante, fincado en el excesivo rigor del procedimiento denegó el amparo solicitado por 

considerar, en la sentencia de tutela en el punto 3 de la parte considerativa, que no se 

ejercieron los mecanismos ordinarios de defensa cuando en efecto si se ejerció, cuando fue 

necesario con el recurso de súplica, resuelto desfavorablemente por la Sala de Laboral del 

Tribunal Superior de Villavicencio.  

 

Frente a las consideraciones de los argumentos esbozados en la sentencia, el juez de tutela 

terminó lesionando los derechos sustanciales por una aplicación exegética de un trámite 

procesal que terminó desconociendo resolver de fondo un recurso de apelación que ya había 

sido interpuesto, lo que conlleva a perpetuar de contera por el Juez de tutela, los derechos 

fundamentales a la defensa, debido proceso y acceso a la administración de justicia que le 

asisten a AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 

 

2.1.2. “3.1. En primer lugar, en lo que atañe al referido proveído del 25 de enero de la 

presente anualidad, la quejosa omitió interponer el recurso de reposición que 
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procedía frente a tal determinación, siendo ese el escenario propicio para 

debatir la adecuación del trámite de la que se duele en sede constitucional.” 

 

Es evidente el exceso en el rigor del procedimiento en que incurrió la Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia, que finalmente termina por lesionar gravemente el derecho 

defensa, debido proceso y acceso a la administración de justicia de mi prohijada, como 

quiera que después de exigir la interposición de una reposición en su sentencia, cuando los 

recursos ordinarios y extraordinarios se agotaron, lo realmente importante en este caso, 

consiste en el hecho de que AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. sustentó dentro del término 

de 5 días la apelación, una vez ejecutoriado el fallo dejando de un lado el error del Tribunal 

Superior de Villavicencio en el cómputo de los términos. 

 

Y es que, con el razonamiento decantado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia, de contera permite una serie de violaciones prolongadas en el tiempo que 

estriban en el hecho de que el Tribunal Superior de Villavicencio se negó a dar trámite a 

resolver el recurso de apelación por incurrir propiamente en un error y considerar que se 

presentó de forma extemporánea, cuando se le olvidó computar el término de ejecutoria del 

auto del 25 de enero de 2021. 

 

La exégesis procesal del Juez de Tutela que termina por permitir una decisión incompatible 

con el ordenamiento jurídico y echar al traste el aspecto sustancial en el fondo del caso, 

radica en que resulta la Corte Suprema Sala Civil, desconociendo que en realidad el recurso 

se encuentra presentado y sustentado oportunamente. Distinto fuera que el recurso de 

apelación se haya radicado por fuera del término procesal, y ahí sí, como lo sostiene en la 

sentencia se pretenda revivir un término precluido, que no es del caso. No obstante, es 

totalmente procedente que en protección del derecho sustancial que acompasa al caso el 

Juez de Segunda instancia (Tribunal Superior de Villavicencio) estudie el recurso de 

apelación presentado en oportunidad, como en derecho corresponda, ya que son los jueces 

los garantes de la normatividad sustancial y deben procurar su protección por encima de las 

formas, como se expuso en precedencia con la tutela de la Corte Constitucional SU-

061/2018. 
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Por lo anterior, como garantía del derecho sustancial que preponderantemente se sobrepone 

al trámite procesal, es procedente tutelar el derecho de defensa, debido proceso y acceso a 

la administración de justicia de mi prohijada. 

 

2.1.3. “3.2. Ahora bien, respecto al proveído que declaró desierto el recurso (de 

primero de marzo de 2021), advierte la Sala que la censura constitucional de la 

gestora se circunscribe a predicar que, para el cómputo del término concedido 

para la sustentación, no se tuvo en cuenta lo previsto en el artículo 14 del 

decreto 806 de 2020, pues los cinco días concedidos para esos efectos, sólo 

podían comenzar a computarse con posterioridad a la ejecutoria del auto que 

corrió el respectivo traslado. 

 

En este orden de ideas, encuentra la Sala que si bien la quejosa atacó en súplica 

el proveído que declaró desierta su apelación, lo cierto es que el argumento 

previamente reseñado no fue alegado ante el fallador ordinario como soporte 

del mencionado medio de impugnación.  

 

En efecto, revisado el memorial contentivo de la mencionada súplica, se 

verifica que la misma se fundamentó, exclusivamente, en el supuesto 

desconocimiento del parágrafo único del artículo noveno del decreto 806 de 

2020, más no en la inobservancia de lo establecido en el artículo 14 de esa 

normatividad.  

(…) 

Entonces, evidente es que, si bien el actor recurrió el auto que declaró desierta 

su apelación, lo cierto es que desaprovechó dicha herramienta, al no esgrimir 

las circunstancias que ahora aduce ante el juez constitucional.”  

 

Desconoció la Sala que para propender por el amparo constitucional y acceder a aquel, no 

existe un miramiento constitucional que infiera la revisión del alcance del escrito en el que 

se empleen los medios de defensa, sino que los mismos se agoten. Incluso la Corte 

Constitucional ha dejado claro que, para acceder al amparo constitucional deprecado, lo que 

es exigible del demandante de tutela es que haya agotado los medios ordinarios o 

extraordinario como en este caso ocurrió, de acuerdo con el recurso de súplica intentado 

frente al auto del 01 de mayo de 2021. La Corte Constitucional lo exhorta así:  
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“Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de 

defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar 

la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable2.  De allí que sea 

un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el 

sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto 

es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección 

alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas 

autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las 

decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el 

cumplimiento de las funciones de esta última.”3 

  

 En virtud de lo anterior, resulta imprescindible de todas maneras dejar claro que en el 

recurso de súplica se efectuaron serios cuestionamientos en general a la aplicación que hizo 

el Tribunal Superior de Villavicencio del Decreto 806 de 2020. 

 

Es obligación del Juzgador ser el guardador de las normas sustanciales y no del recurrente, 

por eso en el momento de resolver el recurso de súplica es la autoridad jurisdiccional quien 

debe verificar con la censura de la decisión, si en efecto se había dado aplicación adecuada 

a las normas que gobiernan la materia en el momento de tramitar la apelación o si con los 

argumentos esbozados y la censura en general de la aplicación del Decreto 806 de 2020 

había que corregir la decisión. 

 

No obstante, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ignoró que, aunado 

a los argumentos puntualmente esbozados, fue atacada la aplicación del Decreto 806 de 

2020, tal como se observa en el extracto de la súplica incoada frente al auto de 01 de marzo 

de 2021: 

 Documento: Extracto del recurso de súplica. 

 
2 Sentencia T-504/00. 
3 Sentencia C-590/05 
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En tal virtud, es inconcebible ver como la alta corte incurre en una exegesis en la aplicación 

del procedimiento, cuando resulta manifiesto el cumplimiento del agotamiento de los medios 

ordinarios y extraordinarios de defensa, así como el cumplimiento de su deber de sustentar 

el recurso de apelación donde debe imperar la relevancia sustantiva en este caso y es lograr 

el trámite de un recurso de apelación interpuesto en oportunidad. 

 

Y es que la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil, en tratándose de exceso en 

la ritualidad, en este caso resulta contradiciéndose con su propio precedente jurisprudencial, 

donde ha accedido a dejar sin efectos actuaciones judiciales por exceso de ritualidad, como 

en la siguiente jurisprudencia ya reiterada en otros casos: 

 

“4. Bajo el anterior contexto, se advierte que el Tribunal censurado menospreció 

la sustentación expuesta contra la sentencia de primer grado, incurriendo en 

un defecto procedimental, por exceso ritual manifiesto, al declarar desierto el 

recurso de apelación formulado por los ahora accionantes, por cuanto no 

realizó un estudio del escrito que le fue presentado, limitándose a indicar que 

era el mismo allegado ante el fallador a-quo, por lo que no se encontraba 

habilitado para valorarlo, dejando de lado los motivos allí consignados”.  

 

“En este orden de ideas, considera la Sala que ante la existencia de la referida 

sustentación, no era procedente la declaración de deserción del recurso 

interpuesto, por lo que menester es conceder el ruego constitucional, porque la 

determinación anotada evidencia un exceso ritual manifiesto (…)”4.  

 

Así mismo, el Defecto Procedimental tratado por la Corte Constitucional y que ha servido de 

fuente para los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia como en la sentencia 

CSJ. STC9028 de 12 de julio 2018, exp. 11001-02-03-000-2018-01822-00, establece que el 

defecto procedimental se configura cuando: 

 

“(…) puede estructurarse (…) cuando (…) un funcionario utiliza o concibe 

los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho 

 
4 CSJ. STC3043-2021 de 25 de marzo de 2021, exp. 11001-02-03-000-2021-00652-00.   
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sustancial y por esta vía, sus actuaciones devienen en una denegación de 

justicia”; es decir: “el funcionario judicial incurre en un defecto procedimental 

por exceso ritual manifiesto cuando (i) no tiene presente que el derecho 

procesal es un medio para la realización efectiva de los derechos de los 

ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva pese a 

los hechos probados en el caso concreto, (iii) por la aplicación en exceso 

rigurosa del derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación devenga 

en el desconocimiento de derechos fundamentales (CC T-352/12) (…)”5.  

 

Así mismo, la misma sala de la Corte Suprema de Justicia en Sentencia STC4593-2021, 

radicación n.° 11001-02-03-000-2021-01179-00, exhortó para que las autoridades facilitarán 

el debido proceso para hacer efectivo el derecho sustancial y no que funcione como 

obstáculo para su realización: 

Corresponde a las autoridades jurisdiccionales y a los particulares habilitados 

para el ejercicio de la función judicial, atender al debido proceso como un medio 

para garantizar los derechos sustanciales y no a manera de un obstáculo para 

su realización, pues: 

 

“(…) [d]e lo contrario, se estaría incurriendo en una vía de hecho por exceso 

ritual manifiesto que es aquel que se deriva de un fallo en el cual haya una 

renuncia consciente de la verdad jurídica (…), por extremo rigor en la 

aplicación de las normas procesales convirtiéndose así en una inaplicación 

de la justicia material (…)”6.  

 

En tal virtud, emerge claro que el exceso de ritualidad en este caso socava palmariamente 

el derecho sustancial de mi prohijada, que se materializó con la denegación de la acción de 

tutela, máxime que los derechos han sido flanqueados con reiteradas exégesis en la 

aplicación de las normas procesales que desconocen sustancialmente las prerrogativas de 

mi prohijada al derecho a la defensa, debido proceso y acceso a la administración de justicia, 

pues había la sustentación de la apelación presentada en oportunidad es meritorio ordenar 

como mínimo el análisis del escrito radicado el 04 de febrero de 2021. 

 
5 CSJ. STC9028 de 12 de julio 2018, exp. 11001-02-03-000-2018-01822-00.   
6 Corte Constitucional. Sentencia T-1306 de 2001. 
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2.1.4. “3.3. De lo anotado previamente, se concluye que el reclamo actual resulta 

improcedente, toda vez que el descuido en el empleo de los mecanismos de 

protección que existen hacia el interior de las actuaciones judiciales impide al 

juez de tutela interferir los trámites respectivos, pues la justicia constitucional 

no es remedio de último momento para rescatar oportunidades precluidas o 

términos fenecidos, lo que significa que cuando no se utilizan o se 

desaprovechan los mecanismos de protección previstos en el orden jurídico, 

las partes quedan vinculadas a las consecuencias de las decisiones que le 

sean adversas, en tanto el resultado sería el fruto de su propia incuria.”. 

 

Comete un craso error el sentenciador de tutela, como quiera que su razonamiento es 

errado, ya que lo que con el amparo incoado se pretende es lograr el estudio de la apelación, 

bien sea porque se dé el trámite del artículo 327 del CGP, o bien, del Decreto 806 de 2020, 

se ordene al Tribunal Superior de Villavicencio estudiar el recurso de apelación, pero en 

ningún momento es lograr revivir un término ya precluido porque la apelación sí fue 

interpuesta dentro del término legal, de manera que no sería necesario revivir término alguno 

para estudiar la alzada. 

 

Ahora, no es dable pensar que el Juzgador de Tutela no tenga la facultad de interferir en el 

trámite que se busca invalidar una etapa procesal precluida erradamente por el Tribunal 

Superior de Villavicencio, cuando en la misma se surtieron actuaciones que constituyen una 

clara violación de los derechos deprecados en la demanda de tutela, por lo que no resulta 

lógico ni jurídicamente procedente desconocer la facultad del Juez de tutela de invalidar los 

actos lesivos de los derechos sustanciales socavados. 

 

2.2. La Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia no valoró de forma adecuada el 

defecto procedimental absoluto en que incurrió el Tribunal Superior de Distrito 

Judicial de Villavicencio en los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de marzo de 

2021 y 21 de abril de 2021. 

 

Como se mencionó anteriormente, AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. fue 

demandada en un proceso verbal declarativo de mayor cuantía, surtido ante el Juzgado 

Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, con radicado 500013103003-2015-00416-00. El 

http://www.gha.com.co/


 

Página 12 de 25 
           AV 6ª A # 35N100 of. 212 (Cali) – (+57)(2) 659 40 75 
                      Carrera 11a No 94a - 56 of. 402 (Bogotá) - (+57)(1) 743 65 92 

                    www.gha.com.co 
 
CAMG 

proceso ordinario hoy declarativo lo formuló el señor CARLOS JULIO HERRERA MATEUS 

quien tuvo la calidad de tomador y asegurado en el seguro de vida instrumentado en la Póliza 

No. 6002831, tomada el 25 de septiembre de 1993 con una vigencia de 20 años. Periodo en 

el que tendría que ocurrir el fallecimiento del señor Herrera Mateus para el surgimiento de la 

obligación condicional del asegurador.  

 

Con la demanda el actor pretendió obtener la efectividad del seguro sin haber ocurrido el 

riesgo de su propio fallecimiento y sin tener la calidad de beneficiario del amparo principal, 

pues había designado como beneficiarios del seguro a la compañera permanente por el 50% 

y a dos hijos por el 25%, constituyéndose únicos legitimados para reclamar. Pese a lo 

anterior, solicitó condenar a mi prohijada al pago de la suma de $628.206.215,00, por 

afectación del amparo principal, más un incremento del capital pagado por concepto de la 

prima durante 20 años e intereses de mora, sin haber ocurrido el riesgo asegurado que 

consistió en: “Colpatria, pagará hasta el valor del capital asegurado reajustado de acuerdo 

con la variación del dólar americano a los beneficiarios, en caso de fallecimiento de 

cualquiera de los asegurados, o simultáneos de ambos, ocurrido antes de la fecha de 

terminación del seguro consignado en la carátula de la póliza, cesando a partir de este pago 

cualquier otra obligación por parte de Colpatria”.  

 

AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. habiéndose notificado de la demanda el 16 de 

enero de 2017, presentó la contestación a la misma el 15 de febrero de esa anualidad. AXA 

se opuso a las pretensiones formulando varias excepciones de fondo que se encuentran en 

el escrito de contestación. 

 

Surtidas las etapas del proceso, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio profirió 

sentencia de primera instancia el 26 de septiembre de 2018, donde resolvió no declarar la 

prosperidad de las excepciones formuladas por AXA. El Despacho condenó a AXA 

COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. a pagar la suma total de DOS MIL SESENTA Y SEIS 

MILLONES CUATROCIENTOS OCHENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS VEINTINUEVE 

PESOS MCTE ($2.066.483.629). 

 

Pese a que en el contrato de seguro solo se contempló el reconocimiento de un dividendo 

en caso de que el asegurado sobreviviera al fenecer la vigencia del seguro de vida, y a que, 

dicho concepto no fue solicitado en el líbelo genitor. El juzgado desbordando sus facultades 
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reconoció tal rubro (dividendo), por un valor que también resultó evidentemente equivocado, 

ya que la suma que eventualmente podría llegarse a reconocer era de $3.767.141, pero el 

Juez de primera instancia condenó por ese solo concepto por $290.231.271 para un total de 

$2.066.483.629. El Despacho de primera instancia se abrogó una facultad extra y ultra petita, 

que está vedada para los jueces civiles. 

 

Frente a la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito 

de Villavicencio, AXA interpuso el recurso de apelación en virtud de los artículos 320, 321 y 

322 del C.G.P., ante la evidente ilegalidad de la decisión. El recurso se formuló y sustentó 

en audiencia del 26 de septiembre de 2018, siendo concedido el medio de impugnación por 

el Despacho en el efecto devolutivo. Después de transcurrir dos años y cuatro meses de 

haberse concedido el recurso de apelación, el Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil 

Familia Laboral, con gran mora procesal, mediante auto del 25 de enero de 2021, dispuso 

correr traslado a la parte apelante para sustentar la alzada so pena de declarar desierto el 

recurso. 

 

El Tribunal erró al invocar el Decreto 806 de 2020 como fundamento del traslado del recurso 

de apelación, por cuanto la normatividad vigente para la apelación era únicamente los 

artículos 322 y 327 del Código General del Proceso. Lo anterior, como quiera que el factor 

temporal del momento en que la alzada fue propuesta el 26 de septiembre de 2018 y 

concedida ese mismo día, con remisión del expediente al Superior, delimita el procedimiento 

que debe regir cuando existen otras normas que podrían aplicar. Para esa fecha, en lo que 

involucra el trámite de apelación la normatividad vigente eran las normas del Código General 

del Proceso, más no aquellas complementarias del Decreto indicado.  

 

Resulta manifiesto el yerro del juez de segunda instancia en la adopción del procedimiento 

ya que prescindió de la audiencia de sustentación de la apelación y fallo, configurando el 

error de procedimiento al adoptar un procedimiento diferente al que gobernaba en el 

momento de su formulación. Las normas del Código General del Proceso vigentes para ese 

momento exigían practicar la audiencia señalada en el artículo 327 del CGP, tal como lo 

establecen los artículos 624 y 625 del CGP:  

 

“Artículo 624. Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual 

quedará así: 
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Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los 

juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben 

empezar a regir. 

 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas 

decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los 

términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y 

las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes 

vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las 

pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los 

términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las 

notificaciones. 

 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente 

en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo 

que la ley elimine dicha autoridad”. 

 

“Artículo 625. Tránsito de legislación: 

 

Los procesos en curso al entrar a regir este código, se someterán a las 

siguientes reglas de tránsito de legislación: 

(…) 

5. No obstante lo previsto en los numerales anteriores, los recursos 

interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 

convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 

estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se 

interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las 

audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron 

los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.(…)” (Subrayado 

y negrilla fuera del texto original) 
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Incluso, pronunciamientos recientes de la Corte Suprema de Justicia han reiterado que es 

un error adoptar como trámite procesal el Decreto 806 de 2020 a las actuaciones que 

iniciaron con anterioridad a su entrada en vigencia, específicamente para el trámite de 

sustentación de la apelación. La reciente sentencia STC6687-2020 con Radicación n.° 

11001-02-03-000-2020-02048-00 producida por la Corte Suprema de Justicia, teniendo 

como ponente al Magistrado LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA, abordó el análisis de 

un caso igual al presente, donde se vulnero el derecho al debido proceso y el acceso a la 

administración de justicia por dar aplicación al Decreto 806 de 2020 cuando la apelación fue 

presentada en vigencia del artículo 327 del Código General del Proceso: 

 

“1. La controversia estriba en determinar si el tribunal accionado vulneró 

las garantías superlativas de la reclamante, al dar aplicación a lo reglado 

al artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 4 de junio de 2020, para 

rituar el recurso de apelación que ella impetró, cuando tal defensa se 

propuso en vigencia del canon 327 del Código General del Proceso. 

 

2. Para la Sala, se conculcaron derechos fundamentales al debido 

proceso y acceso a la administración de justicia porque el remedio 

vertical que la tutelante propuso, respecto a la sentencia de 14 de 

febrero de 2020, lo incoó en el momento en el cual regía el 

procedimiento señalado en la Ley 1564 de 2012, en especial, el 

mandato previsto en el precepto 327 de esa codificación.  

 

Por tanto, como el Decreto Legislativo 806 de 4 de junio de 2020, nada 

indicó sobre la transición entre una y otra reglamentación, el colegiado 

enjuiciado debió atender a la directiva general establecida en el artículo 

625 de la Ley 1564 de 2012, para los eventos en donde se introducen 

modificaciones a los procedimientos.  

 

Bajo ese horizonte, si el Decreto Legislativo 806 de 4 de junio de 2020 

modificó la manera para sustentar la apelación, así como la forma de 

resolver un mecanismo defensivo de ese talante y, además, nada esbozó 

en torno a los remedios verticales propuestos en vigencia del artículo 
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327 del Código General del Proceso, el recurso debía finiquitarse con 

la Ley anterior y no con la nueva.  

 

Al punto, el numeral 5°, artículo de la Ley 1564 de 2012, es claro en 

señalar: 

 

“(…) Artículo 625. Tránsito de legislación. Los procesos en curso al entrar 

a regir este código, se someterán a las siguientes reglas de tránsito de 

legislación: (…)”. “(…) No obstante lo previsto en los numerales anteriores, 

los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las 

audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 

estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron 

los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o 

diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes 

o comenzaron a surtirse las notificaciones (…)” (se destaca). 

 

En armonía con lo anterior, en canon 40 de la Ley 153 de 1887, modificado 

por el artículo 624 de la Ley 1564 de 2012, indica: 

 

“(…) Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de 

los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben 

empezar a regir (…)”.  

 

“(…) Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas 

decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los 

términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las 

notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes 

cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 

iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 

promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones (…)”.  

 

“(…) La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación 

vigente en el momento de formulación de la demanda con que se 
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promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad (…)” (énfasis ajeno al 

original) 

 

Así, de manera general, el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 y el canon 

625 del Código General del Proceso, consignan el principio 

retrospectividad como regla general y, de forma excepcional, el de 

ultraactividad en materia de recursos, de modo que, según el último, es del 

caso conceder el amparo invocado. 

(…) 

Se insiste, si la impulsora interpuso apelación contra la sentencia 

emitida el 14 de febrero de 2020, estando en vigor el Código General 

del Proceso, es decir, antes de expedirse el Decreto Legislativo 806 

de 4 de junio de 2020, la sustentación del recurso debía rituarse al 

tenor de lo reglado en el artículo 327 de la Ley 1564 de 2012, el cual 

expresa: 

 

“(…) Artículo 327. Trámite de la apelación de sentencias (…)”. 

 

Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, cuando se trate 

de apelación de sentencia, dentro del término de ejecutoria del auto que 

admite la apelación, las partes podrán pedir la práctica de pruebas y el juez 

las decretará únicamente en los siguientes casos (…)”.  

 

“(…)”.  

 

“(…) Ejecutoriado el auto que admite la apelación, el juez convocará a 

la audiencia de sustentación y fallo. Si decreta pruebas, estas se 

practicarán en la misma audiencia, y a continuación se oirán las 

alegaciones de las partes y se dictará sentencia de conformidad con la 

regla general prevista en este código (…)”.  

 

“(…) El apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los argumentos 

expuestos ante el juez de primera instancia (…)” (énfasis extexto). 
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Así, el ad quem confutado debió proceder de la manera exigida por ese 

precepto y no como lo dispone, ahora, el canon 14 del Decreto Legislativo 

806 de 4 de junio 20203, según el cual, en firme el proveído que admite la 

apelación y define lo pertinente sobre el decreto de pruebas, dará cinco (5) 

días de traslado al recurrente para que lo sustente por escrito, so pena de 

declararlo desierto. 

 

A pesar de la directriz sobre el tránsito de legislación en materia de 

recursos, el colegiado demandado la desconoció y dio aplicación inmediata 

a la aludida normatividad para reanudar el trámite de los procesos, ante la 

pandemia generada por la “COVID19”.  

 

El respeto por el paso de una Ley procesal a otra no podía soslayarse 

porque, amén de conculcar el debido proceso de la promotora, ello en 

manera alguna se opone a la práctica de las audiencias orales virtuales.”. 

(Subrayado y negrilla fuera del texto original) 

 

Conforme lo expuesto sin lugar a dudas demuestra una errada utilización y aplicación del 

procedimiento para el trámite de la apelación presentada por AXA Colpatria Seguros de Vida 

S.A., del cual se deriva el flagrante defecto procedimental que se puso de presente. Lo 

anterior, en tanto el Tribunal Superior de Villavicencio para evacuar la alzada debió aplicar 

el artículo 327 del C.G.P. y citar para audiencia de sustentación y sentencia, pero bajo ningún 

escenario aplicar el artículo 14 del Decreto 806 de 2020 que no estaba vigente para el 26 de 

septiembre de 2020. Se reitera, que la transición de las normas temporales del proceso 

judicial se regula íntegramente por el artículo 40 de la Ley 153 de 1887. Por ese motivo, es 

evidente que no podía el Tribunal correr traslado para alegar por escrito, cuando lo 

jurídicamente acertado consistía en citar a fecha de audiencia.  

 

Es evidente que la aplicación equivocada del ordenamiento legal sobre la materia tiene la 

capacidad inequívoca de modificar la decisión de no tener por sustentada la apelación.  

 

2.3. La Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia no valoró de forma adecuada el 

Defecto Sustantivo y procedimental absoluto en que incurrió el Tribunal 
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Superior de Distrito Judicial de Villavicencio en los Autos del 25 de enero de 

2021, 01 de marzo de 2021 y 21 de abril de 2021. 

 

Sin perjuicio del error procedimental, se quiere poner de presente al Juez de tutela que 

incluso habiendo el Tribunal adoptado un trámite procesal que no corresponde, incurrió 

también en un Defecto Sustantivo. Lo anterior, en virtud a que tampoco dio correcta 

aplicación a las normas positivas que regulan el trámite de apelación y que conceden la 

prerrogativa temporal al apelante de sustentar sus reparos en contra de la sentencia de 

primera instancia concedidas en las disposiciones del Decreto 806 de 2020. 

 

En el artículo 14 del Decreto en comento, establece la oportunidad para sustentar el recurso 

de apelación es dentro de los 5 días después de ejecutoriado el auto que lo admite, de la 

siguiente manera: 

 

“(…) 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud 

de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar 

dentro de los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá 

traslado a la parte contraría por el término de 5 días. Vencido el término de 

traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no 

se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (…)” 

(Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

Así mismo, en el artículo 302 del CGP, se consagra el término de ejecutoria de las 

providencias dictadas en audiencia y fuera de ellas: 

 

“Artículo 302. Ejecutoria 

Las providencias proferidas en audiencia adquieren ejecutoria una vez 

notificadas, cuando no sean impugnadas o no admitan recursos. 

 

No obstante, cuando se pida aclaración o complementación de una 

providencia, solo quedará ejecutoriada una vez resuelta la solicitud. 

 

Las que sean proferidas por fuera de audiencia quedan ejecutoriadas 
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tres (3) días después de notificadas, cuando carecen de recursos o 

han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren 

procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los 

interpuestos.” (Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

El Auto del 25 de enero de 2021, no solo se profirió fuera de audiencia, sino más de dos 

años después de concederse el recurso. El auto mediante el cual se dio traslado a mi 

prohijada para la sustentación de la apelación, fue publicado en el micrositio del Tribunal 

Superior de Villavicencio Sala Civil Familia Laboral, en los estados del 26 de enero de 2021. 

Acatando la instrucción judicial AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. sustentó los reparos del 

recurso de apelación mediante memorial por mensaje electrónico del 04 de febrero de 2021, 

dentro del término legal otorgado por el Tribunal Superior de Villavicencio, señalado en el 

artículo 14 del Decreto estudiado. 

 

Sin embargo y de forma totalmente equivocada, el recurso de apelación fue declarado 

desierto, por cuanto el juzgador de segunda instancia contra quien se dirige la tutela 

consideró que mi prohijada no sustentó el recurso de alzada. En su criterio fue 

extemporáneo, como lo indicó en el Auto del 01 de marzo de 2021, donde motivó: 

 

“De acuerdo con lo señalado en el artículo 9º ejusdem, la anterior decisión 

fue notificada por anotación en estados electrónicos del día 26 de enero de 

2021, tal y como se aprecia en la página web de la Rama Judicial. Así las 

cosas, el término para sustentar la alzada inició el 27 de enero de 2021 y 

terminó el día 02 de febrero del 2021.” 

 

En la parte resolutiva decidió: 

 

“PRIMERO: DECLARAR desierto el recurso de apelación interpuesto por 

la parte apelante, contra la sentencia proferida el 26 de septiembre de 

2018, por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio – Meta, de 

conformidad con lo señalado en la parte motiva” (…). 

 

En consecuencia, mi prohijada impugnó la decisión que declaró desierto el recurso de 

apelación. El medio de impugnación interpuesto en contra de la providencia que declaró 
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desierto el recurso de apelación, fue resuelto el 21 de abril de 2021 por la Sala Laboral del 

Tribunal Superior de Villavicencio y confirmó el Auto del 01 de marzo de 2021, condenando 

a mi prohijada en costas y agencias en derecho. 

 

En virtud de lo anterior, el Tribunal Superior de Villavicencio incurrió en un defecto sustantivo, 

por cuanto incurrió en un yerro por no dar correcta aplicación al artículo 302 del CGP y el 

artículo 14 del Decreto 806 de 2020, al iniciar el cómputo de los 5 días de traslado, sin 

contemplar el término de la ejecutoria del auto del 25 de enero de 2021, que fue de 3 días. 

Máxime, cuando el artículo 14 del mentado Decreto 806 de 2020 señala explícitamente la 

ejecutoria del auto para que proceda el conteo de los 5 días de traslado: “Ejecutoriado el 

auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá 

sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 

 

Es decir, en aplicación del término concedido por el Despacho de segunda instancia, éste 

ignoró que AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. contaba en total con 3 días para la 

ejecutoria del auto, más los 5 días del término del traslado, para 8 días en total. Como el 

auto fue publicado en el micrositio del Tribunal en el estado del 26 de enero de 2021, los 

días miércoles 27, jueves 28 y viernes 29 de enero de 2021, fueron los días en los que el 

Auto del 25 de enero de 2021 cobró firmeza. De forma consecuencial, posteriormente se 

contaba el término del traslado los días lunes 1, martes 2, miércoles 3, jueves 4 y viernes 5 

de febrero de 2021 para radicar la sustentación ante el Tribunal. Pero habiendo radicado la 

sustentación el 04 de febrero de 2021 el Tribunal declaró desierto el recurso mediante Auto 

del 01 de marzo de 2019. 

 

En efecto, el Tribunal Superior de Villavicencio no tomó en cuenta que el artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020 establece que los 5 días para alegar por escrito iniciarán su conteo una 

vez quede ejecutoriada la providencia que admite el recurso de apelación. La literalidad de 

la norma indica que “ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de 

pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días 

siguientes”. De este modo, en el caso concreto los términos con los que contaba la 

Compañía de Seguros para sustentar su recurso de apelación fenecían el 05 de febrero del 

año 2021 y no el 2 de ese mismo año como lo sostuvo la entidad acá accionada. De esa 

manera, dado que la sustentación fue presentada el 04 de febrero del año 2021, no había 
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lugar para declarar desierto el recurso de apelación, sino que lo jurídicamente acertado era 

tenerlo por presentado en oportunidad y así proceder con su estudio y análisis.  

 

Al considerar las anteriores actuaciones surtidas por el Tribunal Superior de Villavicencio, es 

evidente que incurrió en una violación al debido proceso y el derecho de defensa e impidió 

el acceso a la administración de justicia de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., 

dado que tuvo por no sustentado el recurso de apelación cuando sí lo estuvo. Así entonces, 

sin lugar a dudas se demuestra una errada valoración y aplicación de la norma, del cual se 

deriva el flagrante defecto sustantivo que se pone de presente. Es evidente que la aplicación 

equivocada del ordenamiento legal sobre la materia tiene la capacidad inequívoca de 

modificar la decisión de no tener por sustentada la apelación y retrotraer la actuación para 

dar aplicación al procedimiento que impera en trámite de apelación. 

 

III. PETICIONES 

 

PRIMERA: Que se DECLARE que el Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil Familia 

Laboral, al proferir los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de marzo de 2021 y el 21 de abril 

de 2021, mediante los cuales dio traslado para sustentar la apelación, declaró desierto el 

recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente, vulneró los derechos 

fundamentales de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. al acceso a la administración 

de justicia consagrado en el artículo 229, a la defensa y al debido proceso señalado en el 

artículo 29, todos de la Constitucional Política de Colombia.  

 

SEGUNDA: Que se DECLARE que el Tribunal Superior de Villavicencio incurrió en un 

defecto procedimental absoluto al proferir los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de marzo 

de 2021 y el 21 de abril de 2021, mediante los cuales dio traslado para sustentar la apelación, 

declaró desierto el recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente, al haber 

adoptado el trámite de apelación de sentencias dispuesto en el Decreto 806 de 2020, cuando 

gobernaban las normas del Código General del Proceso para la apelación formulada el 26 

de septiembre de 2018 y mediante el procedimiento dispuesto en el artículo 327 debió 

evacuarse el medio de impugnación, de conformidad con lo señalado en el artículo 40 de la 

Ley 153 de 1887. 
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TERCERA: Sin perjuicio del error de procedimiento, DECLARE además que el Tribunal 

Superior de Villavicencio incurrió en un defecto sustantivo, al inaplicar el artículo 302 del 

Código General del Proceso y el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, al proferir los Autos 

del 01 de marzo de 2021 y el 21 de abril de 2021, mediante los cuales declaró desierto el 

recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente, cuando fue efectivamente 

sustentado dentro del término legal. 

 

CUARTA: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones y también como medida 

tendiente a proteger y amparar los derechos fundamentales constitucionales al acceso a la 

administración de justicia, a la defensa  y al debido proceso de AXA COLPATRIA SEGUROS 

DE VIDA S.A., se DECLARE LA NULIDAD de lo actuado desde el Auto del 25 de enero de 

2021 y se extiende a los , 01 de marzo de 2021 y el 21 de abril de 2021, mediante los cuales 

dio traslado para sustentar la apelación, declaró desierto el recurso de apelación y confirmó 

su decisión respectivamente, proferidos por el Tribunal Superior de Villavicencio. 

 

QUINTA: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones, y como medida 

tendiente a proteger y amparar los derechos fundamentales constitucionales al acceso a la 

administración de justicia, a la defensa y al debido proceso de AXA COLPATRIA SEGUROS 

DE VIDA S.A., se le ORDENE al Tribunal Superior de Villavicencio, volver a emitir el auto 

que admita el recurso de apelación y cite a audiencia de sustentación de fallo y sentencia, 

en estricta aplicación del artículo 327 del CGP en el trámite del recurso de apelación.  

 

SUBSIDIARIAS 

 

PRIMERA: Que se DECLARE que AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. tuvo hasta 

el 05 de febrero de 2021, para sustentar el recurso de apelación, en virtud de la prerrogativa 

temporal de los artículos 302 del CGP y el artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

 

SEGUNDA: Se DECLARE que al haberse radicado la sustentación del recurso de apelación 

el 04 de febrero de 2021, la misma fue oportunamente presentada dentro del término 

legalmente previsto para ese efecto.  

 

TERCERA:  Se DECLARE que la nulidad de los autos 01 de marzo de 2021 en el cual se 

declaró desierto el recurso de apelación y del 21 de abril de 2021 que confirmó el auto del 
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01 de marzo previamente identificado, por violación del Decreto 806 de 2020 y el artículo 

302 del CGP, que establece el término de ejecutoria de las providencias. 

 

CUARTA: Como consecuencia de lo anterior, ORDENE al Tribunal Superior de Villavicencio 

a estudiar y resolver el recurso de apelación presentado el 26 de septiembre de 2018 y 

sustentado el 04 de febrero de 2021, como en derecho corresponda. 

  

 

IV. NOTIFICACIONES 

 

 

• El suscrito recibirá notificaciones en la Carrera 11A No. 94A-56, oficina 402 de la 

ciudad de Bogotá D.C. Correo electrónico: notificaciones@gha.com.co 

 

 

• AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A, en la Carrera 7 No. 24 – 89 P 7 de la 

ciudad de Bogotá. Correo electrónico: notificacionesjudiciales@axacolpatria.co 

 

 

• TRIBUNAL SUPERIOR DE VILLAVICENCIO – SALA CIVIL FAMILIA LABORAL, 

ubicado en el Palacio de Justicia, en la Carrera 29 No. 33 B - 79 de la ciudad de 

Villavicencio. Correo electrónico: secscflvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

 

• JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO, en calidad de 

juez de primera instancia que profirió el fallo objeto de apelación, mismo que 

concedió el medio de impugnación ante el Tribunal Superior de Villavicencio por 

considerar cumplidos los presupuestos de los artículos 320, 321 y 322 del CGP. El 

Despacho está ubicado en Carrera 29 No. 33 B - 79 de la ciudad de Villavicencio. 

Correo electrónico: ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
 

• CARLOS JULIO HERRERA MATEUS, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

17.351.495, quien tiene la calidad de demandante dentro del proceso ordinario 
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50001-3103-003-2015-00416-00, domiciliado en la Calle 19 No. 7 – 87 en el 

Municipio de San Martín – Meta. El demandante está representado en el proceso 

judicial por el Dr. Ernesto Rodríguez Riveros, con oficina en la Calle 40 No. 32 – 50 

Oficina 609 Edificio Comité de Ganaderos de Villavicencio Meta. Correo electrónico: 

ernesto16182@hotmail.com 

 

De los Honorables Magistrados, con toda atención y respeto, 

 

Cordialmente, 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 

C.C. No. 19.395.114 de Bogotá 

T.P. No. 39.116 del C. S. J.  
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Radicación n° 11001-02-03-000-2021-01676-00 

 

Bogotá, D.C., nueve (9) de junio de dos mil veintiuno 

(2021). 

 

Se concede la impugnación interpuesta por la parte 

accionante. Con base en lo anterior se dispone la remisión del 

expediente a la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema 

de Justicia de conformidad con el artículo 45 del Acuerdo 006 

de 2002. 

 

Comuníquese esta decisión a las partes por el medio más 

expedito.  

 

 

 

 

AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

Magistrado 

 

 

 



 

SCLAJPT-12 V.00 

 

GERARDO BOTERO ZULUAGA 

Magistrado Ponente 

 

STL7820-2021 

Radicación no 93723 

Acta nº 23 

 

       Bogotá, D.C., veintitrés (23) de junio de dos mil 

veintiuno (2021). 

 

Decide la Corte la impugnación interpuesta por AXA 

COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., contra la sentencia 

proferida por la SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA, el 02 de junio de 2021, dentro de 

la acción de tutela que promovió la parte recurrente contra 

el SALA CIVIL – FAMILIA – LABORAL DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 

VILLAVICENCIO, trámite en el cual se vinculó a las partes 

e intervinientes en el proceso ordinario de cumplimiento de 

contrato de seguros de vida identificado con el radicado 

«2015-00416-00». 

 

I. ANTECEDENTES 
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La sociedad promotora del resguardo, a través de 

apoderado judicial, reclamó la protección de sus prerrogativas 

fundamentales al debido proceso, a la defensa y acceso a la 

administración de justicia, los cuales consideró vulnerados por 

la autoridad judicial accionada. 

 

Frente a las censuras formuladas en contra de la 

autoridad conjurada, y conforme a las pruebas allegadas al 

plenario constitucional, se logra extraer, que la accionante fue 

demandada civilmente por el señor Carlos Julio Herrera 

Mateus, quien pretendió que se declarara el incumplimiento 

del contrato de seguros de vida «V – 6002831», al considerar 

que, se le desconoció al tomador su derecho como contratante, 

debido a las dos modificaciones efectuadas por la sociedad 

invocante; como consecuencia de ello, solicitó la parte activa 

dentro del proceso motivo de reproche, se condenara a AXA 

Colpatria a pagar el incremento del capital asegurado por el 

periodo de veinte (20) años de existencia, en un 23% «conforme 

al contrato de seguros de vida», sumado a los intereses moratorios 

y valor de agencias y costas procesales (f.º 3 cuaderno de 

pruebas). 

 

Surtido los trámites de rigor, el Juzgado Tercero Civil del 

Circuito de Villavicencio, quien conoció el asunto objeto de 

debate en primera instancia, a través de sentencia de fecha 26 

de septiembre de 2018, declaró no probadas las excepciones 

formuladas por la hoy promotora, y como consecuencia de ello, 

accedió a las suplicas de la demanda, condenando a la actora 

al pago total de $2.066.483.629, por concepto de, «monto 

alcanzado a la finalización del periodo del plan tomador […], dividendos a 
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que tuvo derecho el tomador […], intereses conforme a la liquidación 

realizada y condena en costas» (fs.º 23 y 24). 

 

En cuanto a los reparos expuestos por la actora, refirió 

que, presentó recurso de apelación frente a la determinación 

anterior, del cual señaló, fue sustentado en la audiencia ídem, 

por lo tanto, concedido por el a quo en el efecto devolutivo. 

 

Reprochó, que «[d]espués de transcurrir dos años y cuatro meses 

de haberse concedido el recurso de apelación, el Tribunal Superior de 

Villavicencio Sala Civil Familia Laboral, con gran mora procesal», a través 

de providencia del 25 de enero hogaño, corrió «traslado a la parte 

apelante para sustentar la alzada so pena de declarar desierto el recurso» 

(f.º 6 escrito genitor).  

 

Y de la anterior decisión reseñó, que la célula judicial 

puesta en entredicho «erró al invocar el Decreto 806 de 2020 como 

fundamento del traslado del recurso de apelación, por cuanto la alzada se 

propuso el 26 de septiembre de 2018 y fue concedida ese mismo día y se 

remitió el expediente al Superior. Para esa fecha, en lo que involucra el 

trámite de apelación la normatividad vigente eran únicamente los artículos 

322 y 327 del Código General del Proceso, más no aquellas 

complementarias del Decreto indicado.», a su vez criticó, que el 

Tribunal accionado no haya convocado para audiencia de 

segunda instancia, como en derecho corresponde (f.º 7). 

 

Consideró la sociedad invocante, que la convocada se 

equivocó en su pronunciamiento, al no darle una correcta 

aplicación al artículo 14 del Decreto 806 de 2020, y al respecto 

ilustró, que los cinco días empiezan a correr a partir de la fecha 

de ejecutoria del estado, y no al día siguiente de su publicación, 
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como erradamente lo advirtió la accionada, a través de la 

providencia del 01 de marzo de 2021, por medio de la cual 

declaró desierta la alzada, al considerar, que se presentó la 

sustentación del recurso de forma extemporánea, esto es, el 

día 04 de febrero de 2021.  

 

De lo preliminar expuso: 

 

El auto mediante el cual se dio traslado a mi prohijada para la 
sustentación de la apelación, fue publicado en el micrositio del 

Tribunal Superior de Villavicencio Sala Civil Familia Laboral, en los 
estados del 26 de enero de 2021. ES DECIR, QUE EL CITADO AUTO 

QUEDÓ EJECUTORIADO EL 29 DE ENERO DE 2021, POR LO QUE 
EL TÉRMINO PARA SUSTENTAR EL RECURSO FENECÍA EL 05 DE 

FEBRERO DE ESE MISMO AÑO. subrayas hacen parte del 
texto original (f.º 8). 
 

Adujo, que inconforme con la declaratoria de desierta de 

la alzada, radicó recurso de súplica, el cual fue resuelto a 

través de proveído del 21 de abril de 2021, por la Sala 5ª de 

decisión Civil – Familia – Laboral, confirmando el auto 

calendado el 1º de marzo del año que avanza, y por medio del 

cual, «se declara desierto el recurso de apelación interpuesto contra la 

sentencia dictada el 26 de septiembre de 2018 por el Juzgado Tercero Civil 

del Circuito de Villavicencio, de conformidad con lo señalado en la parte 

motiva de esta providencia.»; asimismo, condenó en costas a la 

recurrente y ordenó que se incluyera en la liquidación como 

agencias en derecho. 

 

Insistió la actora, que no debió darse aplicación a lo 

dispuesto en el Decreto 806 de 2020, sino al procedimiento que 

regula la segunda instancia en el asunto, máxime si el recurso 

había sido sustentado con anterioridad a la entrada en 
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vigencia de la norma referida, considerando desde su parecer, 

que se le desconocen los derechos fundamentales invocados, 

al incurrir el colegiado en una vía de hecho por defecto 

sustantivo y procedimental absoluto, con las decisiones 

adoptadas «en los Autos del 25 de enero de 2021, 01 de marzo de 2021 

y 21 de abril de 2021.» (f.º 33). 

 

Conforme a lo precedido, solicitó la parte actora, que se 

tutelen los derechos fundamentales invocados y se declare 

que las decisiones objeto de debate se encuentran inmersas 

en una vía de hecho por defecto procedimental absoluto y 

sustantivo, y como consecuencia de ello, «se DECLARE LA 

NULIDAD de lo actuado desde el Auto del 25 de enero de 2021 y se 

extiende a los , 01 de marzo de 2021 y el 21 de abril de 2021, mediante 

los cuales dio traslado para sustentar la apelación, declaró desierto el 

recurso de apelación y confirmó su decisión respectivamente, proferidos 

por el Tribunal Superior de Villavicencio.», asimismo pretende, «se le 

ORDENE al Tribunal Superior de Villavicencio, volver a emitir el auto que 

admita el recurso de apelación y cite a audiencia de sustentación de fallo 

y sentencia, en estricta aplicación del artículo 327 del CGP en el trámite 

del recurso de apelación.». 

 

Como peticiones subsidiarias, solicitó: 

 

PRIMERA: Que se DECLARE que AXA COLPATRIA SEGUROS DE 
VIDA S.A. tuvo hasta el 05 de febrero de 2021, para sustentar el 

recurso de apelación, en virtud de la prerrogativa temporal de los 
artículos 302 del CGP y el artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

 
 
SEGUNDA: Se DECLARE que al haberse radicado la sustentación 

del recurso de apelación el 04 de febrero de 2021, la misma fue 
oportunamente presentada dentro del término legalmente previsto 

para ese efecto. 
 

TERCERA: Se DECLARE que la nulidad de los autos 01 de marzo 
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de 2021 en el cual se declaró desierto el recurso de apelación y del 
21 de abril de 2021 que confirmó el auto del 01 de marzo 

previamente identificado, por violación del Decreto 806 de 2020 y 
el artículo 302 del CGP, que establece el término de ejecutoria de 

las providencias. 
 

CUARTA: Como consecuencia de lo anterior, ORDENE al Tribunal 
Superior de Villavicencio a estudiar y resolver el recurso de 
apelación presentado el 26 de septiembre de 2018 y sustentado el 

04 de febrero de 2021, como en derecho corresponda. (fs.º 37 y 
38).  
 

 

II. TRÁMITE Y DECISIÓN DE INSTANCIA 

 

Mediante proveído del 28 de mayo de 2021, la Sala 

cognoscente en el presente asunto constitucional, la admitió, 

ordenó vincular a todas las partes e intervinientes en el asunto 

que originó la queja; así mismo, se corrió el traslado de rigor, a 

fin de que los interesados dieran respuesta si a bien lo tenían; 

y se reconoció personería judicial para actuar al apoderado de 

la parte accionante. 

 

Dentro del término legalmente establecido, el apoderado 

del señor Carlos Julio Herrera Mateus, quien no acreditó tal 

calidad, solicitó, que se declare la improcedencia del amparo, 

o en su lugar, se denieguen las pretensiones formuladas por la 

actora. 

 

El Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio, hizo 

referencia a los antecedentes del caso, informando sobre las 

actuaciones que adelantó al interior de la causa civil motivo de 

reproche, refiriendo, respecto de la censura formulada, que las 

mismas se encuentran encaminadas en contra de las 
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decisiones adoptadas en segunda instancia por el colegiado 

accionado y en atención a ello, solicitó, «NEGAR la tutela en contra 

de este Despacho por la Sociedad AXA Colpatria Seguros de Vida S.A, por 

no configurarse vulneración alguna de las prerrogativas de carácter 

fundamental reclamadas por parte de este Juzgado.» (fs.º 1 – 3).  

 

Por su parte, un magistrado del Tribunal Superior de 

Villavicencio – Sala Civil – Familia – Laboral, señaló, que no 

incurrió en ninguna de las censuras formuladas por la parte 

invocante, y que contrario a lo referido, el proceso de la alzada 

se surtió conforme a las disposiciones consagradas en el 

Decreto 806 de 2020, advirtiendo, «la entidad hoy accionante, en 

lugar de informar su inconformidad, aportó escrito por el que dijo cumplir 

con su deber, pero fuera de término, por lo que a través de proveído 

calendado 01 de marzo de la presente anualidad se declaró desierto el 

recurso, el cual fue confirmado mediante auto de 21 de abril del 2021, que 

definió la súplica interpuesta contra aquel por parte de la aquí actora.» (fs.º   

1 – 2).  

 

Otro magistrado de la misma Sala, expuso los mismos 

argumentos previamente referidas, agregando que las 

fundamentaciones formuladas al interior del presente trámite, 

son distintas a las referidas en su recurso de súplica, 

consistentes en: 

 

[…] en aquella oportunidad se remitió al parágrafo del artículo 9 del 
Decreto 806, relacionada con el conteo de los términos de traslado 

previstos en este aparte normativo, motivo por el que se le aclaró que 
tal regulación enmarcaba una circunstancia particular, relacionada 
a cuando la parte recurrente acredita que envió un escrito por un 

canal digital, del cual deba correrse traslado a los demás sujetos 
procesales, evento que autoriza que se prescinda del traslado por 

secretaría, “y el término de traslado se entenderá realizado a los dos 
(2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje y el término 

respectivo empezará a correr a partir del día siguiente”, situación que 
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no se semejaba a la suya. 

 

Y del anterior señalamiento sostuvo, que la Sala estudió 

el recurso, conforme a las indicaciones formuladas por el actor 

en aquella oportunidad, respetando las garantías 

fundamentales de las partes interesadas y realizando un 

acucioso estudio de los reparos referidos (fs.º 1 a 4).   

 

Surtido el trámite de rigor, la Sala Cognoscente en el 

presente asunto constitucional, mediante sentencia del 2 de 

junio de 2021, resolvió negar el amparo invocado, al considerar 

que al interior del proceso motivo de reproche, la sociedad 

promotora del resguardo no hizo uso de los mecanismos que 

la ley dispone para la defensa de sus intereses, y al respecto 

advirtió: 

 

3.1. En primer lugar, en lo que atañe al referido proveído del 25 de 

enero de la presente anualidad, la quejosa omitió interponer el 
recurso de reposición que procedía frente a tal determinación, siendo 
ese el escenario propicio para debatir la adecuación del trámite de la 

que se duele en sede constitucional. 
 

 
Al referirse al segundo reparo señaló: 
 

 
3.2. Ahora bien, respecto al proveído que declaró desierto el recurso 
(de primero de marzo de 2021), advierte la Sala que la censura 

constitucional de la gestora se circunscribe a predicar que, para el 
cómputo del término concedido para la sustentación, no se tuvo en 

cuenta lo previsto en el artículo 14 del decreto 806 de 2020, pues los 
cinco días concedidos para esos efectos, sólo podían comenzar a 

computarse con posterioridad a la ejecutoria del auto que corrió el 
respectivo traslado.  
 

En este orden de ideas, encuentra la Sala que si bien la quejosa 
atacó en súplica el proveído que declaró desierta su apelación, lo 

cierto es que el argumento previamente reseñado no fue alegado ante 
el fallador ordinario como soporte del mencionado medio de 

impugnación. 
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III. IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme con la anterior decisión, la parte accionante 

la impugnó, reiterando los argumentos esbozados en el escrito 

genitor al igual que sus pretensiones; frente a los argumentos 

expuestos por el a quo constitucional sustentó: 

 

No obstante, lo anterior, en la sentencia de tutela la Sala de Casación 

Civil de la Corte Suprema de Justicia niega el amparo constitucional 
por considerar que pese a haber atacado el auto del 01 de marzo de 

2021 por vía de súplica no se esgrimieron los argumentos de la tutela 
cuando lo pretendido con el recurso fue reprochar la interpretación 

del Decreto 806 de 2020. Adicionalmente, dejó de un lado el Principio 
de Primacía del Derecho Sustancial sobre el Procedimiento yendo 
incluso en contra de su misma jurisprudencia, que resultó finalmente 

desconociendo la sustentación del recurso de apelación cuando en 
efecto estuvo sustentado dentro del término legal. 

 
El exceso de ritualidad conlleva incluso a que la Sala de Casación 

Civil prescinda de ordenar estudiar un recurso de apelación que sí 
estuvo sustentado, solo que por un error conceptual del Tribunal 
Superior de Villavicencio en el cómputo de los términos, ya que omitió 

la ejecutoria del auto, lo que configura que incluso por vía de tutela, 
con las consideraciones de la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia se permita la violación de los derechos deprecados en el 

medio de impugnación.  (fs.º 1 – 25).  
 

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 86 de la Constitución Política establece, que 

toda persona tiene derecho a promover acción de tutela ante 

los jueces, con miras a obtener la protección inmediata de 

sus derechos constitucionales fundamentales cuando por 

acción u omisión, le sean vulnerados o amenazados por 

cualquier autoridad pública o por particulares, en los casos 

previstos de forma expresa en la ley, siempre que no se 
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cuente con otro medio de defensa judicial o cuando, de 

existir, la tutela se utilice como mecanismo transitorio para 

evitar la materialización de un perjuicio de carácter 

irremediable. 

 

Descendiendo al Sub Judice, el amparo suplicado tiene 

como fundamento, la inconformidad del actor por la presunta 

incursión a una vía de hecho de parte de la autoridad judicial 

accionada, en las decisiones confutadas en segunda 

instancia al interior del presente trámite constitucional, 

teniendo como fundamento tres pilares, los cuales se citan 

seguidamente: 

 

i) Invalidar las decisiones adoptadas en: a) el auto de 

fecha 25 de enero de 2021, que ordenó el traslado 

a la recurrente para sustentar su recurso; b) el 

proveído del 01 de marzo de 2021, por medio del 

cual, resolvió declarar desierto el recurso de 

apelación formulado por la interesada el día 04 de 

febrero de 2021 y; c) la providencia del 21 de abril 

de 2021, que desató el recurso de súplica, 

confirmando la decisión anterior. 

ii) Que se ordene al órgano judicial fustigado, citar a 

la audiencia de que trata el artículo 327 del CGP, 

en el entendido de que la apelación fue sustentada 

ante el a quo con anterioridad a la entrada en 

vigencia del Decreto 806 de 2020. 

iii) Y como subsidiaria, que se ordene resolver la 

apelación que fue sustentada en oportunidad, en 
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cumplimiento al precepto normativo dispuesto en 

el artículo 14 de la norma ídem. 

 

Frente a la primera censura formulada por el actor, esta 

Sala no encuentra reparo alguno a lo dispuesto por el a quo 

constitucional, en el entendido de que frente a la decisión del 

25 de enero de 2021, por medio del cual, se corrió traslado a 

las partes, efectivamente el actor no radicó recurso de 

reposición, en tratándose de un auto proferido por el 

magistrado sustanciador Alberto Romero Romero, conforme 

lo dispone el artículo 318 del C.G.P., como se puede validar 

a folio 86 del cuaderno de segunda instancia, y contrario a 

ello, sustentó la alzada a través de escrito visible a folios 32 

a 39, enviado por correo electrónico del 04 de febrero hogaño, 

después de la notificación en el estado del 26 de enero de 

2021, como consta en las documentales aportadas al 

plenario constitucional y en la página de consulta de la rama 

judicial; en esos términos, no se cumple con el requisito de 

procedibilidad correspondiente a la subsidiariedad. 

 

De lo anterior, vale anotar, que la decisión adoptada en 

el proveído ídem, se ajusta al procedimiento dispuesto en el 

Decreto 806 de 2020; por lo tanto, esta Sala no encuentra 

reparo alguno a la precedida determinación.     

 

Ahora bien, respecto a la censura de la parte actora, 

relacionada con la declaratoria de desierto del recurso de 

apelación, radicado en la fecha de marras, y en el que se dijo 

que fue presentado por fuera del término dispuesto en el 

Decreto 806 de 2020, conforme se previó en auto del 01 de 
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marzo de 2021, el actor haciendo uso de los mecanismos que 

la ley dispensa, radicó recurso de súplica, el cual fue 

sustentado en los siguientes términos: 

 

De esta forma es claro que el honorable Magistrado, aplica el 
término de ejecutoria del auto que corrió el traslado para sustentar 

el recurso, conforme lo regula el Código General del Proceso y no 
como regula la propia norma invocada, Decreto 806 de 2020.  

 
Es menester recordar al despacho del honorable Magistrado 

ALBERTO ROMERO ROMERO, que el mismo artículo invocado del 
Decreto 806 de 2020, como sustento para proferir el auto del 1 de 
marzo del año 2021, que declaró desierto el recurso apelación, no 

tuvo en cuenta el contenido del parágrafo único, del artículo 9, de 
la norma descrita […] 

 
[…] 

 
Es decir, se tiene en cuenta el contenido del parágrafo único del 
artículo 9 del Decreto 806 de 2020, pero no se cuenta en debida 

forma el término, pues el apoderado erradamente inicia el término 
a partir de la fecha del auto y no de la fecha de publicación del 

mismo (por ello su término culmina el 3 de febrero de 2021) 
 

[…] 
 
En este caso en particular, se debe tener en cuenta, que el recurso 

se interpuso y se fundamentó en primera instancia; no obstante a 
ello se volvió a sustentar por escrito en términos legales, conforme 

la regulación del Decreto 806 de 2020, artículo 9 parágrafo único. 
(fs.º 42 a 46)  
 

 
Entonces, la Sala se limitará al estudio de la providencia 

que zanjó el auto, por medio del cual se declaró desierta la 

alzada, es decir, el proveído de fecha 21 de abril de 2021; 

precisamente, porque en el mismo, se estudiaron las 

consideraciones anotadas por la parte invocante en su 

escrito de súplica de cara a la decisión del 1º de marzo de la 

anualidad referida, y la que definió el asunto puesto a 

consideración de esta magistratura.  
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 La Sala rebatida, al realizar un análisis de la 

normatividad aplicable al asunto, en el proveído de fecha 21 

de abril hogaño, visto a folios 47 a 55, y en el que validó los 

reparos formulados por la sociedad actora en su escrito de 

súplica mencionados en párrafos anteriores, advirtió frente a 

la sustentación expuesta por la recurrente: 

 

Examinadas las actuaciones se observa que ejecutoriado el auto 
que admitió el recurso de apelación y de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, mediante 
providencia de fecha 25 de enero de 2021 (fl.106), notificado en el 
estado electrónico del 26 de enero la misma calendatura, se corrió 
traslado a la parte apelante por el término de cinco (5) días, para 
que sustentara el recurso interpuesto, término éste que, conforme 

a lo consagrado en el inciso 2º del artículo 118 del C. G. del P, 
empezó a correr desde el 27 de enero, finalizando el 2 de febrero 

de 2021, lapso en el que el recurrente no allegó ningún memorial 
de fundamentación de la alzada. Solo hasta el jueves 4 de febrero 
de hogaño, se recibió a través del canal digital autorizado por la 

Secretaría de la Sala, un correo electrónico remitido por el 
apoderado de COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. anexando la 

sustentación de la apelación (fls. 107 a 111). 

 

Y al estudiar las pruebas allegadas al plenario motivo 

de reproche, sostuvo que el actor presentó su alzada fuera de 

términos, y al respecto dispuso: 

 

Teniendo presente el anterior iter procesal, comoquiera que la 

parte recurrente no sustentó la alzada dentro de la oportunidad 
procesal concedida, conforme lo previsto en el inciso 4 del numeral 

3º del artículo 322 del Estatuto Procedimental Vigente, la 
consecuencia de aquella omisión es la declaratoria de desierto del 

recurso, en ese orden, y resaltando que la normas que disciplinan 
la manera de computar los plazos o términos son reglas-principios 
de orden público de estricto cumplimiento, este Despacho, confirma 

el proveído adiado 25 de enero de 2021 proferido por el Magistrado 
ALBERTO ROMERO ROMERO, por medio del cual declara desierto 

el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia dictada el 
26 de septiembre de 2018 por el Juzgado Tercero Civil del Circuito 

de Villavicencio. 
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Frente al soporte de la actora en su escrito de súplica, 

en lo atinente con el artículo 9º del Decreto 806 de 2020, 

sustentó, que esa prerrogativa no era aplicable al asunto, al 

disponer: 

 

Ahora bien, la interpretación que expone el apoderado de la parte 

recurrente, del Parágrafo del artículo 9 del Decreto 806, 
relacionada con el conteo de los términos de traslado previstos en 

este aparte normativo, no se ciñe a lo allí previsto. Puesto que, la 
hipótesis que trae la ley enmarca una circunstancia particular, que 
es cuando la parte acredita el envío de un escrito del cual deba 

correrse traslado a los demás sujetos procesales, mediante la 
remisión de la copia por un canal digital, lo cual autoriza que se 
prescinda del traslado por secretaría, “y el término de traslado se 
entenderá realizado a los dos (2) días hábiles siguientes al del 

envío del mensaje y el término respectivo empezará a correr a 
partir del día siguiente”, es decir, que el conteo del término a partir 
del segundo día, se genera solamente en el caso traído en la 

norma, y cuando el traslado debe correrse a los demás sujetos 
procesales a las que se le ponga en conocimiento un escrito, 

situación ajena al caso sub examine. 

 

Así mismo, se revisó la página de consulta de la rama 

judicial en el siguiente link, 

https://consultaprocesos.ramajudicial.gov.co/Procesos/Nu

meroRadicacion, validando que, el auto del 25 de enero 

hogaño, por medio del cual, se corrió traslado para sustentar 

el recurso, fue registrado en la misma fecha «a las 13:06:53», 

culminando el término al día siguiente, es decir el 26 de enero 

de 2021, por  lo tanto, el tiempo de los cinco días otorgados 

conforme lo dispone el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, 

empezó a transcurrir a partir del 27 del mismo  mes y año, y 

culminaba el día 02 de febrero de la referida anualidad, como 

lo dispuso el Ad quem, en el auto que declaró desierta  la 

alzada, esto es, el de 01 de marzo de 2021, confirmado por el 

proveído del 21 de abril del mismo año, al disponer: 

 

https://consultaprocesos.ramajudicial.gov.co/Procesos/NumeroRadicacion
https://consultaprocesos.ramajudicial.gov.co/Procesos/NumeroRadicacion
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[…] con fundamento en lo dispuesto en el inciso 3º del artículo 14 
del Decreto Ley 806 de 2020, mediante auto del 25 de enero de 

2021, se dispuso correr traslado a la parte demandada y apelante, 
en este asunto, para que en el término de cinco (5) días sustentara 

por escrito el recurso de apelación formulado ante el a – quo, 
vencido el cual, correspondía a la parte no recurrente formular 

réplica en el mismo lapso. 

 

Conforme a la decisión adoptada por el colegiado 

censurado, en el auto del 21 de abril hogaño, esta Sala 

considera, que no se le ha vulnerado al actor las garantías 

deprecadas, por cuanto, las consideraciones adoptadas en el 

que se fundó la decisión atacada por esta vía residual y 

especial, fue estudiada analizando las censuras de la parte 

actora; por lo tanto, no podría alegarse nuevos reparos al 

interior de un asunto constitucional, definido de carácter 

excepcional y residual, de lo contrario, se desconocería el 

principio de congruencia. 

 
 

Así las cosas, analizado lo precedido, considera esta 

Sala que, el proveído censurado está arraigado en 

argumentos que consultaron las reglas mínimas de 

razonabilidad jurídica y que, sin lugar a dudas, obedecieron 

a la labor hermenéutica propia del juez, sin que sea dable 

entonces a la parte accionante recurrir al uso de este 

mecanismo preferente y sumario, como si se tratase de una 

-tercera instancia- a la cual pueden acudir los administrados 

a efectos de debatir nuevas tesis jurídicas y probatorias sobre 

un determinado asunto, que en su momento fue sometido a 

los ritos propios de una actuación judicial, con el único fin 

de conseguir el resultado procesal que le fue esquivo en su 

oportunidad legal. 
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Al analizar el segundo reparo de su petitorio, 

relacionado con que la alzada no debió tramitarse en vigencia 

del Decreto 806 de 2020, esta Sala considera que a la 

demandada no se le desconoció prerrogativa fundamental 

alguna, en cuanto se aplicó en debida forma la disposición 

que actualmente rige para los procesos judiciales, esto es, la 

norma ídem que fue declarada exequible por la Corte 

Constitucional, mediante sentencia C-420 de 2020. 

 

De cara a lo precedido, esta Sala Laboral, al efectuar un 

estudio en un asunto de similares particularidades, advirtió: 

 

[…] conforme a la nueva forma de tramitar los juicios frente a la 

situación actual de pandemia en que nos encontramos, que obligó 
a la justicia a tramitar los procesos de conocimiento en una era que 
actualmente se gestiona en la virtualidad, en estas circunstancias, 

el ejecutivo en aras de salvaguardar las actuaciones judiciales, 
buscó adaptar un procedimiento con el único fin de no desconocer 

las garantías de las que revisten las partes en una actuación 

judicial.  (STL10941-2020) 
 

 

Finalmente, frente a la última censura, referida con que 

debió aplicarse el artículo 14 del Decreto ibidem, esta Sala se 

encuentra de acuerdo con lo resuelto en primera instancia 

constitucional, puesto que, la parte accionante desconoció la 

herramienta dispuesta para ello, porque aún, pese a que  

presentó recurso de súplica, en el mismo, solo se sustentó lo 

relacionado con el artículo 9º de la misma normativa, por lo 

tanto, no es aceptable, acudir al juez de tutela, para estudiar 

un reparo, que debió ser formulado ante el juez natural, 

encontrado la Sala, que la decisión cuestionada se motivó, -
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se itera- con respeto al principio de congruencia, de acuerdo 

a las consideraciones expuestas en líneas atrás. 

 

En la medida que no resultaron avantes las censuras 

principales, no da lugar a realizar estudio respecto de las 

pretensiones formuladas como subsidiarias. 

 

Así las cosas, las anteriores consideraciones alusivas a 

las censuras cuestionadas resultan suficientes para 

confirmar la providencia impugnada de los derechos 

invocados, por las razones expuestas en precedencia. 

 

V. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, 

Sala de Casación Laboral, administrando justicia en nombre 

de la República y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela impugnado, 

e conforme a las consideraciones anotadas en precedencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a los interesados 

en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 

1991. 

 

TERCERO: REMITIR el expediente a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 
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Notifíquese, publíquese y cúmplase. 

 

 

 

 

 

Presidente de la Sala 
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JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO 

DE VILLAVICENCIO 
 
La anterior providencia se notifica por 
anotación en el Estado de  
 
 

 
_________________________ 

Secretaria 

DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO 

JUZGADO TERCERO CIVIL 

DEL CIRCUITO 

 

Expediente Nº 500013103003 2015 00416 00 

 

Villavicencio, diecisiete (17) de febrero del 2022. 

 

 Obedézcase y Cúmplase lo resuelto por el Honorable Tribunal Superior de 

este Distrito Judicial, en auto calendado 01 de febrero del 2022, mediante la cual se 

confirmó la decisión proferida por esta judicatura consistente en rechazar de plano 

el incidente de nulidad promovido por la parte demanda mediante proveído adiado 

06 de julio del 2021.  

 

 Por otra parte, teniendo en cuenta las reiteradas solicitudes elevadas por el 

apoderado de la parte actora aunado a la petición incoada por el profesional en 

derecho Gustavo Alberto Herrera Ávila en memorial adiado 28 de octubre del 2021, 

este Juzgado dispone ordenar el pago del título judicial que se encuentra constituido 

a órdenes del Despacho con ocasión del proceso de la referencia al abogado Ernesto 

Rodríguez Riveros identificado con cedula de ciudadanía No 17.323.343., por valor 

de COP$2.138.810.547, lo anterior, acorde a la facultad con la que cuenta el 

apoderado en el mandato conferido a su favor y obrante en el plenario.  

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 

 

YENNIS DEL CARMEN LAMBRAÑO FINAMORE 

Juez 

(2) 
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DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO 

JUZGADO TERCERO CIVIL 

DEL CIRCUITO 

 

Expediente Nº 500013103003 2015 00416 00 

 

Villavicencio, diecisiete (17) de febrero del 2022. 

 

Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición formulado por el 

apoderado judicial de la parte demandada en contra del auto fechado 29 de noviembre 

del 2021, por medio del cual se modificó la liquidación de costas realizada por la Secretaria 

de este Juzgado.  

 

Como reparos formulados por el demandado en contra de la decisión en comento, 

señala que en la actualidad no tienen conocimiento de la liquidación realizada inicialmente 

por este Juzgado, como también expresa que en las costas se pretende incluir un 

comprobante de “ingresos”, el cual es completamente desconocido por él, como quiera 

que del documento en mención no se le corrió traslado para poder establecer cuál es el 

concepto contentivo de su valor, si es procedente jurídicamente tenerlo en cuenta para 

la liquidación de costas, si es excesivo y/o efectuar una solicitud de regulación, tal como 

lo establece el artículo 366 Código General del Proceso. 

 

Además de lo anterior, señala el recurrente, que el extremo actor no cumplió con 

la obligación que le asiste de copiar ese tipo de actos procesales a su contra parte, pues, 

jurídicamente AXA COLPATRIA tiene la prerrogativa de participar en este tipo de 

actuaciones, máxime si le perjudica su resultado, aunado a que resulta totalmente 

improcedente contemplar la inclusión de un comprobante de ingresos sin saber de dónde 

proviene, porque concepto, entre otros aspectos, para poder establecer válidamente una 

cuantía en la condena en costas.  

 

Por último, expone el demandado que la ecuación matemática de sumar la cifra de 

comprobante de ingresos de COP$4.500.000 y un salario mínimo, es equivocado, por lo 

que se impone una cifra mayor al resultado real de sumar esos dos valores. 

 

Por lo que conforme a lo anterior, solicita al Despacho modificar la liquidación de 

costas aprobada, en el sentido de ordenar que la única suma de dinero que eventualmente 

tendría que pagar su prohijada corresponde a COP$908.526. 
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Surtido el traslado de rigor, la parte demandante guardo silencio. 

  

CONSIDERACIONES 

  

 De entrada el Despacho hace saber que la decisión objeto de censura será 

confirmada por las siguientes razones: 

  

 El apoderado del extremo demando indica desconocer la liquidación de costas 

realizada inicialmente, como también aduce no tener conocimiento del soporte allegado 

por el demandante respecto al pago de honorarios al perito que realizó el dictamen pericial 

en el asunto de la referencia y que el mismo incumplió el deber de copiar dichos actos 

procesales a la contraparte, es decir, a él como contrincante en este asunto. 

 

 No obstante, es de indicársele al recurrente que dichas observaciones no pueden 

ser tenidas en cuenta, en la medida que el presente expediente ha estado en Secretaria 

a disposición de las partes en múltiples ocasiones, lo que significa, que ha podido tener 

acceso a todos y cada uno de los archivos que componen el mismo, inclusive los 

documentos que echa de menos en su escrito de reposición. 

 

Por lo anterior, no es justificable alegar el desconocimiento de ciertas piezas 

procesales por parte del demandado amén de que no sean tenidas en cuenta por esta 

judicatura, como tampoco era obligación del Juzgado correr traslado del comprobante de 

egreso aportado por el actor, en la medida que no existe disposición que así lo contemple, 

además que el mentado documento se encuentra incorporado en el expediente digital 

una vez se allegó, como también reposa en el plenario los datos de notificación del perito, 

ello a si bien lo tiene, pueda corroborar la veracidad del contenido de los documentos 

arrimados y su proveniencia; por lo que en aras de lo anterior, dicho recurso no ha de 

abrirse paso por lo brevemente expuesto. 

 

 Por otra parte, en lo que incumbe a la inconformidad consistente en que el 

resultado final de la sumatoria realizada por el Despacho de todos los valores tenidos en 

cuenta para liquidar la totalidad de las costas es equivocada, frente a ello, es menester  

ponérsele de presente al abogado, que la suma total de las costas no solo incluye el valor 

de un salario mínimo legal mensual vigente para esa época y los honorarios cancelados 

al perito, sino también, los gastos judiciales incurridos por la parte beneficiada por la 



condena, conforme lo regla el numeral 3 del artículo 366 del Código General del Proceso, 

los cuales se encuentran debidamente acreditados en el paginario como lo son el valor de 

las notificaciones realizadas y demás emolumentos causados, por lo que fácilmente se 

concluye que el raciocinio planteado por el recurrente frente a este punto no es el 

apropiado, de tal manera, tampoco este punto del recurso habrá de salir avante.  

 

 Por lo antes expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Villavicencio,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NO REPONER el proveído del 29 de noviembre del 2021, el cual se 

mantendrá en su integridad. 

 

 

Notifíquese,  

 

 

 

YENNIS DEL CARMEN LAMBRAÑO FINAMORE 

Juez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

La anterior providencia se notifica por 
anotación en el Estado de  
 

_________________ 
Secretaria 
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CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 PROCURADURÍA 49 JUDICIAL II PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 

Radicación E-2023-128906 – Interno No. 2023 - 037 

 

Fecha de Radicación: 1° de Marzo de 2023 

Fecha de reparto: 6 de marzo de 2023 

 

Convocante (s):   AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 

 

Convocado (s):  NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACION JUIDICIAL  

 

Medio de Control:  REPARACION DIRECTA 

 
 
En los términos del artículo 105 de la Ley 2220 de 20221, en concordancia con lo dispuesto 
en el numeral 6.o del artículo 2.2.4.3.1.1.9 del Decreto 1069 de 20152, la Procuradora 49 
Judicial II para Asuntos Administrativos de Villavicencio expide la siguiente 

 

CONSTANCIA: 

 

1. Mediante apoderado, la parte convocante AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., 

presentó solicitud de conciliación extrajudicial el día 1° de Marzo de 2023, convocando a 

la NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION 

JUIDICIAL. 

 

2. Las pretensiones de la solicitud fueron las siguientes:  
 

 

 
1ARTÍCULO 105. Constancia de agotamiento del requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial. El agente del Ministerio Público 

expedirá el documento que acredita ante la autoridad judicial que, efectivamente, el trámite de conciliación extrajudicial se surtió para 

efectos de la presentación de la demanda, cuando a ello hubiere lugar. En la constancia se indicará la fecha de presentación de la solicitud, 

la fecha en que se celebró la audiencia, y se expresará sucintamente el asunto objeto de conciliación.  (…) 
2 Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015 "Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho", 

incorpora el artículo 9° del Decreto 1716 de 2009. 
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3. En audiencia cumplida por medios no presenciales, llevada a cabo el día 25 de mayo de 

2023, se declara fallida la conciliación ante la falta de ánimo conciliatorio expreso de la 

entidad convocada NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACION JUIDICIAL, a través de su Comité de Conciliación y Defensa 

Judicial, conforme fue consignado en el acta de audiencia suscrita por la Procuradora. 

 

4. De conformidad con lo anteriormente expuesto, se da por agotado el requisito de 

procedibilidad exigido para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, al 

tenor de los artículos 92 y 94 de la Ley 2220 de 2022, en concordancia con lo 

establecido en el con lo establecido en el artículo 161 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – CPACA y normas que lo modifiquen. 

 

5. En los términos del artículo 105 de la Ley 2220 de 2022, se expide la presente 

constancia en favor de la parte convocante, sin devolución alguna de documentos en 

atención a que la solicitud fue tramitada por medios digitales.  

 

Dada en Villavicencio, a los veinticinco (25) días del mes de mayo del año dos mil veintitrés 

(2023), fecha en que se realiza su envío a los correos electrónicos indicados por la parte 

convocante. 

 

 

 
ALMA YELENA RAMIREZ TELLO 

Procuradora 49 Judicial II Para Asuntos Administrativos 
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Señores 

JUZGADO TERCERO (3°) CIVIL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO 

ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co   

E.           S.              D. 

 

REFERENCIA: PROCESO EJECUTIVO. 

RADICACIÓN: 500013103003 2015-00416 00 

DEMANDANTE: CARLOS JULIO HERRERA MATEUS 

DEMANDADO: AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 

 

ASUNTO: ACREDITACIÓN DE PAGO.  

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con la Cédula 

de Ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá, abogado en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional 

No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, con dirección de notificaciones: 

notificaciones@gha.com.co, obrando en este acto como apoderado de AXA COLPATRIA 

SEGUROS DE VIDA S.A., sociedad comercial anónima de carácter privado, sometida al control y 

vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia. Concurro ante su Despacho de manera 

respetuosa, con el fin de acreditar el pago total de la obligación que dio origen a la presente acción, 

en cumplimiento del Auto del 29 de noviembre de 2021 equivalente a la suma de CINCO MILLONES 

CUATROCIENTOS CINCUENTA Y TRES MIL CIENTO CINCUENTA Y SEIS PESOS ($5.453.156), 

conforme se soporta con el comprobante de pago expedido por el Banco Agrario de Colombia, que 

se soporta. 
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Conforme con lo expuesto, solicito de manera respetuosa se tenga como acreditado el pago total 

de la obligación en cabeza de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., a través del pago de 

la suma señalada. 

 

NOTIFICACIONES 

 

El suscrito y mi representada recibirán notificaciones en la Av. 6A Bis #35N-100, Oficina 212, Cali, 

Valle del Cauca, Centro Empresarial Chipichape o en la dirección de correo electrónico 

notificaciones@gha.com.co 

 

Del Señor Juez, respetuosamente, 

 

 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA  

C.C. No 19.395.114 de Bogotá D.C. 

T.P. No. 39.116 del C.S. de la J. 
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Depósitos Judiciales
18/04/2024 01:45:42 PM

Contacto Banco Agrario en Bogotá D.C., Colombia +571 594 8500, resto del país 01 8000 91 5000. servicio.cliente@bancoagrario.gov.co

www.bancoagrario.gov.co. NIT. 800.037.800-8.

COMPROBANTE DE PAGO

Código del Juzgado 500012031003

Nombre del Juzgado 003 CIVIL CIRCUITO VILLAVICENC

Concepto 1 - DEPOSITOS JUDICIALES

Descripción del concepto PAGO CONDENA

Numero de Proceso 50001310300320150041600

Tipo y Número de Documento del Demandante Cédula de Ciudadania - 17351495

Razón Social / Nombres Demandante CARLOS JULIO

Apellidos Demandante HERRERA MATEUS

Tipo y Número de Documento del Demandado NIT Persona Jurídica - 8600021839

Razón Social / Nombres Demandado AXA COLPATRIA

Apellidos Demandado SEGUROS DE VIDA SA

Valor de la Operación $5,453,156.00

Costo Transacción $9.050,00

Iva Transacción $1.720,00

Valor total Pago $5.463.926,00

No. Trazabilidad (CUS) 584529279

Entidad Financiera SCOTIABANK COLPATRIA

Estado APROBADA



Correo electrónico ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Calle 34 No- 36-43 Manzana J No. 2 Piso Cuarto, Barrio Barzal, Villavicencio (Meta) 

 

 

DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO 

JUZGADO TERCERO CIVIL 

DEL CIRCUITO 

 

Expediente N.º 500013103003 2015 00416 00 

 

Villavicencio (Meta), veintiuno (21) de junio de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Atendiendo a la solicitud elevada por el demandante1, este Juzgado ordena el 

pago de los títulos judiciales que se encuentran constituidos a órdenes del 

Despacho con ocasión del proceso de la referencia, a Carlos Julio Herrera 

Mateus identificado con cedula de ciudadanía No 17.351.495., por valor de 

COP$5.453.156 y COP $1,908,526.00, lo anterior conforme a la facultad que 

reviste el peticionario para tal fin.  

 

Por otra parte, este estrado judicial dispone NO ACCEDER al pedimento 

impetrado por el apoderado judicial del extremo actor2, puesto que la suma de 

dinero que aduce no fue tenida en cuenta al librar mandamiento de pago 

proferido por este Juzgado el 11 de abril de 2024, ya había sido incluida en la 

liquidación de costas3 aprobada mediante auto del 24 de octubre de 2023, y 

pagada mediante depósito judicial N° 276721776. 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE. 

 

Firmado electrónicamente 

YENNIS DEL CARMEN LAMBRAÑO FINAMORE 

Juez 

 

 

                                                   
1 06EjecutivoContinuacion – PDF13 
2 06EjecutivoContinuacion – PDF 15 
3 02CuadernoPrincipal1-2 – PDF 63 
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Datos Transacción

Tipo Transacción: AUTORIZACIÓN ORDEN DE PAGO CON FORMATO DJ04
Resultado Transacción: TÍTULO 445010000580427: TRANSACCIÓN EXITOSA, NÚMERO DE 

TRANSACCIÓN: 363336538.
Usuario: ANGIE BRIGETTE JIMENEZ CORTES

Estado: AUTORIZADA POR ANGIE BRIGETTE JIMENEZ CORTES

Datos de la Autorización

Realizado por: INGRESO - ANGIE BRIGETTE JIMENEZ CORTES - 22/03/2022 
10:34:48 A.M. - 190.217.24.4

Realizado por: AUTORIZACIÓN - ANGIE BRIGETTE JIMENEZ CORTES - 22/03/2022 
10:36:13 A.M. - 190.217.24.4

Datos del Título

Número del Título: 445010000580427

Número de Proceso: 50001310300320150041600

Valor: $ 2.138.810.547,00

Datos del Beneficiario

Identificación del Beneficiario: CEDULA 17323343

Nombre del Beneficiario: ERNESTO RODRIGUEZ RIVEROS

Estimado usuario de CSJ por favor revisar que la transacción solicitada sea igual a la impresa en este recibo en caso de cualquier reclamo o inquietud. 
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